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Este pequeño tomo no constituye una investiga- 
ción exhaustiva de los temas económico-social:s del 
tan poco conocido período de nuestra historia que 
aquí abordamos. Obviamente sólo estudia algunos as- 
pectos de la vida en la Cisplatina y por consiguiente 
no pretenda explicar íntegramente la época analiza- 
da. Tiene simplemente el objeto de acercar a los 
estudiosos algunos elementos para la mejor comprén- 
sión de ese período tan complejo e importante en la 
historia del Uruguay. Esa es su única y modesta 
finalidad. 
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INTRODUCCION 


Si la Revolución Francesa fue dirigida por una clase 
nacional burguesa en oposición a les viejas clases feuda- 
les, y barrió con el antiguo régimen, y si en las trece 
colonias americanas que se insurgieron contra Inglaterra 
a fines del siglo XVIII se creó un mercado nacional único 
y había clases sociales dispuestas a asumir el poder con 
carácter nacional, la Revolución Hispanoamericana —con 
variantes que van de región a región— fue dirigida por 
la burguesía comercial, importadora y exportadora crio- 
lla —muchos de cuyos integrantes eran a la vez terra- 
tenientes— y por los hacendados criollos. 

Durante la Revolución y en los años que inmedia- 
tamente le siguen, asistimos a la redistribución de los 
medios de producción, en particular de la tierra. Esta no 
se hizo a la clásica maner. burguesa, expropiando a las 
clases feudales y permitiendo el acceso al suelo a la bur- 
guesía en general: los expropiados fueron los miembros 
de la oligarquía comercial monopolista y los terratenien- 
tes ligados al viejo imperio. Esa redistribución, en las 
condiciones de una sociedad precapitalista, se operó en 
beneficio de las clases comerciales y usureras, de los vie- 
jos terratenientes criollos y, sobre todo, de los caudillos 
que la guerra había promovido a las jerarquías militares. 

Pero si la tierra cambió de titulares, no cambiaron 
las relaciones entre los hombres, El sistema imperante en 
los amplios fundos confiscados a los execrados “godos” y 
“gachupines” siguió siendo el mismo, La esclavitud negra, 
se mantuvo por larga data, ya merced a la misma legis- 
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lación, ya bajo eufemisticas disposiciones legales que en- 
cubrían la misma situación de hecho. Sea como fuere, les 
grandes masas del campo —esclavos, peones, agregados, 
puesteros, ocupantes, etc.— permanecieron en las mismas 
condiciones de dependencia personal vigentes bajo el do- 
minio colonial. 

La revolución arrastró tras de sí a las masas popu- 
lares, entre las cuales —con acentuadas diferencias de 
región a región— las peonadas, blancas o mestizas, los 
indios y los negros, desempeñaron un papel decisivo. En 
algunos territorios —concretamente en las regiones gana- 
deras— al expirar la dominación colonial no se había 
completado todavía la apropiación de los medios de pro- 
ducción ni el sometimiento l peonazgo de las masas 
rurales, característica propia de una sociedad de reciente 
cclonización. Su participación en el movimiento emanci- 
pador, que sirvió para encumbrar a los caudillos, no cam- 
bió su situación en la época independiente. Después de 
la Revolución aquel proceso inacabado alcanzará su cul- 
minzción y se habrá completado el ciclo de su sujeción a 
las condiciones de dependencia personal. 

La Independencia abrió el cauce irrestricto al “libre 
comercio” —ya en parte carcomido el monopolio en la 
época colonial—, relacionando a les viejas colonias direc- 
tamente al mercado mundial, en especial a Inglaterra, en 
ese momento su centro dominante. Las clases comerciales 
de los centros urbanos —intermediarias entre el mercado 
mundial y la producción local— fueron incapaces de tomar 
el poder exclusivamente en sus manos, salvo esporádica- 
mente y en algunos lugares. Se vieron entonces en la 
necesidad de asociarse a quienes eran sus aliados natu- 
rales: los caudillos rurales, afirmados en el poder —por 
lo menos a escala local— respaldados por la hueste for- 
mada. en largos años de guerras. Esa burguesía comercial 
y usurera se consideraba legítima y universal heredera de 
la vieja oligarquía monopolista española. Liberados del 
monopolio del comercio exterior, se preocuparon por do- 
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minar el mercado interior, lucrar con abastos al Estado, 
engolosinarse con la Deuda Publica y autoconcederse 
prebendas con nombres y apellidos. Para la burgue- 
sia comercial, usurera y terrateniente criolla esto signi- 
ficaba, —como se acuñó en frase de la época— “hacer la 
Revolución”. Por el momento no pudieron lanzarse direc- 
tamente sobre las tierras. El caudillo seguía siendo el gran 
dispensador de las suertes de campo y la garantía de su 
disfrute. 


La Revolución en el Plata 


En el Plata la clase comercial no logró revolucionar 
el tráfico interprovincial, ni unificar el mercado interior, 
base indispensable para la formación de un Estado na- 
cional. Los conflictos interprovinciales se sucedieron du- 
rante muchos años, y finalmente del antiguo Virreinato 
se desprendieron cuatro Estados independientes. La pro- 
ducción se mantuvo sin grandes cambios, salvo en las 
regiones ganaderas, hacia las cuales se dirigieron las 
apetencias del mercado. 

En el Río de la Plata la principal beneficiaria de esta 
situación fue la clase comercial de Buenos Aires. Durante 
el coloniaje sostuvo largas disputas con Montevideo por 
el comercio exterior, el que sólo podía realizarse por los 
dos únicos puertos habilitados en la zona. Iniciada la 
Revolución, Montevideo —fiel a la Regencia— debió 
observer impasible la destrucción de su tráfico. La clase 
comercial porteña —y un sector de la vieja oligarquía 
monopolista que, asimilado el primer impacto, se acomo- 
dó a la nueva situación— procuró mantener el control 
irrestricto del mercado interno, valida del arma infalible 
que significaba el embudo del puerto único, Comercio, 
abastos y préstamos al gobierno —la Aduana era su me- 
jor garantia— le sirvieron para acumuler ingentes bene- 
ficios. Contra los clanes comerciantes y prestamistas por- 
teños —detentadores de la llave del Plata— se rebelaron 
los portavoces de los intereses provinciales compuestos 
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de viejos terratenientes criollos, pujantes caudillos estan- 
cieros y comerciantes locales. 

Esa larga lucha no estuvo libre de múltiples peri- 
pecias. A veces, la oligarquía porteña se eliaba a comer- 
ciantes-estancieros del litoral e interior, cuyo poder era 
anegado por la potencia del movimiento caudillesco local. 
Los problemas del puerto único, del monopolio de la 
aduana de Buenos Aires y del sistema tarifario, se espe- 
jaron en la oposición al gobierno centralizado que pre- 
tendía imponer la ex-capital virreinal. 

La burguesía comercial y terrateniente de Buenos 
Aires —que había desempeñado un papel dirigente en la 
Revolución en el Plata— consideraba que su tarea era 
la liberación del poder espzñol, y que —de suyo— esta 
tarea conllevaba ganar, para su provecho, las restantes 
provincias del Virreinato. Para los comerciantes porteños 
en lo esencizl ese programa coincidía con la conquista de 
lo que consideraban, expresa o tácitamente, su viejo mer- 
cado virreinal: Banda Oriental, Litoral, Paraguay, pro- 
vincias interiores y Alto Perú. La suerte de este ambi- 
cioso proyecto varió a tenor de las diversas contradiccio- 
nes internas —de lugar y de tiempo— que halló en su 
aplicación. 

A excepción del chispazo del morenismo y del la 
revolución artiguista, el desarrollo del movimiento de in- 
dependencia en el Plata no se propuso la transformación 
profunda de las estructuras precapitalistas vigentes. El 
empuje revolucionario del morenismo se agotó apenas 
llegó a los límites del viejo mercado interior que le legó 
la matriz colonial. Cuando la burguesía comercial porteña 
alcanzó esa frontera, cuando embretó el programa libera- 
dor original en los estrechos marcos de sus intereses de 
clase, en busca de su irrestricto mercado interior, quedó 
clausurada su etzpa revolucionaria. Derrotada en sus es- 
fuerzos iniciales por ganar el Alto Perú, recién emprendió 
la gran tarea de liquidar el centro del poder imperial 
con San Martín. 
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_ A cierta altura los problemes internos de la lucha 
entre el Directorio y la Liga Federal la llevaron a querer 
utilizar el Ejército de los Andes para dirimir los proble- 
mas de la guerra civil. El historico desacato de San 
Martin permitió a éste cumplir su gesta liberadora, de- 
jando de lado las estrechas miras pueyrredonistas. 


En la Banda Oriental 


Las condiciones peculiares del desarrollo de la Revo- 
lución Oriental permitieron al Artiguismo encabezar la 
oposición antiporteña del litoral —vasto y heterogéneo 
movimiento— dándole el tono radical que le impartió 
desde la sede del Protectorado, en Purificación. 

La Revolución Oriental sacudió la economía y pro- 
dujo el desplazamiento de la capa comercial monopolista 
y en parte terrateniente, formada en el Montevideo. colo- 
nial de fines del siglo XVIII e inicios del XIX. La peque- 
ña ciudad amurallada a orillas del Plata había disfrutado 
de privilegios comerciales que reforzaron las ventajas 
naturales de su puerto. Esto refluyó en beneficios para 
la limitada capa comercial de importadores y exportado- 
res, propietarios de barcos y a veces saladeristas y estan- 
cieros. Al régimen monopolista y privilegista en el trá- 
fico se había sumado un sistema también privilegista en 
el acceso a la tierra, todo para su mayor provecho y 
resultante en una importante acumulación. Así se apode- 
raron de los ganados cimarrones, de los animales alzados, 
de los rodeos de los pequeños hacendados y de los cueros 
faenados clandestinamente en las inmensas campañas des- 
pobladas. La Edad de Oro de esta oligarquía terminó 
abruptamente cuando el movimiento juntista de 1810 des- 
plazó del poder de toda América a los “godos” o “gachu- 
pines”. 

La Revolución fue la respuesta del conjunto de clases 
y capas nacidas en América, marginadas del disfrute del 
poder y lesionadas en sus intereses por la dominación 
colonial. En ella —que se inició en Buenos Aires en 1810 
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y estalló en la Banda Oriental en 1811— militaron comer- 
ciantes no vinculados al monopolio, algunos saladeristas 
y grandes hacendados criollos, capas de hacendados pe- 
queños y medios, letrados y miembros del bajo clero —la 
intelectualidad de la época, vinculados a familias de 
hacendados, comerciantes, o ellos mismos estancieros y 
comerciantes—, y junto a ellos —cuya relevancia no pue- 
de minimizarse por su importancia militar y política— 
las masas desheredadas de la población. 

En la dialéctica de una revolución como la latinoame- 
ricana, esencialmente anticolonial y fatalmente indepen- 
dentista, no es posible escindir muchas veces las motiva- 
ciones nacionales y de clase que llevan a unos u otros 
personajes a incorporarse al movimiento, Cualquier es- 
quematismo —en ésta, como en otras materias— puede 
llevar a: sorpresas insospechadas y erróneas. 

Durante cuatro años la situación de Montevideo 
cambió radicalmente. Permaneció aislada de la campaña, 
fuente de los productos exportables, dato de importancia 
en un territorio volcado al comercio internacional desde 
sus inicios. Cesó la intermediación con Buenos Aires y la 
que parcialmente practicaba hacia el Litoral e Interior. 
La crisis general del Imperio Español desarticuló sus 
relaciones con Cuba, el Pacífico, etc. El papel de Mon- 
tevideo decayó mientras Buenos Aires, convertido en 
puerto único del Virreinato, se desenvolvió impetuosa- 
mente. Liquidados sus privilegios y desmontada la estruc- 
tura económica que la sustentaba, la capa comercial del 
Montevideo monopolista fue barrida por el huracán revo- 
lucionario. Impedidos de traficar, agobiados de emprésti- 
tos y contribuciones, se apagó la estrella de los otrora 
poderosos comerciantes. Algunos lograron reivindicar —ya 
del gobierno español, ya de las autoridades patrias inde- 
pendientes— las sumas adelantadas, otros procuraron sal- 
var del naufragio siquiera parte de sus capitales y llega- 
ron a reinstalarse cómodamente en el nuevo sistema 
postrevolucionario. Pero cualquiera hubiese sido su des- 
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tino individual o familiar, desaparecieron de la escena 
como capa monopolista. 

Lo que podemos llamar burguesia criolla montevi- 
deana fue una capa sumamente débil bajo el coloniaje: 
barraqueros, saladeristas y alguno que otro importador y 
exportador ligados al trafico con portugueses, norteame- 
ricanos, ingleses, etc. No dominaron todo el comercio 
interior: buena parte del comercio mediano y pequeño de 
Montevideo era español. Algunos de ellos eran también 
hacendados. Integraba también esta capa el corto núme- 
ro de letrados. Luego de intentar tomar el poder en 1810 
fueron vencidos en Montevideo. En el curso de la Revo- 
lución durante el período artiguista la burguesía comer- 
cial montevideana fue impotente para tomar la dirección 
del movimiento. 

Otras eran las fuerzas que dirigían la Revolución. 
Cuando se produce la insurrección de 1811, la dirección 
del movimiento la tiene una alianza de las capas de ha- 
cendados pequeños y medios con grandes estancieros 
criollos que arrastraron a las masas. Como se ve, era una 
alianza heterogénea y con profundas contradicciones in- 
ternas. Sobre la base de las relaciones precapitalistas de 
la colonia se había ido elaborando toda una serie de rela- 
ciones de dependencia de las masas rurales no propieta- 
rias con los monopolistas de la tierra. La Revolución 
encontró a estas masas de peones y esclavos militarmente 
encuadrados en una organización jerárquica caudillesca. 
Las masas marcharon tras los caudillos de los distintos 
pagos, y la condición social de estos caudillos dependié de 
las formas de tenencia de la tierra predominante en cada 
región. En la Banda Oriental junto a extensas zonas de 
gran latifundio, existían otras pobladas por pequeños 
hacendados. 

Como agudamente señala Real de Azúa, las necesi- 
dades de la guerra promovieron a los mandos a los más 
capacitados. 

Uno de los elementos específicos de la Revolución 


15 


Oriental provino de la existencia de una amplia masa de 
pequeños hacendados libres y no dependientes. 

Cabe anotar algunas características de esta clase. No 
debe olvidarse que la historia de la distribución de la 
tierra en la Banda Oriental sigue dos líneas bien defi- 
nidas. Por un lado está el latifundio, que deja su impron- 
ta en la tenencia de la tierra, cuando se van lanzando 
sobre ella una serie de jerarcas, de acreedores del Estado 
Español —por diversas vías: ya de abastecedores de expe- 
diciones militares, ya de proveedores de bienes y servicios 
de empresas colonizadoras, ya de tenedores de créditos 
contra los Pueblos de las Misiones, etc.— y de comercian- 
tes. Pero por otro lado está también una fuertemente 
arraigada colonización en algunos focos como Montevideo, 
Soriano, Maldonado, Melo, Tacuarembó, etc. Esta segunda 
corriente tiene en su haber una relativa densidad de po- 
blación —atendidas las circunstancias— y una trayectoria 
de temprana, tenaz y constante oposición al latifundio, que 
se va acentuando y que va dando lugar con su crecimiento 
demográfico, a un “hambre de tierras” para sus descen- 
dientes, habida cuenta de que los repartimientos origina- 
les habían sido encajonados por las distribuciones ulterio- 
res a latifundistas. El libre acceso a la tierra, el sujetar 
los ganados a rodeo son, sin duda, aspiraciones de esta 
clase, que los oponen por un lado a los latifundistas y por 
otro a las partidas sueltas, y que quedarán impresas en 
las disposiciones del Reglamento de 1815. 

La existencia de una amplia capa de pequeños y 
medianos hacendados libres signó a la Revolución Orien- 
tal. Esta clase poseyó un espíritu rebelde y democrático 
y su capacidad de integrar una conducta política estaba 
firmemente vinculada a la satisfacción de sus carencias 
coloniales. t 

La burguesía comercial montevidezna y hombres pro- 
venientes de las familias de hacendados se insertaron 
directamente en la administración civil y militar de Bue- 
nos Aires. Otros actuaron como abastecedores durante los 
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dos asedios que sufrió la plaza de Montevideo y procura- 
ron adaptarse a la dominación porteña de 1814, Frente a 
su incapacidad para crear un interés nacional por medio 
del mercado, las clases dirigentes de Buenos Aires se 
esforzaron por conseguir edictos ya sea mediante su in- 
corporación al aparato burocrático —que a veces iba 
acompañado de mercedes cuantiosas— o por medio de los 
lazos de hierro de la Deuda Pública. 


La capa estrictamente comercial y terrateniente crio- 
lla de Montevideo rechazó en forma creciente al gobierno 
de Buenos Aires en la medida en que en 1814 y 1815 some- 
tió al puerto de Montevideo a una política discriminatoria 
en favor de la ex-capital virreinal. Cuando estaban en 
juego los intereses fundamentales de su política la bur- 
guesía porteña no podía hacer concesiones. 


Esta burguesía montevideana en 1815 y 1816 debió 
aceptar la política artiguista, claro que haciendo una 
interpretación “pro domo sua” de las claras órdenes ema- 
nadas de Purificación. Si bien la reserva del comercio 
interior a los criollos y las relaciones mercantiles con las 
Provincias de la Liga Federal le auguraban una serie de 
ventajas, quienes componían su sector más especulativo y 
audaz, los financistas más apresurados, intentaron usar en 
su beneficio sus relaciones con Otorgués. En la esfera 
limitada de su tiempo y circunstancias no fueron muy 
diferentes de los Girondinos franceses o de los Directo- 
riales porteños. Pero la dura e implacable política arti- 
guista enfrentó al sector más especulativo, liquidó sus 
meniobras con las “propiedades extrañas” y los fondos 
públicos, penando severamente a estos “patriotas” a su 
manera. 


La política de riguroso control de las finanzas del 
artiguismo no les abrió ninguna perspectiva de acumula- 
ción por esta vía. El comienzo de la lucha con los portu- 
gueses y la paralización del tráfico con Brasil, la ruptura 
con Buenos Aires y el desvertebramiento del comercio 
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con el Litoral, acabaron por frustrar las esperanzas de 
esta clase. 

La dureza de la lucha y la politica agraria artiguista, 
hicieron de la capa de grandes hacendados criollos un 
aliado vacilante primero y un adicto del invasor después. 
Desde el Cabildo que dominaron trabaron las medidas 
agrarias a lo largo de 1816. 

La Revolucion Oriental habia tenido virtualmente la 
posibilidad de un doble desarrollo. 

Apoyandose sobre la debilidad y recientismo de las 
relaciones burguesas en el mundo colonial, los hombres 
que hacían la guerra, que naturalmente adquirieron pres- 
tigio, mando, y por lo tanto respeto y subordinación de 
otros hombres, de tanto ser el predicado armado del poder 
de la burguesía, devinieron en sujeto armado de un 
estamento jerarquizado: el ejército revolucionario. Y de 
entre ellos, algunos propusieron un modo de desconoci- 
miento de la propiedad, el de la negación feudal, que 
se apoya en la tierra como cosa, para edificar el mun- 
do de las relaciones de dependencia personal. 

Este fue sin duda el tránsito inmediato en buena parte 
de las provincias del litoral argentino y —por supuesto— 
estuvo presente como posibilidad real en la revolución 
oriental. El hombre que en mejores condiciones se halla- 
ba para encaramarse en la pirámide de la mesnada armada 
semideudal, el que atraía todas las adhesiones y el que 
concitaba el respeto y cariño de los desheredados del 
campo, de los negros e indios, el «coquito de la cam- 
paña», entiéndase bien, el «coquito» de los grandes hacen- 
dados que habían aprovechado su baquía, valor y disci- 
plina, y sus infinitas relaciones personales, con los gauchos, 
para «pecificar» la campaña de matreros, infieles, portu- 
gueses y corambreros: don José Artigas, a partir de esa 
misma sabiduría popular, de su memoria y pericia sobre 
los problemas de la tierra y de la producción, de su amor 
entrañable por los pobres del campo, por su casi única 
experiencia de asistente del gran reformista español don 
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Félix de Azara y de encargado de repartos de suertes de 
estancia en la frontera colonial, fue justamente el hom- 
bre que rompió con la función que de él esperaban las 
clases dominantes del bando patriota, para proponer otro 
esquema en las relaciones sociales del campo, para oponer 
un modelo de montonera inaccesible para las otras pro- 
vincias y para ulteriores períodos de la Banda Oriental, 
para sugerir un nuevo modo de relaciones entre caudillos 
y masas: las relaciones libres entre hombres libres traba- 
jadores directos de la tierra. 

La profundización de la Revolución, a la manera jaco- 
bina de Ventoso, proclamando el derecho preferente de 
“los más infelices”, y “el principal derecho” de los indios 
inspiran toda la política agraria artiguista. Artigas y Mon- 
terroso comprendieron que el llamado “arreglo de los 
campos” —quizá uno de los más viejos problemas— que 
se había venido arrastrando en el mundo colonial, no era 
un problema de cualquier relación entre los hombres y 
la tierra sino el del libre, democrático e igualitario acceso 
de los hombres a la tierra, que sólo se lograría con la 
liquidación de las relaciones de subordinzcion personal 
entre los hombres. Sólo una ley revolucionaria, objetiva, 
un verdadero derecho al modo burgués, podía desterrar 
el privilegio, la dependencia semifeudal. Tierra libre y 
hombres libres eran una sola ecuación. Por eso ya hemos 
dicho más de una vez que el Reglamento Provisorio de 
1815 fue la más avanzada y gloriosa ley que tuvieron los 
orientales. La confluencia en un solo haz de la revolución 
nacional anticolonial, democrática, republicana y federa- 
lista con la revolución social dispensadora de tierras y 
enaltecedora de la dignidad humana transformó a la 
montonera oriental en el más formidable y peligroso de 
los ejércitos: el de los hombres que viven y mueren por 
un ideal. 

Para Artigas el manido asunto del “arreglo de los 
campos” no era simplemente un problema de policía 
rural, como proclamaban los grandes hacendados por la 
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boca del Comandante de Armas Don Fructuoso Rivera. 
Empleando deliberadamente un anacronismo, podriamos 
decir que para Artigas, como para un ilustre argentino, 
muy posterior, pero duro e implacable como él, la cuestion 
social no es una cuestión de policía. El asiento de los 
paisanos en la tierra era el corolario indispensable de la 
independencia. Sólo así se justificaba tanta sangre derra- 
mada... y la que se derramaría después. Porque nadie 
podrá contar jamás la historia de todos aquellos paisanos, 
donatarios artiguistas, especialmente en las zonas del 
norte, donde se libraron las principales batallas contra el 
ejército portugués, que murieron dando su vida y su san- 
gre por la patria y por la tierra. Eran, como en la feliz 
expresión de Beraza, el pueblo reunido y armado, aque- 
llos paisanos que habiendo combatido contra españoles y 
porteños aprovechaban un remanso de paz para levantar 
sus ranchos y corrales, para formar sus rodeítos, para 
plantar alguna sementera. Y cuando se convocó, por se- 
gunda vez, a otra “admirable alarma”, ésta quizá peor 
que la otra, para defender la libertad y la tierra, la ma- 
yoria de aquellos soldados, cabos, sargentos, tenientes, 
capitanes y coroneles artiguistas que habían recibido la 
tierra de Artigas, dejaron sus trabajos de paz para empu- 
ñar otra vez las armas ante un ejército invencible. 

Por eso, caiga a cuento o no, vale la pena referir 
lo emocionante que resulta leer el padrón levantado en 
Peysandú en 1834 por Pacheco y Obes, cuando al dar 
razón de los agregados u ocupantes precarios que van a 
ser expulsados de los campos dice: Fulano de tal, “Peleó 


en el Cuerpo del Finado Mondragón”, “..., Peleó con los 
Colorados del Coronel Basualdo”, “..., Peleó con el Gral. 
Artigas”. 


Si los grandes hacendados parapetados en el Cabildo 
montevideano torpedearon el Reglamento, la extensión que 
adquirió el reparto de la propiedad y el radicalismo del 
movimiento todo los opuso crecientemente al artiguismo. 

Cuando el invasor portugués —con un ejército a la 
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europea y adiestrado según las mejores tácticas napoleó- 
nicas— convirtió en páramos las campañas, los grandes 
hacendados defeccionaron y se juntaron a los comerciantes 
montevideanos. Las masas de peones, agregados, ocupan- 
tes, gauchos, indios y negros, permanecieron hasta el fin 
junto al Jefe de los Orientales. La Revolución y la resis- 
tencia costaron a los orientales... ¡la mitad de su po- 
blación! 


La derrota 


El artiguismo, expresión de la revolución radical en 
la Provincia Oriental encabezó la alianza de las fuerzas 
heterogéneas provinciales contra la oligarquía comercial 
y usurera de Buenos Aires. Pero la pugna entre ambas 
fuerzas no se dirimió exclusivamente entre el Protectora- 
do y el Directorio. El Imperio Portugués, radicado en 
América durante la oleada napoleónica, postergado por los 
grandes de Viena, intentó convertirse en el gran Estado 
de América del Sur. Razones de índole económica, estra- 
tégica y política lo impulsaron tras el sueño secular del 
Piata como límite natural de sus dominios, procurando a 
la vez extirpar el peligro contagioso del artiguismo. Coin- 
cidieron los intereses de la oligarquía porteña con las 
apetencias de la Corte de Juan VI, y en 1816 las fuerzas 
portuguesas irrumpieron en la Provincia Oriental. A la 
complicidad de la oligarquía de Buenos Aires se sumó 
entonces la apatía primero y la complicidad después de 
la clase comercial montevideana y de los grandes hacen- 
dados y latifundistas. Lecor fue recibido bajo palio en 
Montevideo —Otorgués, Jefe de la Vanguardia artiguista, 
había demorado su entrada en Montevideo por no tener 
ropa decente con que presentarse— en 1817 y los integran- 
tes de las clases sociales privilegiadas no sólo aceptaron 
pasivamente la conquista, sino que se convirtieron en 
activos agentes de la desintegración del campo artiguista. 

La crisis final se produjo en la Provincia cuando los 
conquistadores, con la complicidad activa de la oligarquía 
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montevideana y de los latifundistas lograron descomponer 
el frente artiguista atrayéndose a los caudillos orientales, 
que hasta el ano 20 formarían el andamiaje de las mon- 
toneras. Pese a las sucesivas derrotas que diezmaban la 
población de la campaña, la paz no podía llegar para el 
conquistador sino por medio de una transacción. Esta 
transacción a espaldas del Jefe de los Orientales, mantuvo 
en el nuevo ámbito cisplatino a los donatarios artiguistas 
sobre la tierra y a la jerarquía militar caudillesca revo- 
lucionaria incorporada, con su organización, a las fuerzas 
del conquistador. En los años venideros la transacción 
será desconocida, y el aparato caudillesco, ahora al servi- 
cio del Imperio, insertará a los hombres crecientemente 
en una relación de dependencia personal. 

La Liga Federal requería el efectivo papel protector 
de las fuerzas artiguistas, básicamente orientales, sobre 
las provincias rebeladas contra la oligarquía comercial y 
usuraria bonaerense. La dirección del movimiento provin- 
cial recaía en las capas de hacendados y comerciantes 
locales, La fórmula jurídica del pacto confederativo expre- 
saba la aspiración de defender los intereses regionales. El 
Protectorado se fue resquebrajando en la medida en que 
las largas luchas contra Buenos Aires —mientras los 
orientales se desangraban entre los ataques cómplices y 
simultáneos— fueron haciendo aflorar las contradicciones 
que esta unión heterogénea encerraba. 

La Provincia Oriental ya no pudo permitirles la uti- 
lización del puerto de Montevideo, que era la alternativa 
al puerto único de Buenos Aires. Las dificultades del 
tráfico impedían la salida de los frutos y la introducción 
de los efectos en razón del bloqueo de los ríos por 
Buenos Aires. 

La guerra multiplicó las exigencias de soldados. Las 
oposiciones que se remontaban al coloniaje resurgieron 
en torno a las disputas interprovinciales por cuestiones 
fronterizas. La política social del artiguismo, en particu- 
lar la protección a los ocupantes de los latifundios y su 
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solicitud por los indios, levantaron violentas resistencias 
en las oligarquias locales. Y cuando la estrella del Pro- 
tector comience a palidecer, los caudillos locales lo enfren- 
taran convirtiendo un triunfo militar del artiguismo como 
la batalla de Cepeda, en el comienzo de la crisis final del 
Protectorado. En 1820 cayó el Directorio, se desintegró 
poco después la Liga Federal y, con ella, la posibilidad 
de transformación verdadera de la estructura heredada de 
la Colonia. 

Artigas se retira al Paraguay. Estaba derrotada la 
revolución radical y popular artiguista que habría abierto 
el camino para el desarrollo burgués por la vía más pro- 
gresiva. Para vencerla había sido preciso un poder exte- 
rior con alta eficiencia militar y la alianza del Directorio. 
En lo interior se produjo con la complicidad de la oli- 
garquía comercial criolla montevideana y los grandes 
hacendados, así como con la rebelión de la jerarquía cau- 
dillesca litoral y oriental. Triunfó porque el peso de las 
clases ligadas a la estructura precapitalista —el predo- 
minio del capital especulativo, de los terratenientes de 
viejo cuño y de los caudillos-estancieros— era mayor que el 
de las masas de pequeños y medios hacendados, de ocupan- 
tes, agregados, peones, gauchos e indios. Antes de caer 
había profundizado en sus realizaciones en forma tal que 
aunque fracasado, dejaría su huella indeleble en la his- 
toria ulterior de nuestro pueblo. 
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CAPITULO | 


LOS PORTUGUESES CONQUISTAN LA 
PROVINCIA ORIENTAL 


A. Comerciantes y terratenientes contra Artigas. 


El Cabildo recibe bajo palio al invasor 


En agosto de 1816 los portugueses irrumpían en la 
Banda Oriental. Las fuerzas invasoras avanzaron rápida- 
mente y en pocos meses ocupzron la plaza de Montevideo. 
Más enemigos de la revolución artiguista aparecieron pú- 
blicamente y creció el número de traidores a la patria. El 
resquebrajamiento del partido patriota se mostró sin disi- 
mulos en enero de 1817. No habizn franqueado aún los 
portugueses el Portón de San Pedro cuando el Cabildo 
de Montevideo, reunido en minoría, dio rienda suelta a 
toda la rabia y la humillación acumuladas durante la revo- 
lución popular artiguista. El resentimiento era mucho, el 
silencio había sido largo, y de poco o nada habían servido 
las tretas y ardides para tergiversar las órdenes termi- 
nantes del Cuartel General. 

Ahora, libres de los ejércitos de la patria, los egre- 
gios miembros del Ilustre Cabildo y Regimiento de Mon- 
tevideo, siquiera por una vez, podían ser sinceros. Era la 
hora de la verdad. Gerónimo Pio Bianqui comenzó dicien- 
do que estando por fin “libres de aquella opresión, los 
capitulares se hallaban en el caso de declarar y demostrar 
públicamente, si la violencia había sido el motivo de 
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tolerar y obedecer a Artigas.” Las voces empezaron a 
sumarse a coro. Los grandes hacendados Juan de Medina, 
Agustín Estrada y León Pérez, y el letrado de todos los 
latifundistas Francisco Llambí afirmaron que 


“atento haber desaparecido el tiempo en que la 
representación del Cabildo estaba ultrajada, sus 
votos despreciados y estrechados a obrar de la 
manera que la fuerza armada disponía: vejados 
aún de la misma soldadesca y precisados a dar 
algunos pasos, que en otras circunstancias hubie- 
ran excusado, debían desplegar los verdaderos 
sentimientos de que estaban animados, pidiendo y 
admitiendo la protección de las armas de Su 
Magested Fidelísima que marchaban hacia la 
Plaza” ©), 


Asi se vio a Agustin Estrada, al cohechador confiscado 
Francisco Xavier de Viana —a quien el Director Posadas 
le había regalado nada menos que todo el Rincón del 
Cerro— y a Dámaso Antonio Larrañaga —aquel que com- 
partía la “fría y afectada aprobación” con el que el Ca- 
bildo, mal que le pesara, había recibido la política agraria 
artiguista—, ir en dirección al campamento invasor a 
ofrecer la entrega de la ciudad. A cambio de la entrega, 
Lecor les concedió “la subsistencia del cuerpo capitular y 
el reconocimiento de los oficiales que se presentasen a su 
entrada en la plaza”, lisonjeándose de que el Soberano 
portugués, “cuyas ideas liberales eran conocidas” conser- 
varía a los orientales todos sus fueros, privilegios y exen- 
ciones, con más “las franquicias comerciales que desde 
luego entrarían a gozar en común con los demás pueblos 
del Brasil” ©). 


(1) Actas del Cabildo. Sesión del 10 de. enero de 1817. 
(2) Francisco Bauzá, “Historia de la Dominación Españo- 
la en el Uruguay”. Libro VI, pág. 281. 1929. 
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Aquello era una jeuja. Parecía que estábamos en 
Versalles o en Viena. Entre la cortesía y los buenos mo- 
dales de Lecor y “las ideas liberales” de Juan VI todo iba 
a marchar a pedir de boca. 

Entonces fue la euforia de los españoles. Hablando de 
ellos dice el Almirante Sena Pereira: 


“habían hecho una demostración de regocijo co- 
mo indicando o creyendo que las operaciones de 
nuestras fuerzas de mar y tierra no pasaban de 
auxiliares e iban a reivindicar los derechos de 
su soberano, recuperando sus perdidas posecio- 
nes de la América” 3), 


Pero no todo eran zalemas, genuflexiones y agachadas 
de los miembros más conspicuos de la burguesía comer- 
cial, y de los grandes terratenientes. El honor de la patria 
humillada y ultrajada fue salvado por el pueblo, En medio 
de tanta abyección numerosos criollos recorrieron la ciu- 
dad dando “¡Mueras!” a los traidores, a los portugueses y 
a los aportuguesados (*, 

Y los que no tenían las manos limpias ni la concien- 
cia tranquila —y que quizá, como Macbeth, habízn perdido 
el sueño— exhibían sus temores, como cuando Gerónimo 
Pío Bianqui, en nombre de la mayoría capitular, al reci- 
bir a Lecor le decía 


“que era urgente sofocar las exaltaciones de 
personas, que por la divergencia de opiniones 
motivo de la guerra civil, habian ocasionado va- 
rios insultos dentro del mismo pueblo, para lo 
que pedían se tomasen medidas que evitasen en 
lo sucesivo, tanto por la trascendencia que ello 
tenía, cuanto por los males que podían atraer”. 


(3) Eduardo Acevedo, “Anales de la Universidad”. José 
Artigas. 
(4) Francisco Bauzá Obra cit. 
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El primer tributo pagado al intruso empezaba con una 
delecion a quienes lo resistían (*?, 


La burguesía comercial montevideana 


La burguesía comercial criolla de Montevideo, a pesar 
de su juventud, también tenía su historia. En la Colonia 
la formaban barraqueros, alguno que otro importador y 
exportador y comerciantes al menudeo. Pero el grueso 
del comercio estaba en manos de españoles, en la práctica 
monopolista de introducciones y extracciones. En las villas 
y pueblos había barraqueros y minoristas. En las estan- 
cias, las pulperías acopiaban cueros y vendían al detalle. 
Muchos barraqueros eran hacendados y hasta llegaron a 
levantar saladeros. 

El abastecimiento de los ejércitos durante los dos 
sitios, sobre todo el segundo, fue un modo acelerado de 
acumulación de capitales. Juan José Durán, Juan María 
y Pedro G. Pérez, Pablo Vázquez, Antolín Reyna, Antonio 
Arraga y Luis de la Rosa Brito, figuran entre los provee- 
dores del ejército porteño. También los hacendados hacen 
suministros, 

La Revolución permitió a algunos criollos insertarse 
en el aparato estatal bonaerense y obtener dádivas y dona- 
ciones directas, privilegios, extorsiones a sectores de la 
pcblación, elevados sueldos, etc. Enfrentado Artigas con 
Buenos Aires, ciertos letrados, comerciantes y hacendados 
se sumaron a la administración porteña y algunos llegaron 
a ocupar cargos prominentes. Francisco Xavier de Viana 
y Nicolás de Herrera fueron Ministros del Directorio; San- 
tiago Vázquez, secretario de Sarratea; Pedro Pablo Vidal 
dirigió las confiscaciones de 1814; Lucas Obes, secretario 
de Herrera en 1814, etc. Herrera volvió a cobrar los gastos 
de su misión a España en 1806, Santiago Vázquez se ganó 
el mote de “Vasco Agarras’ y Lucas Obes obtuvo una 


(5) Francisco Bauzá, Op. cit. 
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recomendación para su almacén naval. También hubo 
generosos galones y entorchados para oficiales que aban- 
donaron a Artigas, como Ventura Vázquez, Pedro Viera, 
Baltasar Vargas, Eusebio Valdenegro, etc. 

El conjunto de comerciantes, saladeristas criollos y la 
mayoría de los grandes hacendados que aceptaron en 1814 
la dominación del gobierno de Buenos Aires se apartaron 
de él a medida que su política fue tomando su sesgo colo- 
nialista: expropiaciones, discriminación en el comercio, 
etc. Hay toda una gama de actitudes entre estos persona- 
jes: desde la posición colectiva de clase, pasando por 
aquellos que ocupan cargos en la administreción, hasta el 
núcleo más reducido de los que se dedicaron a hacer “la 
carrera de la Revolución”, valga la expresión del ínclito 
Carlos de Alvear, que algo sabía de estas cosas. 

Con Artigas las condiciones parecían buenas, pero no 
tanto. Es que este Artigas con su jacobinismo, su incorrup- 
t:bilidad, su escrupulosidad en el manejo de los fondos 
públicos y su constante preocupación por las necesidades 
de la guerra, no podía ser santo de devoción para esta 
joven burguesía, con voracidad de recién nacida, y al final 
terminaría por retirarle toda su simpatía. El Jefe había 
dejado el comercio interior sólo para los criollos, con lo 
que eliminaba la competencia de los colegas británicos y 
yanquis que ya empezaban a corretear por las tierras del 
Plata. Además, la unión aduanera de la Liga Federal pro- 
porcionaban una red de relaciones comerciales con las 
provincias del Protectorado cuya única salida posible era 
el puerto de Montevideo. Pero el deterioro de la produc- 
ción ganadera, el riguroso control de los precios de los 
cueros faenados “para el Estado” y las dificultades de co- 
municación con las provincias por los conflictos con Bue- 
nos Aires frustraron las ambiciones de estos ávidos merca- 
deres. Los abastecimientos al Estado prometian buenas 
ganancias, pero Artigas exigía estrictas rendiciones de 
cuentas. Quedaba la vía oblicua del producto de la coram- 
bre clandestina al amparo de Otorgués y algunos coman- 
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dantes, pero también Artigas tenia la mania de castigar 
a los malos y premiar a los virtuosos. 

De todos modos, por esa época se instalaron en algu- 
nos órganos de poder, lo que sirvió a los más audaces para 
procurar llevar a cabo formas más crudas y aceleradas 
de acumulación. Bajo el gobierno de Otorgués se crearon 
la Comisión de Propiedades Extrañas y el Tribunal de 
Vigilancia, con amplias facultades sobre las personas y las 
cosas. Pero por más que sus nombres sonaran a jacobinos 
sus procedimientos parecían los del “Pantano”. 

Pero no cesaban de llegar los chasques desde Purifi- 
cación portando oficios cargados de reconvenciones y de 
órdenes terminantes de cortar los abusos. Y Otorgués fue 
alejado de Montevideo, los comandantes militares despo- 
seídos de sus “facultades económicas”, Lucas Obes, Juan 
María Pérez y Antolín Reyna presos y multados. 

La clase comercial y usurera —muchos de cuyos 
miembros eran a la vez hacendados— prefería el poder 
incompartido, desdeñando a los caudillos, aunque su sector 
más audaz y realista inició la alianza con el caudillo que 
vivía y dejaba vivir, combinación de ayuda mutua que 
tendría larga vida en todo el curso del siglo XIX, 

La clase comercial usurera y terrateniente, en gene- 
ral enfrentó violentamente a la revolución popular arti- 
guista. Amagó un sector con un intento de gobierno de 
la Provincia para el que eventualmente enganchó a Otor- 
gués. Pero su debilidad no le permitía asumir por sí 
misma la dirección del Estado. Ubicada entre Buenos Aires 
y el Brasil, se apoyó primero en el gobierno bonaerense, 
con el que tenía lazos que venían desde el coloniaje. 

Cuando el poder bonaerense fue impotente contra el 
artiguismo, se plegó al conquistador portugués. Natural- 
mente que, en uno y otro caso, no fue la misma la con- 
ducta de todos los integrantes de la burguesía comercial 
montevideana. Abastecedores y burócratas —o ambas 
cosas a la vez— tenían intereses muy concretos —créditos 
y sueldos, por ejemplo— que los ligaban específicamente 
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a una administración determinada porque sólo ésta los 
podía satisfacer. Otros soportaron la dominación en aras 
de mantener su “status” frente a los caudillos que tenían 
tras de sí a las únicas masas política y militarmente 
activas. 

En forma reiterada los documentos oficiales, la co- 
rrespondencia privada y todo escrito a partir de 1817 sobre 
la Provincia Oriental nombra a la época artiguista como 
la de la “anarquía” y la de los ataques a la propiedad. 
Los cabildantes montevideanos, los paniaguados de los por- 
tugueses, quienes encabezan el movimiento de 1822-23 y 
los abrasilerados que les replican —inclusive Rivera—, 
todos hacen referencia a la falta de garantías a la pro- 
piedad en este período. Resulta curioso que quienes la 
habían violado antes y la violarían en el futuro siempre 
que así conviniera a sus intereses, lanzaran tan enérgicas 
imprecaciones sobre los sucesos de la época artiguista. 
Seguramente tal repugnancia provenía no de la confis- 
cación de propiedades de españoles sino de su democrática 
distribución. 

La dureza de las disposiciones que tomó Artigas para 
la defensa de la “patria en peligro” exacerbaron la inquina 
de los comerciantes montevideanos. El cese del comercio 
con Portugal, la requisa de esclavos, la salida del Cuerpo 
Civico fuera de la ciudad, etc., eran demasiado para ellos 
y no lo podían tolerar. No les valía la pena librar una 
guerra a muerte por un poder que no era el suyo y que 
les merecía tantas reservas. En resumen, por su carácter 
de clase comercial intermediaria y especulativa y la con- 
dición de terrateniente de muchos de sus integrantes, es 
decir, en el fondo, por su debilidad y dependencia de una 
estructura precapitalista, no estaba dispuesta a acompañar 
medidas radicales de transformación de esa estructura. 
El interés nacional claudicó ante su interés de clase. 
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Los hacendados abandonan la revolución 


Ante la invasión portuguesa, se produjo también la 
defección de los grandes hacendados del partido patriota. 
La coalición de clases que iniciara la Revolución en 1811, 
a lo iargo del movimiento artiguista mostró poseer un 
equilibrio muy poco estable. Los grandes hacendados, solo 
parcialmente integraron el Exodo, y una parte importan- 
te siguió a Sarratea, tras del cual se establecieron en el 
Segundo Sitio, en los extramuros de Montevideo. Pro- 
piciaron la integración de Artigas al Sitio, como garantía 
del éxito de la lucha antiespañola. Desde el coloniaje 
participaban de la oposición a Buenos Aires como lo 
expresaron los apoderados del Cuerpo en 1804, ya que 
consideraban que las autoridades radicadas en la capital 
virreinal descuidaban los problemas de la Banda Oriental. 
El armisticio de 1811 y el abandono ulterior de la Banda 
Oriental por parte de las autoridades bonaerenses, acen- 
tuaron la tendencia autonomista que tan bien encarnó el 
artiguismo. No obstante, y como hemos dicho, no están 
siempre dispuestos los grandes hacendados al sacrificio 
de sus bienes. En 1813, integran el Congreso de Abril y el 
órgano de él emanado, el Gobierno de Canelones, Procu- 
ran inducir a Artigas a una política de conciliación con 
Buenos Aires. Las huellas del saqueo portugués y de la 
represión regentista, y el costo del sostenimiento de los 
ejércitos patriotas, eran profundos y recientes y contribu- 
yeron a definir la política conciliadora que fue caracte- 
rística de esta clase en el futuro. 

Luego de la Marcha Secreta, el grueso de los grandes 
hacendados permanece en el sitio. La dominación porteña 
produjo en ellos una reacción similar a la que había de- 
terminado en los comerciantes. Conviene no olvidar que, 
aunque hay comerciantes que no son hacendados y gran- 
des hacendados que no son comerciantes, en muchos casos 
los comerciantes son a la vez hacendados. Sucede algo 
similar con los saladeristas. Los grandes hacendados y 
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latifundistas dominaron en la Junta celebrada en Monte- 
video el 11 de agosto de 1815. Allí se reiteraron los recla- 
mos de pacificación de la campaña, la adopción de medidas 
para garantizar el efectivo disfrute de los ganados por sus 
propietarios y la sujeción de las masas rurales al peo- 
nazgo. 

En muy diferente situación se hallaban los millares 
de ocupantes de tierras, en particular los pequeños po- 
seedores. 

Hay que añadir que con los hacendados de situación 
ya consolidada se enfrentaban los caudillos que amén de 
utilizar los ganados para abastecer a las tropas, no siem- 
pre procedían, ni mucho menos, en forma escrupulosa, 
frenando en su beneficio y en el de los especuladores a 
ellos conectados. 

El Reglamento del 10 de setiembre de 1815, lejos de 
satisfacer a los grandes estancieros y latifundistas los 
enfrentó a Artigas. Aunque establecía disposiciones de 
policía de campaña y compelía a la población deshereda- 
da a convertirse en peones o soldados, difería radicalmen- 
te por ejemplo del decreto de Oliden, dictado en Buenos 
Aires en la misma época, que expresaba fielmente el 
interés de los terratenientes. Lo sustancial del Reglamen- 
to es que abre el acceso a la tierra a toda la población 
libre de la campaña. La amplitud del concepto de enemigo 
Ge la Revolución determinaba que fueran comprendidos 
en él una gran perte de los latifundistas y grandes 
estancieros. 

Una parte de los hacendados criollos, en particular de 
los grandes latifundistas, estaba relacionada estrechamen- 
te con los confiscados. El desconocimiento del derecho de 
propiedad de los enemigos y el carácter progresivamente 
radical del artiguismo debieron hacerles sentir inseguri- 
dad por sus propiedades. Si temían las depredaciones 
caudillescas, mucho más debieron temer a la filosofía 
explícitamente expresada en el artículo 6% del Reglamen- 
to. A la par de librar el acceso a la tierra a todos los 
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hombres libres, proclamaba el derecho de los “infelices” 
a ser los más privilegiados. En ningún documento ante- 
rior de la Revolución Artiguista se había enunciado tan 
nítidamente una idea similar. Poseedores sin título, arren- 
datarios, peones, gauchos, indios, negros libres, etc., ten- 
drían ahora el principal derecho para acceder a la tierra. 
Nadie podría asegurar entonces que se detendría sola- 
mente en las propiedades de los enemigos de la Revolu- 
ción. En lenguaje jacobino, expresaba sin duda, la cre- 
ciente vinculación que se había producido a lo largo de 
cuatro años de lucha, entre el núcleo dirigente de la 
Revolución y las masas desheredadas. Era el supremo 
esfuerzo por crear una sólida capa de pequeños hacenda- 
dos como férreo sostén de la Revolución. Si los grandes 
hacendados temían a la confiscación arbitraria del caudi- 
llo que se apoderaba de los ganados sin excesivos escrú- 
pulos, mucho más temieron indudablemente a la praxis 
correspondiente a esta mutación de toda una escala de 
valores que sostenía los privilegios que disfrutaban en 
relación al conjunto de la población. 

Así como la burguesía francesa barrió al jacobinismo 
apenas acabó el peligro para la patria, los grandes hacen- 
dados junto a los comerciantes criollos montevideanos, 
abrieron las puertas o aceptaron de no demasiado mal 
grado al conquistador portugués. 

No todos los grandes hacendados aceptaron con igual 
entusiasmo a los portugueses. Aquellos que aún con vaci- 
laciones permanecieron junto a Artigas en los primeros 
meses de la invasión, tuvieron otras razones para aban- 
donar la lucha. 

A la invasión portuguesa fue simultáneo el apodera- 
miento de los ganados y su extracción hacia Río Grande. 

Las defecciones de los grandes hacendados empezarán 
a sucederse luego de 1817. Entre los propietarios rurales 
el odio a los portugueses estaba muy arraigado. Se re- 
montaba al coloniaje y no estaban lejanos los sufrimientos 
de la invasión de 1811. Pero sostener una larga guerra 
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implicaba sin embargo una segura destrucción de los 
ganados que aún podían quedar sobre los campos. De 
cémo se las gastaban los portugueses dan cuenta docu- 
mentos de estos años, 

En 1818, en momentos en que Lecor señalaba al mi- 
nisterio “los males que sufren los propietarios, la principal 
fortuna del país”, el Cabildo le enviaba un oficio en el 
que se denunciaban los perjuicios que la situación cau- 
saba a los hacendados. Este documento resume lo acaecido 
en los años anteriores. 

“La libertad de introducir los ganados en el Territo- 
rio de Río Grande y fronteras de Riopardo: la franquicia 
con que se han abierto a los públicos en aquellos puntos: 
las licencias de gobernadores portugueses, el abandono 
en que se encuentran las estancias en virtud de la guerra 
civil; y más que todo, la situación de nuestra campaña 
casi desierta, sin jueces, ni comandantes que velen sobre 
la policía, y el buen orden, han estimulado el cobijo de 
los ladrones, de las partidas portuguesas, y hasta de los 
mismos hacendados, en tales términos que si V.E. no 
contiene estos atentados con providencias fuertes y enér- 
gicas, los campos quedarán asolados, desaparecerá la ri- 
queza territorial, el país más fértil del mundo será con- 
vertido en un baldío espantoso, los vecinos hacendados, 
los capitalistas de más importancia del país, gemirán con 
sus familias, en los horrores de la indigencia en premio 
de su adhesión a la paz y a la causa de la corona”. “No se 
puede oir sin indignación la saca furtiva de animales que 
se hace diariamente para los campos de la Provincia de 
Portoalegre. A la sombra del abandono en que se hallan 
las estancias por los extravíos de la Revolución, entran 
gruesas partidas de ladrones españoles y portugueses, ro- 
ban a los vecinos, saquean sus casas, y llevan todos los 
bienes que pueden reunir, dejando en consternación y 
desamparo mil familias honradas, inocentes y beneméri- 
tas, arrancando a muchas de sus hogares y conduciéndolas 
a Río Grande”. Y añade: “no hay jueces ni comandantes 
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que contengan y en la frontera donde parece que se de- 
bian castigar los atentados de esta naturaleza, asisten los 
compradores premunidos de pasaportes y licencias de los 
gobernadores de Portoalegre y Riogrande para hacerse las 
introducciones sin el menor obstaculo, dandose partidas 
para auxilio de las correrias de ganados. Esto en tal forma 
que los puntos de transito de la linea se han convertido 
en ferias y mercados públicos para las permutas y ventas 
de todo lo que se roba impunemente a los hacendados 
pacíficos de esta Provincia. Como desgraciadamente no 
se ha podido verificar la marca de los ganados en los años 
anteriores, en consecuencia de la guerra civil, hubo, a 
bien decir, total abolición de este distintivo de propiedad 
de los bienes semovientes”...(%), 

La dureza de la guerra terminó de enajenar al Jefe 
de los Orientales la casi ninguna simpatía que conservaba 
entre los grandes hacendados del frente patriota. Los 
grandes hacendados Manuel e Ignacio Oribe y Rufino 
Bauzá ya en 1817 encabezaron una junta de oficiales ten- 
diente a desobedecer las órdenes artiguistas con motivo 
del nombramiento de Rivera. El “Acta de Santa Lucía” 
no hizo sino provocar la furia del Jefe de los Orientales 
que veía así quebrar la disciplina ante el fuego del ene- 
migo invasor. Los sectores conservadores comenzaron 
simultáneamente a complicarse clandestinamente en con- 
versaciones con Buenos Aires, culpable notorio de la 
invasión portuguesa: Barreiro, Rufino Bauzá y los her- 
manos Oribe, por conductos diferentes preparaban diver- 
sos planes que permitieran eliminar la radical jefatura 
artiguista y apoyarse en el poder porteño. El vaso fue 
colmado con la deserción del Regimiento de Libertos y 
del Escuadrón de Artilería cuyos jefes, Bauzá, Mojaime, 
Oribe y Ramos se acogieron al edicto de Lecor que per- 
mitía pasar por el puerto de Montevideo a todos los que 


(6) Alfredo Varela, “Duas Grandes Intrigas”. Ed. 1919, 
pág. 488 y sig. 


36 


quisieran abandonar la resistencia contra el ocupante 
extranjero, haciendo asi que estos mismos desertores 
combatieran con las armas en la mano a las tropas fede- 
rales artiguistas en la batalla de Cepeda. 

No pasaron muchos meses antes que los pasos de Es- 
trada, Medina, León Pérez fueran seguidos por el mayor 
de todos los latifundistas orientales, Tomás García de 
Zúñiga, y por otros grandes hacendados, que habían par- 
ticipado de la Junta de 1815: Manuel Pérez, Francisco 
Muñoz, Julián de Gregorio Espinosa, etc. 

Resistir significaba entonces la posibilidad de perder- 
lo todo. Eso quedó a cargo de quienes o no tenían nada 
que perder o lo que ¡poseían lo habían recibido de la 
Revolución. Es altamente ilustrativo al respecto lo: que 
dice el coronel Ramón de Cáceres en su Memoria Póstu- 
ma: “Es muy justo recordar «quí la miseria de que se 
hallaban cercados nuestros soldados y al mismo tiempo 
su admirable constancia, su incomparable entusiasmo; el 
año 18 estaba el ejército acampado en los potreros del 
Queguay, yo era comandente mayor de blandengues, el 
batallón tenía 600 plazas, los soldados no tenían más ves- 
tuario que un chiripacito para cubrir las partes, las forni- 
turas lss usaban a la raíz de las carnes; el invierno fue 
riguroso, los soldados se amanecian en sus ranchos ha- 
ciendo fuego, y cuando se tocaba la diana, que era una 
hora antes del día, sslían a formar arrastrando cada uno 
su cuero de vaca para taparse, de suerte que parecian 
pavos inflados en la formación; luego que aclaraba se 
pasaba lista y cuando se mandaba retirar las compañías 
a sus cuarteles, quedaban tantos cueros en la línea cuan- 
tos eran los hombres que habían estado formados en ella: 
sin embargo, estos hombres eran tan constantes y tan 
entusiastas, que el que salvaba de tan frecuentes derrotas 
procuraba luego a Artigas para incorporarse y continuar 
en el servicio. ¡Gloria eterna a aquellos denodados pa- 
triotas!”. 

Ya en 1819 la resistencia ertiguista —pese al valor 
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indomable de jefes y soldados— se debilitaba a ojos vista. 
Lecor, que al principio sólo había dominado algunos pun- 
tos en la costa, se propuso la descomposición de las fuerzas 
artiguistas, valiéndose para ello de la oligarquía que se 
puso a su servicio. Varios años después quienes desempe- 
ñaron tan triste papel intentaron la justificación de sus 
actos afirmando que lo habían hecho impelidos por la, 
necesidad de terminar la guerra, ante la amenaza de la 
expedición española, De todas maneras, quienes asumie- 
ron esa desgraciada misión ya llevaban tres años colabo- 
rando con el invasor. 

La Comisión encargada de tratar con los pueblos para 
pactar su entrega se compuso con los siguientes indivi- 
duos: Juan José Durán, Francisco J. Muñoz y Lorenzo 
Justiniano Pérez. En las instrucciones que portaban se les 
autorizaba dar a los pueblos la garantía de que la Pro- 
vincia no sería entregada a España, la reiteración de las 
bases de rendición de Montevideo, la elección de nuevo 
Cabildo, el restablecimiento del comercio y la seguridad 
de sus propiedades. 

Los pactos celebrados con Canelones a 30 de diciem- 
bre de 1819, con San José a 1? de febrero de 1820 y con 
Maldonado a 30 de abril, contenían cláusulas comunes. Las 
fundamentales estipulaban el mantenimiento de fueros y 
privilegios, la no imposición de contribuciones, la no en- 
trega a España y la prolongación incambiada de la orga- 
nización militar, que pasaba ahora a actuar a las órdenes 
de los portugueses. Con la capitulación de los pueblos se 
produjo simultáneeamente la de los caudillos artiguistas 
del sur que firman las actas. Entre quienes firman por 
Canelones figuran: José y Juan Manuel Llupes, Joaquín 
Bonifacio y Manuel Figueredo, Tomás Burgueño, Simón 
del Pino; por San José, Manuel Durán y otros, y por 
Maldonado, Paulino Pimienta. El aparato militar de al- 
gunas de las regiones de pequeños propietarios pasaba 
íntegramente organizado junto a Portugal. 


38 


La última página de la gloriosa revolución agraria 


Sometidos los departamentos de Canelones y de San 
José en 1819, faltábale a Lecor ganar al Jefe de la Van- 
guardia artiguista, Fructuoso Rivera, para consolidar la 
conquista. La derrota de Tacuarembó —quince días des- 
pués del triunfo artiguista de Cepeda sobre las fuerzas 
porteñas— ofreció la oportunidad que tanto esperaba 
Lecor. En las numerosísimas comunicaciones que dirigía 
a la Corte se va relatando la conversión de sus esperan- 
zas de seducción en penosas y duras realidades: 


“Aunque los pueblos de esta Provincia ya están 
todos de acuerdo en darse la protección de Su 
Magestad —escribía— y toda la gente armada es 
de la misma opinión, todavía Fructuoso Rivera 
conserva alguna fuerza reunida y representa cier- 
ta quimérica importancia.” 


Pero inclusive estas últimas resistencias de Rivera 
parecían derrumbadas ya antes de la batalla. Recuerda 
Alfredo Varela que diez y seis días antes Lecor escribía a 
sus superiores que para la pacificación del país 


“fuera menester ocuparlo todo, con imponente 
fuerza militar o reducir a la Banda Oriental a un 
yermo desvastado” 


y que antes de llegar a tal extremo era conveniente acre- 
cer la política de blandura “haciendo alarde de mode- 
ración”. 

En enero de 1820, Lecor preveía el fin de su larga 
espera, pues comunicaba que “su política de blandura” no 
sólo había logrado resultedos inmediatos sino que procu- 
raba para un futuro cercano “el acabar de resolver la 
voluntad de Fructuoso Rivera, ya comenzado a ablandar 
por sus seducciones y promesas y por el influjo de per- 
sonas de íntima amistad.” Seguramente Don Frutos ya 
íntimamente habría tomado posición, pero consciente de 
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su situación de hombre clave, se las estaba amañando 
para arreglar la entrega en las condiciones que le resul- 
taran mas favorables. 

El 15 de febrero de 1820, Artigas —a éste no lo 
“seducia” Lecor— cruzaba el rio Uruguay con el ánimo 
de colmar las filas de sus fuerzas, raleadas en la batalla 
de Tacuarembó, pero no sin antes ordenar a Riverz, que 
se hallaba en su.campamento de Tres Arboles, que se le 
sumara con su invicta Division de Vanguardia. Sin em- 
bargo, en vez de cumplir la orden de Artigas, Rivera 
comienza a dar finalmente crédito a los continuos reque- 
rimientos del invasor portugués. La hora de la definicion 
no podia dilatarse mas. 

Mientras Juan José Duran, Lorenzo Justiniano Pérez 
y Francisco Muñoz —miembros del cogollito del gran 
tronco latifundista oriental traidor a la patria—, comisio- 
nados por el Cabildo títere de Montevideo para pactar la 
“pacificación” de la campaña, se encontraban en San José 
—donde acababan de arrancar la sumisión de dicho pue- 
blo— enviaron al estanciero Julián de Gregorio Espinosa 
—viejo y consecuente amigo de Rivera— para realizar los 
primeros contactos con el Jefe de la vanguardia. Reunidos 
ambos en Tres Arboles, convocó Rivera a los jefes y ofi- 
ciales de sus divisiones y les expuso que Espinosa era 
portador de una comunicación de los Comisionados del 
Cabildo destinada a lograr un acuerdo con las fuerzas de 
su mando. Cincuenta y tres oficiales presentes decidieron 
encomendar a una comisión de seis miembros la redac- 
ción de las condiciones del sometimiento al poder portu- 
gués. Redactadas dichas condiciones, Espinosa volvió a 
San José, acompañado para el czso del Capitán Pedro 
Amigó como delegado de Rivera “). 

Al tanto Lecor de las tratativas realizadas, comunicó 
más tarde a sus superiores que Rivera se había salido 
con muy “arduas exigencias”, por lo cual temiendo que 


(7) Antonio M. Freitas. “El levantamiento de 1825”. 
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aquél obrase “de mala Fe” ordenó al General Curado que 
marchara sobre Rivera, Curado envió rápidamente al Te- 
niente Coronel Bentos Manuel Riveiro y al de igual clase 
Manuel Carneiro da Silva e Fontoura, quienes en la ma- 
ñana del 2 de mayo de 1820 sorprendieron a Rivera con 
todas sus fuerzas y las redujeron. 

El mismo día Rivera envió una comisión al Cabildo 
por la que daba cuenta de haber entregado al Teniente 
Coronel Manuel Carneiro el reconocimiento solicitado, sin 
ocultar su enojo por la violación del armisticio celebrado. 
Temieron los comisionados que Rivera cumpliese las 
veladas amenazas de continuar la guerra que se traslu- 
cian en su comunicación, por lo que le invitaron a esta- 
cionarse en Canelones, donde Lecor remataría solemne- 
mente el necesario acuerdo con el temible jefe oriental. 
El 8 de marzo, Rivera contestaba señalando cuánta im- 
portancia daba al establecimiento de ciertas condiciones 
para que la pacificación fuera realmente duradera. Casi 
de inmediato Lecor y Rivera se encontraron en Canelones 
y allí crribaron al definitivo acuerdo. 

Apenas realizada la “sorpresa de Tres Arboles”, Rive- 
ra no ocultaba su rabia por la violación de lo pactado en 
las conversaciones. El 4 de marzo aún se consideraba 
obligado a explicar a sus ex-compañeros de armas las 
razones de su conversión a los portugueses. Desde el Río 
Negro se dirigiz a Francisco Ramírez manifestándole que 
lo que entonces sufría no era debido a otra cosa que a 
“los tristes efectos de la discordia”. Tras relatar minu- 
ciosamente el proceso de sus desesperanzas, informaba al 
entrerriano sobre la invitación dirigida por el Cabildo de 
Montevideo, las proposiciones que había recibido y “la 
felonía que han cometido los portugueses autorizados por 
los mismos paisanos”. 

Sin duda por aquella fecha aún no estaba decidido 
a lanzarse por el oprobioso derrotero colonial. “Yo estoy 
informado —decia— por conducto cierto que se trata de 
ganarme por el Dinero y las lisonjas, seguramente no me 
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conocen cuando así piensan”. Y el encono por la sorpresa 
de Tres Arboles inyectaba de odio sus palabras finales: 
“Hágame V. la justicia de creer que ahora más que nunca 
deseo combatir éstos iniquos mucho más Tiranos que los 
Españoles.” 

Casi un mes después, desde Canelones, Rivera sentía 
la necesidad de justificarse con el Gobernador de Córdoba 
Bustos, trasmitiéndole las mismas circunstanciadas infor- 
maciones sobre los accidentes de su sometimiento y avi- 
sando que había escrito sobre el particular a López y a 
su jefe Artigas, mientras dedicaba su atención a infor- 
marse sobre los recursos del “enemigo” portugués: 


“He investigado —decia— prolixamente el estado 
de la opinión del vecindario: por último he visto 
y conocido los despreciables instrumentos de que 
se valen los Portugueses para ocultar sus iniquas 
miras y para justificarlas á vista de las Naciones 
que las observan, y su consecuencia ha sido con- 
vencerme que todo es obra de la execrable faccion 
que vendiendo nuestra libertad compraba su en- 
grandecimiento” (8). 


Largas y amargas son sus palabras de dura crítica 
sobre la estrategia militar y política de Artigas, y no 
menos cargados de acrimonia los términos de sus comen- 
tarios a la hipocresía de los portugueses, que nada habían 
cumplido de lo prometido a los orientales sometidos. 

Al día siguiente, 4 de abril, es a Ramírez a quien 
Rivera vuelca sus doloridas confidencias: 


“Con mi aproximación a Montevideo he descu- 
bierto los miserables instrumentos de q.e se ha 
valido Lecor para seducir la sencillez de los ha- 


(8) Diego Luis Molinari, “Viva Ramírez”. B.A., págs. 324 
y 329. Washington Reyes Abadie, Oscar Buschera y Tabaré 
Meiogno, “El ciclo artiguista”. Documentos, pag. 600. 
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bitantes y comprometer su docilidad, pero hoy 
palpan estos incautos q.e aquel Gefe no es escru- 
puloso en el cumplimiento de su palabra, y si el 
presente sin mayor seguridad ha corrido el velo 
de sus detestables intenciones en lo sucesivo nos 
impondrá el duro yugo con poca diferencia, de los 
españoles” (9), 


Pero pasa otro mes, y ya el 5 de junio la correspon- 
dencia de Rivera cambia radicalmente de tono, mostrando 
que el astuto oriental ha sido totalmente ganado por la 
seductora política del no menos astuto Barón de la Lagu- 
na. Si antes Rivera daba por descontado su afán de reen- 
contrarse con los patriotas federales a poco se acercaran 
fuerzas armadas que impusieran respeto a los portugueses, 
ahora llega a proponer el mutuo apoyo de los “probos” 
portugueses y los entrerrianos con la sola misión de des- 
truir al común enemigo de la felicidad de ambas provin- 
cias... ¡José Artigas! 

¿Qué había ocurrido en el ánimo de Rivera? De la 
correspondencia cruzada en esos días con Remírez y 
Bustos se desprende claramente el encono de Rivera hacia 
la política artiguista, No eran sólo razones militares las 
que estaban en la raíz de las divergencias entre el Jefe de 
los Orientales y su hasta entonces mimado lugarteniente. 
La conducta política de Artigas y de Rivera darían cuen- 
ta precisa de cuáles eran sus diferencias. Pero ya en abril 
de 1820 comunicaba Rivera a Ramírez, refiriéndose a 
Artigas: 


“Nunca buscaré otras causas destes desgracia q.e 
las de haber sido governados por un hombre des- 
confiado, criminal y sin conocimiento del corazón 
humano p.a dirigirlo”. 


(9) Reyes Abadie. Obra cit. 
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Pocos anos después, en 1823 —cuando el Cabildo de 
Montevideo pugnaba por ganar al prestigioso caudillo para 
la efimera intentona de independencia— la negativa res- 
puesta de Rivera se fundaba en que la Banda Oriental 
nunca habia sido menos feliz que en la época de su 
desgraciada independencia. Se lamentaba de que la segu- 
ridad y los derechos más queridos del hombre en sociedad, 
estaban a merced del despotismo y de la anarquía. 

Estallada la insurgencia, en 1826, y ya incorporado 
Rivera al Ejército Republicano, confiaría a Brito del Pino 
que su separación de Artigas se explicaba porque no había 
querido “hacer la guerra á los particulares ni á sus ha- 
ciendas” (1%, Por los mismos dias el confiscado y rico 
hacendado Joaquin Núñez Prates hacía el panegírico de 
Rivera, oponiendo su proceder al de Artigas: Rivera, 
curante la “anarquía” había sido el “amparo de un sin 
número de personas á quienes había salvado ya sus vidas, 
ya sus intereses” “1D, l l 

Estos y otros testimonios parecen presentarlo como 
un hombre amigo del orden y de la propiedad, molesto 
por los desmanes que una situación caótica provocaba en 
los hombres y en la economía del país. Sin embargo, Ri- 
vera debe haberse alarmado por otras razones. En primer 
lugar, la larga guerra de recursos fue siempre odiada por 
las clases ricas del campo; en segundo lugar, el radica- 
lismo de la política agraria de Artigas terminó por ena- 
jenarle la simpatía inclusive de aquellos de sus tenientes 
que por su prestigio podían considerarse exentos de la 
dureza del Reglamento Provisorio. Como los cabildantes 
y los hacendados residentes en Montevideo en 1817, como 
Oribe y Bzuzá, como Garcia de Zúñiga en 1818, Rivera 
en esos días de 1820 no podía entender que la Revolución 
se hubiese llevado hasta el fin. 

Para los hombres que participaban en los intereses, 


(10) Revista Histórica, Tomo III, N° 7, págs. 59-60. 
(11) Revista Histórica, marzo de 1911, N* 9, pág. 680. 
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valores, estilos de vida y opiniones de las clases ricas 
del campo, la trensacción y el acuerdo ya con los porte- 
ños, con los españoles o con los portugueses era uno de 
los ingredientes siempre presentes en toda estrategia 
política. Aquel Artigas radical, carente de “flexibilidad” 
frente al dominio extranjero, no convenía a los grandes 
estancieros orientales, Si la derrota del Directorio había 
eliminado la variante menos vergonzosa de la sumisión a 
los porteños, sólo cabía la rendición ignominiosa al invasor 
portugués. 

Artigas abandonado por casi todos, perseguido por 
Pancho Ramírez, levantado junto a Estanislao López con- 
tra el Protector, entró finalmente al Paraguay. Abando- 
nado por los privilegiados, execrado por los caudillos que 
se entendían con los portugueses y los porteños, tenía 
todavía tal prestigio entre los pueblos, que según Ramón 
de Cáceres “a pesar de sus continuas derrotas, en su trán- 
sito por Corrientes y Misiones salían los indios a pedirle 
la bendición y seguían con sus familias e hijos en proce- 
sión detrás de él abandonando sus hogares”. 

Detrás quedaban los miles de muertos en una resis- 
tencia increíble de cuatro años, contra las tropas vetera- 
nas portuguesas de la guerra antinapoleónica, que habían 
contado con la complicidad de las oligarquías de la Pro- 
vincia Oriental y Buenos Aires y de los caudillos provin- 
ciales. Caía en medio del dolor de los pueblos, de los 
“infelices” del Protectorado y por la Santa Alianza de 
aquellos privilegiados a los que Pueyrredón hiciera cono- 
cer el “Libelo” de Cavia, alertándolos contra el que 
atacaba sus propiedades. Los primeros no transarían por 
cierto con el invasor, los últimos se reacomodaban ya con 
el amo que venía a implantar su nuevo orden. 

Las masas de pequeños propietarios, poseedores, gau- 
chos, peones, indios y mulatos, negros, etc. habían sido 
vencidas al ser derrotada la etapa radical de la revolución 
oriental. Ya nunca más habrían de gravitar de conjunto 
en la orientación de la Revolución Oriental. 
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B. Lecor busca atraerse a la oligarquía. 


Reparto de los cargos públicos 


Consumada la conquista, Lecor montó un complejo 
aparato administrativo que formó con portugueses y 
hombres de la oligarquía criolla. El propio Lecor tenía el 
cargo de Gobernador y Capitán General de la Banda 
Oriental del Río de la Plata y el Mariscal Sebastián Pinto 
de Araújo fue designado Gobernador de Montevideo y 
Presidente de su Ayuntamiento. 

Años más tarde, en “Avisos reservados de un amigo 
del Rey a otro amigo del Rey” sobre el gobierno provisio- 
nal de Montevideo, se dará cuenta de los cargos y jugosas 
remuneraciones de la cúspide de la burocracia portuguesa 
aquí instalada. El autor recuerda con nostalgia la sobrie- 
dad española y la contrapone a la dispendiosidad de la 
administración lusitana. “El Gobernador Intendente, verbi 
gratia, recibe en el ejercicio gratificaciones sobre el tesoro 
del Uruguay que ascienden a 26400 cruzados, además de 
tener del cobre del ejército como teniente general y ayu- 
dante secretario en campaña 14000, más o menos, sin 
poner en la cuenta los 3000 que le paga la real hacienda 
para los gastos de expediente. Además según el Código 
de intendentes que allí regía y debe regir en Montevideo, 
los gobernantes de este predicamento apenas 12000 cru- 
zados por todo sueldo y toda gratificación, haciendo para 
gastos de secretaría unos 1200, pues en España nada pue- 
den cobrar el mismo tiempo, de los que les cabe por la 
patente”. “El general de marina Rodrigo Pinto Guedes, 
recibe del erario de la Provincia gratificaciones por el 
valor de 16000 cruzados, fuera de los sueldos de la caja 
militar, quando las referidas ordenanzas le vedan acumu- 
lar las primeras”. “El teniente Rey tiene 6000 cruzados 
de gratificación”...“El mayor de la Plaza goza al mismo 
título de 1032 pagos, ya se sabe por los orientales; pesan- 
do el sueldo, únicamente en los gastos de la tropa real, 
esto cuando en Montevideo, era un coronel o teniente 
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coronel reformado quien desempeñaba la comisión, lo que 
le daba justo por todo unos 200 de honorarios por mes, 
con una exigua suma de 20 para papel y tinta”. “Los 
comandantes de ingenieros y de artillería merecen aho- 
ra”... “nada menos que 960 cruzados por cuenta de la 
tierra” (12), 

Los orientales colaboracionistas recibieron las migajas 
del festín, repartidas además en forma desigual. Lecor 
“Mediante dádivas y honores, ganó la voluntad de los 
hombres, profundo conocedor de las flaquezas humanas, 
halagó a unos con promesas y a otros con realidad; repar- 
tió cruces y condecoraciones; distribuyó tierras que no 
eran las del Rey; conquistó a la sociedad de Montevideo 
con fiestas y saraos; casó a sus oficiales con hijas del país, 
haciendo él lo propio; seleccionó los hombres para cada 
cometido; eligió a su gusto los Cabildos, organismos que 
tenían prestigio popular y que fueron el secreto de su 
política y de tal suerte dispuso las cosas, que todos los 
actos de incorporación a la corona de don Juan VI o 
acciones a favor de ella parecieron siempre hechos espon- 
taneamente” (13), 

En Montevideo subsistió el cuerpo capitular, que se 
completó con Francisco Solano Antuña —que sustituyó a 
Pedro María Taveyro— y luego con Luis de la Rosa Brito, 
Juan Correa, Juan Benito Blanco y Juan Méndez Caldey- 
ra. A su regreso de Buenos Aires se reintegraron Juan 
Francisco Giró y Juan José Durán. Hasta 1820 el Cabildo 
mentuvo casi la misma integración, figurando además 
Francisco Joaquín Muñoz, Manuel Vidal y José Alvarez. 

Se creó el Consulado de Comercio, reorganizado el 14 
de febrero de 1817, compuesto por Lucas Obes, Manuel J. 
Costa Guimaraens, Cristóbal Echevarriarza, Pedro Errez- 


(12) Alfredo Varela, “Duas Grandes Intrigas”. Ed. 1919, 


pág. 485. 
~ (13) Juan E. Pivel Devoto, “El Congreso Cisplatino”. Re- 
vista del Instituto Histórico y Geográfico. 1936. 
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quin, Carlos Camusso, Luis Goddefroy y Daniel Vidal, 
contando a José Revuelta como Asesor y Luis Gonzalez de 
Vallejo como Secretario. El año siguiente sustituyen a 
algunos de los nombrados: Jacinto Figueroa, José A. Lima 
Cardozo, Francisco Juanicó, Antonio de Souza Viana, 
Domingo Vázquez, Manuel Pombo, José Antonio Anavi- 
tarte, etc. En el cargo de Prior Juan María Pérez subroga 
a Lucas Obes “+, 

La Cámara de Apelaciones fue creada el 16 de no- 
viembre de 1818. La presidia el Barón de la Laguna y la 
formaban Francisco Llambí, Nicolás Herrera, Tomás 
Gercía de Zúñiga, Juan María Pérez y el Secretario 
Joaquín de la Sagra y Pérez (5, 

Se constituyó la Junta Superior de Real Hacienda, 
presidida también por Lecor e integrada en años sucesivos 
por Nicolás Herrera, Francisco Juanicó, Jacinto Acuña: de 
Figueroa, etc.(19, 

Simultáneamente se formó el Cuerpo Cívico, en cuya 
oficialidad revistaban: Pablo Zufriategui, Juan Correa, 
Juan Francisco Giró, León Ellauri, Lorenzo Pérez, Fran- 
cisco Muñoz, Juan María Pérez, Ramón Aigulles, Juan 
María Vázquez, Joaquín de Chopitea, Serafín Bonavita, 
Estanislao García de Zúñiga, Cipriano Payán, Felipe Ma- 
turana, José M. Masa, Ramón Nieto, Rafael Gutiérrez, 
Gregorio Vega, Bernardo Susviela, Pablo Vázquez y 
Francisco Farías (17, 

Francisco Llambí fue designado por el Mariscal Se- 
bastián Pinto de Araújo Correa, su Asesor y Secretario, 
como el Dr. Nicolás Herrera lo era de Lecor. 

Razón tenía el “amigo del Rey”. Realmente contras- 
taba el derroche imperial con la conducta de las admi- 


(14) Isidoro de María, “Compendio de Historia de la Re- 
pública Oriental del Uruguay, Tomo IV, Pg. 280. 

(15) Ricardo Campos, “Brigadier General Don Tomás de 
Zúñiga”. 

(16) Ricardo Campos, Obra cit. 

(17) Isidoro de María, Obra cit., pág. 279. 
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nistraciones anteriores. España habia sido extremadamen- 
te parca en este tipo de concesiones y Artigas habia 
exigido un contralor riguroso de las rentas públicas, se 
opuso a la creación de nuevas contribuciones y propició 
un gobierno barato. Tan elevado resultó el costo del go- 
bierno de la nueva provincia que sus rentas nunca fueron 
bastantes como para sostener aquella rumbosa admi- 
nistración. 


Beneficios y conflictos: los comerciantes 


Desde el comienzo de la Revolución el comercio de 
Montevideo padeció una verdadera “vía crucis”. Ni si- 
quiera pudo reponerse bajo el artiguismo al frustrarse los 
sueños de encabezar la unión aduanera montada sobre 
la base de la Liga Federal, ante los conflictos con Buenos 
Aires y la guerra con Portugal. 

Luego de la caída de Montevideo —expresa Beraza— 
la situación “volvió a semejarse con la que había expe- 
rimentado en el período de los dos Sitios”. “Vivió sólo 
del mar y de sus comunicaciones con el exterior, mante- 
nidas por una poderosa marina mercante, cuya actividad 
principal, estuvo dirigida a proveer una plaza que no 
producía y que por el contrario, consumía.” El sitio 
impedía el ingreso de productos pecuarios y por lo tanto 
su industrialización y exportación” (13), 

Pese a todas las dificultades, aumentó el número de 
barcos que arribaron y partieron. En 1817 entraron 231 
naves; en 1818, 259, y en 1819, 274. Llegaban navíos por- 
tugueses y de Inglaterra, Francia, Suecia, Rusia, Alema- 
nia, así como de Buenos Aires. Era preciso cubrir las 
necesidades de la plaza en esedio y de las tropas allí 
acantonadas (19), 

En los primeros tiempos y mientras el dominio de la 


(18) Agustin Beraza, “La economia de la Banda Orien- 
tal durante la Revolución 1811-1820”. En la Revolución Orien- 
tal de 1811 en la Banda Oriental. 1962, pág. 437. 

(19) Agustín Beraza, Obra cit., pág. 438. 
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-campaña estuvo en manos de los orientales, Montevideo 
estaba aislada y no llegaban los productos exportables. 
Ademas, Artigas dominaba el litoral y, por consiguiente, 
la mayor región ganadera del Plata. Es por esta razón 
que el Comandante de las fuerzas navales británicas, 
Eduardo Frankland firmó con Artigas el 8 de agosto de 
1817 el Tratado de Seguridad y Libre Comercio, que 
garantizaba a los ingleses el tráfico desde los puertos de 
la Liga, previo pago de los impuestos vigentes. Por otra 
parte, la guerra naval que libraron los corsarios artiguis- 
tas —con aquellas patentes de corso firmadas por el infa- 
tigable José Roso, Secretario de Marina— dificultó la 
navegación de los barcos portugueses, que debieron mar- 
char con fuerte custodia, 

A partir de 1818 el comercio comenzó a efectuarse 
con las zonas de la campaña que iban ocupando los por- 
tugueses. No obstante, los campos eran asolados por las 
partidas conquistadoras y el ganado arreado hacia Brasil, 
lo que obstaba a la normalización de las relaciones comer- 
ciales de la campaña con Montevideo. 

Otros puertos se abrieron al tráfico. Maldonado fue 
habilitado por gestión del Prior del Consulado, Dr. Lucas 
J. Obes, en 1817, Al parecer esta concesión fue revocada 
a petición del Cabildo de Montevideo. La lucha de puertos 
también se daba dentro de la Banda Oriental, y eso desde 
la Colonia. La rica región del Este era apetecida por los 
ávidos comerciantes montevideanos. Ya la Junta de Mayo, 
en una de sus primeras medidas, había explotado sabia- 
mente estas contradicciones locales. Artigas había abierto 
el tráfico de Maldonado con el exterior. Pero pese a que 
los portugueses cedieron ante los comerciantes de Mon- 
tevideo, la casa inglesa Stewart Mac Coll & Cía., muy 
vinculada al Dr. Obes, obtuvo en 1818 autorización para 
extraer desde M2ldonado 12.000 cueros al pelo en buques 
de su pertenencia o consignación, pagando los derechos 
en Montevideo (?0”, 


(20) Falcao Espalter, “La vigía Lecor”, pág. 184. Ed. 1921. 
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A partir de 1818, en que la flota portuguesa fue 
dominando las costas del Uruguay, se habilitaron la Co- 
lenia, Viboras (Carmelo), Higueritas (Nueva Palmira) y 
Mercedes. El comercio creció y reabrieron casas de trafi- 
cantes criollos y españoles como Berro y Errazquin, 
Francisco y Juan Domingo de las Carreras, Francisco 
Juanicó, Domingo Vázquez, Juan Benito Blanco, Bernar- 
do Gestal, Costa y Texidor, Antonio Agell, los hermanos 
Vidal, Ignacio Oribe, Antolín Reyna, etc. Se aprestaron 
a rehacer o acrecer sus fortunas en la ciudad donde ahora 
flameaba el pabellón lusitano. 

Pero tras las tropas portuguesas arribaron los comer- 
ciantes y navieros de su nación. Abrieron sus tiendas 
Gonzalo Ramírez de Brito, Antonio de Souza Viana, 
Manuel Fernández de Lima, José Antonio Tabárez, José 
Boullosa —apoderado de Francisco Fernández Barola, de 
Río de Janeiro—, Manuel José da Costa Guimaraens, José 
Pereyra da Gama, etc. También se instalaron nuevos 
comerciantes, que se sumaron a los establecidos en años 
anteriores: la casa inglesa Stewart Mac Coll, representada 
por Diego Noble, Stanley Black & Cía., J. Potlewhite, Ever 
Daples & Cía., Bertrand Armstrong & Cía., David Price, 
Juan Hull, etc. Desde fines del coloniaje residía en Mon- 
tevideo Luis Goddefroy, quien junto a Andrés Cavaillon 
constituían los más poderosos traficantes de origen fran- 
cés. El hamburgués Conrado Rucker llegó a tener gran 
influencia entre los comerciantes de Montevideo. 

Los comerciantes criollos y españoles debieron sufrir 
ahora la competencia de extranjeros muchas veces más 
poderosos, con mayor capital y casas en Brasil y Buenos 
Aires. Y como Brasil exportaba gran parte de los frutos 
y efectos que se consumían y empezaba a: desempeñar el 
papel de intermediario, los criollo-españoles que no eran 
representantes de casas brasileñas vieron frustradas sus 
aspiraciones en cuanto al dominio del comercio de impor- 
tación y exportación. 

El dominio luso-brasileño comenzaba a generar un 
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nuevo monopolio en favor de los comerciantes de su 
nación, provocando las primeras contradicciones entre la 
burguesía comercial local y el nuevo amo. Pero no fue 
esa la única motivación del enfrentamiento. Estaba tam- 
bién el eterno problema de las tarifas. Ya en 1814 este 
asunto había sido una de las causas de oposición del 
comercio montevideano al dominador porteño. En 1817 se 
produjo un violento choque entre el Administrador de la 
Aduana de Montevideo, José María Roo, el Gobernador 
Pintos de Araújo y el Prior del Consulado de Comercio, 
Dr. Lucas J. Obes. 

En una primera etapa los portugueses pusieron en 
vigencia la legislación comercial española e inclusive 
instalaron el Consulado de Comercio. Pero las necesidades 
fiscales —tan agudas durante toda la dominación luso- 
brasileña— llevaron a proponer a José M. Roo el aumento 
de la alcabale de reventa y la creación de un impuesto de 
valdeación (depósito) para emparejar el sistema tributa- 
rio con el vigente en los puertos brasileños. 

Los comerciantes —a la sazón aislados de la campaña 
y su producción— cifraban sus esperanzas en el desarrollo 
del tráfico de intermediación, por lo menos con Buenos 
Aires. Obviamente toda medida que gravara tal comercio 
no podía sino provocar su rechazo. Como lo hiciera en 
1809 el Dr. Mateo Magariños —al impugnar los graváme- 
nes a la introducción de esclavos y frutos tropicales y 
concordando con las piezas más brillantes con que comer- 
ciantes y hacendados se opusieron a toda disposición 
restrictiva del tráfico— el Dr. Obes manejó con toda la 
elocuencia de que era capaz los argumentos provenientes 
del arsenal de la doctrina liberal. El librecambio calzaba 
como un guante a los intereses del comercio importador 
y exportador, y de los productores ganaderos. En general 
ese sistema fue impugnado en el Plata por los artesanos, 
pero en Montevideo el artesanado era muy débil y aunque 
años después hizo oir su voz, evidentemente no logró 
imponer sus puntos de vista. La elevación de las tarifas 
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aduaneras durante muchas décadas del Uruguay indepen- 
diente no respondió a una politica proteccionista de las 
manufacturas nacionales —no había una clase social lo 
suficientemente fuerte como para imponerlo— sino que 
cuando se produjo fue impuesta por el grupo de presta- 
mistas acreedores del Estado para asegurarse el cobro 
de sus créditos. 

Cuando —bajo la dominación portuguesa— el Gober- 
nador y Superintendente Pintos de Araújo pretende im- 
poner el gravamen proyectado por Roo está expresando 
los intereses de la capa burocrático-militar y especuladora 
luso-brasileña, cuyo mantenimiento era extremadamente 
costoso. : 

Obes —habil argumentador, terrible polemista y hom- 
bre absolutamente al día en las ideas económicas de la 
época— expresa, como hemos dicho, la opinión de la 
burguesía comercial. Años más tarde, en 1824, actuando 
como Fiscal del Estado y buscando ávidamente recursos 
para sufragar los gastos de mantenimiento de la buro- 
crécia brasileño-criolla —que en ese momento gobierna 
la Provincia— procurará obtener recursos de la venta de 
la tierra. En todo instante trató de salvar los intereses de 
los comerciantes. En 1817, polemizando con Roo, hacía la 
crítica más severa del monopolio español, del impuesto 
de círculo con que se gravaban las mercaderías extran- 
jeras al fin del coloniaje, mostrando así los aspectos que 
a sus Ojos eran más censurables y que servían para ejem- 
plificar errores. Y refutando a quienes defendían el im- 
puesto invocando intereses fiscales, opinaba que éstos 
estarían mejor defendidos si se acrecía el comercio. “Des- 
pués que el género entra —afirmaba— importa mucho 
proporcionarle consumos, y los consumos nacen de las 
exportaciones al interior, a Buenos Aires, etc.; si ellos son 
trabados con el otro; si en consecuencia se disminuyen, 
los comerciantes se retrotraerán a proporción de repetir 
unas especulaciones que habiendo de chocar con la abun- 
dancia de nuestro pequeñito mercado no pueden ser lucra- 
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tivas” (21), Considera que dejando en libertad al comer- 
ciante se fomentará el tráfico y aumentarán las entradas 
del erario. 

Lecor, finalmente, convocó a una reunión del Consu- 
lado bajo su presidencia, y allí se redactó un reglamento 
acordado en Junta extraordinaria con los Ministros de 
Real Hacienda, Prior del Consulado, Asesor General y 
Secretario Interino. El reglamento de diciembre de 1817 
declara abolida la alcabala, establece el impuesto de puer- 
tos y rebaja el de Hospital. “En términos generales —de- 
clara Falcao Espalter— puede decirse que a trueque de 
rebajar los derechos marítimos se acrecen los terrestres”. 
Al cabo de una laboriosa gestión, el comercio de tránsito 
podía acumular a costa de los consumidores nacionales. 

Sorteado el peligro, quedaba cierto sedimento amargo. 
Aunque momentáneamente se había parado la arremetida 
fiscalista del conquistador, el jaleado episodio alertaba a 
los comerciantes que poco ha aplaudieran la entrada de 
Lecor bajo palio a Montevideo. 


El orden de la campaña y los hacendados 


Para ganar a los hacendados era preciso abordar el 
gran tema de la posesión de los ganados. En esto los 
estancieros chocaban con los conquistadores, que aplica- 
ban una política depredatoria. Los arreos masivos hacia 
él Brasil fueron simultáneos al avance portugués, como, 
por otra parte, había sucedido siempre. Practicados en 
beneficio de jefes militares y especuladores, servían para 
abastecer los saladeros y poblar las estancias de Río 
Grande. El fenómeno adquirió tal volumen, el clamor fue 
tan grande —hasta viejos latifundistas hicieron oir sus 
reclamaciones en Río— que Lecor y otros jefes tuvieron 
que dictar disposiciones para poner freno al despojo. Si 
en la práctica estas medidas no fueron muy eficaces po- 


(21) Falcao Espaiter, Obra cit. pág. 67 y siguientes. 
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nian de manifiesto cierta voluntad conciliatoria de las 
mas altas autoridades. 

El 29 de diciembre de 1817 Lecor proclama que sus 
tropas no marchan a conquistar ni a arruinar las propie- 
dades de los vecinos. Que los saqueos continuaron se des- 
prende de un Bando de 26 de abril de 1818. Después de 
reconocer que esta en conocimiento de saqueos a las es- 
tancias de la frontera, el Barón comunica: 


“He circulado órdenes ejecutivas a los Generales, 
Comandantes y demás jefes de la dependencia de 
su mando y comunicaciones oportunas al Capitán 
General de Río Grande y gobernador de aquella 
frontera, para que tomen las medidas conducen- 
tes á evitar tan escandalosos excesos, castigando 
de un modo ejemplar a: los que, seducidos del 
interés del resentimiento, ó de exaltación de las 
pasiones se atreviesen a insultar de cualquier ma- 
nera la propiedad de los hacendados de esta Pro- 
vincia la seguridad de sus casas y el honor de 
sus respetables familias” (22). 


La necesidad de hacer frente al descontento obligó 
asimismo a Sebastián Pinto de Araújo Correa, Gober- 
nador de la plaza de Montevideo, a ordenar a 15 de 
julio de 1818: 


“Habiendo llegado a mi noticia que algunas Par- 
tidas del Exército Portugués, han tomado de va- 
rias Estancias de vecinos pacíficos, ganados y ca- 
vallos, para sus marchas: y deseando dar el de- 
vido cumplimiento a los bandos publicados p.r el 
Exmo A.R. Genl. en Gefe del Exército y capn. 
General de la Prova. 
Hago saver a todos sus havitantes: 

Que desde hoy 


(22) Isidoro de María, Obra cit, Tomo IV, pág. 60. 
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en adelante seran puntualmente pagados p.r esta 
Tesoreria todos los ganados, Caballos, y quales- 
quiera utiles, q.e las Divisiones del Exército por- 
tugués tomen de las Estancias” (23), 


Aunque no se logró impedir las matanzas y las arrea- 
das, seguramente en algo se fue aplacando la furia de- 
predatoria. De todos modos, los hacendados tomaron con- 
ciencia de que sus intereses estaban del lado del que con- 
siguiera acabar la guerra. Se fueron afirmando en la 
creencia de que el costo de la lucha armada corría por 
su cuenta. A medida que se fue viendo claro que la vic- 
toria artiguista era imposible los grandes estancieros se 
sintieron proclives a la transacción con el conquistador. 


A cambio del goce de los “orejanos” el Cabildo cede 
tierras en la frontera 


El 20 de octubre de 1817 el Dr. Lucas J. Obes, Prior 
del Consulado, presentó un proyecto para la construcción 
de una farola en la Isla de Flores, que preservara la 
navegación de los peligros que la acechaban en esta parte 
del río. Se formuló un plan de arbitrios para sufragar 
los gastos de las obras. Llamado el Cabildo a opinar so- 
bre el punto se expidió oponiéndose a algunos impuestos. 

En el proyecto de recursos figuraban impuestos al 
comercio, al clero, a los capitales de particulares puestos 
en depósito, a las capellanías, etc. Contenía también un 
gravamen de cuatro reales a los cueros orejanos que se 
introdujesen en la plaza. El cuerpo capitular —integrado 
por latifundistas y grandes hacendados como Juan José 
Durán, Agustín Estrada, Francisco Joaquín Muñoz, Juan 
Correa y Gerónimo Pío Bianqui— rechazó el proyectado 
impuesto a los cueros orejanos. 


(23) EGH, ESE, 1818, N° 13. 
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Opinaba el Cabildo que “el impuesto de cua- 
tro reales por cada cabeza de ganado orejano o 
de marcas no conocidas solicitado por el tribunal 
consular, haría sufrir la única fuente que forma 
la riqueza ganadera del país que es su única ri- 
queza. Los hacendados de más caudales tienen su 
base en los ganados sin marcas, quitándoseles el 
fruto de esta clase quedarían reducidos a la nada, 
pues ganado con marca es sinónimo de ganado 
manzo” “Si en alguna cosa debería emplearse ese 
impuesto proyectado sería sin duda en la policía 
de campaña para asegurar la vida en ella y el 
establecimiento y sclidez de las estancias, hoy tan 
sólo abandonadas a la defensa de sus poseedo- 
res” (24), 


Los grandes hacendados que se aprestaban a reclamar 
como propios, o a obtener permiso de la autoridad para 
arrear los orejanos de rinconadas y serranías, no podían 
consentir en un tributo de este tipo. Tampoco los barra- 
queros y saladeristas podían mirar con buenos ojos un 
gravamen que impulsaría la comercialización de los ga- 
nados en el Brasil, como forma de eludirlo. 

Esta reticencia de la corporación municipsl1 a toda 
posible financiación que gravitara sobre los intereses de 
los hacendados y un sector de comerciantes favoreció la 
maniobra lecorista tendiente a la rectificación de las fron- 
teras con la Provincia de Río Grande. Las disputas se- 
guidas durante largos años entre España y Portugal 
—trans: das siempre en beneficio de este último— se re- 
novaban ahora entre los conquistadores lusitanos y los 
orientales ya casi vencidos. Y así fue que el Cabildo de 
Montevideo firmó en 1819 un acuerdo secreto por el cual 
a cambio del financiamiento pra la construcción de la 
Farola de la Isla de Flores y la condonación de las deu- 


(24) Falcao Espalter, Obra cit., pág. 193. 
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das pendientes por el empréstito concedido por Lecor a 
su entrada a la plaza, se cedia una ancha franja de te- 
rritorio en el Norte y el Este. 


“La linea divisoria por la parte Sur entre las 
dos Capitanias de Montevideo y Rio Grande de 
San Pedro del Sur, empezara en la mar a una 
legua Sud-este y noroeste del Fuerte de Santa 
Teresa seguira al Noroeste del fuerte de San Mi- 
guel; continuara hasta la confluencia del arroyo 
San Luis, incluyéndose los cerros de San Miguel. 
De ahí seguirá la margen occidental por el Rio 
Yaguarón hasta las nacientes del Yaguarón Chico, 
y siguiendo el rumbo noroeste, en derechura a 
las nacientes del Arapey cuya margen izquierda 
seguirá hasta la confluencia del Uruguay.” 


La actitud del Cabildo contrastaba ya no sólo con la 
política artiguista —que desde sus primeros documentos 
reclamaba la reivindicación de las Misiones Orientales— 
sino hasta con la tradicional política de la cancillería es- 
pañola que, con todas sus claudicaciones, siempre había 
sido más digna. 

Para el “Quién es Quién” de la historia patria, que- 
den perfectamente identificados los firmantes de tan in- 
decoroso acuerdo cuando aún no se habían apagado los 
fuegos de la resistencia artiguista, que continuaba viva 
en el Norte del territorio. Son ellos: Juan José Durán, 
Juan Benito Blanco, Juan Correa, Agustín Estrada, Juan 
Méndez Caldeyra, Lorenzo Justiniano Pérez, Francisco 
Joaquín Muñoz, José Alvarez, Gerónimo Pío Bianqui. 

El 15 de enero de 1819 estos “leales súbditos de S.M.F.” 
acordaron ese convenio. El Barón de la Laguna se apre- 
suró a aceptar una proposición que tan ampliamente sa- 
tisfacía sus aspiraciones. La entrega de la porción de te- 
rritorio oriental a Río Grande quedó consagrada “ipso 
facto”. La Farola demoraría varios años. 
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Los portugueses y los propietarios 


Desde los primeros tiempos los portugueses se vieron 
asediados por las reclamaciones de los españoles confis- 
cados por Artigas. Al principio, los leales súbditos de 
S.M.C. confiaban plenamente en las “liberales miras” 
de S.M.F. 

Ya el 26 de abril de 1817, Juan VI, por Real Cédula 
dio las normas para el tratamiento del tema: 


“Haviendo hecho pres.te al Rey Nrto. Señor 
el oficio de V.E. con data de 28 de febrero ultimo 
en que V.E. trata del asunto de las propiedades, 
que estavan sequestradas pr. el Govno. rebolucio- 
nario quando V.E. entró en esta plaza de Mon- 
tevideo. El mismo Señor se ha servido determi- 
nar, q.e V.E. permita a los Propietarios Españoles 
q.e ahí se hallen, y que de aquí en adelante se 
recogieran con el permiso de S.M. pero nunca a 
sus procuradores el usufructo de sus bienes, de- 
viendo con todo quedar asistiendo el sequestro 
hasta ulteriores órdenes de S.M.: lo que V.E. de- 
verá participar al Governador de la Plaza para 
su Govierno= Dios Guarde a V.E. Palacio de Rio 
de Janeiro a 26 de Avril de 1817” (25, 


Y confirmará Tomás García de Zúñiga en 1823: 


“Los españoles que estaban expatriados y que 
volvieron a la plaza bajo la protección de las ar- 
mas Portuguesas... recibieron del Gobierno Por- 
tugués todos sus bienes que se hallaban confis- 
cados...” 20, 


(25) AGN, AGA, Libro 64, Cabildo Dominación luri- 
tana, 1817. . 

(26) Oficio remitido por Tomás Garcia de Zúñiga a Lucas 
Obes, Guadalupe, abril 13 de 1823. AGN, Fdo. Donación Oli- 
veres, Caja 2, Carpeta 8. Documinto 9, original manuscrito 
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En consecuencia, aquellos españoles que personal- 
mente acudieron a reclamarlas pudieron volver al goce 
de sus propiedades urbanas. Pero no tuvieron esa suerte 
los residentes en España u otros territorios no pertene- 
cientes a Portugal. 

Comenzaron las reivindicaciones y se sucedieron los 
escritos de los confiscados. Todo el odio acumulado por 
los “malos europeos” contra el artiguismo rezumaba en 
alegatos de encendido tono político. 

Como muestra tenemos lo que exclamaban algunos 
de ellos. Antonio Agell y Magin Rius expresaban: 


“Antes empezó, permitanos V.E. que en justo 
desahogo de nro. dolor pongamos á los ojos de esta 
superioridad el cuadro fiel de nras. desgracias pro- 
cedidas de una persecución injusta ci por empe- 
ñosa, empenosa como ninguna. Encadenada la 
opinion y el deseo aun con ser actos internos, 
y oprimidas las personas aun con ser inocentes, 
no quedaba a nros. opresores otra cosa en que 
emplear su furia sino las propiedades del hombre 
q.e llaman delinquente, por haber nacido fuera 
de este hemisferio, ó por estar el anarquismo, y 
apetecer el restablecim.to del ordn consequentes 
por tanto a su politica ó a su negra avidez, exi- 
gieron un tribunal de espionaje, y confiscacion 
donde sin mas L. que el cepricho del archide- 
magogo oriental, ni mas datos qe las presumpcio- 
nes del juez inmediato se decretaban sequestros 
contra todo lo precioso y valorable solo por el 
echo de serlo, imponiendo antes el nombre de 
propieded extraña... Pocos sin embargo extra- 
ñarian estos golpes de soverana rectitud de un 


citado por Marta Campos de Garabelli “Gestión revolucionaria 
promovida por la diputación del Cabildo Representante de Mon- 
tevideo en la ciudad de Santa Fe en el año 1823”. Trabajo 
inédito. 1951. l 


60 


Artigas, acostumbrado por dos años a.ver el ase- 
sinato el robo, las depredaciones y toda suerte 
de crímenes substituidos a las L., a la ais y 
a las virtudes.” (27) 


Ildefonso García —en representación del prebístero 
Andrés Antonio Barreiro, emigrado en la Península— 
aportaba su cuota de desahogo: 


“Entonces fue despojado de sus bienes y desde allí 
en adelante no he podido volver a administrarlos. 
V.S., mandando las armas q.e S.M.F. envio á pa- 
cificar esta desolada Provincia entró en su capital 
y hallando secuestrados los bienes de los Espa- 
ñoles consultó á su Gobierno que habría de ha- 
cer con ellos. Este por razones sin duda de Alta 
Política, que aunque no comprendo debo suponer, 
le ordenó con fha. 26 de Abril del mismo año que 
conservase el secuestro hasta nueva determinación 
permitiendo a sus propietarios unicamente y no 
a sus apoderados o representantes el usufructo de 
los bienes que en esta forma mandaba conser- 
var” (28), 

Doña Bertholina Albian daba rienda suelta a 
su fastidio: “Es de notar q.e seg. una generosa 
ley de los años 1814 hasta el 17, q.e cualquiera 
q.e tenia el favor del Comandante, o Juez del 
Partido p.r q.e mas podía, tenia licencia p.a 
poseer lo ageno contra la voluntad de su due- 
ño... (2%). 

Pero era muy diferente la situación de los propie- 
tarios rurales españoles confiscados. Aun cuando el do- 
minio portugués se fue extendiendo en la campaña, se 


(27) Archivo Juzgado de Hacienda de ler. turno. 1817, fo- 
jas 11. 

(28) EGH, ESE, 1824, Exp. 151. 

(29) EGH, EE, 1821, Exp. 15. 


61 


hizo evidente que sólo una transacción con algunos jefes 
artiguistas podría poner punto final a la resistencia. Al 
principio, cautela y mucha cautela fue la política de los 
portugueses para con los agraciados por los repartos ar- 
tiguistas. No era para menos. Estos eran los individuos 
del pueblo en armas, que por obra y gracia de la revo- 
lución artiguista habían sido promovidos a la triple cua- 
lidad de ciudadanos, oficiales o soldados, y hacendados 
propietarios. A esa gente había que ganarla para la causa 
lusitana, y si no, por lo menos neutralizarla. 
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CAPITULO Il 


LA PROVINCIA ORIENTAL PORTUGUESA (1820-1822) 


A. Un neocolonialismo 


En 1820 llegó a su fin la resistencia de las fuerzas 
artiguistas. Dueño de todo el territorio, el gobierno por- 
tugués debía organizarlo buscando para ello el apoyo de 
los sectores más influyentes. Contaba, sin duda, con la 
mayoría de los grandes comerciantes y de los estancieros. 


luego de la “pacificación” Montevideo atrae 
el tráfico del Litoral 


1820 y 1821 fueron años de ingentes ganancias para 
los comerciantes montevideanos. 

“Pasando por la Banda Oriental, era posible in- 
ternarse por el Río Uruguay, el Paraná, el Pa- 
raguay, llegando al corazón de las pobladas y ri- 
cas provincias interiores de la Argentina. 
El comercio de esta extendida zona se había vol- 
cado ya hacia la Banda Oriental (y en último 
término beneficiando a los portugueses sus ocu- 
pantes) debido a la lucha tenida por las Provin- 
cias contra Buenos Aires en un nuevo intento de 
evitar que su aduana controlara la navegación y 
el comercio de los ríos interiores” (1, 


(1) R. Humpreys, “British Consular Reports on the trade 
and politics of Latin America”. 1822-1826. London, 1940. Edi- 
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Tan intenso es este tráfico que según el informe del 
cónsul Thomas Hood a George Canning, el comercio im- 
portante de Inglaterra con la Banda Oriental comienza 
recién en 1820 (2. No hay que olvidar que desde 1816 
Portugal había equiparado sus tarifas aduaneras a las de 
Inglaterra (3), 

Afirmaba Hood que el pasaje de las mercaderías se 
hacía a través del Río Uruguay, y agregaba: 


“El puerto de Montevideo incrementó inmediata- 
mente su comercio al ser el punto de convergencia 
y canje de los productos de las provincias y la 
mercadería que venía de Europa” (*, 


"Dos hechos acaecidos en 1820 incrementaron el trá- 
fico por Montevideo: el fin de la resistencia artiguista 
y la extinción de la Liga Federal y el Directorio. 

Terminada la resistencia artiguista, los siempre in- 
quietos comerciantes montevideanos intentaron atraer el 
tráfico de frutos y efectos desde y hacia la Provincia 
para su puerto. Esto no estaba exento de dificultades, 
porque las autoridades ocupantes tendían a orientar la 
actividad comercial hacia Río Grande. Ya hemos visto 
cómo el Cabildo se esforzaba en que los cueros y ga- 
nados bajaran a Montevideo y no se “desviaran” hacia 
ia frontera riograndense. 

La desaparición de la Liga Federal y del Directorio 
también contribuyó en buena parte a ese auge mercantil 
de Montevideo. Bajo el protectorado artiguista, una vez 
liberada Montevideo, la comercialización de los frutos de 
las provincias del Litoral se había operado fundamental- 


tado por la Royal Historical Society, cit. por Rosa Perla Rai- 
cher, “La Revolución del Cabildo de Montevideo de 1822-23 y 
el gobierno de Buenos Aires”. Trabajo inédito. 1951. 

(2) Obra cit. 

(3) Caio Prado Junior, “Historia económica del Brasil”, 
pág. 131. Ed. 1960. 

(4) Humpreys, Obra cit. 
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mente por los ingleses que penetraban, eludiendo el blo- 
queo de los rios por Buenos Aires, Las Provincias rehu- 
saban de todas maneras recaer en el sistema de Buenos 
Aires como “puerto único”, tal vez el aspecto mas odiado 
en el Litoral del poder de la ex-capital después de la 
Revolución. Aunque la República Entrerriana —fugaz 
ensayo de unificación política y económica de la Meso- 
potamia— utilizó los buenos puertos de que disponía, no 
debió sin duda sustituir a Montevideo con ventajas de 
situación y de práctica comercial. Montevideo procuró en- 
tonces reestructurar en su beneficio la unidad comercial 
que ensayara Artigas en 1815. 

Apunta la Sra. Raicher que a partir de 1820 barcos 
de Inglaterra, Sicilia, Gibraltar, Francia y Brasil se vie- 
ron en la obligación de efectuar sus negociaciones en 
Montevideo. Los años siguientes fueron de prosperidad. 
Las rentas aduaneras pasaron de 200.000 a 1.000.000 de 
dólares anuales, aunque también debe haber incidido la 
elevación de las tarifas, 

Correlativamente, entre 1820 y 1822 disminuyó la ac- 
tividad mercantil de Buenos Aires —siempre según la 
Sra. Raicher—. Sin embargo, ya desde 1821 latían una 
serie de contradicciones, que empezarían a cristalizar a 
partir de 1822. Disposiciones del conquistador por un 
lado, y nuevas medidas del gobierno bonaerense por otro, 
creaban dificultades al pleno desarrollo del tráfico por 
Montevideo. 

La apertura del comercio con Buenos Aires no estuvo 
exenta de inconvenientes para los comerciantes monte- 
videanos. Desde la época colonial el comercio del Litoral 
tenía sólidos vínculos con Buenos Aires. El tráfico legal 
y, sobre todo, el omnipresente contrabando absorbieron 
gran parte del comercio ribereño del Uruguay. 
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Medidas sobre ganados que afectan a 
comerciantes y saladeristas 


La política económica del conquistador tendía a pro- 
teger, por un lado, la producción brasileña —concreta- 
mente la industria saladeril riograndense— y por otro la 
portuguesa. Para lo primero estaban las disposiciones que 
facilitaban el pasaje de ganado por la frontera, como la 
autorización para comerciar por el límite, la prohibición 
de faenar vacas, el citado impuesto a los cueros oreja- 
nos, etc. La larga historia del trasiego de ganado al Brasil 
durante el coloniaje demuestra que toda medida que di- 
ficultara el tráfico con Montevideo fomentaba el comer- 
cio con Río Grande. Si en la época colonial el ganado 
servía para poblar las estancias y los cueros para nutrir 
el tráfico portugués, ahora, al sumarse el nuevo interés 
que representaban los saladeros de Río Grande aumen- 
taban las necesidades. 


Numerosos brasileños se apropiaron o adquirieron 
tierras en la zona fronteriza, iniciando un proceso que 
todavía en la segunda mital del siglo XIX pesaba sobre 
la propia existencia nacional, al convertir al Norte del 
Río Negro en lugar de invernada para los ganados que 
faenaban los saladeros de Río Grande. 


Obviamente Portugal buscaba satisfacer no sólo los 
intereses de los saladeristas, sino también de los expor- 
tadores, productores y navieros portugueses, y brasileños. 
De ahí medidas proteccionistas como las de 1821, que 
gravaban más fuertemente que en 1818 las bebidas de 
origen no portugués introducidas en Montevideo. 


La prohibición de matar vacas, el impuesto a los cue- 
ros orejanos y las licencigs para pasar ganado a Brasil 
provocaron lógicamente la resistencia de saladeristas y 
comerciantes orientales. Así consta en los informes de 
Francisco Farías, Gerónimo Pío Bianqui y Cabildo de 
Colonia. 
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El Sindico General del Comercio, en informe de 22 
de mayo de 1821, expresa: 


“Todos esperaban que”...“La pacificación General 
de esta campaña p.r las armas portuguesas cambia- 
se el aspecto mercantil de nuestra Provincia. Res- 
tablecido el orden bajo el imperio de las Leyes, 
todos tenían motivo de esperar que la pastura 
y el comercio llamando a nuestro territorio la 
población, la industria y la riqueza de los tiem- 
pos pasados, harían desaparecer hasta la memo- 
ria de los desastres causados por la guerra civil. 
Con efecto, en los primeros meses de la paz ge- 
neral sebió nuestro mercado en un estado flore- 
ciente. Los cueros y sebos que los Hacendados 
pudieron salvar del naufragio, aumentando los 
cambios dieron a nuestro comercio un impulso 
rápido, capaces de lisongear las esperanzas de to- 
dos los que se interesan en la prosperidad del 
país”. 


Pasa de inmediato Farías a denunciar que, transcu- 
rrido el descrito momento de prosperidad, el comercio 
comienza a paralizarse. Atribuye la decadencia del co- 
mercio a: 


“La prohivición de matar Bacas é introducir sus 
cueros en nuestros mercados, el recargo de dere- 
chos sobre nuestros cueros orejanos; las licencias 
para pasar nuestros Ganados al territorio limítro- 
fe son las causas primordiales en sentir del Sín- 
dico de la parálisis fatal de nuestro comercio”. 


Explica cómo el ganado se evade hacia la provincia 
del Norte: 


11] 


...y de ese modo los cambios y recambios 
del sevo, carne y grasa se pierden para nues- 
tro comercio; y el producto del beneficio de 
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millones de animales se pierden y pasan á los 
campos de la Provincia vecina, arrebatándonos 
la población, la industria, el comercio y to- 
das las ventajas de la riqueza territorial y de- 
jándonos sumidos en la inacción y en la miseria. 
Así es que nuestros saladeros y nuestros hombres 
han emigrado a las campañas de S. Pedro y el 
puerto de Río Grande sustituyendose á Montevi- 
deo en el comercio ha venido á ser el depósito gral. 
de los frutos de nuestro propio país, y el puerto 
de concurrencia donde se extrahen á las nacio- 
nes extranjeras”. 


Y prosigue: 


“Si se trata de elevar a la Provincia á su antiguo 
esplendor y riqueza es necesario volver á ganar 
la preferencia de las naciones extranjeras en 
nuestro mercado, y p.a conseguirlo, es necesario 
que el veneficio de sus ganados y la venta de 
sus primeros productos se hagan exclusivamente 
dentro de nuestro recinto” ©), 


Este informe es sumamente explícito. Constituye una 
pieza fundamental para comprender las contradicciones 
dentro de las fuerzas sociales que inicialmente respalda- 
ron la conquista portuguesa. Muestra que para los comer- 
ciantes —en especial exportadores de cueros y sebos— 
la crisis se produjo ya a mediados de 1821. 

Por su parte, Gerónimo Pío Bianqui, en representa- 
ción al Cabildo de Montevideo, de 11 de mayo de 1821, 
hacía notar 


(5) Ob:ervaciones que eleva ála consideración del R. L. 
Consulado de esta Provincia «l Sindico General de Comercio 
(Francisco Farías) Consulado de Comercio, Tomo XIII, Archivo 
del Museo Histórico de Montevideo. Colección MHN. 
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“que el hacendado empobrecido a quien estaba 
rigurosamente prohibida la introducción de vacas 
en los mercados de la Provincia, que veía enor- 
memente reagravada la de toros orejanos y que 
sabía que sus ganados viejos iban a perecer en 
la intemperie, se hallaba en una dificultosa situa- 
ción” 

“Para salir del conflicto adopta el único arbitrio 
que le presentan las circunstancias: vender el 
ganado y los cueros de Bacas y orejanos sin de- 
tenerse en sacrificios; porque el hombre consti- 
tuido en la dura situación de perderlo todo, mira 
el más ínfimo precio como ganancia. 

De aquí resulta que el Hacendado sufre un que- 
branto por lo menos de la mitad de lo que vende: 
Que el mercachifle que compra cueros los extrae 
clandestinamente .para las costas Occidentales: 
que los ganados sin marca pasan al territorio li- 
mitrofe, donde dejan la utilidad de su benefi- 
cio” (®©, 


Tantas voces coincidentes revelaban una situación 
real, y las autoridades de ocupación se vieron en la ne- 
cesidad de tomar alguna medida para calmar un descon- 
tento que crecía día a día. Cuando se preparaba la elec- 
ción del Congreso Cisplatino, a 23 de junio de 1821, Le- 
cor —a través de la Junta de Real Hacienda— hizo co- 
nocer lo siguiente: 


“Levantar el derecho extraordinario sobre cueros 
orejanos, dejando un medio real de imposición p.a 
los gastos del gremio de Hacendados; permitir la 
matanza de vacas é introducción de sus cueros en 


(6) Informe del Síndico Procurador del Cabildo de Mon- 
tevideo, mayo 11 de 1821, EGH, Legajo 1821, Exp. 5, Documen- 
to original manuscrito, trancripto por Marta Campos de Ga- 
rabelli, Obra cit. 
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nuestros mercados; y prohibir absolutamente la 
saca de ganados cueros y demas frutos p.r la lí- 
nea de demarcación, tomando las medidas condu- 
centes p.a evitar los fraudes y proteger la pro- 
piedad de los Hacendzdos” “). 


Lecor —como viejo zorro que era, sensible como na- 
die ante lo que pensaba “la opinión” y sabedor de que 
el sustento de la conquista no estaba en las bayonetas 
que lo acompañaban, sino más que nada en la base social 
que pudieran proporcionarle los sectores orientales que 
apoyasen su política— tendía a atraerse la buena volun- 
tad de hacendados y comerciantes. De ahí que tomase 
esas “providencias de buen gobierno” que los hacendados 
tradicionalmente reclamaban en todas las épocas. Pero 
el mismo decreto contenía otros artículos destinados a im- 
pedir que se vendiesen los cueros sin autorización —esto 
también en resguardo de los intereses de los hacenda- 
dos—, que no iban a ser de satisfacción para comercian- 
tes ni saladeristas, que toda la vida habían tenido por 
costumbre comprar cueros y ganados sin preguntar marca 
ni origen. 

Claro que todas estas disposiciones tendrían valor 
siempre que no quedasen en el papel, porque por más 
bandos que se mandasen publicar por la voz de los pre- 
goneros o edictos que se clavasen en la puerta de las 
iglesias, si no había una eficiente policía de la campaña, 
todo quedaba en la nada. Toda la sapiencia que pudieran 
rezumar los decretos de las autoridades delegadas de 
S.M.F. no podía cortar, con la pulida caligrafía de sus 
plumas de ganso, lo que ya era una tradición secular de 
las relaciones mercantiles en la campaña. oriental. Y en 
ese año de gracia de 1822 Don Frutos Rivera —a la sa- 
zón Jefe de Policía de la Campaña, puesto al que siem- 


(7) Isidoro de María, Obra cit., pág. 158. 
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pre lo arrastraba su vocación— informaba... ¡que al 
Norte del Queguay no había juez alguno! (9. 

Si desde la época colonial el Río Grande había sido 
el “mercado tradicional” para el tráfico clandestino de 
cueros y ganados, ahora que los portugueses mandaban 
allende y aquende de la “línea de demarcación”, puede co- 
legirse fácilmente con qué puntualidad se cumplirian tales 
normas. Más bien parece una hábil jugada de Lecor para 
ganar la buena voluntad de los orientales o justificar las 
ágiles genuflexiones de aquellos “ilustres patricios” que 
integrarían el inminente Congreso Cisplatino. 


La protección de los intereses lusitanos 


Disposiciones colonialistas en favor de la producción, 
el comercio y la navegación de Portugal y Brasil provo- 
caron en estos años el descontento de comerciantes y con- 
sumidores orientales, Así, por decreto de la Junta Supe- 
rior de Real Hacienda de 22 de febrero de 1822 se auto- 
rizó la introducción de cueros extranjeros sin someterlos 
a gravámenes especiales ®), La Aduana —<quizá para 
aminorar el impacto— dispuso que sólo comprendía los 
cueros al pelo, excluyendo a los curtidos. La protesta lo- 
cal no se hizo esperar. El “Pacífico Oriental” en su edi- 
ción del 18 de abril de ese año expresaba no muy pací- 
ficamente la repulsa que semejante medida había provo- 
cado en Montevideo, y se preguntaba: ¿“será acaso para 
dar más estimación a los curtidos del Brasil? atendiente 
á que se les permite una franquicia que se les niega a 
los otros, siendo superiores a aquellos” (0, 


(8) AGN, FEexAMH, Caja 14, Carpeta 3. 

(9) Resolución de la Junta Superior de Real Hacienda. 
Montevideo, 22 de febrero de 1822. Publicado en “El Pacífico 
Oriental” de Montevideo el 16 de marzo de 1822, N* 53, págs. 
91 y 92. Montevideo. Imprenta de Pérez. En el Archivo de 
fotocopias del Instituto de Investigaciones Históricas de la Fa- 
cultad de Humanidades y Ciencias. Transcripto por Marta Cam- 
pos de Garabelli. 

(10) Artículo publicado en la sección remitidos de “El Pa- 


71 


A 14 de febrero de 1821 ya se habia gravado discri- 
minadamente con tarifas más elevadas los aguardientes, 
vinos y licores extranjeros, cuyo producido se destinaba 
a la construcción de cuarteles para la tropa. Se hacía 
tributar más por los artículos competitivos de la produc- 
ción portuguesa y brasileña, que ya pagaban mayores ta- 
sas en 1818. De esta manera se protegía abiertamente la 
producción luso-brasileña y se imponía una nueva ex2c- 
ción a los orientales para sufragar los gastos de ocupa- 
ción. 

Tampoco escapaba a las autoridades la preocupación 
por amparar a los navieros de su nación. Los licores y 
caldos extranjeros llegaban en naves de Europa y Esta- 
dos Unidos. Los brasileños en barcos de Río de Janeiro, 
Bahía, Pernambuco, etc. Lecor había recibido una repre- 
sentación de los navieros y comerciantes del Brasil re- 
clamando protección para sus embarcaciones obligadas a 
elevar los fletes por el costo de sus tripulaciones. Ya algo 
parecido había ocurrido en 1812 cuando los navieros de 
Montevideo y españoles en general pedían protección 
para su tráfico con Cuba aduciendo que el costo de los 
buques nacionales era superior al de los extranjeros (11). 
Pero ambas situaciones no eran idénticas, porque en 1812 
la protección a la marina española tenía una base local 
por la existencia de una marina montevideana, mientras 
que ahora los únicos destinatarios de la protección eran 
los navieros portugueses. 

Bajo el Imperio español a las peticiones de los na- 
vieros se habían opuesto las clases interesadas en la ex- 
portación a La Habana y ese enfrentamiento contribuyó 


cifico Oriental” de Montevideo de 18 de abril de 1822, N° 17, 
pags. 137-140, Obra cit. 

(11) Revista de Economia N? 19. agosto-setiembre 1950. 
Expediente sustanciado con motivo de la petición para que no 
se permitiera a los comerciantes extranjeros extraer frutos del 
país con destino a puertos españoles. Montevideo, 24 de marzo 
de 1812. Montevideo, 29 de junio de 1812. 
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a definir contra el poder peninsular a algunos de los mas 
poderosos estancieros y saladeristas. Ahora la protección 
a los navieros de la nueva metrópoli perjudicaba a los 
comerciantes y a los consumidores en general, que ten- 
drían que pagar mayores precios por artículos de amplio 
consumo. Las únicas excepciones las constituyen los agen- 
tes de casas brasileñas como Francisco Juanicó, Zenón 
García de Zúñiga, etc. De los Libros de Entradas y Sa- 
lidas de 1822 se desprende que los más de los barcos que 
llegan son portugueses, están consignados a portugueses o 
brasileños y arriban desde Brasil. Traen alimentos y espe- 
cialmente frutos tropicales: azúcar, arroz, yerba, caña, ta- 
baco, etc.; maderas, y algunas manufacturas como camas y 
ejes de carreta, artículos de cuero, etc. Brasil se transforma 
en lugar de intermediación para los efectos extranjeros, y 
los portugueses y brasileños en monopolistas del tráfico ne- 
grero. Y los comerciantes criollo-españoles tienen que 
contemplar sufridamente cómo se instalen una multitud 
de traficantes lusitanos, agentes de casas brasileñas, que 
disfrutan a sus anchas de toda clase de privilegios. Por 
si esto fuera poco, tembién son desplazados por capita- 
listas ingleses —que se benefician de los generosas tra- 
tados concertados por la casa de Braganza con Gran Bre- 
taña— y de otras naciones, que se hzcen aún más nu- 
merosas a partir de 1820 (12, 

También sufren los saladeristas con la política eco- 
x6mica del conquistador. El ganado se comercializa en 
Río Grande para abastecimiento de los saladeros allí ins- 
talados. No es de extrañarse, entonces, que las carnes 
saladas orientales desaparezcan del mercado cubano, sus- 
tituidas por las procedentes de Brasil y Buenos Aires. 

En resumidas cuentas, se reelabora el “estatuto co- 
lanial”, y en peores términos que bajo los españoles. Mon- 
tevideo queda en situación de “capiti deminutio” bajo el 


(12) “El Pacífico Oriental”. Registro de entradas y sa- 
lidas de barcos en 1822, 
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nuevo amo, sin disfrutar de los privilegios que le otor- 
gara la corona española y de cierto florecimiento que 
había alcanzado en los últimos años de la dominación 
Borbónica. La “pacificación de las armas de Su Majestad 
Fidelísima” resultaba bastante onerosa. 

Las medidas proteccionistas —que elevaban los pre- 
cios de los efectos introducidos— fueron tradicionalmente 
repudiadas por los hacendados, firmes partidarios de la 
libre importación. Por la voz de los grandes hacendados 
ubicados en el Cabildo habían rechazado las restricciones 
a la entrada de cueros orejanos y de vaca en Montevideo, 
lo que los obligaba a malbaratar su producción a quienes 
la llevabzn a Rio Grande. 

La protección a los artículos de Portugal y Brasil 
por medio de privilegios arancelarios tampoco recreó un 
medio favorable a las artesanías locales. Más aun: se hizo 
sentir la competencia de la industria inglesa —y subsi- 
diariamente de la norteamericana—, hecho denunciado 
por los artesanos de Montevideo en 1822 (13), Este tema 
no era nuevo en los territorios del viejo Virreinato. Ya 
desde 1778, al aplicarse el Reglamento de Libre Comercio 
sufrieron las manufacturas, artesanías y la comercializa- 
ción de algunos frutos del interior del área rioplatense, 
como de otras de Hispanoamérica. Sólo pudieron subsis- 
tir las manufacturas rústicas, destinedas a surtir a las 
mesas populares. La competencia inglesa las fue despla- 
zando crecientemente luego de la Revolución. 

La política aduanera constituyó un campo de enfren- 
tamiento entre el litoral ganadero y el interior artesano. 
El reglamento artiguista de 9 de setiembre de 1815 en- 
sayó un moderado proteccionismo en el seno de la Liga 
Federal. Sabido es que durante muchos años continuó vi- 
gente este problema entre las provincias argentinas, con- 
tribuyendo a dificultar la organización nacional. 

En la Provincia Oriental, ehora Cisplatina, no exis- 


(13) AGN, ex AGA, Caja 587, Carpeta 4. 
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tian manufacturas, ni siquiera artesanias de gran impor- 
tancia. No obstante, herreros, carpinteros, sastres, etc., 
reclamaban en nombre de sus producciones, desalojadas 
por las inglesas y norteamericanas. Pero tales inquietu- 
des no fueron atendidas por portugueses ni brasileños. 


Las nuevas relaciones de Buenos Aires y el Litoral 
y una etapa más de la lucha de puertos 


A este cuadro de tensiones entre la mayoría de la 
clase comercial montevideana y los nuevos monopolistas 
se agregaron problemas derivados ya no de la política 
portuguesa sino del replanteo de las relaciones entre 
Buenos Aires y otras provincias. Asistimos, en verdad, 
a un nuevo episodio de la lucha de puertos. Como en 
la época colonial, la Provincia Oriental estaba ligada tan- 
to a Buenos Aires como a las provincias del Litoral in- 
tegrando un complejo comercial que si bien no había lle- 
gado a: constituir un mercado nacional, formaba una trama 
de relaciones recíprocas, aun en el marco de la violenta 
oposición entre Montevideo y Buenos Aires. 

Montevideo servía de puerto de ingreso de efectos 
y frutos para Buenos Aires y otras provincias, y de s2- 
lida para sus frutos. Por su parte, la Provincia Oriental 
era consumidora de manufacturas en mader2, cueros y 
telas de las provincias del litoral e interior, además de 
la yerba paraguaya que generelmente llegaba desde Bue- 
nos Aires. 

En el período artiguista se acrecentó la vinculación 
de la Provincia Oriental con las que integraban la Liga 
Federal, especialmente las del litoral, lo que procuró acen- 
tuar el gobierno de Artigas por medio de disposiciones 
aduaneras. La crisis de 1820 —:l acentuar el particula- 
rismo regional y la oposición a Buenos Aires— intensi- 
ficó el tráfico con la Provincia Oriental. A partir de 1821 
Buenos Aires procuró reconquistar los mercados provin- 
ciales y tomar a su cargo la. comercialización de los fru- 
tos que constituían el rubro fundamental de exportación. 
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Se rebajaron las tarifas aduaneras con el propósito de 
desviar el comercio extranjero desde Montevideo hacia 
Buenos Aires, a la vez que con el Tratado del Cuadrilá- 
tero se estrechaban las relaciones con las provincias del 
Litoral. En esa guerra de tarifas el 1° de enero de 1822 
se dictó en Buenos Aires un reglamento aduanero por 
el que se fijaban aranceles que competían ventajosamente 
con los vigentes en Montevideo. 

Veinticuatro días después se firmaba el Tratado del 
Cuadrilatero. En él junto a Buenos Aires estaban Co- 
rrientes, Entre Rios y Sznta Fe, es decir, las tres pro- 
vincias que con la Oriental, Córdoba y Misiones forma- 
ban el Protectorado artiguista. Por ese tratado se insti- 
tuía un pacto federativo y se procuraba englobar en una 
unidad aduanera a las principales provincias exportado- 
ras de productos ganaderos. Por su artículo 8° se decla- 
raba “libre el comercio marítimo en buques nacionales 
sin poder ser obligados a mudarlos, abonar derechos, des- 
cargar para vender sus mercaderías, o frutos por pretexto 
alguno, por los gobiernos de las cuatro provincias...” 
Se tendía a reestructurar el comercio excluyendo a los 
extranjeros de la relación directa con las provincias y 
a convertir a Buenos Aires en la llave del tráfico interior. 
Tratado y reglamento combinados se convertían en un 
eficaz instrumento para hacer de Buenos Aires el centro 
de exportación e importación de una vasta región. 

En esas condiciones, Montevideo quedaba al margen 
de la unión aduanera y perdía el comercio de interme- 
diación. La protección a las manufacturas portuguesas y 
brasileñas —lo que no suprimió pero redujo en buena 
parte la importación de productos artesanales del interior 
argentino—, el desplazamiento de la yerba paraguaya por 
la brasileña, etc., perjudicaba a los comerciantes impor- 
tedores vinculados a ese comercio. El grupo especializado 
en este tráfico y en la navegación de cabotaje con Bue- 
nos Aires y el Litoral sufrió con la decadencia de sus 
negocios. Por si esto fuera poco, se daba otro fenómeno 
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también de signo negativo para ese sector de intereses: 
con el desarrollo portuario de Buenos Aires y los aran- 
celes más bajos de que disfrutó, se incrementaron las 
relaciones mercantiles entre la ex-capital virreinal y el 
Litoral Oriental, 

La única posibilidad que quedaba a Montevideo para 
airontar con éxito la situación era su ingreso en la 
nueva unidad económica de la que estaba marginada. 
La dominación portuguesa se hacía intolerable para la 
burguesía portuaria montevideana a mediados de 1822. Fue 
entonces cuando se escindió esta clase que tan entusias- 
tamente había recibido al invasor en 1817. Entre los co- 
merciantes aparecen como beneficiarios de la novel do- 
minación el escaso número de los vinculados especial- 
mente al comercio portugués y no desplazados por los 
brasileños, los abastecedores de la armada y tropas lu- 
sitanas y los contratistas de todo tipo con el Estado. En 
cambio, y sobre todo después del Tratado del Cuadri- 
látero, padecieron en sus intereses los que hacían la na- 
vegación de cabotaje y en particular los que comerciaban 
con Buenos Aires y el Litoral, además de los exportado- 
res, barraqueros, saladeristas, etc., que en mayor o me- 
nor grado se vieron afectados negativamente por la li- 
mitación impuesta por el nuevo coloniaje. 


B. Lecor inicia una política a favor de los hacendados 
brasileños y los grandes propietarios. 
Los conquistadores se apoderan de las tierras 


A comienzos de 1820, luego de la rendición de Fruc- 
tuoso Rivera, cesó en la campaña una resistencia de más 
de tres años. 

Para consolidar su situzción Lecor debía abordar el 
problema rural. La destrucción era inmensa, saldo pe- 
noso de nueve años de guerra. La Banda Oriental había 
perdido la mited de su población, según el cálculo de 
Francisco Llambí en el Congreso Cisplatino. El estado de 
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la ganaderia era lamentable. Se hacia necesario encarar 
dos problemas: la repoblación ganadera y la tenencia de 
la tierra. Este último era el más complejo pues ahí cho- 
caban diversos intereses, que enumeraremos. 

1) Estaban los saladeristas y estancieros de la Pro- 
vincia de Río Grande. Sus miras eran claras: faenar en 
el Brasil y poblar las estancias de su provincia con los 
ganados orientales. Al arreo inicial sigue la creación de 
un cinturón de estancias brasileñas en la zona fronte- 
riza. A los oficiales y soldados invasores se les otorgó tie- 
rras, no sólo como pago de sus servicios sino también 
para crear una base sólida al nuevo poder. 

2) Los conquistadores necesitaban obtener el apoyo 
de una capa de la sociedad local para poder subsistir. 
Lecor no escatimó medios para conseguirlo. Concedió tí- 
tulos, honores y cargos de gobierno, tierras y otros pri- 
vilegios a un pequeño grupo, a quienes fueron los más 
dóciles colaboradores del gobierno portugués. También 
logró el apoyo de una parte del comercio y procuró 
atraerse a los grandes hacendados. 

3) Para impedir nuevos levantamientos, al menos por 
un tiempo, Lecor tuvo que prohibir el desalojo de los po- 
seedores artiguistas garantidos en su posesión por la tran- 
sacción con Rivera. 

Impuesta su dominación, los portugueses prosiguieron 
en condiciones mucho más favorables su política tradicio- 
nal de adelantar sus estancias hacia el sur, buscendo el 
Plata. En 1801 habían ocupado las Misiones Orientales 
y extendido sus establecimientos al sur del Ibicuí. Las va- 
querías atravesaban el Cuareim, mientres menudeaban los 
ataques a las estancias del Norte y hasta del Sur del Río 
Negro. Recuérdese que Artigas desde 1813 reclamó infruc- 
tuosamente la reincorporación de las Misiones. En 1819, 
por el Tratado de la Farola se quiso dar sanción jurídica 
al apoderamiento de la franja fronteriza. Los territorios 
al Norte del Arapey y de Tacuarembó y Lunarejo se 
incorporaban a la Provincia de Río Grande. 
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En esas zonas, escasamente pobladas, los jefes mili- 
tares otorgaron tierras a oficiales y soldados. El vizconde 
de San Leopoldo, destacado politico y cronista de los su- 
cesos dice: 


“En 1820 el General Conde de Figueira, todavia 
en el campo de batalla de Tacuarembó, destacó 
al Teniente Coronel José Antonio Martins, oficial 
de reputación, con cuatrocientos hombres para 
ocupar Belén y adyacencias: a este mismo oficial 
encargó el Capitán General Joao Carlos de Sal- 
danha, para que de acuerdo con el Brigadier José 
de Abreu distribuyera los campos entre el Arapey 
y el Cuareim entre los que tuviesen más servi- 
cios, de lo que resultó que fueron agraciados más 
de doscientos individuos, que se conservaron pa- 
cificamente en ellos, hasta la invasión del ejér- 
cito argentino” 09 y (5), 


Tras la derrota militar vino el despojo de los ven- 
cidos, y fueron numerosos los campos de combatientes 
artiguistas que pasaron a manos de los portugueses, como 
los de Blas Basualdo adjudicados a Antonio Valiente Da 


(14) Vizconde de San Leopoldo. Annaes da Provincia de 
Sao Pedro. Segunda edición, París, 1829, pág. 339. 

(15) Cuando en 1822 y 1823 se presentaron a legalizar su 
propiedad, declararon haber recibido sus tierras de Saldanha 
o Barreto: Mariano Antonio Gonzalez, Teniente del Regimiento 
de Milicias de Río Pardo (entre el Mataojo Grande y el Chico); 
Eduardo Gómez Lisboa, Teniente de Milicias de Río Pardo (en- 
tre el Arapey Grande, cuchilla de Itangarupé y arroyo Saran- 
dí); Simón Ruiz de Santa Ana, soldado del Regimiento de: Mi- 
licias de Río Grande (en el Rincón de Piedra entre el Mata- 
ojo Grande y el Chico), José Antonio Da Silveira Alférez del 
Regimiento de Dragones de la Capitanía de San Pedro do Sul 
(sobre el Cuñapirú); Francisco de Moraes, Capitán de Milicias 
de Porto Alegre (sobre el Daymán). Ignacio José Machado, 
Alférez de Milicias de Rio Pardo (Arroyo Valentín y cuchilla 
Grande), Teófilo Ferreira de Andrade, Alférez del Regimiento 
de Río Pardo (entre el Laureles y Cañas), Francisco Fernán- 
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Cruz (1%, No escaparon a esa furia apropiatoria las tie- 
rras abandonadas por sus poseedores en los azares de la 
Revolución o las de los confiscados por Artigas. Y aunque 
algunas de estas últimas fueron ulteriormente devueltas, 
la mayoría quedó en manos de los conquistadores, como 
lo muestra el caso de Thomas Francisco Guerra (7, 

Saint-Hilaire refiere que el gobierno cisplatino auto- 
rizó a quienes lo deseasen a 


“establecerse sobre las tierras de propietarios pro- 
vistos de títulos pero a condición que las compren 
en seguida de aquellos se presenten. Una muche- 
dumbre de oficiales brasileños, que pertenecen sea 
a las tropas de línea, sea a las milicias alejadas 
de sus casas, sufriendo sin cesar atrasos en sus 
pagos, han aprovechado las disposiciones del ban- 
do del general y han formado estancias donde se 
colocan con ganados salvajes que han tomado de 
los campos” (18), 


dez de Freitas, soldado de Dragones de Río Pardo (com auto- 
rización de población de 1821); Joaquín Manuel Correa Váz- 
quez (entre el Mataojo Grande, Chico y cuchilla de Sopas); 
Luis Antonio Leite Oliveira, Capitán del Regimiento de Mi- 
licias (sobre el Río Uruguay), Mariano Piñeiro Da Luz, Sol- 
dado del Regimiento de Milicias de Río Pardo (entre el Quer 
guay y el Quebracho), Manuel José de Uy, Alférez de Mi- 
licias de Porto Alegre (entre Itapebi Grande, Lunarejo y cu- 
chilla de Lunarejo), Joao Francisco de Andrade, Teniente de 
Infantería de San Pablo (sobras de un campo de Antonio de: 
Moraes entre San Antonio e Itapebí); Diego Pereira de: Silva 
(entre Arerungá y Mataojo), Alejandro Luis de Silva, cabo 
del Regimiento de Río Pardo (en Tres Cruces), Joao Francisco 
Pereira, alférez de: Caballería miliciana. EGH, EE 1823 y 1824. 

Recibieron tierras ademá: Fideliz José Flores, establecido 
sobre el Itapebi, al sur del Arapey y Rodríguez Barboza, sar- 
gento mayor die. Dragones e:tablecido sobre el Tacuarembó y Lu- 
narejo. EGH, EE, 1823, N° 14 y N°? 2. 

(16) EGH, Año 1821, N°? 1. 

(17) EGH, EE, Año 1826, N* 48. 

(18) Saint-Hiaire, “Voyage á Río Grande do Sul. (Bresil) ” 
Orleans 1887, pág. 280 1/1/21. 
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Como se ve, la operación resultaba bastante facil. Ins- 
talados en sus estancias, estaban en excelentes condicio- 
nes de adquirir las tierras a bajo precio. Tenían la po- 
sesión y eran los conquistadores. 

Aprovechando la depreciación de las tierras, portu- 
gueses y brasileños se lanzaron a comprar a bajo precio 
numerosas estancias (19), Además, en la zona fronteriza 
éste fue y seguiría siendo un eficaz expediente para arrear 
ganado a Río Grande. 

La importancia del número de estos nuevos hacen- 
dados portugueses la señala Rivera en carta fechada en 
1822 en la que expresa que “Entre el arroyo Arapey los 
más de los pobladores son portugueses y la mayor parte 
de la Capitanía de San Pedro” (20), 

Lecor, que no hacía las cosas a medias, concibió un 
proyecto mucho más ambicioso para mantener la tropa 
en la provincia y atraer a nuevos milicianos. El 29 de 
agosto de 1820 propuso una verdadera recolonización del 
territorio mediante un plan de colonias militares a ins- 
talarse en los rincones “más fértiles y deleitosos de la 
Provincia”. 


1° La Calera de las Huérfanas inmediaciones de 
la Villa de Sto Dom.o Soriano y de la Capilla de 
Mercedes. 2° el Rincon del Rosario en las Vecin- 
dades de la Colonia, 3° los Campos entre Pando 
y Toledo en la proximidad de esta plaza. 4* los te- 
rrenos llamados de José Ign.o a la villa de Rocha” 
art. 2). Allí se daría a los Coroneles, Tenientes 
Coroneles y Mayores una cuadra de terreno den- 
tro del acantonamiento para Quintas y un terreno 


(19) Entre los adquirentes de tierras en las fronteras fi- 
guran Francisco José González Da Silva, Luis Pereira Da Sil- 
va, David Manuel Da Silva, Tomas Souza, Bernardo Pais, Ma- 
nuel José Paiva y Magallanes, etc. AGN, FExAMH, Caja 13 
y EGH, EE, 1823. 

(20) AGN, FEXAMH, Caja 14, Año 1822, Carpeta 3. 
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de media legua de frente por una y media de 
fondo para estancias; mientras que a Capitanes, 
Tenientes y Alférez se daria media cuadra y una 
estancia de media legua por una de fondo y a 
los soldados y oficiales inferiores un cuarto de 
cuadra y dieciseis cuadras respectivamente (Art. 
8 y 9). 

Dichas tierras serán de entera propiedad pero no 
podrán ser enajenadas hasta cinco años después, 
pero en cambio, podrán ser arrendadas previa 
licencia. Los beneficiarios con estas donaciones 
no pagarán impuestos y recibirán asistencia de 
animales, semillas y herramientas (Art. 12 y 
13) 2D, 


En 1826 y 1827 aparecían como tierras públicas en 
poder de súbditos brasileños 240 leguas y 3/4 22, 

Si en el comercio el nuevo colonialismo se expresó 
en leyes proteccionistas para los luso-brasileños y un alud 
de comerciantes de ese origen se abalanzó sobre el trá- 
fico más lucrativo, en la campaña era el territorio mis- 
mo del Estado el que pasaba a manos extrenjeras. 


(21) AGN, FExAMH, Caja 14, Año 1821. 

(22) Estos eran: en Paysandú: Fidelis Flores (a cargo de 
Raymundo Craces); Antonio Méndez de Olivera Bueno (en el 
Arapey), Alférez Ribero (Itapebí), Rosa Méndez (barra del 
Itapebí), Joaquín Correa (sur del Arroyo Antonio, Finado José 
Joaquín Sosa (Puntas de Laureles), estancias de Cironito (Nor- 
te del Daymán), José Joaquin de Britos (costa del Daymán), 
José Lorenzo Britos, Camilo Méndez de Olivera, Capitán Flo- 
riano Roballo de los Santos, Jonef Ribero, Mauricio Josef Mon- 
tero, Joaquín Sosa. Coronel Juan Lorenza, Capitán Floriano (a 
cargo de Bartolomé de Sotomayor), Yuca Ribeira, Mauricio José 
Montero y Cía. AGN, FExAMH, Caja 633, Carpeta 2 P. O. 1826. 

Entre una lista seguramente mucho más amplia de con- 
quistadores estancieros figuran: Alvaro de Olivera Bueno (en 
Santa Lucía a cargo de su hijo Eleuterio de Olivera se hallan 
2500 reses, 200 caballoz, 3 manadas de yeguas mansas y 4 cue- 
ros); Juan Callado (a cargo de Julian de los Santos con 60 
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El precio de la adhesión de los grandes hacendados 


En 1820, vencido Artigas y afianzado el poder lusi- 
tano, pasaron a primer plano los siempre vivos proble- 
mas de la posesión de tierras y ganados. 

Bajo el coloniaje los hacendados habían reclamado 
que se consolidara la propiedad privada de los ganados 
y de la tierra que los sustentaba, Se había producido una 
lucha entre los poseedores y el reducido núcleo de gran- 
des propietarios y denunciantes. Los hacendados en su 
conjunto habían exigido el sometimiento de las masas de 
paisanos al peonazgo. La Revolución artiguista, por el 
Reglamento de 10 de setiembre de 1815, expresión del 
interés de las capas de pequeños hacendados de afirmar 
y ampliar esta capa como sostén de la Revolución, pro- 
vocó la oposición violenta de los confiscados y disgustó 
a los grandes hacendados patriotas y a la burguesía co- 
mercial criolla que aspiraba a acceder a la tierra a su 
manera clásica. Durante los meses en que se aplicó creó 
una nueva capa de pequeños propietarios. 

El nuevo poder debía reconstruir la riqueza gana- 
dera, satisfacer las apetencias de portugueses y brasile- 
ños, de los orientales colaboracionistas, atraer a la causa 
del conquistador a los grandes hacendados, neutralizar en 


cabezas de ganado vacuno, un rancho y una cosina) del Ca- 
pitán José Ma. Bueno (a cargo de Dn. Gregorio Leucena con 
gamado vacuno, bueyes, caballos y mulas) ...... Manuel Silva (a 
cargo de su tía Joaquina Silva), Antonio Pintos, Jo:é Denis 
(en Carritaquemada a cargo de Luis E. Pérez), del coman- 
dante Piris en Soriano, del portugués Lucas, Franco. Saldanha, 
del Mayor Pita, del mayor Simplicio (en Guabiyú), de Floriano 
de los Santos (en Carumbé); de Joaquín Y. Britos (en Day- 
man), de Joaquín Sosa (en los Laureles) de Manuel Fernán- 
dez (en el Tala), de pertenencia de Ferrara (que está a car- 
go del Mayor Pozsolo en Carreta Quemada) .............. del 
Sargento Juan de Araújo (en Soriano) del Soldado Antonio 
Joaquín (en Soriano) de Francisco P. Cobrita (en Soriano). 
AGN, AGA, Gobierno Patrio. Año 1826, Carpeta 663, Estancias 
de emigrados. 
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una primera instancia a los agraciados por el reglamento 
y someter al peonazgo a las masas de paisanos que c2- 
recían de tierras. 


Sl fomento de la producción rural y el 
apoderamiento de los ganados 

Pasada la etapa de la depredación y el saqueo de la 
Provincia, los portugueses debieron intentar rehacer la 
principal riqueza y promover un tipo de apropiación que, 
satisfaciendo sus intereses, les permitiese tomar como so- 
cios menores a los grandes estancieros y, de ser posible, 
neutralizar a los medios y pequeños. Les era necesario, 
entonces, garantir el procreo, excluyendo las matanzas 
masivas e indiscriminadas, y a la vez hallar una fórmula 
feliz que conjugara los intereses de portugueses y brasi- 
leños con los de las capas superiores de los dueños de la 
tierra en la apropiación de los ganados sin marca, que 
en mayoría absoluta pastaban sobre la campaña oriental. 

En el curso de 1820 el gobierno dictó dos bandos 
concordantes y complementarios: uno el 27 de marzo y 
otro el 27 de octubre. Se prohibía la matanza de vacas 
y la extracción de cueros fuera de la Provincia, así como 
el funcionamiento de saladeros, penándose severamente 
la infracción de tales medidas °°), Se imponían pesados 
tributos a la introducción de cueros orejanos. 

Estas disposiciones rememoran otras análogas recu- 
rrentemente dictadas durante la dominación española, Si 
la reiteración de las medidas españolas daba pie a la pre- 
sunción de su incumplimiento, las portuguesas debieron 
hacer sonreir a los veteranos del tráfico clandestino con 
Brasil, en una campaña mal vigilada y gobernada por 
autoridades que debían ser cómplices fáciles. Si estas me- 
didas jamás habían logrado aplicarse bajo el gobierno es- 
pañol ni durante la Revolución, no tenían mejor porve- 

(23) Tabaré Melogao, “Portugos y Brasileños”. Enciclo- 
pedia Uruguaya, N* 6. Editores Reunidos y Ed. Arca, Monte- 
video, 1968. 
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nir bajo la nueva conquista, cuando los jefes de las fuer- 
zas portuguesas eran. algunos de los principales benefi- 
ciarios del trafico de cueros. 

En la línea de captación de los grandes hacendados 
se halla la celebración de Junta de los apoderados de 
los Pueblos y de los Cuerpos de Hacendados y Comer- 
ciantes que se realizó en octubre de 1820 y que volvió 
a reunirse en el mismo mes de 1821. En la convocatoria 
se enunciaban de manera general los fines de la reunión: 
“pensar en los medios más adequados y oportunos para 
reanimar la industria, auxiliar el comercio y fomentar 
la pastura, que es la fuerza de la riqueza nacional” (24). 
La Junta se integraría con un representante por cada 
uno de los Cabildos: Montevideo, Canelones, San José, 
Colonia y Paysandú, un apoderado de los hacendados por 
cada uno de los siete departamentos, y dos por el Cuerpo 
de Comercio. 

En el mismo documento se fijaban las funciones de 
la Junta: 


“representar y pedir a esta Superioridad las me- 
didas conducentes al aumento y mejora del pas- 
toreo y repoblación de las estancias, marcasión y 
rodeos de ganados; saladeros, traficantes de cue- 
ros y todo lo que pueda contribuir al fomento 
de lashaciendas, facilidad del comercio y conser- 
vación de la Provincia”. 


De cómo se componía el Gremio de los Hacendados 
aa la pauta la elección del apoderado por Montevideo. Era 
igual a la del período hispánico. 


“El tres de octubre de 1820, reunido en Monte- 
video el Cabildo y los hacendados, Luis de la Rosa 
Brito, Agustín Estrada, Juen Mendes Caldeyra, 
José Alvarez, Juan de Medina, Mn!, Pérez, Fran- 


(24) AGN, ex AGA, Caja 567, Exp. Cabildo de Maldonado 
so. la habilitación de su pto. en el año 1821. 
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co. Muñoz, Pedro G. Pérez, José de Mendez, Ma- 
riano Sierra, Dionisio Antonio de Soto por la viu- 
da de D. Cristóbal Salvañach, Antonio Gabito por 
Don Antonio Pereira, Don Juan de Arrien por 
la viuda de Dn. José Antonio de Arrue, Don Fe- 
lix Saenz de la Maza y Dn. Marcos Carrasco, de- 
signaron representante a la Junta Consultiva a 
Don Tomas Garcia de Zúñiga.” (25) 


El delegado electo era uno de los más poderosos es- 
tancieros de la provincia y los pocos hacendados que par- 
ticipan son casi todos grandes latifundistas: Salvañach (su 
viuda) en Tacuarembó, Pereira en Caraguatá, Sáenz de 
la Maza en Tacuarembó, Juan de Medina en el actual 
Río Negro, etc. 

La Junta se celebró a fines de octubre. De ella emanó 
una Comisión Permanente, la que el 1? de noviembre se 
apresuró a dirigirse a los pueblos por medio de un docu- 
mento altamente elogioso de la política de los conquista- 
dores. 'Los grandes hacendados, apenas unos meses des- 
pués de la derrota artiguista, se inclinaban adulando al 
conquistador que prometía llenarles su bolsa de onzas de 
oro, garantirles el apoderamiento de ganados cimarrones 
y afirmar una política propietarista. 


“La Comisión Permanente se apresura a publicar 
los trabajos que la Junta Gral. Comsultiva dejó 
recomendados á su celo, siguiendo en esta parte 
los votos de S.E. el Ilmo. y Exmo. Barón de la 
Laguna su digno Presidente y llenando a un tiem- 
po los de toda la Provincia, á cuyo discernimiento 
dejamos el contemplar si en el reducido período 
de 15 días pudo hacerse más para abrir los ci- 
mientos al grande y costoso edificio q.e una re- 
forma que aplane las amontonadas ruinas de la 
industria y las convierta en materiales de la me- 


(25) Ricardo D. Campos, “Brigadier General Tomás Gar- 
cia de Zúñiga”. 
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jor y mas duradera felicidad. ¡Tanto y tan pode- 
roso es el enfluxo de un gobierno que desnudo de 
prevenciones y fuerte por la conciencia de sus 
propios deseos busca el bien, lo medita, lo pro- 
mueve y cuando una política sobria pretende 
detenerle interpone el brazo pudiente y disipa los 
obstáculos para extenderse a donde no llegaron 
sus predecesores con el auxilio de los siglos y to- 
dos los poderes de un tesoro inmenso! 
En un día y sin contienda; en un día y sin esfuer- 
zo; se ha hecho hoy lo que en otro tiempo sería 
el triunfo de súplicas encarecidas, diligencias pe- 
nosas, informes molestos, visitas, dictámenes, fór- 
mulas y gastos... Tanto y tan poderoso es un 
Gov.no —lo repetimos— q.e resuelve a prodigar 
sus bienes satisfecho de si mismo! 
La Comisión, aprovechando esta feliz época, des- 
pues que vea realizada el lisongero prospecto de 
ideas, con que S.E. El Ilmo y Ex.mo Sr. Presi- 
dente se dignó gratificar á la Junta Gral. en el 
acto de prorrogar sus sesiones p.a el proximo 
Obre, se ocupará todo en la distribución de tierras 
valdías, con la apertura de nuevos caminos y me- 
jora de los antiguos p.a el mas comodo transporte 
de la riqueza territorial, en reducir á un sistema 
menos dispendioso y complicado la administración 
de Justicia, sin perder de vista q.e el orden inte- 
rior es la primera de vastas atenciones. Quisiera 
V.S. Hacerse el organo p.r donde, tresmitida á la 
noticia de los pueblos esta feliz perspectiva de los 
trabajos á que le destinaron con tanto acierto 
participen todos de la satisfacción que ella pueda 
inspirar a los amigos del orden, la paz y los au- 
mentos de la Provincia” (26, 

(26) Museo Histórico Nacional. Archivo y Biblioteca Pa- 


blo Blanco Acevedo. Documentos relativos a la Junta de Ha- 
cendados 1821. 


87 


Como comunicaba la Comisión Permanente, la Junta 
volvería a reunirse en octubre de 1821. 

Algunas disposiciones posteriores perfilaban la con- 
ereción de esta política grata a los grandes estancieros. 
Por oficios del 18 y del 30 de enero la Comisión solicitaba 
a las autoridades la realización de un censo de la Provin- 
cia con la especificación de hijos, peones, esclavos de cda 
vecino y de los arrendatarios, medianeros y agregados 
además de los intrusos de cada propiedad. Se trataba de 
conocer tal como era la población de la campaña y definir 
la situación de todos los que no eran propietarios, en vista 
a medidas ulteriores contra los ocupantes. 

Por circular del mismo mes de enero se autorizaba 
las corridas de los ganados cimarrones que se hallaban 
entre la Cuchilla Grande, caídas del Uruguay, Puntas del 
Arapey y del Mataojo, Arerunguá y las Cañas(27, Era la 
zona no ocupada bajo el coloniaje español y donde sub- 
sistían mayores cantidades de animales todavía no apro- 
piados. Con la finalidad de ordenar la caza se dividía a la 
Provincia en cuatro circunscripciones, y cada uno de los 
distritos podía realizar las recogidas durante quince días. 
Las autoridades encargadas de organizar a los hacenda- 
dos para tal faena eran los Cabildos y en su defecto los 
Comandantes Militares. Lo más significativo de la resolu- 
ción era que cada hacendado propietario podía recoger 
un número de cabezas proporcional a la cantidad de peo- 
nes que empleaba en la operación. Por consiguiente, se 
excluía a los no propietarios y se favorecía a los más 
poderosos (28), 

Cita Isidoro De María los nombres de algunos de los 
principales beneficiarios de esta operación. Se trata, en- 
tre otros, de grandes hacendados como Francisca Viana de 
Oribe, Luis Goddefroy y José Antonio de Acevedo (am- 
bos casados con dos integrantes de la femilia Durán), el 


(27) Museo Histórico Nacional. Doc. cit., foja 3. 
(28) Isidoro de María, Obra cit., Tomo IV, pág. 150. 
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comerciante hamburgués Conrado Rucker —acreedor del 
gran hacendado de Paysandú Manuel González, que soli- 
cita 30.000 cabezas—, Peblo Zufriategui, Luis de la Rosa 
Brito y hasta Fernando Otorgués. 

No sólo se concedió a los grandes hacendados propie- 
tarios el derecho de adueñarse de los ganados del Noroes- 
te. La Junta General Consultiva resolvió —remitiéndose a 
las leyes españolas— que debía considerarse a los ganados 
salvajes como del propietario del suelo en que pacían. Y 
añadía: 

“La Junta general consultiva ha reconocido en esta 
ley la guia mas segura p.a el acierto de sus mar- 
chas: ella prohibe hacer faenas en campos de 
propiedad conocida sin permiso del propietario: 
ella ordena que cada hacendado marque, castre y 
beneficie todo el ganado q.e venga á los pastos de 
su posesión y la Junta no ignora” —alegaba el 
litigante cuya opinión citamos—“q.e el ganado 
actualmente es un montón de arena q.e el viento 
lleva a todas partes.” 


Por esta resolución se excluía a los poseedores del 
disfrute de los ganados cimarrones. Al cabo de varios 
años de guerra, los ganados de rodeo eran insignificantes. 
Esto era una victoria de los grandes hacend:dos, que sin 
duda vieron en Lecor al hombre destinado a salvar a 
su clase. 

Pero ni la situación de la Provincia ni los intereses 
úe los conquistadores permitirían a los latifundistas dige- 
rir en paz el bocado. También estaban en Río Grande los 
saladeristas, que reclamaban la no interrupción de las 
remesas de ganados para ser faenados allí, empleados 
en la preparación de carnes saledas y para vender sus 
cueros, y estaban los estancieros brasileños acostumbra- 
dos a poblar sus estancias con animales cisplatinos. Y 
también estaban en la propia Provincia nada menos que 
los oficiales portugueses y brasileños, mancomunzdos con 
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los jerarcas del aparato militar caudillesco, que trafica- 
ban con comerciantes poderosos según el viejo método de 
las vaquerías coloniales. Estos últimos, actuando ya en 
base a licencias especiales o partiendo de los campos que 
se les habían concedido no iban a tolerar pacíficamente 
que se les desplazara del disfrute del último depósito de 
ganados cimarrones. En definitiva eran ellos quienes te- 
nian el poder efectivo. 

El 6 de febrero de 1821, por un decreto firmado por 
Lecor se establecía una frontera en el Norte para la 
“compra, venta y exportación de ganado vacuno y caba- 
llar” 29. La línea se extendía desde el Daymán y corría 
por los Once Cerros, Las Cañas, Tupambay hasta el Oli- 
mar Grande. Posiblemente el Barón suponía que tranqui- 
lizados los poderosos del campo sería mejor soportada la 
voracidad de los riograndenses, El Cuerpo Capitular ha- 
bía cedido hasta el Arapey por el Tratado de la Farola. 
¿Cederían ahora hasta el Daymán, donde se trazaba la 
nueva frontera económica? Se completó la demarcación 
con la instalación de Receptorías “en los puntos que la 
Junta Considere oportuno”. Finalmente, y hasta que la 
situación de la Provincia mejorase, se prohibía la extrac- 
ción de vacas al otro lado de la frontera. 

En definitiva, todo el Norte de la Provincia, donde 
se habían repartido la mayoría de las tierras a oficiales y 
soldados brasileños, salía del ámbito económico tradicio- 
nal y pasaba a ser una dependencia de Río Grande. Este 
territorio, asiento de la mayor parte de los ganados orien- 
tales, y donde por decreto anterior se había permitido la 
saca a los propietarios criollos pasaba ahora a ser campo 
de disfrute de los brasileños. 

Pero los hacendados propietarios orientales ni siquie- 
ra podían asegurarse tranquilos el goce de los cimarrones 
de las demás zonas. Los jefes portugueses y brasileños y 
los colonos riograndenses compraron a la baja una tierra 


(29) Isidoro de María, Obra cit., pág. 150 y siguientes. 
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depreciada por la inseguridad de la campaña. ¿Quién 
podría oponerse a ellos cuzndo corrían a sus estancias los 
cimarrones o los animales que se alzaban en una campaña 
sin cercos? Muchos de ellos hicieron como el Mariscal 
Saldanha, que instalado en la estancia de Martínez de 
Haedo en el Rincón de las Gallinas, nominalmente en 
poder del gobierno portugués, realizó suculentos negocios 
con los ganados allí estantes. La famosa estancia de Z:- 
mora, entre el Tacuarembó y el Clara, había pasado a 
poder del Estado, como bien de intestado. Allí se reunie- 
ron innúmeros ganados y sirvió para el usufructo de los 
jefes. Lavalleja fue su administrador y comerció sus cueros 
por medio del poderoso traficante Andrés Cavaillon. 
Rivera —ni lerdo ni perezoso— realizó permanentemente 
sacas de ganado de la estancia. Los negociados de Don 
Frutos fueron tales que su amigo Julián de Gregorio Es- 
pinosa se vio precisado a llamarle la atención sobre los 
comentarios que insistentemente circulaban. Hasta se 
liegó a sostener que la sustitución de Bonifacio Izás 
—sucesor de Lavalleja— en la administración de la estan- 
cia de Clara, que se produjo años más tarde, se debió a 
que no era suficientemente dócil para con el activo Jefe 
de la Policía de la campaña. 

Pero Rivera no es un capitalista acumulador. Es el 
pródigo dispensador de ganados, como de tierras, cuando 
le es posible, como forma de integrar la hueste que le 
sigue, a la que debe su poder y que lo hace respetable 
frente a los conquistadores. Se atrae las adhesiones man- 
teniendo sobre el campo a un poseedor, ubicando a gentes 
sin tierra, entregando ganado o asegurando al gaucho 
contra un destino menos aceptable. 

La política lecorista en materia de ganados debía, en 
resumen, atender diversos intereses: los de la oficialidad 
conquistadora, que se vertebró bastante armoniosamente 
con los de algunos jefes criollos más vinculados al apa- 
rato del Estado, que procuraban la explotación más rápi- 
da y lucrativa del ganado; los de traficantes, saladeristes 
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y hacendados riograndenses, que procuraban intensificar 
el comercio hacia Rio Grande, se conjugaban con los de 
los oficiales, soldados y en general estancieros brasileños 
del Norte, que aspiraban a integrarse económica y polí- 
ticamente; de los de los grandes hacendados criollos que 
apetecian completar la apropiación de los últimos gana- 
Gos cimarrones. Lecor —habil para las combinaciones— 
trató en lo posible de armonizar estos intereses. Por otro 
lado debía evitar que el resto de la población, que era la 
sacrificada, no lo fuera demasiado violentamente para no 
atizar los rescoldos de una resistencia recién apagada. De 
ahí sus medidas de los primeros tiempos en favor de los 
“poseedores de buena fe”, generalmente usado como 
eufemismo oficial para designar a los donatarios ar- 
tiguistas, 

En cuanto a los pequeños y medianos propietarios, 
quienes no sacan mucho provecho de la apropiación de 
los ganados cimarrones, pretendería neutralizarlos con 
niedidas de policía de la campaña. 

En los primeros meses de 1821 las medidas sobre 
ganados estaban muy lejos de haber logrado tranquilizar 
siquiera a las clases dominantes. Las disposiciones que 
prohibían los saladeros, la matanza de vacas y gravaban 
la introducción de cueros orejanos a Montevideo, así como 
la incorporación del Norte al ámbito económico riogran- 
dense provocaron, como hemos visto, violenta resistencia. 
Fueron impugnadas por el Consulado de Comercio y los 
Cabildos de Montevideo y Colonia. Se opusieron los co- 
merciantes orientales y los saladeristas que se arruinaban. 
También los hacendados alegaron que la prohibición de 
feenar vacas e introducir cueros orejanos en Montevideo 
los arrojaba en manos de traficantes clandestinos a quie- 
nes debían malbaratar cueros y ganados. Tanta fue la 
oposición que el 23 de junio de 1821, cuando Lecor se 
aprestaba a reunir el Congreso Cisplatino, debió dar 
marcha atrás, intentando ganar aliados. Por Bando de esa 
fecha se difundía la acordada de la Junta de Real Hacien- 


92 


da que establecía la prohibición de extraer ganado vacu- 
no, cueros, sebos y carnes a las provincias limítrofes; la 
abolición del impuesto extraordinario de cuatro reales a 
la introducción de cueros orejanos a Montevideo, pagán- 
dose sólo un real y eso para el Gremio de Hacendados; 
la autorización de la faena y venta de subproductos de 
las vacas. Se dictaban una serie de normas que benefi- 
ciaban netamente a los grandes propietarios. Y remataba 
con otra disposición propietarista: 


“10° Los intrusos 6 agregados en los campos de 
los vecinos hacendados á quienes se justifique al- 
gún robo en las haciendas en que se les permite 
vivir, serán desalojados inmediatamente á más de 
sufrir las penas establecidas por las leyes del país 
contra estos delitos. Los hacendados que tengan 
fundadas sospechas contra los intrusos ocurrirán 
á los jueces de los partidos para que hagan los 
reconocimientos que convenga y los jueces son 
obligados a practicarlo actuando dos testigos” (30), 


Por un breve lapso se aquietaría la más encendida 
oposición, pero los grandes problemas irresueltos recobra- 
rían muy pronto plena vigencia. 

El gran tema de la tierra cobró singular importancia 
cuando, tras la sesión de la Junta de octubre de 1821, se 
dictó un Bando que regulaba su situación, 


Bando de 7 de noviembre de 1821 


“Bando) El Barón de la Laguna del Consejo de 
su Magestad Gobernador y Capitán General del 
Estado Cisplatino etc. 

Siendo conocida la importancia á los intereses de la 
felicidad pública, que los terrenos realengos va- 
cantes entren en el círculo de las propiedades 


(30) Isidoro de María, Obra cit., pág. 158. 
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particulares, y que los propietarios y poseedores 
aseguren la estabilidad de sus derechos por medio 
de títulos autorizados con las solemnidades pres- 
criptas por leyes y ordenanzas, he determinado 
con precedente acuerdo de la Junta Superior de 
Real Hacienda la venta y enagenación de todos 
los campos realengos de esta campaña, bajo las 
reglas contenidas en los siguientes articulos. 


Primero.— Toda persona que quiera comprar te- 
rrenos realengos, se presentará denunciandolos á 
esta superioridad como vacantes, y pidiendo su 
venta y adjudicación. Los que no puedan bajar á 
esta Capital harán sus denuncias por escrito ante 
los jueces ordinarios ó territoriales de sus respec- 
tivos partidos, de cuyo cargo será remitirlas á este 
Superior Gobierno sin demora alguna. 


Segundo.— Los terrenos vacantes denunciados se 
venderán en pública subzsta al mejor postor, 
precedidas las diligencias de mensura y avalúo 
conforme á ardenanza, y se le entregará la corres- 
pondiente escritura y título formal por Superin- 
tendencia General del Estado. 


Tercero.— Para la mayor facilidad de las ventas, 
se dividirán los campos denunciados en suertes de 
estancias, según lo permita su localidad, dándoles 
en cuanto sea posible límites fijos y naturales. 


Cuarto.— Con el fin de socorrer y beneficiar á 
los habitantes y familias notoriamente pobres del 
país, y que puedan formar un establecimiento que 
asegure su subsistencia, se venderá á dichas fami- 
lias pobres que lo soliciten una suerte de estancia 
á censo redimible de cuatro por ciento al ño sobre 
los valores de las últimas posturas, o de su tasa- 
ción en caso de no presentarse postores. El censo 
se pagará anualmente en la Real Tesorería de 
esta Capital por los compradores censualistas, á 


cuyo fin otorgaran escritura con hipoteca del te- 
rreno vendido. 


Quinto.— Todos los que se hallen ocupando algu- 
nos campos por vía de denuncia, ó por donación 
de alguna Autoridad, ó por cualquiera otro mo- 
tivo, y que no tengan título legítimo de propiedad, 
ni hayan pagado los campos que ocupan, se pre- 
sentarán al Gobierno en el término de seis meses 
por si ó por procurador, con los documentos ó 
papeles que tengan, para que vistos y examinados 
por la Junta de Real Hacienda se les admita a 
moderada composición, que se hará con la mayor 
equidad posible, y se les expidan los correspon- 
dientes títulos de propiedad y dominio por la 
Superintendencia General. Los que no se presen- 
ten en el referido plazo de los seis meses serán 
reconvenidos, y en caso de notoria contumacia, se 
admitirán denuncias sobre los campos que ocupan, 
se procederá a su venta conforme a ordenanza. 


Sexto.— Los propietarios de Estancias con legíti- 
ma propiedad y dominio que poseyeran más te- 
rrenos que aquellos que expresan sus respectivos 
títulos, denunciarán las sobras en el citedo plazo 
de seis meses, para adjudicárselos por una mode- 
rada composición; y en caso de omisión culpable 
se admitirán denuncias sobre las dichas sobras, y 
se adjudicarán al mejor postor conforme á lo pre- 
venido en los antecedentes artículos. Cuando el 
remate de las sobras denunciadas se hiciere a 
favor de los actuales posedores, ó de un tercero, 
los denunciantes percibirán por vía de gratifica- 
ción la tercera parte de los valores en que aque- 
llas sean rematadas. 


Séptimo.— Para facilitar el cumplimiento de estas 
disposiciones, evitar las ocasiones de fraudes, y 
asegurar el derecho de la propiedad rural con 
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(31) 
AGN, ex AGA, 1829, f. 98. 
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titulos legitimos y revestidos de solemnidades que 
requieren las leyes, y en tanto interesa la propie- 
dad publica, ordeno y mando que todos los pro- 
pietarios de estancias, sin distinción alguna se 
presenten dentro de seis meses, en la Escribanía 
Mayor de Esta Superintendencia General, ó todos 
sus títulos de propiedad, ó de posesión y cuales- 
quiera documentos ó papeles en virtud de los cua- 
les poseen sus campos y haciendas, á fin de que 
recaiga la confirmación que subsane cualesquiera 
faltas de solemnidad y asegure su validez y esta- 
bilidad para lo futuro: y al efecto expídase circu- 
lar á los Comandantes de todos los Departamentos 
para que á la brevedad remitan á este superior 
Gobierno una razón de todas las estancias y ha- 
cendados en el territorio de sus Comandancias. 


Octavo.— Así el Gobierno como la Junta Supe- 
rior tendrán muy presentes la antiguedad de los 
poseedores, circunstancias de sus familias, servi- 
cios y quebrantos para dispensarles toda conside- 
ración en las moderadas composiciones, ó decla- 
rándoles el dominio de los campos sin pensión ni 
gravamen, según parezca más conforme á los 
principios de equidad y á los sentimientos gene- 
rosos y benéficos que desea el Gobierno acreditar 
á los habitantes de este Estado. 


Noveno.— La presente resolución circulará á las 
Autoridades competentes con el encargo de publi- 
carla por edictos en todos los pueblos, lugares y 
capillas de esta Capitanía General, para que llegue 
la noticia a todos y nadie pueda alegar igno- 
rancia 82, 


Isidoro de María, Obra cit., pág. 161 y siguientes. 


El “contrarreglamento” 


El Bando del 7 de noviembre de 1821 se proponia 
regularizar la propiedad de la tierra y convertir al con- 
quistador en juez de la legalidad de todos los titulos. 
Obligaba a poner de manifiesto toda la tierra fiscal, que 
quedaba a disposición de las autoridades, las que podían 
concederla por medio de la venta en subasta pública, 
moderada composición o donación. La donación de las tie- 
rras no se hacía por reglas iguales para todos, ni en bene- 
ficio de los desheredados. A los pobres se les concedía tan 
sólo la ventaja de adquirirlas a censo reservativo. La 
facultad para reducir las tasaciones o conceder tierras 
gratuitamente quedaba en manos de las autoridades, que 
de este modo usarian un poder discrecional. 

Ei Bando satisfacía los siguientes intereses: 

—Los del fisco, que obtendría nuevos ingresos por la 
venta de las tierras, Se obligaba a comprar o componer 
no sólo las tierras conocidamente realengas sino además 
las sobras fiscales, es decir, los excedentes entre las men- 
suras coloniales y las extensiones efectivamente compren- 
didas entre los límites que constaban en los títulos. El 
conquistador reconoció la plena propiedad exclusivamente 
a los que habían comprado sus campos bajo el coloniaje 
y, siguiendo el criterio con que fueron aplicados los Ban- 
dos de Soria y Vigodet de 1810-1811, a los repartos reali- 
zados por Comandantes militares en ocasión de la fun- 
dación de pueblos y algunas expediciones a la frontera. 
La venta de la tierra serviría para pagar la costosa ocu- 
pación y satisfacer los apetitos de la cúspide cisplatina. 

—Los de ocupantes portugueses, que tenían ahora 
procedimientos para legalizar su situación. Inclusive si 
-un propietario no era diligente podían lanzarse sobre 
sus sobras fiscales. La facultad de reducir las tasacio- 
nes, en los casos de moderada composición, o de conceder- 
los gratuitamente, permitió la obtención de enormes pri- 
vilegios a los conquistadores. 


—Los de las clases privilegiadas. Los propietarios es- _ 
pañoles fueron preferidos a los artiguistas, declarados tan — 
` sólo “poseedores de buena fé”. El procedimiento prescrito, . 
aunque algo aligerado, vuelve al sistema colonial. La . 
compleja tramitación excluía, como ya se había probado | 
en el coloniaje, a la mayoría absoluta. de la población del ` 
acceso a la propiedad de la tierra. Tampoco limitaba la ` 
extensión que podía adquirirse, Generaba, en consecuen- | 
_cia, el latifundio. La letra y el espíritu del Bando eran | 
absolutamente contrarios al Reglamento de 10 de setiem- | 
bre de 1815. Fiscalista y propietarista, destinado a obtener | 
recursos de la tierra y 'a asegurar el apoderamiento de los 
campos por los conquistadores, afirmó además los dere- 
chos legales de los viejos propietarios, cuyos títulos en 
muchos casos habían pasado a manos de los validos del 
régimen. Si el Reglamento de 1815 tendía a afirmar a 
una capa de pequeños hacendados patriotas y asegurar el 
acceso de los “infelices” a la tierra, el Bando de 1821 ten- 
dió a favorecer el pasaje de los campos a los conquista- 
dores y consolidó el latifundio. Era ni más ni menos que 
el “contrarreglemento”. 

` De su aplicación resultó: 


1. Los conquistadores se presentaron casi masiva- 
mente solicitando campos que habían poblado en 1820 y 
. 1821, en su mayoría con permiso de los Comandantes Mi- 
litares Saldanha y Barreto (32, 

2. La influencia política y militar que tenían deter- 
minó que las probanzas sobre la calidad de realengos de 
los campos fuesen bastante arbitrarias y que las autori- 
Gades les permitieran proseguir los procedimientos una 
vez iniciada la denuncia, con la salvedad de que debían 
arreglarse con los propietarios si tenian mejor derecho. 

Es el caso —entre muchos otros— de Eduardo Gómez 


(32) EGH, Registro de tomas de razón, EE, Año 1821, 1822 
y 1823. 
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Lisboa 3), Teniente del Regimiento de Milicias de Rio 
Pardo, quien solicita la propiedad de un campo limitado 
por el Arapey Grande, la Cuchilla de Itangarupa y el 
arroyo Sarandí, donde se había establecido con permiso 
del Comandante Saldanha. O el de Simón Ruiz de Santa 
Ana (4%, soldado del Regimiento de Milicias de Río Gran- 
de, quien no puede probar bien la calidad de realengo 
del campo situado en el Rincón de Piedra, entre el Mata- 
ojo Grande y el Chico, lo cual no es obstáculo para la 
obtención del campo, comprometiéndose a pagar si apa- 
rece el dueño. 

3. En general la situación del propietario, en estos 
casos, dependió de su poder o influencia para litigar con 
estos poseedores, que ahora se afirmaban con otro título. 
Cuando hubo acuerdos, las condiciones pactadas refleja- 
ron el peso de cada una de las partes. 

4. Se lanzaron no sólo sobre las tierras no ocupadas 
sino también sobre las sobras fiscales. Es el caso de José 
Abreu en la zona de Castillos, por ejemplo (*5, 

5. Los propietarios consolidaron sus títulos, si se 
hallaban en la Provincia o si tenían la posibilidad mate- 
rial de contar con un representante influyente. Fueron 
preferidos los títulos españoles a los artiguistas. 

6. En cuanto a los repartos coloniales se siguió el 
criterio adoptado en 1810-11 para la aplicación de los de- 
cretos de Soria y Vigodet. Se reconoció como propieta- 
rios a pobladores asentados por algunos comisionados co- 
loniales, 

7. Se obligó a pagar la moderada composición, ob- 
viamente, a quienes habían seguido los procedimientos en 
la época colonial pero que no habían abonado las tierras. 
Mateo Perera, ubicado sobre el arroyo Guaycurú, antiguo 


(33) EGH, EE, 1823. Exp. 67. 
(34) EGH, EE, 1823, Exp. 59. 
(35) EGH, EE, 1824. 
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poblador de San José y emigrado de 1814 debe pagar por 
una suerte y dos novenos de estancia 27 pesos y medio (39), 

8. En caso de pérdida de titulos, en general, no se 
acepto la prueba testimonial y se obligó a pagar la mo- 
derada composición. 

9. La seguridad de los procedimientos fue frecuen- 
temente violada dado el poder político y militar de los 
denunciantes, repitiéndose los fraudes comunes durante el 
coloniaje y ahora en beneficio del nuevo conquistador. 

La política netamente propietarista que se configura 
por este documento fue completada por otras disposicio- 
nes tendientes a satisfacer viejas aspiraciones de los 
grandes hacendados. 

La Junta Consultiva —órgano de la expresión de los 
intereses de esta clase— solicitó en octubre de 1821 la 
eliminación de las pulperías volantes, en las que peque- 
ños hacendados, intrusos, peones y gauchos comerciali- 
zaban cueros que generalmente reputaban por suyos los 
grandes hacendados. Se procuraba así afirmar la propie- 
dad privada de ganados y cueros. 

En un documento fechado en la Costa del Tacuarem- 
bó el 12 de octubre de 1821 —casi seguramente provenien- 
te de Fructuoso Rivera— se anuncia que no se permiti- 
rán pulperías volantes “aún cuando presenten licencia del 
gobierno...” (87), l ` 

Para el cumplimiento de estas disposiciones y otras 
de represión del contrabando, vigilancia del cumplimien- 
to de órdenes sobre marcaje, así como para perseguir a 
los “vagos” u “hombres sueltos”, se creó un sistema de 
jueces territoriales o comisionados de la campaña, bajo 
las órdenes de Fructuoso Rivera, quien ejercía la jefa- 
tura de la policía de la campaña. 

Se reiteraron los “Bandos de Buen Gobierno” simi- 
lares a los de la época colonial. Los comisionados debían 


(36) EGH, EE, 1824. 
(37) AGN, FExAMH, Caja 14. 
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enviar a los “vagos” a la Estancia de Clara, donde se 
hallaban tropas acantonadas a las órdenes de Lavalleja, 
quien los remitía a Rivera, ubicado en su Cuartel General 
del Durazno. Se trataba de convertir compulsivamente en 
peones a todos aquellos que no tenían tierras propias. 

En el período revolucionario este tema había sido 
abordzdo. El 15 de agosto de 1815, el Gobernador de la 
Provincia de Buenos Aires, Manuel L. de Oliden, había 
dictado un “Reglamento de Tránsito de Individuos” en el 
que definía la categoría de no propietario y establecía el 
destino que cabía a estos hombres según la opinión de 
los estancieros. Decía el Reglamento que “todo individuo 
que no tenga propiedad legítima de qué subsistir será 
reputado de la clase de sirviente”. Este sirviente debía 
llevar permanentemente una papeleta del juez o de lo 
contrario sería reputado “vago” y castigado con “cinco 
años de servicios en el ejército de Línea”. 

Artigas, gobernando en 1815 una de las provincias 
donde la destrucción ganadera era mayor y la necesidad 
de desarrollar la producción imponían contar de inme- 
diato con mano de obra, estableció en el Reglamento de 
10 de setiembre de ese año medidas de policía que im- 
plicaban la conversión obligatoria de los “vagos” en peo- 
nes o soldados. Pero en el mismo Reglamento —y ahí está 
la diferencia, ¡y menuda diferencia! — se abría el acceso 
a la tierra a todos los hombres y mujeres y se procla- 
maba el derecho preferente de los “infelices”, 

Ahora esos “infelices” quedaban nuevamente exclui- 
dos de la posibilidad de acceso a la tierra y con el único 
destino de peones o soldados. Claro que, como en la época 
colonial, las posibilidades de escapar al efectivo someti- 
miento al poder estatal o transar con él eran conside- 
rables. Muchos integraron voluntariamente las partidas 
orientales que organizadas jerárquicamente tenían en su 
cúspide a Rivera. Y si el hombre sin tierra precisaba de 
la protección del caudillo, éste para serlo necesitaba de 
una hueste en qué sostenerse. Por esta vía las capas más 
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desheredadas de la campaña fueron entrando en las re- 
laciones de dependencia personal. Por. ahora la relación 
de los soldados con sus jefes no es la de la disciplina 
propia de un ejército de línea sino la proveniente de la 
montonera, en que jefe y soldado se necesitan recípro- 
camente. Por eso Hood puede decir de los gauchos orien- 
tales que “por ser de índole haragana, licensiosa y va- 
gabunda estaban apegados a una vida militar” (98, Evi- 
dentemente exagera el cónsul inglés cuando afirma que 
“aquel que asesinó más realistas, quemó o destruyó más 
casas, robó o violó más familias, peleó con su oficial su- 
perior, riñó o mató más de sus camaradas está' en la. 
mejor posición para ser ascendido y frecuentemente se co- 
loca a sí mismo a la cabeza de unos pocos descontentos, 
quienes se ponen bajo su mando con la esperanza de un 
botín” Esta cita denigratoria de su correspondencia diplo- 
mática tiene la virtud de mostrarnos cuán lejos estaba 
esta organización militar criolla de la disciplina de un 
ejército regular. En consecuencia, las medidas dictadas 
contra la vagancia reforzaron ese status particular de la 
población rural organizada en torno a los caudillos. 

En la misma línea propieterista se inscribieron los 
proyectos de fundación de poblaciones. En una resolución 
fechada en Montevideo a 1° de setiembre de 1821 (39 la 
Junta Superior de Real Hacienda disponía: 

“Que todas las femilias pobres de la campaña, 
y aquellas que tengan que desalojar en adelante 
los campos que ocupan de ajena propiedad, se les 
coloque y se les de tierras suficientes para labrar 
en nuevas poblaciones que se van a levantar en 
la campaña y de las que tienen vacantes las po- 
blaciones existentes, auxiliándolas con instrumen- 
tos de labranza, y animales de labor, y con lo 
demás que permitan las atenciones del gobierno”. 


(38) Hood. Thomas Samuel Hood a George Canning. En 


“Cronistas de la tierra purpurea”. Ed. Banda Oriental, 1968. 
(39) AGN, FExAMH, Caja 14. 
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Era ésta una politica muy cara a los hacendados des- 
de el coloniaje y seria una aspiración constante que to- 
davia seria recogida hasta por la Asociación Rural en la 
decada del 70: el pobre de la campaña debía dejar los 
campos a los grandes estancieros. 

La “limpieza de los campos” por la expulsión de los 
ocupantes —cuando no era posible su conversión al peo- 
nazgo— y su concentración en los pueblos o su traslado 
a la frontera había sido, era y seguiría siendo una preo- 
cupación obsesiva. Después de muchos años de guerra, 
cuando los montoneros se desparramaban por los campos, 
se trataba de erradicarlos de la campaña. Esta medida 
era, por consiguiente, complementaria de la anterior. Ocu- 
pantes sin títulos debían ser concentrados en pueblos, y 
gauchos, “hombres sueltos”, etc., debían ser sometidos al 
peonazgo o incorporados compulsivamente al ejército. 

Todavía en 1821 no estaba resuelta la situación de los 
donatarios artiguistas, aunque sí la preferencia de los tí- 
tulos coloniales. Pero sucesivas disposiciones los llevarían 
a perder la posesión en beneficio de los propietarios es- 
pañoles. También para ellos el destino de labradores o 
de peones se iba delineando por los paniaguados del ré- 
gimen encaramados en los órganos de gobierno, 

Con esta política y concretamente con la disposición 
antedicha se relaciona la fundación de Durazno. En un 
oficio que Rivera dirige el 20 de octubre de 1821 a Bo- 
nifacio Izás desde su campamento en el Durazno, le re- 
comienda que invite a las familias que gusten poblar “en 
este parage (4°), Se le informa que de acuerdo con el ofre- 
cimiento del gobierno, además de proporcionársele un so- 
lar y una chacra, se les auxiliaría para iniciar sus labores. 

Según Huáscar Paralleda, Durazno se fundó el 12 de 
octubre de 1821. Respecto a los propósitos de esta fun- 
dación nada más preciso y elocuente que un informe del 
entonces Presidente Rivera, de 19 de diciembre de 1831, 


(40) AGN, FExAMH, Caja 14. 
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en el que expresa que se debió “a la necesidad reconocida 
por el gobierno portugués de reunir en un punto del Es- 
tado diversas familas que faltas de terrenos propios y 
de medios pará adquirirlos se veían expuestas a una mi- 
seria y formar una barrera contra la invasión de indios 
salvajes y cuartel de policía rural” (4D, 

En las regiones al Norte del Arapey e inclusive Norte 
del Cuareim quedaban los restos de las poblaciones cha- 
rrúas que se habían incorporado a los ejércitos artiguis- 
tas. Quedaban además en el territorio costero del Río 
Uruguay al Norte del Río Negro numerosas poblaciones 
guaraníes, algunas ubicadas allí desde la época colonial 
y Otras incorporadas a las legiones artiguistas, sin contar 
con los guaycurúes y abipones cuyo destino después de 
la derrota artiguista desconocemos. Todavía en la época 
independiente, en el padrón levantado en los campos de 
Isidro Barrera en Paysandú se registran numerosos po- 
bladores guaraníes. 


Propietarios y poseedores 


Lecor había devuelto las propiedades urbanas y los 
bienes muebles secuestrados a los españoles que personal- 
mente se presentaron a reclamarlos, de acuerdo con la 
Real Cédula de 28 de febrero de 1817. Pero la situación 
de los campos confiscados y distribuidos de acuerdo con 
el Reglamento de 10 de setiembre de 1815 se rigió ade- 
más por otras disposiciones y en particular por la tran- 
sacción de Tres Arboles. 

_ Los propietarios se apresuraron a reclamar sus tie- 
rras, pero inmediatamente se suscitaron conflictos innu- 
merables y no previstos. Muchas veces las autoridades de 
campaña, criollas en su totalidad, devotas de la transac- 
ción entre Lecor y las fuerzas rurales interpretaron las 


(41) Huascar Parallada, “En la otra Banda del Yi”, 
pág. 96, 1965. 
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instrucciones recibidas del modo como parecian y desea- 
ban entenderlas los paisanos de cada pago. 

Los poseedores artiguistas se basaban en la famosa 
acta de Tres Arboles que garantía a los orientales el dis- 
frute de las propiedades, entendiendo que poseían esa ca- 
lidad las tierras donadas de acuerdo al Reglamento del 
10 de setiembre de 1815. Estimaban que había emanado 
de allí el disfrute de un derecho que consideraban am- 
pliamente garantizado. Las restricciones sucesivas a lo que 
consideraban su derecho, provocó durante la Cisplatina la 
resistencia de los poseedores artiguistas. Pero estamos 
ahora en los primeros actos del gran drema de la lucha 
por la tierra. 

El 10 de junio de 1820 (*2 el gobierno había circu- 
lado una orden a las autoridades de campaña, en la que 
se recogían en forma escrita las conocidas cláusulas de la 
transacción con Rivera, por la cual la devolución de las 
propiedades a sus antiguos amos debía realizarse sin in- 
quietar a los pobladores que en ella se encontrasen en el 
momento de la pacificación general de la campaña. En 
estas condiciones, la ya renuente actividad de las auto- 
ridades rurales subalternas con respecto a la devolución 
de propiedades parece haberse transformado en soberbio 
rechazo de todo procedimiento de amparo a los propie- 
tarios. Los jueces territoriales de algunos distritos comen- 
zaron a impedir la posesión de los propietarios emigrados 
fundándose justamente en instrucciones del Gobierno “°). 
Sobre todo el sector de propietarios que había acompe- 
ñado la invasión portuguesa desde sus comienzos se en- 
contró perplejo y acudió a las autoridades reclamando 
por el incumplimiento de los términos de la aliznza y 
obligándolas a un cambio. 

La gran resistencia que la devotación de propieda- 
des encontraba en la campaña hizo que las eutoridades 


(42) AGN, FExAMH, Caja 543, Carpeta 3. 7/VIII/20. 
(43) EGH, EE, 1821, N° 15, fojas 17. 
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cisplatinas emitieran el 28 de julio de 1820 una circular 
interpretativa de la del 10 de junio y restrictiva de las 
cláusulas de la transacción con los jefes criollos. Allí se 
establecía “no ser comprendidos en ella —es decir, en 
la orden de 10 de junio— los Vecinos hacendados que 
se refugiaron ála Plaza con motibo de la entrada en ese 
territorio de las Torpas de S.M.F. deviendo ser estos am- 
parados en la posesion de sus propiedades”. 

Esta circular provocó un vuelco en la aplicación de 
la política de pacificación. Con olvido de todas las pre- 
cauciones, las autoridades dependientes del gobierno or- 
denaron la devolución de las propiedades con la expul- 
sión de los intrusos que contarían apenas con un “tiem- 
po racional al efecto” (44), 

Sobre las consecuencias de este cambio de política, 
sobre el alud de reclamos, resistencia y amenazas de que 
se vio rodeado el gobierno provincial habla muy claro la 
“acordada” de 26 de agosto de 1820: 


“Sin embargo de las repetidas órdenes que he 
mandado circular para que no se incomode a las 
familias que se hallan pobladas en terrenos de 
antiguos propietarios se me han dirigido varias 
representaciones implorando el auxilio y protec- 
ción de este superior gobierno contra el desalojo 
de que se ven amenazados, y deseando dar a to- 
dos los havitantes pacíficos y laboriosos, nuevos 
testimonios de las intenciones benéficas y prin- 
cipios moderados q.e dirigen la conducta de esta 
Superioridad quando se trata de amparar a los 
pobres y desvalidos: 

Ha venido en ordenar y mandar por punto gnral 
y para evitar vejaciones y recursos que á todas 
las familias y vecinos que se hallaren con pobla- 


(44) EGH, EE, 1821, N° 15, fojas 19 vuelta y 2° Rezolución 
del 4/VIII/1820. 


106 


ción en cualesquiera terrenos sin excepción alguna 
antes del mes de Enero corriente en que se realizó 
la pacificación general seles ampare en su posecion 
y poblacion indistintam.te y no se permita que los 
incomoden los antiguos propietarios con ningún 
pretexto anulando como anulo todas las órdenes, 
decretos y providencias que se han expedido en 
contrario. Todo sin perjuicio de las resoluciones 
de S.M. el Rey N.S. á las consultas que se han 
elevado sobre el particular, y p.a q.e esta dispo- 
sición tenga todo su efecto se sirculará á todos 
los cavildos justicias y Comándantes militares de 
la provincia de cuio honor y solo por los intereses 
del país y de sus havitantes expero el mas exacto 
cumplimiento” (subrayado en el original) (*>. 


La solución encontrada por el gobierno cisplatino es- 
taba dirigida a postergar toda medida que contribuyera 
a hacer más inestable su dominación política. En ese sen- 
tido operaba ya la Real Cédula de 1817 y la “acordada” 
de 26 de agosto no hacía otra cosa que agregar nuevos 
eslabones contemporizadores iniciados con el “arreglo de 
Tres Arboles”. Como norma general tenía lugar, enton- 
ces, que habiendo títulos saneados por los medios cono- 
cidos del derecho se aceptase el reconocimiento .jurídico 
de la propiedad. En esta forma el gobierno cisplatino evi- 
taba desde el principio enfrentarse a los grandes propie- 
tarios, dado que desde el punto de vista normativo y 
judicial, no se oponía valla alguna al reconocimiento bus- 
cado. Pero, sabiamente —asi lo creían— las autoridades 


(45) EGH, ESE, 1820, N* 57, Fojas 9. Documento sin fecha. 
Otros expedientes permiten fichar esta acordada al remitirse 
expresamente a ella (EGH, ESE, 1820, N° 126, fojas 28 y 29). 
Igual fecha dan los oficios de los Cabildos de San José y Gua- 
dalupe acusando recibo de la misma (AGN, Caja 566, 1820, Car- 
peta N°? 1. Oficio del 3 de octubre de 1820; AGN, Caja 543, Car- 
peta 2, 1820. Oficio del 1? de noviembre de 1820). 
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evitaban resolver por su cuenta la devolución material 
de los campos repartidos o simplemente ocupados, ya que 
los propietarios podrían arreglarse o transar con los do- 
natarios que hallasen en sus campos. Como los donata- 
rios en su inmensa mayoría estaban insertados en los 
cuerpos de milicias criollas con sus jefes al frente y se 
creían amparados por las transacciones y proclamas de 
Lecor, éste creía necesario contemplarlos de hecho en el 
uso de los campos otorgados por la revolución. Los pro- 
pietarios continuarían recibiendo la propiedad, pero la 
ocupación de ella no podía ni debía significar incomodar 
a los llamados “poseedores de buena fe” que en el len- 
guaje jurídico de la época coincidía casi exactamente con 
los poseedores de origen artiguista, se hallaran o no do- 
cumentados. 

Sobre esta interpretación fueron aún más claras las 
circulares que el propio Lecor y el Gobernador Inten- 
dente enviaron a los Cabildos y demás autoridades de 
campaña, puesto que en ellas se insistía que el gobierno 
hiciese - 

“entender atodas las autoridades subalternas q.e 
el amparo de posesión que se libra afabor delos 
antiguos propietarios, cuyos títulos hayan sido 
aprovados p.r esta Superioridad, solo comprende 
los camposq.e se hallan desocupados, y de ningun 
modo aquella parte que estubiese poblada de an- 
temano p.r otras familias pues estas deven susistir 
y ser amparades y protegidas en sus poblaciones 
hasta la resolucion del Rey N.S. a las consultes 
q.e sobre el particular se han elevado asu Real 
concideracion” (48), 


Apenas conocida la nueva política, los donatarios ar- 
tiguistas se apresuraron a acogerse a ella, haciendo que 


(46) EGH, ESE, 1820, N° 126, fojas 28 y 29. 
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los magistrados y las autoridades departamentales para- 
lizasen la acción de expulsión de los intrusos. 

Fue sobre todo inflexible en la aplicación de esta 
política el asesor general Nicolás de Herrera, cuyas opi- 
niones eran bastantes para detener todos los expedientes 
ejecutivos de expulsión. Es lo que sucede en los casos 
de Manuel Rollano, Celedonia Wich, viuda de Cristóbal 
Salvañach, Juen Francisco Blanco, Francisco Albin, etc. 

Pero no todos los pobladores tenían documentos que 
acreditaran su situación y los propietarios se aprovecha- 
rán de ello, alegando que Artigas no había tocado sus 
campps y que los poseedores eran advenedizos, recién lle- 
gados al amparo de la anarquía, lo que en muchos casos 
era parcialmente cierto, pues coexistían en algunos cam- 
pos donatarios artiguistas de todo tipo junto con recién 
llegados después de la pacificación. Son los casos de Juan 
de Almagro (*”, Celedonia Wich de Salvañach 4), etc. 

Las consecuencias de la acordada de 26 de agosto, 
de amparo a los pobladores de buena fe no se detuvie- 
ron en la paralización de las expulsiones de donatarios 
e intrusos que ya se hallaban en sus campos, sino que 
también los que habían emigrado de los campos ante la 
primera presión de los propietarios regresaron. 

De la política cisplatina hay que tener en cuenta, 
pese a todo, que el “reconocimiento” de la propiedad, por 
mediatizada que fuese, mantenía aún toda la sagrada so- 
lidez de la época colonial. Las autoridades trasladaban a 
cada propietario la solución real de sus propios conflictos. 
Y en los hechos, el poder cisplatino alentó y apoyó los 
esfuerzos que los propietarios realizaron para volver a 
su anterior situación de dueños incontestados, limitándose 
en cada caso a justipreciar las consecuencias sociales y 
políticas que la ocupación material de los viejos propie- 


(47) EGH, ESE, 1820, N* 37. 
(48) EGH, ESE, 1820, N° 9. 
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tarios podia traer para la tranquilidad del dominio po- 
lítico. 

Los donatarios artiguistas, mientras tanto juzgaban 
los sucesos, no tanto por las resoluciones que en la letra 
los amparaban como por la conducta concreta que adop- 
taban las autoridades locales cada vez que debían resol- 
ver su propia posesión. Los donatarios se apoyaban sobre 
todos los medios para defender su posesión, pero sobre 
todo en la tácita transacción realizada entre Lecor y los 
distintos jefes orientales tendientes a no innovar en cuan- 
to a la posesión de la tierra. 

Si bien los portugueses habían logrado convenir un 
cierto acuerdo respecto al límite natural donde debían 
ampararse los derechos del propietario y los del intruso, 
no sucedía lo mismo con el de la propiedad de los ga- 
nados. “Es público y notorio —decía un hacendado en 
1821— que de mas de once años á esta fha. ningún ha- 
cendado de la campaña marca sus ganados y que por lo 
mismo todo elque se encuentre en esta calidad se con- 
sidera como procreo del anterior” (9), 

Los donatarios e intrusos, sabedores naturalmente de 
la precariedad del amparo de sus posesiones, optaban por 
extremar el usufructo de sus campos y de los alrededo- 
res. Una gran parte de los grandes hacendados eran pro- 
pietarios nominales de grandes extensiones de campo 
pero en los hechos nada podia hacer para ejercer su con- 
dición de tales, acentuando su ruina y deteriorando, por 
la no ocupación, su capacidad de propietarios reales. Por 
el contrario, los donatarios artiguistas y demás intrusos, 
en la medida de su situación económica, poder local y 
audacia, usfructuaban de todos los ganados salvajes que 
pacían en cada una de las propiedades discutidas. De este 
modo, no sólo transformaban los decretos de devolución 
de propiedades en “papeles simples” sino que acrecenta- 
ban su riqueza de modo tal que pudieron aumentar su 


(49) EGH, ESE. 1820, N° 57, fojas 35. 
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poder politico hasta limites que no fuese dificil trans- 
formar la “propiedad de los ganados en irreversible pro- 
piedad del suelo” (50), 

Ya a fines de 1820, seguramente acicateado por las 
continuas reclamaciones de los propietarios y compelido 
por lo que ya había calificado como “escandaloso desorden 
de los intrusos que abusan de la protección generosa” que 
se les había dispensado, Nicolás de Herrera interpuso en 
la clásica formulación de amparo a los pobladores de 
buena fe una adición restrictiva que como solía ocurrir 
con todas sus opiniones, se transformaban en “punto ge- 
neral para toda la provincia”. Decía Herrera en dicha 
oportunidad que debía prevenirse al juez comisionado 
“q.e la protección á las familias pobladas solo se entiende 
de la parte del campo que tengan ocupado con población 
y ganados, pues la restante corresponde p.r todo prin- 
cipio de rezón y justicia al legítimo y antiguo propie- 
tario” (1), 

Como los conflictos por ganados sobrepasaban el 
ambito de los sostenidos entre propietarios y donatarios, 
las autoridades cisplatinas se vieron obligadas, a su vez, 
a poner un punto final a las interminables discusiones 
en torno al mejor derecho sobre ganados. En octubre de 
1820 la Junta Consultiva debió resolver el diferendo re- 
mitiéndose a las viejas leyes españolas según las cuales 
“por norma general, los ganados salvajes son del pro- 
pietario del suelo donde pacen” ($2), 

En este primer año de su primitiva ocupación pa- 
cifica —abril de 1820 a mediados de 1821— la relativa 
y gradual tranquilidad que iba ganando la campaña co- 
rría paralela con la creación de lazos de dependencia de 
los viejos jefes artiguistas con las nuevas autoridades 
portuguesas. A medida que este nuevo entrelazamiento 


(50) EGH, ESE, 1820, N* 37, fojas 23. 
(51) EGH, ESE, 1820, N* 57, fojas 4v. 
(52) EGH, ESE, 1820, N? 57, fojas 11 y 14v. 
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iba corroyendo las anteriores relaciones revolucionarias 
entre caudillos y masas rurales, las autoridades portu- 
guesas se fueron considerando habilitadas para retocar la 
primitiva politica general de amparo a los poseedores de 
buena fe. 

.Y fue justamente la ambigiiedad de las situaciones 
reales lo que permitió a las autoridades portuguesas li- 
mitar gravemente el pasado amparo de posesión. Así, con 
motivo de la reclamación de Francisco Albín, Herrera pro- 
puso reducir largamente el contenido del amparo de po- 
sesión a los pobladores de buena fe, recomendando que 
se hiciese entender a los vecinos 


“que solo pueden residir, y p.r ahora y hasta 
nueva providencia en la extensión del terreno ne- 
cesario pa. el pasto de sus ganados, y disponer 
delas haciendas propias que tengan a rodeo, y de 
ningún modo de los alzados, bajo el mas serio 
apercibimiento de q.e en caso de contravención 
justificada sean castigados con todo el rigor de 
las. leyes” (53), 


Esto era un paso más adelante que la anterior reso- 
lución que les ordenaba limitarse a la “parte del campo 
que tengan ocupado con población y ganados”. Ahora se 
especificaba que en cuanto a los ganados debían enten- 
derse solamente aquellos que tuviesen a rodeo, y de “nin- 
gún modo” los alzados. Consciente de su progresivo afian- 
zamiento, el ocupante daba una nueva vuelta de tuerca. 

La medida era grave y tendía a lograr dos resultados. 
En primer lugar, y dadas las condiciones de la época, los 
poseedores no tenían todo lo que consideraban su ganado 
en calidad de rodeo manso. En aquella dura y azarosa 
post-guerra nadie podía exhibir patente de cabañero, o 
nada que se le pareciese. Allí donde las condiciones to- 


(53) EGH, ESE, 1821, N* 56. 
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pograficas lo permitian, por la seguridad de las rinco- 
nadas y de los espesos montes, los ganados se conserva- 
ban alzados, porque no tenian posibilidades de escaparse. 
El rodeo manso se imponia justamente en aquellos te- 
rrenos donde los problemas de límites obligaban a mar- 
car y aquerenciar el ganado. Reducido el amparo al solo 
suelo poseído con ganado manso, los términos fijados por 
los comisionados artiguistas caducaban y las suertes de 
los agraciados se encogían. 

Paralelamente —y en segundo lugar— se acrecía el 
fondo de ganados —y, consiguientemente, tierras— de 
quienes tuvieran medios e influencias para apropiárselos. 
Era la oportunidad que esperaban los viejos propietarios, 
puesto que lo que más obstaba a la devolución de sus 
propiedades era la imposibilidad material preexistente de 
reocupar sus campos con ganados. El decreto sugerido por 
Herrera abría cancha a los acuciosos despojados de otrora 
a apurar sus reivindicaciones y asegurarse la restitución 
del suelo. Los propietarios comprendieron rápidamente, 
y —ni lerdos ni perezosos— se preocuparon más por de- 
tener las faenas en sus campos que de desahuciar a los 
intrusos, perfectamente conscientes de que logrado lo pri- 
mero, lo demás se daría por añadidura. 

De cómo se gestó esto se tiene bastante idea si se 
examina los hechos acaecidos por esos dias. A 11 de se- 
tiembre de 1821 se reúne la Junta de Real Hacienda y 
los honorables individuos que la componían dedican su 
atención al irresuelto problema de la propiedad de la tie- 
rra y de la producción ganadera. No conocemos los tér- 
minos de sus augustas deliberaciones. Pero, sí, sabemos 
con certidumbre que en dicha sesión el alto Cuerpo de- 
cidió realizar un completo censo de intrusos en toda la 
extensión de la campaña, a la vez que promover una se- 
rie de medidas complementarias para el mejoramiento de 
la producción ganadera. 

Sugestivamente, tres dias después, el inclito Nicolás 
de Herrera se pronuncia por la restricción del amparo de 
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posesión a los estrechos limites en que se conservase ro- 
deo manso. 

Cabe acotar que la preocupación por el amansamien- 
to del ganado, tomado en términos abstractos, era una 
lógica necesidad para el fomento de la ganadería y así 
lo había comprendido Artigas legislando con precisión en 
su Reglamento, exigiéndolo perentoriamente y poniéndolo 
inclusive como condición resolutoria de las donaciones. 
Pero imponer eso a aquellos paisanos que habían salido 
a las cuchillas, que habían empezado a poblar y a formar 
sus rodeitos en 1816 y que casi en seguida tuvieron que 
empuñar sus lanzas, era tamaña exageración. 

La situación aparecía diáfana y nadie —ni letrados 
ni analfabetos— podía llamarse a engaño. El Bando de 
7 de noviembre de 1821, al obligar a propietarios y po- 
seedores a probar sus derechos, estaba decidiendo de an- 
temano quién se quedaría con la tierra. Resolver como 
“cosa juzgada” por los tribunales qué título tendría pre- 
lación a otro equivalía a disponer que los viejos propie- 
tarios volviesen a sus campos y que, en consecuencia, los 
poseedores artiguistas saliesen de ellos o aceptasen di- 
versas formas de subordinación. El ciclo de la tenencia 
de la tierra cumplido bajo la dominación española se re- 
planteaba bajo el nuevo colonialismo. Políticamente sig- 
nificaba el desconocimiento del Pacto de Tres Arboles, la 
transacción Rivera-Lecor, 

Pero el conflicto propietarios versus ocupantes era 
potencialmente explosivo. Esto no era de ahora ni ter- 
minaría en este momento. Lo habían detectado los sagaces 
funcionarios españoles y lo evaluarían los políticos del 
Uruguay independiente, ya para aplacarlo desde el des- 
pacho de la Fiscalía o el sillón del Ministerio, para ati- 
zarlo desde los vivaques revolucionarios, Y el gobierno de 
Lecor, si bien podía cargar con algunos pecados capita- 
les, no podía caer en el venial de la inocencia. Ducho 
como era en las artes de la componenda, no se aventu- 
raba a “la continuación de la política por otros medios”, 
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valga la expresién castrense de Clausewitz. Como la ex- 
pulsión masiva de los donatarios iba a importar en los he- 
chos la insurrección general de los paisanos, se propició 
una solución mediatizadora: transformar a los trabaja- 
dores independientes del campo en productores subordi- 
nados mediante el arrendamiento o la aparcería. 

La aplicación de estas disposiciones fue variada, casi 
casuística, pero refleja una consecuente política de for- 
talecimiento de la dominación colonial y de concesión de 
privilegios a los eslabones que en cada clase sostenían 
el régimen. Aunque se dictaron medidas que posibilita- 
ban la recuperación de sus tierras —en una extensión 
que cubría casi la mitad del pais— los propietarios se 
encontraron frente a una serie de dificultades derivadas 
de las consecuencias de la “anarquía” y de la actuación 
de los magistrados cisplatinos. 

Los propietarios de tierras confiscadas pero no re- 
partidas no tuvieron mayores obstáculos, salvo que hubie- 
sen sido ocupadas por portugueses. Tales los casos de 
Núñez Prates, José Ramírez, Manuel Solsona, Mateo Ma- 
gariños, Félix Sáenz, Felipe Contucci, José Fontecely, etc. 
Pero para otros —emigrados en el Brasil o en las Provin- 
cias Unidas— la recuperación se hacía difícil por la falta 
de recursos para vivir decorosamente en la Banda Orien- 
tal y solventar los gastos de los pleitos de reivindicación. 
Y como los títulos de campos cuestionados sólo se pueden 
vender a la baja, los viejos señores que habían medrado 
bajo la corona de Castilla pasaron por la triste experiencia 
de conocer cómo se las gastaban los nuevos señores de la 
especulación. Así se evaporaron añejas fortunas y propie- 
Gades coloniales como las de Juan Francisco Blanco, Pedro 
González, Juan Antonio Bustillos, Bernabé Alcorta, José 
Fontecely, cuyos campos fueron adquiridos por la casa in- 
glesa Stewart-MacColl, residente en Buenos Aires y repre- 
sentada en Montevideo por el comerciante Diego Noble, a 
la postre propietario de dichos campos. Así pasaron a una 
oscura medianía los otrora poderosos y respetados nom- 
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bres de Juan Bautista Dargain, Francisco Gonzalez, Ber- 
nardo Posadas, cuyas propiedades fueron adquiridas por 
uno de los favoritos del régimen, el apoderado Francisco 
Juanicó, quien en sociedad con el comerciante francés 
Cavaillon y el argentino Nicolás Guerra se transformaron 
en latifundistas en los actuales Departamentos de Salto y 
Paysandú (5%), 

También tuvieron sus dificultades equellos que no 
habían alcanzado a perfeccionar sus títulos en la época 
colonial o que habían perdido los documentos que conva- 
lidaban sus derechos. Para todos estos la reivindicación 
se agravaba por las lentas indagatorias, las compulsas 
siempre costosas en archivos extranjeros y nacionales, los 
testimonios de vecinos —a veces renuentes, a veces ene- 
migos— y las gravosidades de los influyentes, cuyo favor 
no se lograba si no se les ponía por delante el estipendio. 
Esta angustiosa “vía crucis” la tuvieron que atravesar los 
hermanos Villademoros, José de Arvide, Francisco Gon- 
zález, Pedro Manuel García y tantos otros (55), 

Pero la cosa no terminaba en los estrados judiciales. 
Entre el derecho y el hecho estabzn los poseedores asen- 
tados en los campos. Sobre todo al sur del Río Negro, los 
campos nominalmente de grandes propietarios estaban 
cubiertos por decenas de poseedores, como ocurría con los 
ae Pedro Manuel García, la casa Viana Achucarro, Mel- 
chor y Francisco Albín, Calera de las Huérfanas, Villa- 
nueva Pico, Alagón, Azcuénaga, etc. Y cuando se presen- 
teron a ocupar sus tierras, la complacencia de las autori- 
dades portuguesas se vio frenada en alguna medida por 
las necesidades políticas de la dominación portuguesa. 
Aquí el gobierno cisplatino estuvo obligado a contempori- 
zar so riesgo de provocar conmociones revolucionarias, 


(54) EGH, ESE, 1820, N? 18, fojas 53 v; EGH, ESE, 1822, 
N? 110, fojas 1 v; EGH, EE, 1831, Jo:é Felix de Arvide, fojas 12 
a 14. 

(55) EGH. ESE, 1820, N* 37, fojas 1 y 5. 
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entonces promovio acuerdos entre propietarios y poseedo- 
res mediante diversas formulas: arrendamiento, compra 
de sus fracciones por los poseedores, pago de las mejoras 
a los poseedores desalojados, otorgamiento de plazos sufi- 
cientes para que los ocupantes se ubicaran en otros 
campos. 

A veces los propietarios se enfrentaban a poseedores 
más o menos solidarios con la administración portuguesa. 
Algunos lo eran por su inclusión en el aparato militar 
criollo y dependiente de los grandes caudillos adheridos 
al nuevo régimen, como Rivera, Laguna, etc., otros eran 
donatarios artiguistas de nacionalidad lusitana que adqui- 
rieron influencia en la administración cisplatina, o posee- 
dores de reciente poblamiento que ganaban su tranquila 
posesión por pertenecer a las fuerzas conquistadoras. En 
estos casos sólo una contrapuesta y poderosa influencia 
de los propietarios garantizó la devolución de las propie- 
dades. Al Norte del Río Negro la presencia de gran núme- 
ro de poseedores portugueses y el hecho de ser ésta el 
área predilecta de los principales oficiales cisplatinos 
fueron en general obstáculo insalvable para la reivindica- 
ción de los viejos propietarios. 

En cuanto a los donatarios artiguistas la situación 
varió. Para los más de ellos las dificultades provinieron 
sobre todo de la documentación. Unos habían perdido los 
recaudos extendidos por los comisionados artiguistas, 
otros sólo podían contar con trámites apenas esbozados e 
interrumpidos por la invasión portuguesa; otros, en fin, a 
cuyos campos aún no habían llegado los comisionados 
nombrados por el Reglzmento, sólo podían exhibir —en 
el mejor de los casos— los permisos de población otorga- 
dos por sus jefes militares inmediatos y como simples 
órdenes de no ser molestados hasta tanto su situación 
fuese solemnizada por las autoridades territoriales. So- 
bre todo para éstos funcionó el certificado extendido 
—en los anos cisplatinos— por los comisionados de 
tierra y jefes militares de quienes habían recibido es- 
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tos primeros y precarios documentos. De esta manera 
se multiplicaron los lazos de dependencia personal entre 
los donatarios artiguistas y demas ocupantes sin titulo 
con los jefes capaces de extender o negar certificaciones, 
de brindar o no protección. Así y entonces creció el pres- 
tigio de Rivera, Laguna, Lavalleja, Durán, Pintos, etc. 

Los poseedores en peores condiciones eran los pobla- 
dos en campos de favoritos del régimen, o adquiridos por 
extranjeros, comerciantes o hacendados de igual índole. O 
los que estaban aislados en medio de grandes latifundios 
por fallecimiento de los otros donatarios o por haber sido 
escasos los repartos allí. O la de quienes lucharon hasta 
el final y al regreso vieron sus campos ocupados por los 
propietarios o por otros ocupantes, o que vinieron muy 
tardíamente para ser comprendidos en los censos cis- 
platinos. 

Publicado el Bando de 7 de noviembre, muchos posee- 
dores artiguistas se presentaron creyéndose amparados 
por aquella convocatoria que llamaba a regularizar los 
títulos. Los que ocupaban campos sobre los que los viejos 
propietarios ya habían iniciado su reclamación entraron 
en pleitos que al final perdieron. Así la viuda e hijos de 
Fernando Martínez lograron que las decenas de donata- 
rios artiguistas de sus campos de Durazno volvieran a 
subordinarse a onerosos arrendamientos. Juan Manuel 
Llupes fue sencillamente expulszdo por Antonio Villalba. 
Parecida suerte corrieron los donatarios de los campos de 
Francisco Albín, los del Rincón del Rosario, etc. Por estos 
años comienzan los pleitos de donatarios de las Huérfanas, 
de Pedro Manuel García, Juan Francisco Blanco, Manuel 
Rollano, Cristóbal Salvañach, Bernabé Alcorta, Juan de 
Almagro. 

Pero cuando las contiendas se debaten en el plano 
judicial están revelando sólo un aspecto de la realidad. Se 
trata de aquellos casos en que hay abundantes donatarios 
artiguistas, que han sobrevivido en los campos cuestiona- 
dos y que se han hecho lo suficientemente fuertes como 
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para obligar a los confiscados artiguistas a exhibir pro- 
banzas, a presentar alegatos, a exigir autos de desalojo. De 
los perdedores no hay historia y se ha hundido en la som- 
bra la suerte triste y anónima de aquellos pobres paisanos 
que en su hora habían recibido su predio de Arti- 
gas aislados en medio de enormes latifundios o desam- 
parados por la masiva desaparición física de sus viejos 
codonatarios en las terribles batallas contra la invasión 
portuguesa. Esto vale en particular para los campos ubi- 
cados al Norte del Río Negro. Allí los hipotéticos y nume- 
rosos donatarios artiguistas de los campos de Barrera, 
Almagro, Milá de la Roca, Dargain, Francisco González, 
etc., es legítimo suponer que en buena parte fueron ba- 
rridos en la cruenta resistencia al invasor. No en balde 
Artigas hablaba siempre de estos pagos como “el centro 
de mis recursos”. 

Precisamente en esta región los viejos propietarios 
enfrentan las menores dificultades en punto a la expul- 
sión de donatarios u ocupantes artiguistas. Justamente 
ailí van dejándose caer los oficiales y validos del régimen 
cisplatino. Este poblamiento no menos irregular que el de 
la vieja generación oriental, impide a Lecor aplicar una 
política abstracta y general de desconocimiento del dere- 
cho de los poseedores y de aséptica aceptación de los 
títulos coloniales que esgrimen “malos europeos y peores 
americanos”. 

De todas maneras los donatarios y meros ocupantes 
ertiguistas insertos en los cuadros político-militares del 
Imperio, ora como comisionados de partido, ora como ofi- 
ciales de los cuerpos criollos, perdida toda perspectiva 
solidaria y revolucionaria, sabedores que la pura discu- 
sión curialesca terminaría por despojarles de sus campos, 
e incapaces de resignarse a tan fetal destino, reordenaron 
sus relaciones sociales con los hombres en una circuns- 
tancial conexión humana que tendrá larga vida y se es- 
clerosará —con todos los matices posibles— en lo que 
se conoce como relaciones de dependencia personal. 
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Un donatario estará tanto mas protegido en su pose- 
sión cuanto más débiles sean los lazos que unen al pro- 
pietario con la camarilla criollo-cisplatina y cuanto más 
fuertes sean sus lazos con el aparato militar caudillesco 
criollo y más alta su inserción en la jerarquía. La fórmula 
artiguista democrático-burguesa que miraba a los hom- 
bres fuera de su inserción en las jerarquías deja paso al 
fortalecimiento de nuevas relaciones entre los hombres, 
en las cuales éstos reciben la protección que se les dis- 
pensa y dan la devoción que les es aceptadz. La tierra 
dejará de ser el fruto de la relación objetiva revolucio- 
naria entre los hombres para devenir el medio por el cual 
los hombres entran en dependencia los unos respecto a 
los otros. 
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CAPITULO III 
REUBICACION DE LAS CLASES DESPUES DE 1820 


Apenas terminó la resistencia artiguista, se resque- 
brajó la coalición de fuerzas que habia derrotado al Jefe 
de los Orientales. Cuando se desvaneció el malentendido 
sobre los verdaderos fines de los presuntos “libertadores”, 
que supuestamente venían a salvar a los pacíficos orien- 
tales de la “anarquía”, hasta los más ingenuos tuvieron 
conciencia de que estaban sometidos al yugo de un nuevo 
amo. Esto rezó, naturalmente, pzra la burguesía girondina 
montevideana y para los grandes estancieros. Las masas 
de indios, negros, gauchos ocupantes y pequeños hacen- 
dados que acompañaron a Artigas hasta el final, habían 
probado, con el holocausto de miles de muertos, que 
habían comprendido claramente desde el principio de qué 
se trataba. 

Veremos así surgir contradicciones que se irán acen- 
tuando, y oponerse al régimen a hombres que en 1819, 
como miembros del Cabildo, habían cedido parte del terri- 
torio por el vergonzoso Tratado de la Farola, o tramitado 
la sumisión de los pueblos en 1820. 

Apenas librado el combate de Tacuarembó, que marcó 
el fin de la lucha del pueblo oriental, empezaron los 
conflictos. A partir de 1820 la mayoría de la burguesía 
comercial criolla cambió radicalmente sus posiciones, re- 
flotando su olvidado patriotismo. Gercía de Zúñiga, gran 
terrateniente, abastecedor y uno de los más fieles súbditos 
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cisplatinos, comentara irónicamente la cambiante posición 
de esta clase en el proceso revolucionario: 


“ésta que por seis años ha predicado la necesidad 
de someternos a nuestro destino; ésta que por tres 
veces ofreció al Rey don Juan VI el sacrificio de 
todas nuestras libertades en cambio solamente de 
un gobierno estable aunque despótico; ésta fac- 
ción proterva que vendió lo más precioso del 
territorio oriental con sus habitantes por menos 
que Esaú su patrimonio; ésta facción la misma 
que con Soler saqueó Montevideo /.../; ésta fac- 
ción que sosteniendo al Director Supremo hizo la 
guerra que exterminó al Protector Oriental, y 
con las huestes del Protector sustituyó al Di- 
rectorio” (®©, 


¿Qué razones tuvo la burguesía para separarse de 
sus posiciones iniciales favorables al dominio lusitano? 


El neo-colonialismo portugués, con su política protec- 
cionista del comercio, la navegación y los saladeros brasi- 
leños, y con la elevación de las tasas en beneficio de la 
capa burocrática militar, frustró abruptamente sus espe- 
ranzas. Importadores y exportadores, comerciantes con 
negocios en el Litoral y Buenos Aires, y junto a ellos los 
saladeristas, sufrieron por una política que expresaba unos 
intereses que no eran los suyos. La instalación de trafi- 
cantes extranjeros los relegó al papel de segundones en 
una plaza que consideraban suya. 

El Cónsul inglés Hood. dando cuenta de los comer- 
ciantes extranjeros establecidos en Montevideo, decía: 


“la parte principal de esta clase son oficiales y 
soldados del último ejército portugués junto a un 
gran número de comerciantes, traficantes y técni- 


(1) Eduardo D. Campos, Obra cit. 
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cos portugueses que poseen todo el comercio bra- 
sileño y del rio y que son muy ricos. De los otros 
establecimientos mercantiles europeos, hay uno 
español, uno francés, dos norteamericanos, tres 
alemanes y diez británicos” (2. 


Y al lado de los comerciantes criollos, desarrollados 
con la Revolución, se alzaron en defensa de sus intereses 
los viejos monopolistas españoles que lograron sobrevivir. 
Para ellos había pasado la vieja época de sus propios pri- 
vilegios y ahora junto a los criollos se enfrentaban al nuevo 
y ajeno monopolio. 

Sólo el pequeño grupo de funcionarios bien pagos y 
abastecedores que cobraban generosamente, a costa del 
resto de la sociedad, mantuvieron una adhesión inmutable 
a los nuevos amos. Fueron los integrantes del círculo de 
Lecor, del “Club del Barón”, hábilmente halagados con 
prebendas y honores por el “raposo” —al decir de Lava- 
lleja—, por el insinuante y lúcido jefe de las fuerzas 
extranjeras. 

Esclavos, jornaleros libres y libertos de Montevideo 
gravitaban muy poco en la política de la época. Los arte- 
sanos tampoco eran una fuerza de significación. 


La campaña y las contradicciones con los lusitanos 


En la campaña, donde la resistencia fue más larga, el 
surgimiento de una poderosa oposición fue más lento. Al 
cabo de cuatro años de guerra, que destruyó la mitad de 
la población y la riqueza ganadera, la clase de los hacen- 
dados en su conjunto espiraba a la paz. Los portugueses, 
consumadas las tremendas arreadas iniciales de ganado, 
realizaron una explotación menos destructiva de la prin- 
cipal riqueza de la Provincia. Dictaron medidas contra 


(2) Hood, “Informe a Georg: Canning”. Documento N° 4 
publicado en “Cronistas de la tierra purpúrea”. Selección de Aní- 
bal Barrios Pintos. 
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las matanzas indiscriminadas y los arreos masivos, y es- 
tablecieron el contralor de las marcas de los ganados 
introducidos en Montevideo. Aprobaron disposiciones de 
policía rural y contra la “vagancia”. Aunque la efectivi- 
dad de estas medidas es harto dudosa, el orden que los 
portugueses malamente podían imponer les parecía pre- 
ferible a la guerra. 

Los grandes estancieros obtuvieron privilegios espe- 
ciales para la explotación de los ganados cimarrones. Pero 
dentro del conjunto de la clase, los superprivilegiados 
fueron los titulares de los grados superiores de la jerar- 
quía militar caudillesca, quienes explotaron con mayor 
libertad los ganados, en connivencia con traficantes, gene- 
ralmente también protegidos de las autoridades. 

Un caso típico de esta clase de privilegios lo consti- 
tuyó la ex-estancia de Zamora, en el Rincón de Clara, al 
Norte del Río Negro. Explotada desde años atrás por el 
Estado, como bienes de intestado, se había convertido en 
un lugar en el que se permitía recoger ganados a quienes 
obtenían tal privilegio. Rivera usufructuó abundantemen- 
te de los ganados de Clara. Ya hemos mencionado que su 
amigo Julián de Gregorio Espinosa llegó a comunicarle de 
los comenterios adversos que corrían a ese respecto, y que 
la sustitución de Bonifacio Izás como administrador de la 
estancia se atribuyó a que no era todo lo complaciente 
que era dable esperar con el Jefe de Policía de la Campaña. 

La política de tierras de Lecor sólo pudo satisfacer 
plenamente a los grandes hacendados con título y en 
posesión de la tierra. Aún así éstos debieron pagar las 
sobras o se vieron inquietados por denuncias en sus 
campos. 

Los viejos propietarios confiscados, aunque vieron sus 
títulos reconocidos, por el momento no recobraron los 
campos que reclamaban. Será ésta una causa importante 
de la oposición de los españoles. 

_Los poseedores artiguistas, aunque de momento no 
fueron expulsados, fueron de hecho obligados a alistarse 
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con los caudillos, de los que crecientemente dependió su 
permanencia en la tierra. Los poseedores poblados con 
permiso de Rivera obviamente eran todavía más depen- 
dientes. 

Bajo los portugueses, el estamento caudillesco, con 
Rivera al frente, comenzará a desplegar su modo peculiar 
ce actuación basado en una espesa trama de relaciones de 
dependencia personal. Por esa vía militares y hacendados 
se vinculan al régimen impuesto por el invasor. 

Las clases desheredadas de la campaña objetivamen- 
te eran enemigas irreconciliables de los conquistadores. 
Estos —dispuestos a obtener el orden de la campaña por 
la vía reclamada por los propietarios— utilizaron el po- 
der de que disponían para someterlos al peonazgo. 

Germán Carrera Damas, comentando las Ordenanzas 
de Llanos dictadas durante la Primera República de Ve- 
nezuela —de contenido similar a las disposiciones con- 
tra los “vagos”— considera que contra ellas “se insur- 
gieron los llaneros” que se integraron a las tropas rea- 
listas de Boves (°. Medidas similares, aunque menos 
drásticas, no podían sino acrecer el odio anti-lusitano de 
las masas rurales orientales. Impotentes por sí solos para 
ectuar independientemente, pudieron optar, en las con- 
diciones del momento, por sustraerse al peonazgo me- 
diante la dependencia al caudillo, que fue siempre es- 
tanciero. Como peones estarían también en la condición 
de mesnada, ya que eventualmente, en las convulsiones 
que se sucedieron, el estanciero debió concurrir con sus 
fuerzas a la guerra. Con la derrota artiguista se había 
cerrado para ellos la posibilidad del acceso a la tierra 
y a la libertad personal. En estos años marchaban tras 
el caudillo. 

En la campaña la oposición a los portugueses dentro 
de la clase dirigente, será encabezada por los jefes de las 


(3) Germán Carrera Damas, “Boves, aspectos socio-econó- 
micos”, Caracas, 1968, pág. 25. 
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antiguas fuerzas artiguistas, que se incorporaron tardia- 
mente al aparato portugués y los que desde el principio 
no se integraron adecuadamente en el mismo. Una parte 
de la oficialidad artiguista tempranamente prisionera de 
los conquistadores, no participó en las etapas finales de 
la resistencia ni pactó con los lusitanos. Luego de pasar 
privaciones y penalidades vuelta a la Provincia entró a 
servir generalmente en las fuerzas criollas al servicio de 
Fortugal. Ya no se integraron tan cómodamente como 
Rivera y su oficialidad. Otros que se mantuvieron en las 
tropas federales argentinas quedaron al servicio de las 
provincias vecinas. Serán estos oficiales, estancieros a la 
vez, los que encabezarán la resistencia antiportuguesa 
en la campaña. Lavalleja es el más destacado entre ellos. 


La oligarquía en el Congreso Cisplatino 


A partir de 1820 empezó a aflorar, junto a las con- 
tradicciones económicas, la oposición política. Salvo el 
estrecho grupo de superprivilegiados, el resto de la bur- 
guesía comercial y terrateniente se sintió postergada. 
Aunque el conquistador procuró —cuando le fue posible— 
actuar con mano suave y respetar las leyes y costumbres 
de los conquistados, la dominación extranjera se hizo 
violenta y arbitraria cuando la inevitable colisión de inte- 
reses puso en peligro los privilegios del nuevo amo. 

En el plano político —como no podía suceder de otra 
manera— los órganos locales de gobierno fueron avasa- 
llados, los acuerdos desconocidos —cuando las nuevas 
necesidades de los lusitanos así lo requirieron— y some- 
tidos a vejámenes los que intentaron actitudes indepen- 
dientes. Los españoles comprobaron muy pronto la utopía 
de la devolución de estos territorios a la metrópoli, ante 
la presencia y la acción de un nuevo amo que se apres- 
taba a llevar a la práctica su sueño secular de fijar el 
Uruguay y el Plata como sus “límites naturales”. 

La primera manifestación significativa de enfrenta- 
miento tuvo como consecuencia la separación de los ca- 
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bildantes Francisco Joaquin Muñoz, Juan Benito Blanco, 
Juan Correa, Juan Francisco Giró y Lorenzo Justiniano 
Pérez, apenas tres meses después de la capitulación de 
Maldonado, el último de los cabildos en reconocer a los 
portugueses y en cuya gestión habían participado dos de 
los regidores ahora defenestrados. Estos habían protesta- 
do por el incumplimiento de las bases de incorporación 
ajustadas con el Cabildo de Montevideo. Según Juan M. 
Turreyro (% molestó extremadamente a los pueblos la 
obligación de alojar a soldados portugueses, violatoria de 
las condiciones pactadas. No fue ésta la única disposición 
incumplida. Después se sucedieron impuestos y contribu- 
ciones. 

La mayoría de los integrantes de la oligarquía monte- 
videana fueron siendo relegados al ejercicio de las fun- 
ciones menos representativas y lucrativas, Las funciones 
públicas más expectables y mejor retribuidas, junto a los 
buenos negocios con el Estado, quedaron reservados a los 
asociados al “Club del Barón”, la crema cisplatina dócil 
y flexible. 

La situación se precipitó cuando la coyuntura de la 
independencia del Brasil creó las condiciones para un 
movimiento emancipador. La Revolución Liberal de Porto 
y la vuelta de Juan VI a Portugal fueron los antecedentes 
de la independencia del Brasil, cuyas clases dominantes 
no estaban dispuestas a volver a la condición colonial y 
aspiraban a convertirse en la cabeza de un gran imperio 
americano. La metrópoli —convertida en Estado liberal—, 
ente la amenaza de la Santa Alianza, procuró el entendi- 
miento con España, donde Fernendo VII soportaba la 
Constitución liberal de 1812, para lo cual debía hallar una 
salida honorable a la situación de la margen norte del Río 
de la Plata. El Ministro Pinheiro Ferreira buscó trasladar 
a los orientales —penosamente incorporados al Imperio de 
Portugal— la solución de tan escabroso problema. Por 


(4) M. Campos de Garabelli, Obra cit. 
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su parte Lecor —sumado al bando brasileño— y una par- 
te de la oficialidad conquistadora —la más favorecida en 
sueldos y prebendas— buscó resolver el problema cispla- 
tino apoyándose en las milicias brasileñas y en la capa 
oriental colaboracionista. La oposición de la oficialidad 
liberal portuguesa opuesta al absolutismo filobrasileño del 
círculo del Barón de la Laguna, añadió una complejidad 
más al tema y abrió posibilidades a la oposición oriental. 

El vehículo de la aplicación de las órdenes de Pinheiro 
Ferreira habría de ser un Congreso democráticamente 
elegido, puesto que el patriotismo oriental ayudaría a 
Portugal a resolver honrosamente la querella con España 
de acuerdo con la Constitución de 1812. Pero Lecor se las 
amañó para obtener un pronunciamiento del Congreso 
favorable a la continuación del coloniaje. 

El Congreso Cisplatino se integró con Dámaso A. La- 
rrañaga, Tomás García de Zúñiga, Gerónimo Pío Bianqui, 
Fructuoso Rivera, Loreto Gomensoro, Manuel Lago, José 
Vicente Gallegos, Manuel Antonio Silva, Alejandro Chu- 
carro, Mateo Villalba, José de Alagón, Romualdo Ximeno, 
Luis E. Pérez, Salvador García y Francisco Llambí. Pese 
a las maniobras electorales, ni siquiera un congreso elegi- 
do procurando erradicar a los opositores fue sólidamente 
lecorista. Quienes llevaron allí la voz cantante fueron los 
elementos más próximos al Barón de Laguna, exponiendo 
tesis favorables a la continuación del coloniaje. 

Los discursos que se pronunciaron estuvieron orien- 
tados a mostrar que era imposible la independencia, que 
no existían condiciones para incorporarse a las Provincias 
Unidas, y que la única solución era permanecer bajo la 
autoridad de Portugal, Brasil y Algarbes. 

Gerónimo Pío Bianqui afirmaba: 


“Hacer de esta Provincia un Estado, es una cosa 
q.e parece imposible en lo político: para ser Na- 
ción, no basta querer serlo; es preciso tener me- 
dios con que sostener la independencia. En el país 
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no hay población, recursos ni elementos para go- 
bernarse en orden ni sosiego; para evitar trastor- 
nos de la guerra civil. para defenderse (testado) 
el territorio de una fuerza enemiga que lo inva- 
da /.../ se seguiría la emigración de los Capita- 
listas; y volvería a ser lo que fué el Teatro de 
la Anarquía y la presa de un ambicioso atrevido, 
sin otra ley, que la satisfacción de sus pasiones. 
/.../ es evidente que la Banda Oriental no pu- 
diendo ser actualmente nacion, debe constituirse 
parte de otro estado, capaz de sostenerla en paz y 
seguridad. /.,./ Viviremos en orden bajo un 
poder respetable; seguiría nuestro Comercio, sos- 
tenido por los progresos de la pastura: los hacen- 
dados recogerán el fruto de los trabajos empre- 
hendidos en sus haciendas para repararse de los 
pasados quebrantos /.../” ©), 


Por su parte Francisco Llambí señalaba que “la 
guerra es el mal mayor de un País: si desgraciadam.te 
nosotros lo hemos experimentado demasiado: si vemos 
destruida tal vez más de la mitad de su población: ani- 
quiladas nuestras riquezas, destruídas las haciendas y 
careciendo aún del alimento más abundante de la Pro- 
vincia /.../” ®©., 

En su argumentación apelaban a los hacendados y 
comerciantes para unificarlos en la aceptación de la do- 
minación portuguesa como el mal menor, Como hemos 
visto, alegaban la inmensa destrucción de bienes y de la 
mitad de los habitantes de la Provincia, junto al hecho . 
consumado de la dominación portuguesa, para desechar 
cualquier solución separatista. Y ante la fuerza de la 
opinión que bregaba por la incorporación a las provin- 


- (5) Pivel Devoto, “El Congreso Cisplatino”. Revista del 
Instituto Histórico y Geográfico, Tomo XII 
(6) Ibidem, pág. 262. 
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cias argentinas, ponian de manifiesto su falta de unidad y 
la lucha que enfrentaba a Buenos Aires con Pancho 
Ramirez. 

Detrás de tan frondosos discursos, plenos de minu- 
ciosos y sesudos análisis, que parecían apuntar a los 
altos e impersonales intereses del país y al bienestar ge- 
neral de sus habitantes, sólo se escondía un egoísta inte- 
rés de clase. Esa era la sórdida mercancía que se contra- 
‘bandeaba bajo tan excelsa bandera. Era, al fin de cuentas, 
la justificación “post festum”, de su traición. 

Como no eran oradores de academia sino políticos 
prácticos, no dejaban de apelar a los privilegiados del 
campo, cuyos oídos pretendían halagar amenazando con 
el fantasma de la “anarquía” —léase la revolución arti- 
guista—. Pero semejantes derroches de oratoria no podían 
borrar una realidad que rompía los ojos: ahora los inte- 
reses de la mayoría de la población, incluidos buena parte 
de los privilegiados, estaba contra los dominadores. Y esas 
contradicciones, en pleno desarrollo, reforzaban las tradi- 
ciones antiportuguesas y antibrasileñas, que venían desde 
el antiguo coloniaje. Un idioma y unas costumbres distin- 
tas sumaban un ingrediente más contra toda posible inte- 
gración nacional. 

Si la formación de un Estado con las provincias argen- 
tinas había resultado una empresa demasiado difícil, el 
mantenimiento del poder portugués —ya no la integra- 
ción nacional— sólo podía sostenerse temporariamente 
por una sólida fuerza conquistadora, y ésta empezaba a 
resquebrajarse. Inclusive para los congresistas más dóci- 
les fue clara la necesidad de mantener las peculiaridades 
locales y las tradiciones autonómicas. La oligarquía cis- 
platina trató de evitar la dilución de los orientales en el 
conjunto del imperio americano de Portugal, reservándose, 
de paso, el papel dirigente en la Provincia. En tal sentido 
fueron defensores de la autonomía provincial y de las 
conquistas liberales. 

Del Congreso surgió la proposición de incorporación 
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condicionada, merced a la cual se intentaba preservar usos 
y costumbres, rectificar los limites acordados en 1819, 
Nevando las fronteras a la linea del Cuareim y el usu- 
fructo por los criollos de los cargos burocráticos, militares 
y eclesiásticos. Era algo así como aceptar la conquista 
portuguesa “a beneficio de inventario”. También se re- 
chazó las aspiraciones de algunos pueblos del interior 
sobre la constitución de una asamblea representativa pro- 
vincial, sin duda porque significaba un peligro, tanto para 
el conquistador como para la camarilla criolla que lo 
rodeaba. En su lugar fue designado Síndico Procurador 
General Tomás García de Zúñiga, insospechable partida- 
rio del nuevo poder colonial. 


Se organiza la oposición 


Desde muy temprano se organizó la oposición. Como 
era común en la época y de acuerdo a las condiciones en 
que debió desenvolverse, tomó la forma de una sociedad 
secreta: “Los Caballeros Orientales”. En Montevideo al 
parecer surgió muy pronto, en 1819 (cuando se anunciaba 
la expedición punitiva española) una organización clandes- 
tina. Sus miembros fueron algunos porteños y orientales 
vinculados a Buenos Aires opositores al Director Pueyrre- 
dón, entre los que se contaban Carlos María de Alvear, 
Tomás de Iriarte, Santiago y Ventura Vázquez, Juan 
Zufriategui, Francisco Martínez Nieto e integrantes de la 
burguesía comercial montevideana, contrarios a Lecor y 
su política, como Gabriel Antonio Pereira, Francisco So- 
lano Antuña, Agustín Aldecoa y españoles como Cristóbal 
Echevarriarza y el canario Domingo Cullen, 

Francisco Solano Antuña indica que la Sociedad de 
Caballeros Orientales recién se constituyó en 1822. Los 
fines de la sociedad eran: sacudir el yugo portugués y 
reintegrar la Provincia a la República Argentina, Algu- 
ros de los “Caballeros Orientales” eran antiguos miem- 
bros de la administración alvearista fundamentalmente 
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interesados en la politica de Buenos Aires, mientras que 
ctros, aun siendo partidarios de la union a las provincias 
argentinas y en especial a Buenos Aires, radicaban su 


interés fundamental en los problemas de la Provincia 
Oriental. 
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CAPITULO IV 
EL MOVIMIENTO ANTI-COLONIAL DE 1822-1823 


Crisis de la corona portuguesa. Primeras reacciones 


La crisis de la corona portuguesa fue la coyuntura 
que facilitó que se manifestara la oposición que se había 
configurado en la Provincia. Cuando el 7 de setiembre de 
1822 se concretó finalmente la independencia del Brasil, 
culminó también en la Cisplatina la crisis que se venía 
gestando en los meses anteriores. 

Luego del Congreso Cisplatino —sabiendo la oposi- 
ción que sus actos habían despertado en Lisboa y a la 
espera de la definición en Brasil — Lecor demoró el envio 
de la misión que debía llevar sus decisiones a la capital 
portuguesa. A principios de 1822 el Dr. Lucas J. Obes, 
aparentemente encargado de tal misión se dirigió a Río 
de Janeiro, en realidad su verdadero destino. Nadie mejor 
que Don Lucas para esa tarea. 

En esos momentos la situación que se vivía era 
incierta, pero para nadie era un secreto que todo termi- 
naría en la independencia del Brasil. La suerte estaba 
echada, y Lecor se inclinaba evidentemente hacia las 
autoridades brasileñas y se oponía a toda medida liberal. 
Contra él se enfrentaban los “Voluntarios Reales”, fuerzas 
portuguesas que habian adherido a la revolución de Porto 
y obligado a Lecor a constituir un Consejo Militar. 

También entre los orientales reinaba la inquietud. 
Tomás García de Zúñiga lanzó una proclama en la que 
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expresaba que si Portugal y Brasil se separaban, corres- 
pondia a los orientales decidir sobre su suerte (*. Y hom- 
bres tan destacados como Silvestre Blanco buscaban el 
apoyo del ministro bonaerense Bernardino Rivadavia ©). 
En una situación de crisis metropolitana —como en 1808, 
como en 1810— los individuos de la oligarquía montevi- 
deana se planteaban el acceso al poder. 

Cuando se aproximaba la definición, los ocupantes se 
alinearon en dos bandos, y los orientales definieron 
su ubicación. El 1° de agosto, Pedro de Alcántara previno 
a Lecor sobre la inminente independencia del Brasil, y 
ordenó la salida de los Voluntarios Reales hacia Lisboa. 
Lecor se reunió con García de Zúñiga —que también 
había sido notificado de los próximos sucesos— y el Bri- 
gadier Marques de Souza para tomar las providencias del 
caso (3), Cuando finalmente llegó la noticia de la inde- 
pendencia del Brasil, Lecor se proclamó públicamente a 
favor del Emperador Pedro I. No cabía ninguna sorpresa: 
tenía todas las razones para desear el mantenimiento de 
la Provincia Cisplatina en poder de los conquistadores, 
que a la sazón sólo podían serlo los brasileños. Era harto 
difícil que, de haberlo querido, Portugal hubiese podido 
retener el dominio de la Cisplatina. Además, en el gabi- 
nete y en las Cortes de Lisboa existía una fuerte corriente 
contraria a continuar ocupándola. En cambio, era mucho 
más fuerte la opinión que en Brasil propugnaba la crea- 
ción de un vasto y poderoso imperio americano, con el 
Plata como límite sur. Numerosos oficiales y soldados de 
las milicias riograndenses habían sido agraciados con 
campos en el litoral y en las zonas de Tacuarembó, Ya- 
guarón, etc. Otros habían empleado sus sueldos y las 
utilidades de sus negocios, arreadas de ganado, etc., en 
la compra de campos en las zonas de Yaguarón, Tacua- 


(1) Revista Histórica, Tomo XXVII, pág. 341. 
(2) Ibídem, 
(3) Ibídem, pág. 343. 
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rembó y hasta de regiones mas próximas a Montevideo. 
Todavía en los primeros meses de 1825 no estaría resuelto 
por el Emperador del Brasil el problema de los límites 
planteados por la Capitanía de San Pedro de Río Grande, 
que seguía ateniéndose al Tratado de la Farola y desco- 
nociendo la demarcación fijada por el Congreso Cispla- 
tino. Estos eran intereses poderosos, que junto a los de 
los saladeristas de Río Grande y a los de los comerciantes 
del tráfico con Montevideo debían gravitar enormemente 
sobre las autoridades brasileñas. También era decisivo 
para el tráfico del interior del Brasil el acceso al Río de 
la Plata y sus afluentes. 

Para Lecor y sus más cercanos colaboradores era vital 
mantenerse en el cargo. Proconsulados de esos no se 
conseguían todos los días. Lecor era el jefe supremo de 
la Provincia y, de hecho, gobernante omnipotente, y su 
posición dependía, a su vez, de un poder fuerte que lo 
respaldara. Por un lado, la retribución de su cargo no era 
para despreciar. Por sus funciones percibía un sueldo de 
25.000 pesos anuales ‘*), sin contar otros beneficios. De lo 
dispendiosa que era la ocupación de la Provincia Oriental 
se habían ocupado las Cortes de Lisboa, y en ellas el 
diputado Borges Carneiro, objetando los gramdes gastos 
que generaba la conservación de Montevideo, los atribuía 
“al sistema de disipación que en esto tenía nuestro gobierno 
como en todo lo demás”. Y agregaba: “¿Precisa acaso 
una guarnición de cuatro mil hombres y hoy de tres mil 
quinientos, tener un Teniente general que además de 
enormes sueldos, cobra solo en gratificaciones que esta- 
bleció para sí mismo diez y nueve mil pesos duros? ¿Te- 
ner un estado mayor enorme, brigadieres, un diputado de 
cuartel maestre general, ayudante general, secretario mi- 
litar, cada uno de estos con sus diputados?” “¿Un Vice- 
almirante comandante de una escuadra que no existe, 
cobrando quinientos noventa pesos duros por mes? ¿Una 


(4) El “Argos de Buenos Aires” de 31/V11/1821. 
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Camara de Apelaciones creada por dicho general gastando 
anualmente mas de diez mil pesos, cuando esta jurisdic- 
ción era excelentemente ejercitada por el Cabildo? De 
suerte que solo la guarnición gasta más de doscientos mil 
cruzados anualmente, sin hablar de los presupuestos de 
los nuevos empleos y gratificaciones que el general creó 
arbitrariamente” (5), . 

Lucas Obes en su Memoria de 1825 daba cuenta de 
que los soldados portugueses responsabilizaban de su 
mala alimentación a que los asentistas eran “agentes, 
socios O familiares del Barón”, y hace referencia a la 
forma en que se promovía a los oficiales, citando los 
ascensos inmerecidos de Flangini, Juan Pedro Lecor, Dos 
Pintos, Corjao, etc.(®), 

Un grupo de oficiales y asentistas pertenecientes a la 
nación conquistadora disfrutaban de privilegios especiales 
emanados del poder del Barón de la Laguna. Como el 
propio Lecor, algunos de éstos habían contraído matrimo- 
nio con jóvenes de las familias locales más distinguidas. 
El Barón de la Laguna casó con Rosa de Herrera y Basa- 
bilbaso; Juan Crisóstomo Calado con María Dolores Oribe, 
y luego con Carolina Juanicó; el Brigadier Miguel Anto- 
nio Flangini con Rosa Jiménez y Gonzalo Rodríguez de 
Brito con Juana Llambí. 

Los beneficios materiales, el poder, el arraigo en el 
medio, todo empujaba a Lecor y su círculo a inclinarse 
hacia aquellos que les garantizasen la permanencia en 
posición tan cómoda. Acompañarían esta política los mili- 
cianos y colonos brasileños afincados en el territorio, así 
como los comerciantes establecidos en Montevideo usu- 
fructuarios del nuevo monopolio. 

Por otra parte, la voluntad real de los Voluntarios 
Reales —indisimulada desde tiempo atrás— era la de 


(5) Boletín Histórico del Estado mayor del Ejército N* 69. 
(6) Memoria escrita en 1823 por el Doctor Lucas J. Obes, 
en Pivel Devoto, obra cit., pag. 394. 
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volver a su patria. Lecor los habia retenido porque no 
contaba con fuerzas de ocupación suficientes, y luego del 
Congreso Cisplatino había intentado sustituirlos con fuer- 
zas brasileñas. Hasta llegó a prometer tierras a los ofi- 
ciales y soldados brasileños que se le enviaran, presen- 
tando un plan para la creación de colonias militares ©. 

En 1ealidad, esta gente no podía sentirse cómoda. El 
atraso permanente en el pago de los sueldos —del que se 
responsabilizaba a una parte de la oficialidad— y los 
negociados con los abastecimientos habían provocado un 
aescontento permanente entre los oficiales y la tropa. 
Hasta en el recinto de las Cortes de Lisboa se llegó a 
decir por la voz del diputado Moura que pese a que de 
Portugal “iban seiscientos contos de reis cada mes” y a 
pesar de los empréstitos continuos que el Banco de Río 
de Janeiro hizo a la corte del Brasil, la mayor parte de 
los cuales se consumían en Montevideo, le fue aseverado 
por un oficial llegado de aquel punto, que se debían vein- 
tisiete meses a aquella tropa (?. 

Producida la separación. del Brasil, la División de 
Voluntarios Reales se mantendría —con su jefe, Alvaro 
Da Costa— fiel a la monarquía liberal portuguesa. 

En definitiva se enfrentaron un grupo de oficiales y 
burócratas portugueses y brasileños —generalmente tam- 
bién abastecedores de las tropas— sostenidos por las 
fuerzas brasileñas y los comerciantes y hecendados de 
este origen, establecidos en la provincia, por un lado, con 
el cuerpo más poderoso de las fuerzas de ocupación, los 
Voluntarios Reales, por el otro. Lecor representaba ade- 
más la corriente sutoritaria, mientras que los Voluntarios 
Reales estaban fuertemente trabajados por las logias 
liberales. 

La escisión de los orientales se produjo siguiendo las 
líneas en que ya se habían ubicado en años anteriores. 


(7) AGN, FExAMH, Caja 14. 
(8) Boletín Histórico N° 69 pag. 111. 
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Acompanaron a Lecor la capa de burócratas y la mayoría 
de las más altas jerarquías del aparato militar caudilles- 
co encabezado por Rivera, algunos grandes comerciantes 
vinculados al tráfico con el Brasil y la mayoría de los 
más poderosos estancieros. Se opusieron a él y procura- 
ron desarrollar un movimiento de emancipación y de in- 
tegración a las Provincias Unidas los miembros de la 
burguesía comercial y terrateniente lesionada por la po- 
litica del conquistador, y algunos ex caudillos artiguistas. 
La masa popular montevideana pesaba poco. La rural, 
aunque anti-lusitana y anti-brasileña, marchó tras los cau- 
dillos por las relaciones que habían establecido con éstos, 
de los que dependían. 


La burguesía montevideana necesita el apoyo 
de Buenos Aires 


El movimiento de 1822 se inició con los siguientes 
actos: 

—El 10 de setiembre Lecor se instala en la villa de 
Guadalupe e intima a Alvaro Da Costa que se embarque 
para Lisboa con los Voluntarios Reales. Estos no acatan 
ia orden y permanecen en Montevideo. 

—El Cabildo se pronuncia el 4 de octubre y declara 
que es “Representante de este pueblo...” Toma partido 
por Da Costa. Asume una actitud de resistencia a la auto- 
ridad Real. Da por sentado que cuando se retiren los 
Voluntarios Reales a Lisboa, le entregarán el poder. 

—El 12 de octubre en la campaña Lecor aclama a 
Pedro I Emperador de Brasil. 

—Los dirigentes del movimiento oriental en Monte- 
video procuran constitucionalizarlo, medida imprescindi- 
ble para obtener el apoyo del gobierno portefio. Alvear 
desde Buenos Aires asi lo aconseja a Santiago Vazquez, 
su_correligionerio político y compañero de los Caballeros 
Orientales. Rivadavia —el importante Ministro del Go- 
bernador Martín Rodríguez— exigía la convocatoria de 
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un Congreso para conceder apoyo a los rebeldes monte- 
videanos (9), 

—Por medio de la misión Tomás de Iriarte ante el 
gobierno de Buenos Aires, los dirigentes del movimiento 
aseguran que, de tener éxito, pondrán a la Provincia bajo 
la dirección del gobierno de las Provincias Unidas. 

Para el pequeño grupo dirigente y para el conjunto 
de la burguesía comercial y terrateniente montevideana, 
es de vital importancia ganar el apoyo del gobierno 
bonaerense y decidir un vuelco a su favor de la política 
rivadaviana. Aunque no todos están de acuerdo en unir 
a la Provincia a las argentinas, hay consenso unánime en 
la necesidad vital del apoyo de Buenos Aires y las demás 
provincias. Aun suponiendo que los Voluntarios Reales 
—como parecía de momento— abandonaran la plaza y la 
entregaran al cuerpo capitular, las fuerzas brasileñas do- 
minaban la campaña. Lavalleja perdió en octubre la 
posibilidad de dirigir el levantamiento en el interior, y 
aunque desde Montevideo se intentó conseguir la adhesión 
de Rivera, desde el principio pareció poco posible lograrla. 
Desde antes de jugarse la suerte en la campaña los diri- 
gentes montevideanos estaban persuadidos de que para 
mantener la hegemonía del movimiento les era impres- 
cindible contar con apoyo exterior. 

Ya el 30 de julio Silvestre Blanco expresaba en carta 
a Rivadavia que producido el levantamiento, se corría el 
riesgo de quedar en manos de los caudillos y montoneros. 
Decía: 


“¿y en esta supocision no es temer con fundamen- 
to, conociendo el Espiritu publico y exaltado de 
nuestra Campaña, quese forme repentinamente 
una Montonera y Gauchos sin orden, disciplina y 
sistema, y q.epor su poca ilustracion embuelban 
á el pays en una anarquia, q.e no sabrian evitar 


(9) Revista Histórica, Tomo XXVII, pág. 357. 


139 


teniendo los mejores deseos? Los Xefes que se 
han familiarizado con esta clase de hombres, seran 
en los q.e estos depositaran su confianza, y pon- 
dran á su cabeza, y ahunque sean los mas ilustra- 
dos de su respectiva clase ¿tendran los talentos 
necesarios parano dexarse batir, y aniquilar sin 
fruto la población y riqueza del pays? /.../ en el 
caso de ser vencedores; engreidos de haber sido 
los primeros en esta reaccion, ¿tendrían la mode- 
racion necesaria para segundar las luzes de los 
hombres capazes p.a constituir un Govierno repre- 
sentativo, y obrar liberalm.te . desechando toda 
idea de persecucion, con los adictos al actual 
Govierno?” 


El mismo temor expuso Alvear en carta a Santiago 
Vázquez el 5 de noviembre escribiéndole que “la anarquía 
es lo que hay que temer y esta no se puede evitar sino 
con la ayuda de Buenos Aires /.../ Mi opinion particular 
es que hecha la insurreccion ahi sin tropas de esta pro- 
vincia, la anarquía es inevitable, sin que puedan Vds. 
contener a los gauchos” 19, 

La misma idea la reiteran los Diputados del Cabildo 
de Montevideo cuando se dirigen a Rivadavia en enero 
de 1823, enjuiciando desde este ángulo los sucesos pasa- 
aos. Recordabzn la época en que la “provincia era ator- 
nientada por los caudillos del desorden, dominados por 
el temor que ellos supieron inspirar según todos los ho- 
rrores de una licencia desenfrenada”, agregando que tal 
era el poder “de los anarquistas que repetidas veces 
sofocaron las aspiraciones de la parte ilustrada”. Y como 
los dirigentes del movimiento habían obtenido en 1820 la 
rendición de las tropas y de los cebildos del interior, se 
atribuyen haber sido mucho más eficaces que Lecor en 
esta emergencia, cargando a la responsabilidad de los 


(10) Ibidem, pág. 343. 
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caudillos que los pueblos hubieran caido bajo el yugo 
extranjero. 

Cuando se refieren a los cambios que ha experimen- 
tado la opinión pública hablan del “malvado Artigas” y 
de los “trastornos” habidos durante su gobierno: 

“el espíritu de vértigo se apoderó de la mayor 
parte de la campaña, los propietarios dejaron de 
serlo, los lavoriosos olvidaron sus tareas, y unos 
por disposición, otros por necesidad, ó por temor, 
todos fueron envueltos en el torrente destructor” 
/.../ “ahora que se corrió ya el velo, ahora que 
desapareció el temor que las delicias del orden 
se han hecho tan sensibles, que la Campaña ha 
vuelto a las labores, que se ha restablecido el 
comercio, que se han animado las fortunas, que 
se acabaron los vagos y ociosos, y ahora, por fin, 
que un cambio absoluto ha dado lugar a comparar 
una y otra época, el horror á la anarquía lo ha 
penetrado todo /.../”. 


Los diputados, luego de discernir tantos méritos a la 
Ccminación portuguesa —indirectamente autojustificán- 
dose— pasan a enunciar los motivos de agravio contra 
Lecor, señalando que arrojó arbitrariamente a los princi- 
rales cabildantes para prevenir la oposición que podría 
levantarse en el Cuerpo Capitular, y haber saqueado a 
la Provincia con la complicidad de algunos caudillos y de 
hombres a quienes favoreció con cargos en su adminis- 
tración. Insisten en la voluntad de orden de los orientales 
y en su decisión de que la dirección la tenga “la autoridad 
representativa de la mayor y mejor parte de la Provincia”. 
Califican de poco poderosas las fuerzas militares de los 
lecoristas pero enfatizan la necesidad del epoyo del go- 
bierno bonaerense. 

Expresan que si: 


“el problema estuviera reducido á arrojar á los 
estrangeros, no es dudoso q.e armados los habi- 


141 


tantes ellos bastaran para resolverlo, pero no 
teniendo un punto central para su organización y 
apoyo, harían la azarosa guerra de partidarios 
contra una caballería movible, y en las alteracio- 
nes á q.e ella está sugeta, el país sería atormen- 
tado y tal vez un caudillo. con valor y fortuna 
encontraría ocasión de adquirir triunfos ominio- 
sos /.../ 0D, 


La lección artiguista había sido duramente aprendida 
por las altas clases orientales. La Patria Nueva no debería 
ser —y no sería— como la Patria Vieja. Ni en 1822-23 ni 
en 1825. De ahí que resulte errónea la supuesta filiación 
artiguista de cualquiera de estos movimientos. Ni la invo- 
cación a la independencia de Portugal y Brasil, ni a una 
integración política con las demás provincias del viejo 
Virreinato —aun en el caso de un supuesto “federalismo” 
puramente formal, general y abstracto, desprendido de 
todo contenido concreto, como se ha pretendido para la 
cruzada de 1825— bastan para establecer semejante filia- 
ción. Eso es quedarse en el Artigas de 1813 y olvidarse el 
Artigas de 1815. El “malvado Artigas” estaba exiliado en 
el Paraguay, y bien exiliado quedaría. 


Se instala el Cabildo Representante 


La resistencia iniciada en octubre cobró impulso en 
los meses siguientes. En el Cabildo, Cristóbal Echeverriar- 
za y Gabriel A. Pereira —que llevaron la voz de los Ca- 
balleros Orientales— propiciaron la toma de posiciones 
de enfrentamiento a Lecor y procuraron capitalizar en 
favor de su causa la confronteción que se daba entre 
brasileños y portugueses. 

Circulaban en Montevideo en los últimos meses de 
1822 una serie de periódicos y hojas sueltas que agitaban 


(11) Documentos para la Historia de la República Orien- 
tal del Uruguay, pág. 4. Facultad de Humanidades y Ciencias. 
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la opinión pública. Habían surgido al amparo de la liber- 
tad de prensa que regía desde el 12 de julio de 1821. Desde 
el 19 de diciembre de 1822 estaba “El Pampero” —porta- 
voz de las ideas de los Caballeros Orientales— redactado 
por Santiago Vázquez, Juan Francisco Giró y Antonio 
Díaz. “La Aurora” apareció el 21 de diciembre dirigida 
por Antonio Díaz. Y junto a ellos se distribuían una serie 
de hojas sueltas que enjuiciaban a las fuerzas de ocu- 
pación. 

El 16 de diciembre Cristóbal Echeverriarza desde su 
sillón en el Cabildo precisaba los objetivos inmediatos del 
movimiento, que ya había cobrado forma y crecido en 
representatividad. Sostenía que estando la Provincia ocu- 
pada, en Montevideo por los Voluntarios Reales y en la 
campaña por fuerzas adictes a Lecor, ambas extranjeras, 
correspondía decidir la suerte de esta tierra a un Con- 
greso que expresase el voto libre de sus habitantes. 

Basaba su tesis en los siguientes argumentos: 

—La incorporación aprobada en el Congreso Cispla- 
tino fue al reino de Portugal, Brasil y Algarbes, entidad 
política que había dejado de existir. 

—No debió proponerse la incorporación de la Provin- 
cia al Imperio sin consultarse a los pueblos. A su juicio 
la actitud de Brasil se debía a una información errónea 
de la que responsabilizaba al Síndico. 

—Los Voluntarios Reales estaban dispuestos a eva- 
cuar la plaza y a entregar las llaves al Cabildo. 

Pero el Consejo Militar se opuso a la convocatoria de 
un Congreso. Fracasada esa tentativa, y como solución 
sustitutiva, se procedió a elegir en forma popular y direc- 
ta el Cabildo de 1823. Lo formaron Manuel Pérez, Pedro 
F. Berro, Pedro Vidal. Francisco Plá, Ramón de Acha, 
Francisco de las Carreras, Silvestre Blanco, Ramón Cas- 
triz, José María Platero y Juan Francisco Giró, con Fran- 
cisco Solano Antuña como Secretario. Eran típicos repre- 
sentantes de la clase comercial criolla montevideana, algu- 
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nos grandes hacendados y miembros del partido espanol, 
unidos contra la dominación brasileña. La mayoría inte- 
graban la Sociedad de los Caballeros Orientales. 

Este Cabildo condujo la gestión anti-brasileña desde 
el 1° de enero de 1823 hasta la entrada de Lecor en Mon- 
tevideo. De su seno se eligió una Comisión que tendría 
las atribuciones de carácter político inherentes a los Capi- : 
tanes Generales y Superintendentes de Provincia y que 
compusieron Manuel Pérez —Alcalde de Primer Voto—, 
Juan Francisco Giró —Sindico Procurador— y Luis E. 
Pérez —Alcalde Provincial—, 


El bloqueo de la capital 


El 7 de enero de 1823, Lecor, desde la villa de San 
José —donde había instalado su cuartel general— desco- 
nocía la autoridad del Cabildo. El 20 del mismo mes de- 
claraba bloqueada a Montevideo. El mismo día se produ- 
cia la primera acción militar oriental, pese a que Da 
Costa no quería enfrentarse con Lecor. Se comenzó a 
reunir fondos por Comisiones nombradas a tales efectos, 
y con esto se produjo un prodigioso alumbramiento: nacía 
en el Uruguay la Deuda Pública, que tendría larga y 
agitada vida, además de sorprendentes repercusiones en 
la vida del país. 

A partir del bloqueo vuelve a desvertebrarse la uni- 
dad económica entre Montevideo y la campaña, reiterán- 
cose una situación parecida a la de los dos sitios, y a la 
del período entre 1817 y 1820. En el decreto de bloqueo se 
establecía que todos los géneros y mercaderías que se 
despacharan en la Aduana de Montevideo y fueran reem- 
barcados para Maldonado y Colonia volverían a pagar los 
derechos de introducción. A los cueros y demás produc- 
ciones exportadas por los puertos bajo autoridad brasileña 
se rebajaban a la mitad las tarifas de exportación. Para 
contrarrestar la reducción de impuestos decretada por las 
autoridades montevideanas con el fin de atraer el comer- 
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cio a la plaza, se advertía que posteriormente se exigiría 
-el pago complementario de los derechos. Finalmente. se 
hacía saber que de las deudas contraídas dentro de la 
plaza se harían responsables los gobernantes de ella y que 
los prestamistas serían pasibles de juicio criminal 2). 

Pero las amenazas no intimidaron por el momento a 
quienes habían emprendido la dura tarea de emanciparse 
ae los brasileños. Los dirigentes e integrantes de la bur- 
guesía comercial así como los hacendados que enfrentaban 
2 Lecor se iban convirtiendo en enemigos irreconciliables 
de su poder. 

La guerra de tarifas —tantas veces librada entre 
Montevideo y Buenos Aires— se daba ahora entre las ciu- 
dades de la Provincia. Maldonado vivió su hora de gloria 
‘duminando el comercio del Este, que tantas veces le había 
sido impedido por la capital provincial. Montevideo, una 
vez más, sufrió el deterioro de su tráfico. Según Hood las 
rentas bajaron de 1:000.000 a 35.000 dólares. Esto se debió, 
a estar a sus palabras, al “cambio del comercio en 1823 y 
parte de 1822 cuando cesó enteramente debido al bloqueo 
de la ciudad y a que las conexiones comerciales externas 
habían tomado otro camino” (13. Lucas J. Obes, sin em- 
bargo observa —en su Memoria— que ese bloqueo no fue 
tan estricto como podría suponerse, dada la distancia de 
los sitiadores de la ciudad y la escasa vigilancia. La Plaza 
pudo disfrutar de cierto comercio y abastecerse de ganado 
de las zonas aledañas de Peñarol, Miguelete y Casavalle. 
La misma conclusión puede extraerse de la vista fiscal de 
Antonino D. Costa en el caso de contrabando de Stanley 
Black y Cía. de la plaza hacia Canelones (19, No es de 
extrañar que esto sucediera, ya que entre 1825 y 1828, 
“mientras Montevideo permaneció sitiado el tráfico jamás 
se interrumpió totalmente. De todas maneras, los perjui- 


(12) Rosa P. Raicher, Obra cit. 
(13) Hood, Obra cit., pág. 68. 
(14) EGH, ESE, 1823, Exp. 110. 


cios que padecieron, reforzaron los sentimientos anti-bra- 
silefios de las clases dominantes montevideanas, ya ma- 
yoritariamente comprometidas en el esfuerzo por escapar 
a la tutela que se imponia ahora desde Rio de Janeiro. 


El aparato burocrático lecorista fuera de 
Montevideo beneficia a los suyos 


Al salir de Montevideo, Lecor trasladó a San José y 
a Canelones la sede de su gobierno. Los órganos de la 
compleja administración creada por el Barón de la Laguna 
funcionaron con el personal de adictos que había disfru- 
tado de los cargos en Montevideo. Se anticipaba la situa- 
ción que habría de vivirse durante el Sitio Grande. 

El gobierno lecorista debía asegurarse la base militar 
de su dominación, en primer lugar ganándose aún más la 
voluntad de las tropas brasileñas. Esa necesidad la com- 
prendieron rápidamente los ocupantes de esta nación, que 
se apresuraron a tramitar numerosísimas denuncias de 
tierras en los órganos encargados de esta función. Lecor 
ordena en cada caso, de acuerdo con las vistas fiscales, 
continuar los trámites según lo prescrito por el Bando del 
7 de noviembre, 

Muchos de los brasileños habían recibido las tierras 
de Saldanha, Pintos u otros comandantes en simple pose- 
sión, que era lo único que podían darles. El hecho de que 
algunos de los posibles oponentes estuvieran en Montevi- 
deo o Buenos Aires facilitaba los procedimientos. El Ban- 
du de 7 de noviembre de 1821 —que retomaba los trámites 
de la vieja legislación española, agilitándolos apenas— 
exigía la probanza de las calidades de baldío y realengo 
Ge los terrenos. De cómo se cumplió esto da idea el expe- 
diente por el que se sustancia la disputa entre Antonino 
José Feijóo y Francisco de Castro Matulino Pita, ambos 
portugueses (15), Si en este caso los procedimientos están 


(15) EGH, EE, 1823. 
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piagados de violencias e irregularidades, es de imaginarse 
lo que ocurriría cuando el posible oponente se hallase tras 
las murallas montevideanas. 

Feijóo —según sus dichos— había comprado los ran- 
chos a un poseedor, que halló instalado en una fracción 
que el Oidor Anzuátegui había adquirido a Yapeyú en la 
época colonial. En el expediente no consta claramente que 
Anzuátegui hubiera pagado esos campos, lo que no es raro 
pues los campos de Yapeyú solían comprarse a censo 
reservativo. Al parecer había comenzado la reivindicación 
antes de los sucesos de 1822, no pudiendo probar que hu- 
biese perfeccionado su compra. Por su parte, el portugués 
Feijóo obtuvo del comandante Barreto la posesión del 
campo en la que se mantuvo diez y ocho meses. Mientras 
acudía ante Lecor, para hacer la denuncia, el Comandan- 
te interino de Paysandú, Matulino Pita, solicitó el campo 
como realengo. Según Feijóo, Matulino Pita le desalojó 
al capataz. Finalmente, vuelto Feijóo, también por la 
fuerza arrojará a los capataces y peones de Matulino Pita. 
Esta escena farwestiana reitera, como por calco, decenas 
de episodios de la época colonial: utilización de la fuerza 
pública al servicio de una de las partes, cohecho del Al- 
calde Ordinario, etc., y, en definitiva, en medio de una 
maraña de denuncias, la posesión efectiva recaería en el 
más poderoso. Para completar el panorama, la defensa de 
Feijóo fue asumida por Gerónimo Pío Bianqui, uno de los 
hombres más influyentes del régimen. Es de imaginar, 
entonces, cómo este estado de cosas contribuía a agudizar 
el ya grave problema de la tierra. 


Reacción de la campaña 


Los hombres que desde Montevideo promovieron el 
levantamiento temían, pero ineludiblemente necesitaban, 
el eco campesino y caudillesco. Por tal razón buscaron 
atraerse a los jefes artiguistas más importantes y mante- 
nerlos bajo su control. El más prestigioso de todos ellos 
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era Rivera, quien ademas de comandar el Regimiento de 
Dragones de la Unión, desempeñaba las funciones de Jefe 
de Policía de la Campaña. 

En 1821 ya el Gobernador de Buenos Aires, Martín 
Rodríguez, en carta fechada el 1° de abril, había procurado 
atraerse a Rivera. Este, no sólo había rechazado tal insi- 
nuación, sino que había dado conocimiento de ella a las 
autoridades portuguesas. Una vez producida la secesión, 
en 1822, el Regimiento de Dragones de la Unión era el 
primero en jurar adhesión al Emperador. No se limitó a 
-una actitud pasiva, sino que, con la presión de las fuerzas 
a su mando provocó los juramentos de pueblos y cabildos. 
En recompensa, Rivera fue nombrado Caballero del Há- 
bito de Cristo. Fue el encargado de perseguir a Lavalleja 
—que consiguió huir a tiempo de la estancia de Clara— y 
a los restantes caudillos opositores al Brasil. 

El Cabildo solicitó repetidas veces la colaboración de 
Rivera, pero éste siempre rechazó sus requerimientos. 
Finalmente, a raíz de una nota del Cuerpo Capitular de 
6 de mayo de 1823, contestó explícitamente en oficio de 
19 de junio, pieza que algunos autores atribuyen al Dr. 
Lucas J. Obes y otros al Dr. Nicolás Herrera. El 26 de 
mayo de 1823 había recibido del Emperador el nombra- 
miento de Brigadier con un sueldo de 96.000 reis. Refi- 
riéndose a Rivers, Correa da Cámara dirá tiempo después 
que era “un hombre que toda clase de sacrificios nos tiene 
hechos, a quien se debe en grado eminente la posesión de 
esta Provincia” a6), 

Junto a Rivera se mantuvo la mayor perte de la ofi- 
cialidad del regimiento a su mando. Su pronunciamiento 
contribuyó a que se mantuviera la autoridad imperial en 
la campaña. Jefe máximo de las fuerzas militares orienta- 
les bajo la autoridad brasileña, era además, por la aplica- 
ción tácita del acta de Tres Arboles y por el ejercicio 


(16) Annais do Itamarati, pag. 25, cit. por Silva Valdez, 
cit. por A. Lepro: “Fructuoso Rivera”. 


148 


practico del poder, garantia de poseedores y dispensador 
de tierras. y. ganados. Ejerció una autoridad que desplega- 
ría con.mayor amplitud en el Uruguay independiente.. 
Seguramente. Rivera acericiaba ya el proyecto de la orga- 
nización de una entidad política que comprendería regio-. 
nes afines, como el Sur del Brasil y la Mesopotamia ar- 
gentina. No se trataba, entonces, de la fidelidad personal 
a un régimen que procuraba ganarlo y halagarlo, sino de 
colocarse en la cúspide del poder para decidir la situación 
2 su manera en el momento propicio. 

Los conquistadores tenían incondicionalmente a su 
favor a los hacendados brasileños, los más de los cuales 
eran oficiales y soldados. Entre los orientales Rivera de- 
cidió la sumisión a los brasileños. Los grandes hacendados 
temían, por sobre todas las cosas, una nueva “anarquía”, 
como gráficamente lo expresa Julián de Gregorio Espi- 
nosa en carta a Rivera. Aunque miraran sin grandes sim- 
patías a los conquistadores que se abalanzaban sobre la 
tierra, salvo excepciones no estaban dispuestos a reeditar 
le revolución artiguista. La capa de medianos y pequeños 
hacendados, vencida con Artigas, ya no volvería a ectuar 
unida y con una política propia. De los pequeños hacen- 
dados los más activos eran los poseedores artiguistas. Es- 
tos —merced a la hábil política de la burocracia cispla- 
tina conjugada con la organización militar caudillesca— 
vivían ya dependiendo de los jefes para mantenerse sobre 
la tierra. Por otra perte, la política gubernamental no 
había provocado por el momento desalojos en gran escala. 
Los poseedores siguieron la actitud de los caudillos. Las 
peonadas marcheron tras sus amos, de los que dependían 
cn forma creciente. Buena parte de las gentes sin tierra 
de la campaña integraban las huestes de los caudillos 
militares o dependían de ellos para vivir en libertad. 

Los pueblos debieron sancionar la incorporación al 
Imperio, aprobando, presionados por la fuerza militar, 
declaraciones previamente preparades en San José. El 25 
de abril se pronuncia Maldonado por la incorporación, 
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criticando la actitud de Montevideo cuyo Cabildo se 
arrogaba la representación de toda la Provincia. Entre el 
11 y el 18 del mismo mes se trata el problema en Cane- 
lones, con asistencia de Lucas J. Obes, que regresaba de 
Río de Janeiro. Votaron también la incorporación San 
José, Colonia, Paysandú, Florida, Cerro Largo, Trinidad, 
Rosario, Víboras, San Carlos, Mercedes, San Pedro, Ro- 
cha, Minas, etc. _ 

Hay tres piezas de este período que son representa- 
tivas de la opinión de los abrasilerados: la intervención 
del Dr. Lucas J. Obes en el Cabildo de Canelones (11 de 
abril), la proclama de García de Zúñiga a los pueblos de 
la Provincia (1? de abril) y la respuesta de Rivera al 
Cabildo de Montevideo (19 de junio). Lucas J. Obes y 
Rivera sostienen —reiterando argumentos formulados en 
ej Congreso Cisplatino— que la independencia es deseable 
pero imposible en el momento, por la escasez de recursos 
de los orientales y el estado de anarquía de las Provincias 
Unidas, que les impide auxiliarla. Rivera expresa que 
“para establecer la independencia absoluta de la Banda 
Oriental” se necesita “hacer la guerra y triunfar del Im- 
perio, mantener el orden interno y evitar la anarquía, 
después de haber triunfado.” Tanto Rivera como García 
de Zúñiga —ambos grandes hacendados— ponen el acento 
en la ruina que el levantamiento acarrearía a los propie- 
tarios rurales. Rivera dice que una guerra llevaría a 
“destruir á los vecinos, acabar con los pocos ganados que 
han podido reunir el abrigo del orden /.../ y saquear a 
los propietarios”. Más adelante manifiesta que “nunca fue 
la Banda Oriental menos feliz que en la época de su des- 
graciada independencia. La propiedad, la seguridad y los 
derechos más queridos del hombre en sociedad. estaban 
á la merced del despotismo ó de la anarquía”. García de 
Zúñiga somete a una crítica despiadada a los dirigentes del 
movimiento montevideano, recordándoles su pasado anti- 
artiguista y su obsecuencia ante las autoridades bonzeren- 
ses y portuguesas. 
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Un conjunto de caudillos artiguistas, cuya figura 
maxima fue Lavalleja, participaron en la campaña en el 
movimiento de 1822-23. Manuel Durán, los Llupes, los 
Ojeda, Pedro Amigó, y hasta el propio Fernando Otorgués, 
se habían vinculado a los dirigentes montevideanos en 
1822. Lavalleja —a quien se interceptaron comunicaciones 
con el Cabildo— debió huir en octubre de la Estancia de 
Ciara, ante su inminente prisión por Rivera. José Llupes 
y Baltasar Ojeda fueron detenidos. Otorgués —a quien los 
dirigentes montevideanos buscaban dejar de lado por sus 
antecedentes— era severamente vigilado. 

Lavalleja —que debió refugiarse en Entre Ríos y más 
tarde en Santa Fe— fue designado Jefe del Ejército Inde- 
pendiente. El Cabildo de Montevideo, que temía el en- 
cumbramiento del caudillo, le expidió despacho de Tenien- 
te Coronel de Caballería y lo puso a las órdenes de la 
Diputación en Buenos Aires. Lavalleja procuró aparecer 
aceptando de buen grado tal resolución y efectuó mani- 
festaciones terminantes de su aborrecimiento de la “anar- 
quía” y de su amor al orden. El gobierno de Montevideo 
procuró sustituirlo por Rondeau. De todas maneras, no 
pudo volver a la Provincia. Manuel Durán fue el encar- 
gado de suplirlo, y finalmente reducido a prisión. El 
castigo más drástico lo sufrió Pedro Amigó, ajusticiado 
bajo acusación de delito común en Canelones. Joaquín 
Suárez hizo su defensa sin éxito, alegando que actuaba 
por razones políticas y no de su sola voluntad. 

El intento de réplica rural de la insurgencia montevi- 
deana fracasó. 


La posible ayuda de Buenos Aires y otras provincias 


Las provincias argentinas, que habían sufrido una 
crisis tan aguda en 1820, no estaban por cierto en las me- 
jores condiciones para ayudar a los orientales. En 1820 
habían desaparecido con el Directorio y la Liga Federal 
artiguista los centros aglutinantes de poder. Cada provin- 
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cia habia reasumido su total soberania, como fruto de la 
crisis engendrada por las dificultades de organización que 
siguieron a la revolución. 


El interior se oponía al litoral y Buenos Aires en torno 
a las tarifas aduaneras, tema que enfrentaba a los pro- 
ductores de artesanías con los ganaderos y comerciantes. 
El litoral se oponía a Buenos Aires fundamentalmente en 
cuanto al viejo problema del puerto único, mientras las 
contiendas por tierras en las fronteras mal definidas, e 
inclusive el intento de subyugación de unas por otras, 
contribuían a enfrentarlas. También en el interior de 
cada una estaba planteado el problema del poder. Viejos 
hacendados y estancieros caudillos se enfrentaban con 
las clases ligadas al comercio exterior y, en el caso de 
Buenos Aires, clases de comerciantes y prestamistas se 
afanaban por apoderarse del gobierno. Se planteaban com- 
plejos problemas a consecuencia del escaso desarrollo de 
las fuerzas productivas y del predominio de una estruc- 
tura precapitalista, situación que se prolongó por largo 
tiempo impidiendo la unidad nacional hasta después de 
Pavón. i 


En la Gobernación de Buenos Aires, luego de Cepeda 
se sucedieron los hombres hasta que se consolidó Martin 
Rodríguez, asistido por su Ministro Bernardino Rivadavia, 
jefe del partido unitario. En Entre Ríos, fracasó el intento 
de creación de la República Entrerriana por Francisco 
Ramirez —sobre la bese de la hegemonía de aquella pro- 
vincia sobre Corrientes y Misiones—, Lucio Mansilla 
había sucedido en el poder a Ricardo López Jordán. Man- 
silla, estrechamente ligado a Félix Castro, cabeza de un 
poderoso grupo comercial porteño, tendía a seguir las 
directivas de Buenos Aires. La otra provincia vinculada a 
la Oriental y con posibilidades de apoyarla era Santa Fe. 
A la sazón gobernaba en ella Estanislao López, el impor- 
tante jefe federal. Tanto en Santa Fe como en Entre Ríos 
vivían jefes orientales que habían servido bajo sus ban- 
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deras luego de la derrota artiguista. Estas provincias, 
edemás de Corrientes, estaban unidas por el Tratado del 
Cuadrilátero con Buenos Aires. 

En Buenos Aires y las demás provincias eran muy 
fuertes las tendencias anti-portuguesas. Portugal signifi- 
caba un peligro latente para todas ellas, particularmente 
para Entre Ríos, que había estado en la mira de los lusi- 
tanos. Montevideo seguía siendo para el litoral el puerto 
alterno de Buenos Aires, cuyo monopolio siempre era 
objeto de resistencia. Una tradición y un origen comunes, 
siempre vivos por la presencia de los orientales que vivían 
en las provincias hermanas, impulsaban a apoyar los in- 
tentos de recuperación de esta Provincia. En Buenos Aires 
no podía ser mirado con indiferencia el puerto de Monte- 
video en poder de extranjeros, y que fuera de todo control, 
representaba un rival peligroso pzra el monopolio portua- 
rio. El ganado oriental, sacrificado en los saladeros rio- 
grandenses, competía ruinosamente con los establecimien- 
tos porteños levantados después de la Revolución entre el 
Riachuelo y la Ensenada. Los ganados orientales no podían 
dejar de ser codiciados. Una motivación importante era, 
sin duda, el deseo de recuperar las tierras que Artigas 
había confiscado a numerosos propietarios porteños y a 
elgunos entrerrianos. Correa da Cámara señalaba la in- 
quietud de los propietarios bonaerenses “los cuales habían 
visto sus tierras repartidas de acuerdo a aquel Reglamento 
de 10 de setiembre”, pobladas por portugueses, en los 
actuales Departamentos de Paysandú y Salto, o inclusive 
confiscadas a favor del ejército portugués. 


“Siendo los que más pésa a muchos súbditos del 
Estado de Buenos Aires, la pérdida de tierras que 
poseían en la Banda Oriental, sería disminuir el 
número de los que de nosotros se quejan hacerles 
en cuanto se pueda justicia /.../ juzgo que de 
ninguna de las propiedades reclamadas se halla 
en poseción un sólo nztivo del Estado Cisplatino, 


153 


de cuya restitucion resultase algun grave o peli- 
groso descontento” (17), 


Tanta importancia tenía el problema que en el plan 
de negociaciones propuesto por Da Cámara a la Corte, se 
incluía que “las propiedades de bonaerenses en la Banda 
Oriental serían devueltas a sus dueños por sus actuales 
poseedores”. Perla Raicher aclara que así se restituiría el 
propio Rivadavia su posesión del Rincón de las Gallinas, 
de la que múltiples veces hiciera mención a Da Cámara. 

Según los datos que poseemos, Rivadavia era propie- 
tario de tierras con poseedores en la zona del San Salva- 
dor, y el Gobernador Martín Rodríguez tenía un campo 
entre el Cuareim, el Itacumbú y el Yacutujá, que según sus 
dichos le había sido concedido por Liniers en recompensa 
por su actuación durante las Invasiones Ingleses. 

Otro propietario porteño de la Banda Oriental era 
Félix de Alzaga —hijo de don Martín y también poderoso 
terrateniente bonaerense—, que reclamaba los extensos 
campos entre los dos Solises que pertenecieran a Villa- 
nueva Pico y que habían sido repartidos por aplicación 
del Reglamento de 10 de setiembre. 

En igual situación se hallaba Manuel Larravide —po- 
deroso comerciante porteño— por un campo ubicado entre 
el San Juan y el Colla, de cuya mensura habia. constado 
la extensión de 25 y % de legua; Miguel de Azcuénaga, 
con tierras entre el arroyo Grande y la cuchilla; la 
sucesión de Almagro por los campos entre el Uru- 
guay, el Arroyo Negro y el San Francisco; Pedro de 
Anzuátegui —tio del futuro general Ramón Maza— por 
los campos del Queguay, Guaviyú y Chapucsty; el Dr. 
Díaz Vélez, lindero del anterior, —uno de cuyos posee- 
dores había sido el famoso jefe artiguista Gorgonio 
Aguiar—; Melchor de Albin, antiguo Administrador de 


(17) Correa da Camara, “Correspondencia con el Estado 
Cisplatino”, pág. 255 en Rosa P. Raicher, obra cit. 
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Correos de Buenos Aires, por los campos entre los arroyos 
Viboras y Vacas, donde en la época artiguista se fundo 
Carmelo; Manuel de Llames —que fuera Secretario del 
Cabildo de Buenos Aires e importante comerciante—, con 
titulos de campos entre el Don Esteban, las puntas de 
Sanchez y la cuchilla de Haedo; Julian de Gregorio Espi- 
nosa, al sur del Rio Negro, en la zona de Soriano, por 
parte de los cuales litigaba con Pedro Manuel Garcia y 
numerosos poseedores artiguistas. Espinosa, hombre de 
influencia cerca de Rivera, tenia a la vez estrechos lazos 
en Buenos Aires; Juan Correa Morales, con campos en 
el Rincón del Pichinango, en Colonia; la familia Escalada, 
socia en Colonia, en el negocio de saladero, de Barrero y 
Bustillos —confiscado en la época artiguista—. Sobre el 
Rio Uruguay encontramos: la familia de Camacho, suce- 
sora de Juan de Narbona en el campo sobre aquel rio 
donde se fundó el puerto de Higueritas, campo que des- 
pués pasó a José Bond, médico norteamericano y cuñado 
de Rosas; la sucesión de Isidro Barrera, en el Rincón del 
Corralito, en Salto, entre el Laureles y el San Antonio, y 
que disputaba con la sucesión del Cerro Sáenz por campos 
entre el San Francisco, Queguay y Baczcua; José Ramón 
Milá de la Roca —poderoso comerciante y saladerista que 
fuera secretario de Belgrano— en los campos entre el 
Uruguay, Guaviyú y Quebracho, y la sucesión Dargain, 
herederos de Juan Bautista Dargain, —poderosísimo co- 
merciante, tío de Espinosa y cuñado de Belgrano—, dueño 
del rincón ubicado entre el Uruguay, el Chapicuy y el 
Daymán. También con tierres sobre el Uruguay y muy 
vinculados al gobierno de Buenos Aires estaban los Mar- 
tínez de Haedo-Rivarola, dueños del Rincón de las Galli- 
nas, donde se había asentado un campamento portugués 
y donde el Brigadier Saldanha tenía instalado un sala- 
dero (18), 


(18) Lucía Sala de Tourón, Nelson de la Torre, Jutio Car- 
los Rodríguez: “La Revolución agraria artiguista”. Ediciones 
Pueblos Unidos, Montevideo, 1969. 
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Fundadas expectatives sobre la restitución del Rincón 
del Cerro podría abrigar Francisco Xavier de Viana. 

Estos son los principales propietarios porteños o apor- 
teñados, algunos de los cuales ocupabzn importantes car- 
gos en el gobierno de la Provincia de Buenos Aires. La 
mayoría se vincularía después a Rosas. Por las antedichas 
razones se conjugzban en Buenos Aires los intereses de 
las clases privilegiadas en la emancipación oriental y su 
incorporación a las provincias argentinas, En el conjunto 
de la población de Buenos Aires y de les demás provincias, 
el sentido del origen común gravitaba hacia la creación 
de un estado de opinión pública favorable. 

No obstante, todavía en 1822 las necesidsdes de las 
ciases dominantes en Buenos Aires no fueron tan acu- 
ciantes como lo serían en 1824. La industria saladeril 
recién comenzaba a cobrar impulso, luego de la etapa 
conflictual que transcurre en el período final del Direc- 
terio. Esto mismo debe haber incidido en que algunos 
estancieros no se precipitaran en la búsqueda angustiosa 
de las tierras de la Banda Oriental, Algunos de ellos con- 
taban, para el éxito de sus gestiones, con los buenos 
servicios de altos personeros de la oligarquía cisplatina. 
En esa situación estaba, por ejemplo, Dargain, represen- 
tado por Juanicó; la viuda de Isidro Barrera, represen- 
tada por García de Zúñiga; Alzaga, Alagón, Milá de la 
Roca y Martín Rodríguez, representados por el propio 
Fiscal del Crimen José Ellauri. 

Rivadavia, jefe de los unitarios, encabezó la oposición 
a que se interviniera en la Cisplatina. Propulsaba una 
política que abstractamente podría significar una serie de 
transformaciones de tipo burgués. Pero la inexistencia de 
una burguesía nacion:l efectivamente ligada al mercado 
interior y el carácter de importadora, exportadora y usu- 
rera de la clase de comerciantes criollos e ingleses resi- 
dentes en Buenos Aires, determinaron que en definitiva 
la aplicación de les medidas rivadavianas no se tradujera 
en lz consecución de los fines supuestos. Los decretos y 
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eyes que se dictaron entonces para la Provincia de 
Buenos Aires, y en 1826 con caracter nacional, acaba- 
ron utilizándolos los grandes comerciantes, banqueros y 
terratenientes para multiplicar sus capitales y crear in- 
mensos latifundios. Llegará el momento en que los gran- 
des especuladores, convertidos en terratenientes, se trans- 
formen en la crema del partido federal rosista. Por el 
momento Rivadavia —apoyado por parte de la burguesía 
comercial y usuraria, estancieros bonaerenses, miembros 
de las clases mercantiles provinciales y algunos caudillos, 
como Mansilla— trabajaba en el sentido de consolidar la 
futura unidad nacional y la centralización del poder. No 
deseaba adoptar ninguna medida que pudiera llevarlo a 
la guerra con el Brasil, Seguramente temió, como efecti- 
vamente se produjo, la vinculación de los caudillos orien- 
tales y de los hombres de otras provincias, con sus oposi- 
tores de Buenos Aires y el litoral. Es posible que no estu- 
viera seguro de que quienes pedían su ayuda desde Mon- 
tevideo pudieran decidir efectivamente la incorporación 
de la Provincia. 

En Entre Ríos existía una situación difícil. Gober- 
naba el general Lucio Mensilla, que había sucedido a 
Ricardo López Jordán. Mansilla estaba bajo la amenaza 
—que esgrimieron los portugueses primero y los brasile- 
ños después— no sólo de la invasión lisa y llana, sino del 
ataque del caudillo depuesto, quien, con sus más cercanos 
colaboradores, vivía en Paysandú a la espera de la revan- 
che. En filas de Entre Ríos servían a la vez caudillos 
orientales como Ramón de Cáceres y Anacleto Medina. El 
gobierno de Entre Ríos, mientras trataba con los ocupan- 
tes de la Cisplatina para impedir que facilitasen la inva- 
sión de López Jordán, apoyaba a los jefes orientales. En 
relación a este último punto estuvo la venida del coronel 
Ramón de Cáceres. De todas maneras, la posibilidad real 
del alzamiento de la campaña oriental se desvaneció una 
vez que amenazado de ser preso por su compadre Rivera, 
Lavalleja debió abandonar la Cisplatina y dirigirse a Entre 
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Rios, desde donde, al ser expulsado, pasó a Santa Fe. A 
fines de 1822, Mansilla pactará con Lecor la neutralidad 
recíproca y la internación de los enemigos de una y otra 
parte. Por ese entonces Mansilla ya estaba seguro de que 
Buenos Aires no intervendría en los conflictos orientales. 

Santa Fe mantuvo una actitud más consecuente de 
solidaridad con los orientales. Firmó con éstos un pacto 
por el que se comprometía a prestarles ayuda. Pero por el 
Tratado del Cuadrilátero las provincias del litoral se 
habían obligado a asumir una actitud común en las cues- 
tiones internacionales, 

Ya en octubre de 1822 los más conspicuos personajes 
del partido criollo y del partido espzfiol se dirigieron a 
Buenos Aires y a Santa Fe en busca de ayuda: Juan 
Francisco Giró, Pablo y Santiago Vázquez, Gabriel A. 
Pereira, los hermanos Blanco, Daniel y Bonifacio Vidal, 
Gregorio y Francisco Lecocq, Francisco Solano Antuña, 
Domingo Cullen, Ramón y José Félix Zubillaga, Gregorio 
y Lorenzo Pérez, Rafael y León Ellauri, Francisco Agui- 
lar, Francisco Martínez, Francisco Muñoz, Manuel Vidal, 
Pablo y Juan Zufriategui, los hermanos Oribe, Cristóbal 
Echevarriarza y Agustín Aldecoa. 

En la nota a Martín Rodríguez se expresa: 


“Los Orientales habrían alzado ya el grito de la 
independencia sino reprimiesen sus impulso (s) 
con la esperanza de mejores momentos. Sin un 
centro de apoyo, sin armas ni municiones, sus 
esfuerzos aislados se estrellarían contra el poder 
de un enemigo vigilante”... (19) 

Se harán gestiones oficiosas en Buenos Aires por 
medio de la misión Tomás de Iriarte y la de Santiago 
Vazquez. A Santa Fe marchará el poderoso comerciante 
Domingo Cullen, vinculado por negocios con Estanislao 
López. 


(19) Documentos para la Historia de la República Oriental 
del Uruguay, pág. 4. Obra cit. 
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La ayuda de las provincias no viene 


En enero de 1823 el Cabildo procuró decidir el apoyo 
de Buenos Aires y Santa Fe por medio de dos misiones 
diplomáticas. Cristóbal Echevarriarza, Santiago Vázquez y 
Gabriel A. Pereira actuaron ante el gobierno de Buenos 
Aires, procurando el apoyo militar y financiero. Luis E. 
Pérez, Ramón de Acha y Domingo Cullen integraron la 
diputación ante Estanislao López. Los diputados ante 
Buenos Aires resumirán sus ideas y proposiciones en el 
oficio del 21 de enero de 1823, ya parcialmente transcrito. 
Procuran demostrar que es la “clase de propietarios” de 
la campaña y la capital la que dirige el movimiento y el 
dominio sobre el elemento “anárquico” —forma de tran- 
quilizar a la oligarquía bonaerense—, aunque piden ayuda 
imprescindible para mantener a los caudillos bajo el do- 
minio de las fuerzas del orden, ya que de otra manera 
podrían pretender canalizar en su favor una insurrección 
victoriosa. Minimizan el poder lecorista y solicitan 1.500 
hombres, aunque piensan que 1.000 podrían reclutarse en 
Entre Ríos. De todos modos, los recursos deberán prove- 
nir de Buenos Aires. Consideran que al triunfo en la cam- 
paña seguiría el retorno de los Voluntarios Reales a 
Lisboa. La Provincia se haría cargo del pago de los gastos. 
Refutan finalmente todas las razones que se esgrimen por 
los abrasilerados y en Buenos Aires sobre la inoportuni- 
dad del levantamiento y para dilatar la prestación de 
ayuda (20), 

La misión oriental en Buenos Aires fracasó en sus 
cometidos. El gobierno porteño no prestó ningún tipo de 
ayuda. Así lo hacían saber los comisionados el 4 de febre- 
ro al Cabildo. Gabriel A. Pereira volvió a Montevideo. 
Echeverriarza permaneció en Buenos Aires procurando 
concertar un empréstito por 100.000 pesos. Vázquez enfer- 
mó. Se confió la consecución del empréstito privado a tres 
poderosos capitalistas: Félix Castro, Pedro Trápani y 


(20) Ibidem, pág. 7. 
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Braulio Costa. Los orientales recibirian los fondos a un 
5 % de interés mensual. Hubo garantía privada °». Afian- 
zaron este empréstito en sumas diferentes con garantia de 
sus propiedades: Manuel Pérez, Pedro F. Berro, Pedro 
Vidal, Francisco Plá, Juan Francisco Giró, Silvestre Blan- 
co, Gabriel: Antonio Pereira, Ramón Castriz, Santiago 
Sáenz de la Maza, Ildefonso García, Luis Lamas, Luis de 
Seoane, Gregorio Lecocq, José María Roo, Francisco Le- 
cocq, Francisco Aguilar, Agustín Aldecoa, Juan Méndez 
Caldeyra, Pablo Vázquez, Miguel Furriol, Francisco Joa- 
quin Muñoz, Manuel y José Vidal (22. 

Pero los grandes comerciantes y especuladores bonae- 
renses no jugaban a una sola carta. Accionistas del Banco 
de Descuentos, como Castro y Costa, apoyaron financiera- 
mente a Lecor por medio de una casa inglesa. Del mismo 
banco era accionista el abrasilerado Francisco Juanicó. 

La clase comercial y especuladora bonaerense tenía 
nexos con ambas fuerzas en lucha. Era notoria la relación 
de los Anchorena con Victorio García de Zúñiga. En esas 
circunstancias, era muy difícil que el gobierno de Buenos 
Aires enfrentara a Lecor. 


La derrota 


El movimiento de 1823 fue finalmente vencido. En la 
Provincia fracasó el levantamiento de la campaña. Sin las 
masas rurales —que eran las más activas politica y mili- 
tarmente— era imposible triunfar. Todavía no se habían 
acumulado en el campo los ingredientes explosivos que 
iba a generar en los años siguientes la política definida- 
mente propietarista de los brasileños. La dependencia de 
las masas con relación a los caudillos militares, y en par- 
ticular en relación a Rivera, permitió a este último decidir, 
con su posición pro-brasileña, la suerte del movimiento 
más allá de los muros de Montevideo. . 


(21) Ibídem, págs. 53 y 54. 
(22) Ibídem, pág. 59. 


160 


Fracasó, además, la ayuda de Buenos Aires y otras 
provincias. El apoyo del gobierno porteño, sobre todo, era 
muy importante para enfrentar el poder del Brasil y para 
eludir una posible y temida reedición de la revolución 
radical del tipo de 1815, así como para disputar, con posi- 
bilidades de éxito, el comando a los caudillos. Se frustró 
así la única posibilidad de una insurrección dirigida por 
la burguesía comercial y terrateniente montevideana. 

El golpe final se asestó al consumarse el acuerdo 
entre Alvaro Da Costa, Jefe de los Voluntarios Reales, y 
el Barón de la Laguna, el 18 de noviembre de i823. El 
acuerdo se venía gestando desde tiempo atrás, y el Cabildo 
sólo pudo responder con la conocida y levantada declara- 
ción de 29 de octubre. Resumiendo los propósitos del 
movimiento insurreccionzl declaraba que la “Provincia 
Oriental del Uruguay no pertenece ni debe, ni quiere 
pertenecer a otro poder, estado o nación que la que com- 
ponen las Provincias de la antigua unión del Río de la 
Plata, de que ha sido y es una parte”. 
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CAPITULO V 
LA DOMINACION BRASILENA 


El soborno de los adictos 


Aunque vencido el movimiento de 1823, las contradic- 
ciones que lo habían generado no sólo quedaron irresuel- 
tas, sino que se agudizaron en los primeros meses de 1825, 
creando las condiciones imprescindibles para el éxito de 
la cruzada lavallejista. 

Luego de su entrada a Montevideo, Lecor mantuvo 
las líneas generales de su política. Se preocupó de con- 
tentar a las fuerzas brasileñas y en especial a los jefes 
militares y administrativos, así como a los especuladores 
brasileños y orientales. La satisfacción de las apetencias 
de sus adictos acentuó la impopularidad del régimen co- 
lonial, que ahora se imponía desde el Brasil. Su política 
—orientada a afirmar su autoridad y la de sus colabora- 
dores brasileños— ni siquiera satisfizo a la totalidad del 
Club del Barón, algunos de cuyos integrantes ensayaron 
una oposición liberal y autonomista, destinada a afirmar 
su propia proyección en el gobierno provincial. 

La conducta lecorista chocó con el grueso de los 
comerciantes montevideanos. Pese a que procuró atraerse 
a los grandes hacendados —proclives a aceptar al domi- 
nador ante la inminencia de una nueva “anarquia”—, la 
imposibilidad práctica de asegurarles el goce tranquilo de 
sus haciendas le impidió contemplar siquiera esta vieja 
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aspiración, sustenteda desde los dias de la antigua colo- 
nia. La avalancha de brasileños —a cuyas manos pasaban 
los campos— y la política propietarista —llevada a cabo 
en lo principal en provecho de los ávidos paniaguados que 
formaban el círculo áulico del complaciente Barón— 
terminó por levantar el repudio casi unánime de la cam- 
paña. La base social y política sobre la que se asentaba la 
dominación brasileña se había hecho bastante más estre- 
cha. Las vastas praderas orientales se habían convertido 
en un campo seco para la política lecorista, y no hacía 
faita más que una chispa para que el incendio de la guerra 
arrasara, una vez más, la campaña oriental. 

Lecor y un grupo de altos oficiales, que eran a la vez 
especuladores, se habían creado un interés local propio 
en la ocupación de la Banda Oriental, que no siempre 
coincidía con la política del Imperio. Para mantener y 
fortalecer adhesiones el gobierno brasileño, además de 
buenos cargos en la administración y provechosos contra- 
tos de abastecimiento, prodigó títulos nobiliarios. El astuto 
Barón, sabio en el conocimiento del corazón de los hom- 
bres, sabía amarrar voluntades contemplando el interés y 
la vanidad de quienes le seguían. 

Bajo la dominación española, tal clase de títulos 
habían sido prácticamente inexistentes. Durante el gobier- 
no artiguista, el propio Jefe de los Orientales abominzba 
ae los encumbramientos personales y rechazaba indignado 
los aduladores títulos que pretendía endilgarle el cazurro 
Cabildo montevideano. Para el Protector de los Pueblos 
Libres la virtud, el estricto cumplimiento del deber y la 
austeridad republicana eran las normas que imponía para 
si y para todos los magistrados. Pero eso era historia antigua 
y execrada para los velores trepadores de la Cisplatina... 
Y a pesar de que para todos estaba presente la simplici- 
dad rústica y la modestia aldeana que habían signado 
hasta entonces la vida cotidiana de los orientales, a la 
orgía de las reivindicaciones en que se afanaban propie- 
tarios y apoderados de las confiscaciones de la Patria 


164 


Vieja, siguió el carnaval de los blasones de nobleza que 
pasaron a ostentar muchos hombres del régimen. Así se 
vio al respetable don Tomás García de Zúñiga exhibir el 
título de Marqués de Campo Verde, con diez millones de 
reis anuales de renta, extraídos de un impuesto a los 
labradores; al ínclito Dr. don Nicolás de Herrera —al cabo 
de un largo periplo de cargos y dignidades— promovido 
a Conde del Rosario, con tres millones de renta; al ubicuo 
don Juan José Durán transformado en Conde del Cordo- 
bés; a don Francisco Juanicó, vuelto ahora Vizconde del 
Miguelete; al nunca perdedor don Frutos Rivera elevado 
al rango de Barón de Tacuarembó. Tal vez haya habido 
algún Marqués, Duque. o Conde del Pantanoso(*, Los 
nombres de los viejos pagos provinciales servían para 
decorar los frescos cuarteles heráldicos con que abrillan- 
taban sus apellidos aquellos rudos combatientes contra la 
Hacienda Pública y los campos de los pzisanos patriotas. 
Y si en el Montevideo español alguno que otro Goberna- 
dor había venido de la península como Caballero de una 
Orden, ahora había Caballeros por racimos, como los de 
la Orden del Lazo Verde, o los deli Cruceiro, fundada 
para conmemorar la coronación de Pedro I, en la que 
figuraban muchos de los nombrados y el siempre aven- 
tajado Dr. Lucas J. Obes. 

Nos imaginamos la socarrona sonrisa de los contertu- 
lios montevideanos al comentar los sucesos del dia y 
parafrasear el sermón con citas del Eclesiastés dicho por 
algún inflemado fraile franciscano, ciertos sainetes vistos 
en la Casa de Comedias, una que otra novela picaresca 
traída medio de contrabando en tal bergantín peninsular, 
o le fábula del sapo que se hinchó hasta reventar referida 
por un catequista moralizador. 

Semejantes honores, proclamados con solemnidad y 
engolamiento, escondían a veces un trasfondo de amaños 


(1) Adolfo Saldias, “Historia de la Confederación argen- 
tina”, Tomo I, Buenos Aires, 1911, pág. 109. 
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y estipendios. Y si don Frutos Rivera se conmovia hasta 
los tuétanos cuando el monarca del Janeiro lo condecoraba 
con la gracia de Caballero de Cristo, como se traslucia 
cuando afirmaba que “La carta que S.M. el Emperador 
se ha dignado remitirme, ha excitado mi reconocimiento 
hasta el ultimo grado maxime quando contemplo que para 
merecer tan alta distinción, con que me /.../ homrado 
carecía de estar rebestido de méritos relebantes; de los 
que hoy me contemplo bastante escaso y si he tenido 
algunos nunca los jusgué acreedores a tan alta distin- 
ción” (2), a pesar de tan ejemplar modestia ya antes el 
activo Nicolás Herrera al adelantarle tan grata noticia le 
hacía saber que su pariente el servicial Lucas J. Obes 
“siempre atento a servir a sus amigos, ha sacado esos des- 
pachos el mio y el de otros de nuestros camaradas” /.../ 
“cobrando los gastos de gratificación y derechos que tie- 
nen dichas mercedes en las secretarías” /.../. Y a conti- 
nuación, a verdad sabida y buena fe guardada —como en 
la mejor tradición de los tribunales mercantiles—, le 
pasaba la factura de tan distinguido honor: “Los de Vd. 
que incluyo le cuestan treinta mil reis, y cuando guste 
entregar a Obes de esta cantidad avíseme para escribirle, 
pues él me recomienda este asunto, como que depende en 
la corte de una asignación” (8), Los abrasilerados serían 
ligeros, pero los brasileros no le iban en zaga. 


La corriente doctoral abrasilerada y liberal 


Dentro del Club del Barón surgió una corriente opo- 
sitora moderada de corte liberal, cuyos más conspicuos 
exponentes fueron los Dres. Nicolás Herrera y Lucas J. 
Obes. Este último, siendo Diputado en Río de Janeiro se 
vinculó con los liberales que cayeron en 1823. En ese año 
Obes elevó a la Corte una Memoria en la que criticaba 


(2) AGN, FExAMH, Caja 16, 1824. 
(3) Antonio M. Freitas, “El levantamiento de 1825”, 
pág. 32. 
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severamente el absolutismo, los negociados y la ineficien- 
cia de Lecor y sus acólitos, entre ellos el Síndico de la 
Cisplatina Tomás García de Zúñiga. Tanto en la Cispla- 
tina —donde fue Fiscal— como en Rio de Janeiro —adon- 
de regresó como diputado, ganando influencia en la 
Corte— abogó en defensa de la autonomía, el gobierno 
liberal y los fieles súbditos orientales, 

Presentó a la Corte un plan de reformas contenidas 
en sus “Providencias Económicas” y “Providencias Urgen- 
tes” para el arreglo del Estado Cisplatino. Abogaba por 
el reforzamiento de la autonomía provincial y los princi- 
pios liberales. Proponía que se designara una Comisión 
con el fin de modernizar la legislación española vigente. 
En carta al Ministro Maciel da Costa, de 3 de marzo de 
1824, explicaba la necesidad de reformar el sistema de 
gobierno (*. Señalaba que la solicitud de los orientales 
de que se mantuvieran en vigencia las leyes españolas 
tenía por finalidad preservarse de otras menos análogas 
al carácter de sus pueblos, pero eso no excluía las nece- 
sarias modificaciones. Criticaba severamente el absolutis- 
mo de Lecor como contrario a las aspiraciones de los 
pueblos orientales ©), Simultáneamente Obes proponía la 
venta de las tierras de Propios y de los Ejidos de la ciudad, 
así como el arrendamiento de las pertenecientes a los 
religiosos de San Francisco. Desde la Fiscalía él mismo se 
encargaría de obtener los precios más altos por la venta 
de esas tierras. Es evidente su propósito de obtener más 
recursos, indispensables para mantener el dispendioso 
gobierno de la provincia y dar satisfacción a brasileños y 
orientales con cargos en la administración cisplatina. 
Solicitaba que en toda eventualidad se garantizase a los 
empleados al servicio del conquistador los dos tercios de 
sus sueldos, No olvidaba pedir privilegios especiales para 
el Dr. Nicolás Herrera. 


(4) AGN, FEXAMH, Caja 16, año 1824. 
(5) Alfredo Varela, Obra cit., pág. 604. 
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Lucas J. Obes procuraba asegurar el derecho de lz 
eapa privilegiada de abrasilerados a participar en el go- 
bierno y a disfrutar de parte de lo que se obtenia por 
impuestos y venta de bienes de la Provincia. 

En el mismo sentido actuó en esos años el Dr. Nicolás 
Herrera. Su gestión tendió a garantizar el funcionamiento 
regular y autonómico de los órganos de gobierno, dentro 
de lo que era posible en el momento. Respondiendo a 
proposiciones efectuadas el 3 de diciembre de 1824 por 
García de Zúñiga sobre la Junta Superior de Real Ha- 
cienda, el Dr. Herrera formuló una serie de observaciones 
sobre el funcionamiento de este importantísimo órgano 
de la administración imperial en la Cisplatina ($. En resu- 
men, proponía que la Junta funcionera con los integrantes 
previstos por la ley, que se reuniese semanalmente presi- 
dida por el vocal más antiguo cuando no asista el Capitán 
General, y que se le reservase todo lo relacionado con “el 
gobierno, economía, arreglo y fiscalización de las rentas 
públicas”. Proponía también “que estando acordado por 
esta Junta que todos los productos de las rentas de este 
estado, deducidos los gastos de la lista civil se pasen a la 
tesorería del Ejército, a disposición del Sr. Capitán Gene- 
tal por las grandes y urgentes atenciones de la guerra se 
traigan a la junta los mensuales de todas las tesorerías y 
tomando razón de las cantidades pase a la del Ejército, se 
de cuenta a S. M. con las respectivas copias”; “que se pida 
al Gobierno 6 a la Superintendencia una razón detallada 
de todos los sueldos, gratificaciones, pensiones y gastos 
que se pagan por los tesoros del Estado para'que la Junta 
lcs examine y decida sobre su legalidad”; “que en los 
casos muy urgentes en que sea necesario librar contra la 
Tesorería de este estado por gastos extraordinarios se 
observen puntualmente lo dispuesto en las actas 97, 98 y 
99 de la Real Ordenanza de Intendentes del Ejército y 
Provincia del Virreynato de Buenos Aires que se halla 


(6) EGH, Hoja suelta. 
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vigente y en las leyes del Titulo 22, libro 8 de la Recopi- 
lación de Indias”. 

Se establecía también que el Síndico Procurador sólo 
podría intervenir en los casos en que lo prescribe el acta 
de incorporación de 1821. Nicolás Herrera recurría al 
auxilio de las leyes vigentes para impedir la intervención 
discrecional del lecorismo, representado en este caso por 
el Síndico Procurzdor García de Zúñiga y, a la vez —como 
uno de sus objetivos fundamentales— montar un sistema 
de contralor sobre las rentas, oponiéndose a la disposición 
arbitraria de los recursos del Estado por el Barón de la 
Laguna. Al ser tan escasos los ingresos fiscales de la Pro- 
vincia era natural que procurase que se repartiesen en 
forma ecuánime entre todos los privilegiados. 

Lucas J. Obes y Nicolás Herrera —ambos doctores e 
integrantes de la clase comercial montevidezna— habían 
optado desde el principio por la dominación portuguesa, y 
por la brasileña después. Al igual que los dirigentes del 
movimiento de 1823 comprendían que en el marco pro- 
vincial no podían aspirer a gobernar como clase. Nicolás 
Herrera —ex-Ministro directorial y caído en desgracia 
junto con Alvear— había optado por la fuerza del norte 
y contribuido con su consejo a la conquista de la Provin- 
cia Oriental. Obes —castigado por Artigas— se había 
plegado a ella voluntariamente. Ambos, en el transcurso 
de la Revolución se habían convertido en políticos pro- 
fesionales sin dejar la carrera de la especulación. Pero si 
aceptaban el dominio extranjero era para desempeñar un 
papel destecado en la Provincia y, de ser posible, en el 
ámbito del Imperio. El liberalismo y la autonomía pro- 
vincial eran la base ideológica de su concepción de clase. 

Lecor procuró seguir reteniendo el poder en sus 
manos. Ya habíz dado muestras de habilidad en ese sen- 
tido. Si había venido representando a Juan VI, se había 
quedado con Pedro I... 

En 1824 el Emperador promulgó una Constitución oli- 
gárquica y centralista. Se manteníz la esclavitud y se 
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excluia a los asalariados del ejercicio de los derechos po- 
liticos. Para tener derecho al sufragio se exigia una renta 
eleveda. Tal Constitución ha merecido el siguiente juicio: 
“El carácter clasista del proyecto se revela claramente en 
la discriminación de los derechos políticos. Los grandes 
propietarios rurales, principales responsables de la Inde- 
pendencia, se reservaban todas las ventajas políticas de 
ella. Con este fin adopta el proyecto una complicada 
jerarquía de derechos políticos, que del simple derecho 
de votar en las Asambleas primarias (las elecciones eran 
de dos grados) al de ocupar los asientos en el Parlamento, 
va sucesivamente restringiendo el círculo de los ciudada- 
nos investidos de ellos. Exclúyese a todos, es decir, no se 
consideraban en la terminología de ciudadanos activos, los 
criados de servir, los jornaleros, los empleados de casas 
comerciales, en fin, ningún ciudadano con rendimientos 
líquidos anuales inferiores al valor de 150 “alqueires” de 
harina de mandioca.” (7) 

La Constitución preveía la designación de un Presi- 
dente y un Consejo Asesor de diez miembros, y Consejos 
Administrativos en los pueblos. La Provincia estaría re- 
presentada en Río de Janeiro por un senador y dos dipu- 
tados. La senaturía recayó en Dámaso A. Larrañaga —que 
no pudo ejercerla y fue sustituido por Nicolás Herrera— 
y las diputaciones en Francisco Llambí y Lucas J. Obes. 
Se difirió, en cambio, la designación de los gobiernos 
civiles. Lecor siguió desempeñando un gobierno militar 
durante todo el año 1824, pese a que desde mayo la Cons- 
titución había sido jurada en Montevideo y antes lo había 
sido en los demás pueblos. Recién en 1826 se nombró al 
Presidente de la Cisplatina, cuando ya se había producido 
el levantamiento de la campaña y al cabo de insistentes 
pedidos del grupo liberal, que reiteradamente se había 
pronunciado contra la dictadura de Lecor. Para ese cargo 


(7) Caio Prado Junior, “Evolución política del Brasil”. 
Ed. 1964. pág. 64. 
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ti Emperador designó a Francisco de Paula Maggessi, y 
más tarde lo ocupó Tomás García de Zúñiga. 

Junto a Lecor se mantuvo fiel un grupo muy reducido 
de colaboradores orientales, cuyos exponentes más desta- 
cados fueron los grandes latifundistas Tomás García de 
Zúñiga y Juan José Durán. Este último, nombrado Go- 
bernador Intendente, fue el vehículo de la política leco- 
rista inclusive en el Cabildo de 1824, cuya presidencia le 
adjudicó Lecor por decreto, desplazando a Felipe Contucci, 
quien por tantos años había servido a los portugueses. 
García de Zúñiga y Durán expresaban la opinión de la 
mayoría de su clase. “Indudablemente —afirma Francisco 
A. Berra— el gremio de los estancieros estaba harto de 
guerras y revoluciones, y poniendo sus intereses econó- 
micos por encima del interés patriótico, prefirieron una 
paz de esclavitud que les garentizara la seguridad de sus 
fortunas, a una libertad tumultuosa que las pusiera en 
peligro”, Durán y García de Zúñiga, por otra parte, eran 
beneficiarios de rendidores negocios con el Estado. 

De todas formas, la impopularidad del régimen era 
creciente. Una parte considerable de los hombres del 
movimiento de 1823 emigró después de su derrota. En 
Montevideo y en los pueblos de la campaña los vecinos 
prominentes se excusaban de aceptar cargos a cuyo ejer- 
cicio eran forzados. En estos años Rivera se transformó 
en el hombre clave. A la muerte del Brigadier Márquez 
de Souza, en 1824, sumó a los cargos que ya desempeñaba 
la Comendancia de la Campaña. 


Nuevos perjuicios sufre la clase comercial montevideana 


El normal desarrollo del comercio fue crecientemente 
dificultado por el mantenimiento del coloniaje, ahora 
brasileño. La “lucha de puertos” se libraba entonces en 
condiciones ventajosas para Buenos Aires, con tarifas más 
bajas que las de Montevideo. El comercio de tránsito se 
dirigía hacia Buenos Aires. Cesó el comercio con Entre 
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Rios y Montevideo perdió el abastecimiento del litoral 
argentino. También perdió Montevideo buena parte del 
comercio de importación de efectos producidos en las 
provincias argentinas, y de los que se surtía la Cisplatina: 
ponchos, jergas, cinchas, camas de carreta, etc. Así infor- 
maba el cónsul inglés Hood —agudo observador—: “Unz 
gran parte de esos artículos indispensables para proveer 
las necesidades internas de esta provincia son desembar- 
cados en Buenos Aires, transbordados con el bajo im- 
puesto del 2 por ciento y contrabandeados al país a través 
de la Colonia del Sacramento y otros pequeños lugares 
en la parte norte del Rio de la Platz, con gran perjuicio 
para los probos y honestos comerciantes y para las rentas 
públicas” (9, 

Los impuestos aduaneros —los recursos fiscales más 
importantes de la Provinciz— no podían reducirse dentro 
del sistema de dominio brasileño sin provocar graves 
trastornos. Las rentas provinciales no eran bastantes para 
sostener la onerosa burocracia y el ejército de ocupación, 
por lo que se hacía necesario un subsidio de 30.000 dólares 
desde Brasil (?, Subsidios y renta aduanera —otros 35.000 
o 40.000 dólares— no alcanzaban para cubrir los gastos 
públicos. Aunque burócratas y proveedores percibían sus 
altos haberes, en 1824 a los soldados se les adeudaba cuatro 
¿ños de sueldos. 

La clase comercial en su conjunto, y en especial los 
traficantes con el litoral se enfrentaban con el régimen, 
los privilegiados brasileños y algunos orientales que lucra- 
ban con los cargos en la sdministración, las rentas de sus 
frescos títulos y las superganancias de los abastos. García 
de Zúñiga, Juan María Pérez, Juan J. Durán, Nicolás He- 
rrera, Fructuoso River2, Lucas J. Obes, Francisco Juanicó, 
etc., se cuentan entre estos aprovechados malos orientales. 


(8) -Hood, “Informe del 16 de agosto de 1824”. Obra cit., 
pág. 51. 
(9) Ibidem. 
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Fueron afectados por la política brasileña los comer- 
ciantes montevideanos que prestaron dinero y abastecie- 
ron al gobierno de 1823. Como pasaría a lo largo de todo 
el siglo XIX, los créditos contra el Estado se hacían efec- 
tivos si se contaba con el favor gubernamental. La Junta 
Superior de Real Hacienda, en sesión de 23 de febrero de 
1825 tomó una resolución, dirigida al Cabildo de Monte- 
video, por la que se establecía un sistema de prelaciones 
para el pago de las deudas del cuerpo capitular. Se le 
ordenaba pagar en primer lugar los créditos contraídos por 
la caja de la ciudad con la Real Hacienda entre 1817 y 
1619. Los adeudos anteriores sólo serían satisfechos una 
vez cubiertos los contraídos bajo la administración portu- 
guesa y brasileña, y —para que no cupiera ninguna duda— 
se disponía que las deudas que contrajo el Cabildo de la 
capital “desde que se sepsró de la obediencia del gobierno 
legítimo hasta la restitución de la plaza por las Tropas 
Imperiales, no deben ser pagadas de los fondos municipa- 
les, a excepción de aquellos que la Junta Superior prece- 
dido conocimiento de causa creyese justo excluir de esta 
resolución general.” (10, 

Los comerciantes debieron suscribir nuevos emprésti- 
tos. La vuelta de los Voluntarios Reales fue sufragada por 
el comercio montevideano mediante un empréstito desti- 
nado 2 tal fin GYV., Cuando en 1828 haya que evacuar las 
tropas brasileñas el Consulado de Comercio se verá for- 
zado a entregar sus fondos a tales efectos. Pero en este 
último caso estaremos ya al fin de la dominación bra- 
sileña. 


los hacendados bajo el dominio brasileño 


La dominación brasileña contó con el apoyo de los 
grandes terratenientes orientales. Su política en favor de 
los súbditos brasileños y de los peniaguados orientales, su 


(10) EGH, ESE, Legajo 1825, hoja suelta N? 8. 
(11) EGH, ESE, Legajo 1824 s/n. 
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incapacidad para garantizar el orden y los gravamenes que 
impuso a la campaña, le enajenaron sin embargo las sim- 
patías incluso de una parte de los terratenientes. La neu- 
tralidad de la masa de pequeños y medianos hacendados 
en 1823 se transformará en oposición abierta, no sólo por 
las razones antedichas, sino por la política crecientemente 
propietarista del lecorismo que afectará a los poseedores, 
incluidos los de “buena fe”, despojados de sus tierras a 
partir del triunfo brasileño. 

El Cónsul Hood menciona entre los partidarios del 
Imperio a los grandes terratenientes. “Entre estos últimos 
hay criollos, viejos españoles con las más grandes pro- 
piedades y riquezas de este país”. “Estos están unidos a 
este partido y probablemente lo apoyan no debido a cierta 
predilección o a un sentimiento de sus derechos a la pro- 
vincia, sino por una fuerte y honda convicción acerca de 
su posición geográfica, carácter, población y las circuns- 
tancias bajo las cuales está colocada, siendo posible el 
aumento de sus recursos solamente preservando el gobier- 
no imperial, que es el único que promete paz y tranquili- 
dad a la provincia.” (12) 

Lecor no pudo asegurar la paz de la campaña y la 
sumisión de las masas rurales. El movimiento de 1823 
había intensificado las faenas clandestinas. Los lecoristas 
como Juan J. Durán habían visto duramente castigadas 
sus haciendas. Tampoco luego de la pacificación la segu- 
ridad prometida se implantó. Según el Cónsul Hood los 
hacendados españoles y criollos se sentían dispuestos a 
vender sus fincas, pues carecían de seguridad personal 
en las estancias, Tan importante fue este fenómeno que 
bajó el precio de los campos y el mismo informante supo- 
ne que esto “inducirá a aventureros brasileños y portu- 
gueses de las provincias vecinas a comprar tierras” (13), 
Tan importante fue la cantidad de adquisiciones, que a 


(12) Hood, Obra cit., pág. 63. 
(13) Ibidem, pag. 71. 
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comienzos de 1825 el precio de la tierra se triplicó por 
esta causa. 

Las faenas clandestinas se multiplicaron y los hacen- 
dados a través de los órganos en que podían hacer oír su 
voz, reclamaban el cumplimiento de medidas tantas veces 
adoptadas y escasamente cumplides, sobre negociación de 
cueros, guías y certificados en las ventas y traslados de 
animales. Con tal finalidad se dirigía a las autoridades el 
Cabildo de Canelones en 1824 (1%), 

Los hacendados, incluso grandes terratenientes, debie- 
ron sufrir otras inquietudes ante la multiplicación de 
denuncias por los brasileños de acuerdo al Bando del 7 
de noviembre de 1821, del que tanto uso habían hecho 
durante 1823. Los que no realizaban puntualmente los 
procedimientos para la compra, fenómeno general entre 
los pequeños y medianos poseedores, vieron disputados 
sus derechos por los brasileños que disfrutaban de tantas 
ventajas ante las autoridades. Se precipitaron denuncias 
incluso sobre campos que los hacendados consideraban 
protegidos, por haber concluido los procedimientos o estar 
en trámite. Eran las denuncias de “sobras” que inquieta- 
ron aún a los terratenientes. Sufrieron como en 1810 y 11 
especialmente los hacendados enemigos de los conquista- 
dores que habían abandonado el territorio y que podían 
descontar la animadversión de las autoridades. 

Es demostrativo al respecto el caso de Francisco 
Galvao de Barros Francia, capitán de Dragones de la 
Provincia, quien solicita sobras fiscales en los campos de 
Antonio Pereira, ubicados entre el Río Negro y el Cara- 
guatá. En la denuncia expresa el dicho Francisco Galvao 
que “deseoso de establecerse en el Pays y propendiendo 
en él a la prosperidad general, —dice— labrar la mía, con 
el cultivo de un pedazo de su fértil campaña he fijado la 
vista en las sobras de campo que entre Caraguatá y Río 
Negro posee don Antonio Pereira, y que siendo como son 


(14) AGN, FExAMH, Caja 14. 
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realengas y bastante considerables pueden serbir a mi in- 
tento”... Un fuerte tono polémico impregna la defensa 
que de los derechos de Pereira hace su apoderedo Roque 
Graseras: F. Galvao de Barros “se ha propuesto hacerse 
de un pedazo de esta fértil campaña sin más trabajo que 
señalarlo en la propiedad ajena con el título colorado de 
sobras”. Afortunadamente para Antonio Pereira, había 
interpuesto antes su denuncia y estaba siguiendo los pro- 
cedimientos correspondientes, pero ésta no era la situación 
de todos los hacendados. Sin duda los que debieron sufrir 
sin posibilidades de solución a sus problemas, fueron los 
pequeños hacendados quienes, como sucedió a lo largo de 
toda nuestra historia, tuvieron menos posibilidades de 
seguir los complejos procedimientos prescritos por la ley. 
G. A. Pereira, hijo del hacendado cuyas tierras solicitara: 
Galvao, había sido un destacado participante en el movi- 
miento de 1822-23, y será activo propulsor del de 1825 (15). 


La política fiscalista de tierras del Dr. Lucas J. Obes 


Muy poco tiempo después de restablecerse la autori- 
dad de Lecor en Montevideo, ocupó la fiscalía el Dr. Lucas 
J. Obes. El 26 de abril de 1824 elevó a la Junta Superior 
de Real Hacienda un conjunto de proyectos en cuestiones 
de finanzas. Entre ellos el más importante estaba desti- 
nudo, según expresa, a la “distribución de tierras que 
practicada hasta el día con aquella informalidad de que 
se resiente casi todo el sistema de Hazda, es el primero 
y más fecundo origen de los pleitos sobre límites, como 
que lo es de la rivalidad entre los que poseen distritos 
enteros al lado delos que no gozan de lo preciso p.a el 
sustento de muy pequeños rodeos”. “La despoblación la 
falta de montes el atraso de la agricultura también de 
allí nace y es preciso que el Gobierno, pues no puede des- 
conocer la trascendencia de estos males, se empeñe en 


(15) EGH, EE, N°? 49. 
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centenerlos quanto antes; poniendo en vigor aquella parte 
de las antiguas leyes que lo merezca; suprimiendo las que 
ya no tengan una aplicación benéfica y acomodándolas 
todas a los nuevos intereses del Erario y la Nación. Las 
tierras no son ya lo que fueron ni la Caxa de Montevideo 
cuenta con los socorros que en otro tiempo hacían mirar 
con desprecio este ramo de sus ingresos.” “El Fiscal, con- 
siderando lo expuesto y omitiendo lo que pudiera añadir, 
si el caso ya lo pidiese suplica que se suspendan las dona- 
ciones pendientes y que amparados interinamente en la 
posesión los denunciantes que ya la tuvieran se mande 
esperar a todos por la resolución general que el Fiscal 
pide y espera del interés con que V. E. y la Exma. Junta 
de Hacienda se esmeran en promober los intereses del 
Fisco y la prosperidad de este suelo” (16), 

Dos órdenes de preocupaciones se advierten de lo 
transcripto. Uno tiene que ver con las consecuencias del 
mal sistema de distribución de tierras. El otro es de neto 
corte fiscalista y plantea la necesided de extraer mayores 
recursos de las ventas de las tierras. 

Lucas Obes, aunque sin centrarse, como veremos, en 
ellas, reitera posiciones sostenidas por los funcionarios 
más lúcidos durante el coloniaje. Fustiga el latifundio e 
indica su carácter retardatario y negativo para el desarro- 
lio del comercio y la industria. Ni a la burguesía española, 
ni a la clase comercial criolla, convenía una campaña 
despoblada y que no constituía mercado para los efectos. 
Pero sin duda esta preocupación es secundaria frente a 
los afanes por obtener recursos para el Estado. Lucas Obes 
desde el Consulado había defendido la reducción de im- 
puestos de tránsito, en beneficio de la clase comercial 
montevideana. El mismo llamaba ahora a perfeccionar el 
método para extraer recursos de la tierra. Obviamente 
no era por este procedimiento que se podía lograr el 


(16) AGN, FExAMH, Caja 208. Apuntes y vistas fiscales 
del señor oidor Dr. D. Lucas Obes. 


177 


desarrollo de una amplia capa de pequefios hacendados. 
Toda medida que no fuera la entrega gratuita y en el 
lugar en que éstas vivian excluiria a las masas del acceso 
a la tierra. 

Es en cambio la defensa de los intereses de la bur- 
guesía la que, como en el caso de los fisiócratas franceses 
o de los proponentes españoles y criollos del sistema 
enfitéutico en las tierras públicas, lleva a postular la 
venta, los impuestos o el establecimiento de un canon a 
los que poseen la tierra. En el reclamo de aumento de las 
tasaciones y estricto cumplimiento de los preceptos legales 
que postula Obes, se trasluce también la preocupación por 
evitar la “fuga” arbitraria de las tierras hacia manos de 
los brasileños y el poder discrecional del lecorismo. Pero 
está presente, sobre todo, el interés de la capa de buró- 
cratas bien pagados, en obtener una fuente de recursos 
que permita al Estado sufragar sus emolumentos y rentas. 

El 24 de abril, Obes habie propuesto la suspensión de 
los trámites sobre cuestiones de tierras, hasta que se 
expidiera sobre su proyecto la Junta de Real Hacienda. 
Con el correr de los meses se dio trámite a lo solicitado 
por Obes. Pasaron varios meses sin que el punto tuviera 
resolución. La Junta de Real Hacienda resolvió convocar 
una Junta de Hacendados propietarios recién el 1° de 
febrero de 1825. Se habría de tratar en ella la propuesta 
de Obes y medidas de policía de la campaña. La Junta se 
integraría con un hacendado propietario por cada cabildo 
y cuatro por Montevideo (17), 

Lucas Obes había recomendado antes el examen de 
su proyecto, por “una Junta que reuniendo la presump- 
ción de inteligencia á la calidad de interesado en los 
aciertos de aquella medida, concurriera con su voto á 
darle popularidad y opinión entre aquellos mismos que 
se complacian en censurarla sin más objeto que con- 
placerse”. 


(17) EGH, Legajo 1825, Exp N°? 17. 
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En la convocatoria a ia Junta no se hace mención a 
los perjuicios causados por la legislación vigente, a los 
conflictos por la tierra entre los grandes propietarios y 
aquellos que carecían o tenían muy pocas tierras, limitán- 
dose a indicar las cuestiones por límites que ocasionaban 
pleitos dispendiosos que detenían el desarrollo de la ga- 
nadería. Se hacía hincapié en la necesidad de “regularizar 
las distribuciones, mensuras y avalúo de los campos 
vacantes que hayan de enajenarse a favor de la Hacienda 
del Estado, habida consideración a la antigúedad de los 
títulos y poseciones”. 

Se procuraba evitar las concesiones casi gratuitas a 
propósito de la aplicación del Bando del 7 de noviembre. 

Mientras se consideraban las reformas propuestas, 
Obes empezó a poner en práctica sus ideas. 

En la vista a la solicitud de José Casal se recomienda 
que mientras no lo resuelva la Junta, ninguna mensura 
puede practicarse sin la intervención de un agente del 
fisco propuesto por el Ministerio y aprobado por las auto- 
ridades, que deberá actuar como juez de la denuncia. 
“Que el fiscal según los casos y circunstancias instruya al 
agente del fisco que va a actuar como juez de denuncia, 
sobre los objetivos particulares de su comisión, pues los 
generales deben ser los que emanan del objeto de su 
misión. 

—Que luego de la mensura el juez nombre dos vecinos 
hacendados y expongan sensillamente las condiciones de 
dichas tierras para la cría de ganados o sementeras. 

—Que este reconocimiento sirva de base a la tasación 
que se practicará ante el juez de denuncia por dos peritos 
ncmbrados por citación de fisco y la parte interesada.”(18) 

—Los cargos de juez reconocedor y de tasador debe- 
rán recaer en personas de suficiente arraigo para respon- 
der en todo momento del mal que causaran por ignorancia 
o malicia. 


(18) EGH, Legajo 1824, Exp N° 17. 
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—Que últimamente, para la mensura de baldíos o 
terrenos litigiosos sólo se admitan pilotos de cuya capa- 
cidad y honradez tengan datos suficientes el juez de la 
denuncia y los representantes del fisco. 

Como puede observarse, el fiscal se transformaba en 
un todopoderoso regulador de las condiciones en que iba 
a otorgarse la tierra y un celoso defensor de los intereses 
estatales. Todo el contenido de los artículos precedentes 
está orientado a evitar las concesiones graciosas, la irregu- 
laridad en las mensuras y en las tasaciones, responsabi- 
lizando personalmente a los encargados de efectuarlas. 

Lucas Obes transforma a la Fiscalía en un verdadero 
Ministerio de Tierras. 

Inauguró lo que más tarde será el eje de su política: 
vender la tierra al mejor precio posible para enjugar la 
Deuda Pública. En este momento, buena parte de los 
acreedores eran integrantes del Club del Barón. 

Una política estricta respecto a la tierra, que a la vez 
ccloc:ba al fiscal como eje de todos los procedimientos 
para su adquisición, debilitaba paralelamente el poder 
lecorista y fortalecía a uno de sus principales oponentes. 

El cargo de Fiscal parece haber sido muy grato a 
Lucas Obes que habría de ejercerlo también durante los 
gobiernos independientes, alternándolo con el Ministerio 
de Hacienda. Desde ambos empleos debió enfrentar etapas 
violentas de la lucha entre propietarios y poseedores, 
mientras desde el ministerio hubo de hacerse cargo de 
pesados déficit y de la oposición entre clanes de acree- 
dores del Estado. Allí, definiría mucho más su concepción 
del significado de la tierra pública como fuente de recur- 
sos destinados a enjugar una deuda pública, que las suce- 
sivas guerras civiles hipertrofiaron hasta convertirla en 
un monstruo devorador de cuento recurso pudiera procu- 
rarse la imaginación más fértil de un ministro de Hacien- 
da. El Dr. Obes demostró «demás, no ser insensible entre 
tirios y troyanos y, por el contrario, ser capaz de sentir 
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profundamente las preocupaciones del clan usurero, al 
cual no tardo en vincularse. No es, por lo tanto arriesgado 
imaginar que su rigurosidad fiscal no se deberia preferen- 
temente a la celosa defensa de los intereses de D. Pedro I, 
sino que pudiera estar relacionada con el servicio de las 
rentas que beneficiaban a la novel aristocracia cisplatina, 
de la cual él mismo formaba parte. Si habia que enjugar 
las cuantiosas deudas del Barón de Tacuarembó o propor- 
cionarle los recursos precisos al sostenimiento del rango 
de los condes y barones, títulos con que supo halagar don 
Pedro I al reducido y obsecuente Club del Barón, era 
sin duda conveniente medir hasta la última vara con cui- 
dado y no dejar tasar como tierras estériles y rocosas 
aquellas cubiertas por el más leve verdor, 

No está descartado, como dijimos, que preocupaciones 
más legítimas como la de la preservación de las autono- 
mías locales, fueran acompañadas por el cuidado de que 
no pasaran las fértiles campiñas orientales totalmente a 
manos de los brasileños. 

En la época independiente, bajo su ministerio, Lucas 
Obes habrá de desconocer en lo posible los títulos colo- 
niales en los campos litigiosos, conformando a los viejos 
propietarios con títulos de deuda. Dueño entonces el Es- 
tado de los campos poblados por poseedores. practicó una 
política de neto corte fiscalista, vendiéndole a aauellos 
que pudieran pagerla y expulsando a los “infelices”. Na- 
turalmente, con estos recursos se procuró satisfacer a los 
grandes usureros vinculados a este brillante ministro de 
Rivera. 

La política postulada en la Cisvlatinz, puede imagi- 
narse entonces como un anticipo de la que desarrollará 
con mucha mayor eficiencia, cuando el poder esté en 
manos de un jefe, con el cual yz. ahora coincide en muchos 
aspectos de su ubicación política y personal. 
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La política propietarista acentúa las contradicciones 
entre los poseedores y el gobierno 


Las obligaciones de Lecor con el grupo oriental pri- 
vilegiado gravitó ahora decidiendo una política cada vez 
más estrictamente propietarista, que provocará finalmen- 
te el enfrentamiento con las masas de poseedores y la acti- 
tud favorable de éstes a la Cruzada. Algunos hombres de 
la situación se transformaron en agentes de viejos espa- 
ñoles confiscados y otros adquirieron sus supuestos dere- 
chos y comenzaron a emplear sus influencias, para obtener 
el ejercicio efectivo de los derechos de propiedad de que 
hasta el momento estaban privados. Entre quienes se con- 
virtieron en gestores por viejos propietarios estuvo Fran- 
cisco Juanicó, quien era el apoderado de los herederos de 
Juan Bautista Dargain, Posadas y Francisco González. 
José Ellauri era representante desde el 8 de setiembre de 
1824, de Martín Rodríguez, para reivindicar la posesión de 
los campos entre el Cuareim, el Yacutujá y el Itacumbú. 
Desde el 16 de agosto de 1824, Ellauri sustituia a Obes en 
la Fiscalía, Fue también apoderado de otros argentinos 
entre los que se contaron Félix Alzaga y José Ramón Milá 
de la Roca. Don Tomás García de Zúñiga era el represen- 
tante de la viuda de Isidro Barrera. Estos ejemplos dan 
la pauta de la nutrida red de implicancias que envolvía 
este espinoso problema. 

La influencia de los gestores inclinó crecientemente 
la balanza a favor de soluciones propietaristas. La cam- 
paña oriental comenzó a verse conmovida de extremo a 
extremo por una violentísima política de desalojos o de 
imposición de arrendamientos, medianería y demás subor- 
dinaciones, de cuya abundancia nos ilustran los censos 
cisplatinos y los de los primeros años independientes, 
donde los “agregados por convencion con los propietarios” 
suman centenares en cada departamento. No todos los 
poseedores sufrieron igual suerte sin embargo. Lograron 
mantenerse sin ser inquietados algunos por su condición 
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de portugueses, otros por su vinculación con importantes 
jefes criollos, que usaron toda clase de procedimientos 
para impedir o postergar el desalojo. Faustino Tejera es 
uno de los ejemplos de poseedor artiguista protegido. Lo 
fue por el oficial brasileño Ramón Santiago Rodríguez. 

Entre los numerosos ejemplos de poseedores persegui- 
dos, están los de los campos de Pedro Manuel García 
(Soriano), Juan Bautista Dargain (Rincón del Hervide- 
ro), Francisco González (Paysandú), Juan Francisco Blan- 
co (sobre el Río Negro), etc. Nadie más feliz en la defensa 
de sus intereses de terrateniente que Francisco Juanicó. 

Sea comprando a la baja títulos de propietarios ausen- 
tes arruinados o fallecidos, sea como apoderado en juicios 
de reivindicación, Juanicó emergió de la dominación cis- 
platina como propietario, único o en sociedad, de enormes 
latifundios en los actuales departamentos de Paysandú y 
Salto. 

Apenas iniciada la reivindicación de uno de ellos, el 
conocido por del Hervidero, obtuvo Juanicó para sus re- 
presentados —los herederos de Juan Bautista Dargain— 
un decreto a su favor ya a mediados de 1821, con la consa- 
bida limitación de no molestar “por ahora” a los poblado- 
res de buena fe. Pasados algunos meses del Bando de 
Lecor, el 30 de enero de 1822 recibió Juanicó la posesión 
material del campo. En esos campos del Hervidero se 
había instalado el cuartel general de Purificación, y los 
donatarios de sus tierras, para agricultura y pastoreo, 
fueron, como es de suponerse, las reservas humanas más 
cercanas con que contó Artigas en su gesta bélica. De ahí 
que sea lógico deducir que en la época cisplatina la mayor 
parte de sus anónimos donatarios hubiere desaparecido en 
los cruentos combates o emigrado a Entre Ríos y Corrien- 
tes, tras los pasos del Jefe Oriental. Esto se hace más 
verosimil si pensamos que aquellos indios que Artigas 
había colocado preferentemente en las cercanías de su 
cuartel general, es decir, en los campos de Dargain, Saint- 
Hilaire los describe en su Diario como dispersos y des- 
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arraigados de toda producción, al norte del Dayman. Y en 
los años inmediatos a la “pacificación” todos los campos 
abandonados del norte del país fueron precisamente la 
mejor presa de los recién llegados portugueses. Práctica- 
mente vacíos de pobladores artiguistas —emigrados o 
muertos— los campos del Hervidero acogieron a oficiales 
del ejército portugués: los capitanes Floriano dos Santos 
Roballo, Joaquín Thomas da Silva y el teniente de Dra- 
gones Joao Rodrigues. 

Con los sucesos de 1822-1823 y la fuga de Lecor hacia 
el interior, la facción brasileña tuvo que cimentar su 
prestigio en la campaña y en especial asegurarse la adhe- 
sión de los oficiales y soldados, indispensables para el 
éxito contra Da Costa. Se estancó entonces el pleito del 
Hervidero, y sus poseedores —portugueses y artiguistas, 
si los hubiese— vivieron horas de tranquilidad. Primero 
para pacificar a los insurrectos artiguistas y ganar su 
adhesión, después para asegurarse el apoyo de las tropas 
invasoras y criollas, Lecor no había apurado los desalojos 
a los poseedores. Pero cumplidas ambas “pacificaciones” 
Juanicó consideró que el tiempo de la benevolencia había 
terminado. Y a fines de 1824 se dirigió a Lecor —de quien 
era uno de sus consejeros áulicos— revelando a cartas 
vistas todo el revés de la trama: 


r 


“Bien se deja de ver que estas anteriores ór- 
denes circulares las dictó la política acomodada á 
las circunstancias muy particulares en que á tal 
época esta provincia se hallaba. Así, lo compren- 
dieron todos, y asi lo entendía yo, que queriendo 
acomodarme a su espíritu, y coadyuvarle, he 
guardado el silencio que se observa. No así lo 
quisieron entender los intrusos, pues que guiados 
siempre de esa pretendida buena fé, con que en- 
traron á poblar campos agenos, que había hecho 
abandonar accidental y temporalmente los furores 
de la revolución, fueron extendiéndose por ellos, 
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estrechando con celo y autoridad de verdaderos 
propietarios á los legítimos dueños, que habían 
regresado á su cuydado y poseción como ha su- 
cedido cabalmente con la Estancia de Hervidero”. 


En consecuencia, entendía Juanicó que era llegado el 
caso de emplear la deliciosa Constitución del Imperio, ju- 
rada poco ha en los círculos del “Club del Barón”, sobre 
todo en esos días en que la imprescindible demagogia ini- 
cial había dejado de ser necesaria. 


“Mas habiendo cesado felizmente esas causas po- 
líticas —seguia— que tales determinaciones exi- 
gieron, y que provocaron tan imperiosamente mi 
prudencia, estoy en el caso de pedir, á nombre de 
mis instituyentes, se detengan sus efectos y que se 
haga en ellos efectiva la garantía que ofrece la 
sección 22 art. 179, tít. 8 cap. 3? de la Constitución 
del Imperio, aceptada y jurada por esta Provincia”. 


Un tanto curándose en salud prometía Juanicó que 
no habría de “usar indiscretam.te de la plenitud del de- 
recho de propiedad”. 


“Los intrusos que no hagan daño —prometia— y 
quieran avenirse conmigo ó con el apoderado subs- 
tituto que allí reside sugetándose á pagar el 
errendamiento que corresponda, hallarán toda la 
facilidad disponible.” 


Podía parecer conmovedora y tierna la disposición de 
Juanicó, máxime si se atiende que aceptaba cobrar una 
renta por unos campos que todavía no estaban pagados, 
ni por Dargain ni por él. Claro que los ocupantes podían 
echar este tipo de cuentas, pero para ellos Juanicó pedia 
que el Juez los obligase “a salir de todo el territorio aue 
comprehende, la expresada Estancia”. 

Lecor —libre ya de las preocupaciones políticas de 
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otrora y sensible a las peticiones de su adicto— no vaciló 
en intimar, a 12 de diciembre de 1824, el desalojo de los 
intrusos que no quisiesen “componerse con el encargado 
de aquellas estancias, comprando o arrendando: bajo el 
apercibimiento q.e de no verificarlo seran expulsos a su 
costa”. 

Para mayor garantía se añadía la prevención al “co- 
mandante militar del partido” para que impartiese “los 
auxilios que le pidiese el Juez Comisionado p.a el efectivo 
cumplimiento de la orden”. 

El auto conminatorio repetía, casi palabra por pala- 
bra, aquellos que se dictaban bajo el dominio español. 

De todos los intrusos en esos campos sólo se animaron 
a disentir los tres oficiales brasileños precitados; pero la 
ola propietarista anegaba inclusive los picos salientes, ha- 
ciendo que sus reclamaciones fueran pronto desechades. 
Las dificultades se plantearon en otro plano: en el de 
saldar el precio de adquisición de las tierras, de cuyo 
efectivo pago se tenían ideas más bien imprecisas. Como 
se verá en seguida el rastrillo fiscalista cisplatino no 
estaba dirigido justamente contra Juanicó, pero para que 
funcionase aceitedamente contra los demás debía vestirse 
el expediente con el ropaje jurídico que mandaba el pro- 
pio Bando de Lecor. Juanicó no mostró hesitación ante la 
solicitud fiscalista del Barón, e hizo ver que, por el con- 
trario, el gobierno cisplatino sería acaso el deudor de sus 
heridos representados. En un comienzo “las tropas del 
ilustrisimo Señor General Diego de Souza” habían cobra- 
do usurariamente el precic pertinente, en ganados que 
arrearon con escasos modales; en una segunda etapa, des- 
truyeron y “solo dejaron la superficie por sí misma im- 
productiva de una de las estancias más pingúes de esta 
Provincia.” 

Por más que el Fiscal reconocía que no existían prue- 
bas de haberse pagado el campo, se adelantó caballeresca- 
mente a admitir las pérdidas sufridas por el litigante, por 
“quanto publicamente consta, q.e el dueño fue despojado 
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por el gobierno que fundaba alli una nueva población” 
agregando muy serio “q.e sería muy injusto q.e ademas 
de no satisfacerle el arrendamiento que como consta le 
corresponde, le cobrase el censo de la misma finca q.e le 
ocupó” (19), 

Aunque con gestiones tardíamente iniciadas otros ex- 
propietarios españoles solicitaron y obtuvieron el recono- 
cimiento de sus cuestionados derechos. En estos casos 
lograron sólo lo que entonces debió parecer de poco valor 
pero que curiales y especuladores del Uruguay indepen- 
diente tresmutarían en leguas cuadradas de oro. En cuan- 
to a los fallos de abril en adelante de 1825 obviamente 
los desalojos no pudieron llevarse a cabo. 

Con este panorama, a lo largo de 1824 y primeros 
meses de 1825, la inquietud entre los posedores de la cam- 
paña oriental era inmensa. 


(19) EGH, EE, N* 76. 
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CAPITULO VI 
LA PREPARACION DE LA CRUZADA LIBERTADORA 


Los emigrados 


1824 y 1825 fueron anos de preparación de un movi- 
miento liberador que se inició con el desembarco en la 
costa oriental el 19 de abril de 1825 de los dirigentes sali- 
dos de Buenos Aires. En estos años se agudizaron al 
máximo las contradicciones entre los colonialistas brasile- 
ños y sus adictos por un lado, y la mayoría absoluta de 
la población oriental por otro. Los dirigentes más com- 
prometidos en las acciones de 1823, que estaban emigrados 
en Buenos Aires y otras provincias, desempeñaron un 
papel decisivo en la organización de este movimiento. 

Lecor había tratado duramente a los vencidos, hacién- 
dolos víctimas de toda clase de persecuciones. A Lavalleja 
se le confiscaron sus bienes: “una estancia poblada en la 
costa del Santa Lucía Grande (Paso de Fray Marcos) 
con seis mil cabezas de ganado vecuno; sobre mil yegua- 
rizos; una tropa de nueve carretas con tres mudas de 
bueyes cada pieza” y “un almacén surtido en las puntas 
Ge Clara con mil pesos de principal”. Había podido hacer 
cierta fortuna a la vuelta de la Isla das Cobras, cuando 
administró la estancia de Zamora y reslizó negocios de 
cueros con el comerciante francés A. Cavaillon. Fue des- 
piadadamente despojado por Rivera y Herrera, a quienes 
écusa de habérsele quedado con los bienes que poseía en 
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la estancia de Clara. Al parecer, si su familia no cayó en 
la indigencia, fue por la influencia que interpuso Tomas 
Garcia de Zúñiga “). 

Perseguido por Rivera, habia pasado a Entre Rios, 
provincia que debió abandonar cuando Mansilla lo acusó 
de complotarse con sus enemigos para derrocarlo. Pasó a 
Santa Fe, donde gozó de la protección de Estanislao López. 
Se enfrentó a la política del gobierno de Buenos Aires, 
que en definitiva decidió la no intervención de las pro- 
vincias en el movimiento oriental. Tomó parte en activi- 
.dades conspirativas contra Rivadavia, vinculándose con 
federales de Buenos Aires y provincias. De estas empresas 
procuró apartarlo Ramón de Cáceres, quien en sus Memo- 
rias recuerda haberle señalado “Que nosotros habiamos ido 
alli; á buscar recursos, p.a pelear contra los Portugueses, 
y no p.a mezclarnos en una guerra civil de hermanos con- 
tra hermanos. Que yo no confiaba en los ofrecimientos de 
los emigrados; que querian sacar la baza por mano agena 
y q.e despues nos habian de hacer un corte de manga pues 
Tagle era el Secret.o de Pueyrredon cuando los Portu- 
gueses vinieron a la Banda Oriental; quiza llamados por 
los mismos, pues a la vez nos hostilizaban ambos. Q.e los 
Santafecinos tenian el interes de traher Bacas de la Cam- 
paña de Buen.s Ay.s como estaban acostumbrados a ha- 
cerlo.” (2) 

Lavalleja quedó en Santa Fe al frente de una compa- 
ñía de orientales, pagados por López y al servicio de esa 
provincia. Ni por un instante abandonó su preocupación 
por reorganizar una fuerza con la que volver a la Provin- 
cia Oriental. Como en Entre Ríos, después de Mansilla, 
accedió al poder Juan Nepomuceno Solas, Lavalleja pasó 
a esta provincia recomendado por López. Allí recibió la 
promesa de ayuda del nuevo Gobernador. Por su parte 


(1) Freitas, Obra cit., pág. 11. 
(2) Memoria póstuma del Coronel Ramón de Cáceres. 
pág. 118. Revista Histórica N.os 85-87. 
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Lavalleja estimuló el entusiasmo de Solas ofreciéndole la 
posibilidad de pasar a Entre Ríos de 40 a 60.000 cabezas de 
ganado de la Provincia Oriental. 

En prosecución de sus planes se trasladó a Buenos 
Aires, donde organizó una conspiración junto con los 
orientales emigrados. El ánimo de éstos se enfervorizó 
luego de la Batalla de Ayacucho de fines de 1824 que 
barrió con el poder español en América del Sur. Arrendó 
el saladero de Pascual Costa. Fue entonces cuando anudó 
más estrechamente los lazos con el grupo de grandes co- 
merciantes, saladeristas y hacendados, muchos de ellos ex- 
conspicuos directoriales y futuros integrantes del núcleo 
del partido rosista. 


Los grandes comerciantes, saladeristas y hacendados de 
Buenos Aires se interesan por la Provincia Oriental 


La simpatía del pueblo de Buenos Aires y de las 
rovincias por el oriental nunca había decaído. El interés 
de las clases privilegiadas, en particular de las de Buenos 
Aires, se acrecentó en los años que siguieron a 1823. Si 
temamos como referencia la lista de los contribuyentes a 
la campaña de Lavalleja, veremos que entre ellos se cuen- 
tan los más poderosos comerciantes, saladeristas, estancie- 
ros y banqueros. Miguel Riglos contribuyó con 1.000 pesos; 
Ramón Larrea con 1.000; Félix Alzaga con 500; José M. 
Coronel con 500; un amigo de los orientales con 500; Ma- 
nuel Haedo con 500; Pedro Lezica con 1.000; Juan Molina 
con 500; P. G. con 500; Miguel Gutiérrez con 500; Tomás 
Eastman con 700; Miguel Marín con 200; Manuel Lezica 
con 500; Alejandro Martínez con 1.000; Ramón Villanueva 
con 500; Juan P. Sáenz Valiente con 500; Ruperto Alva- 
rellos con 500; Julián Pancho y Cía. con 500; Juan P. 
Aguirre con 500; Mariano Fragueiro con 500; Julián 
Arriola con 500; Lucas González con 500; Lorenzo Uriarte 
con 500; Juan José y Nicolás Anchorena con 3.000 °’. 


(3) Isidoro de: María, Obra cit., Tomo V, pág. 56. 
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Los hermanos Anchorena eran poderosisimos salade- 
ristes y estancieros, primos de Rosas, y Juan José socio 
de este último. Nicolas fue miembro del primer Directo- 
rio del Banco de Descuentos. Juan P. Sáenz Valiente fue 
uno de los más poderosos comerciantes, traficante con la 
campaña de Buenos Aires, estanciero y uno de los gesto- 
res del préstamo con la casa Baring Brothers de Londres. 
Juan P. Aguirre fue un poderoso comerciante, terratenien- 
te y el primer Presidente del Banco de Descuentos. Miguel 
de Riglos era a la sazón un gran capitalista, Secretario de 
la Caja de Ahorros y otro de los contratistas del emprés- 
tito Baring. Félix de Alzaga poseyó grandes estancias, fue 
saladerista, comerciante y proveedor, junto con la casa 
Lezica Hnos., del gobierno de Buenos Aires. Juan Molina 
fue rico comerciante y uno de los más antiguos directores 
del Banco de Descuentos. Tradicionalmente se considera 
que con el rótulo “Un Amigo de los Orientales” se suscri- 
bió Juan Manuel de Rosas. 

Sobre la concertación de esta ayuda dice Adolfo 
Saldías: 


“El general Juan Antonio Lavalleja que era el 
centro de estos trabajos y quien debía darles cima, 
declaró por fin en una reunión en lo de Anchore- 
na que obtuviese o no recursos del gobierno de 
Buenos Aires, estaba resuelto a invadir la Pro- 
vincia Oriental. Formaba parte de la tal reunión 
el Coronel Juan Manuel de Rosas, antiguo amigo 
de Lavalleja, y quien había convenido con Don 
Juan José y Don Nicolás Anchorena, y con otros 
ricos propietarios, que adelantarían los recursos 
pecunicrios para este objeto.” 


No se limitó Juan Manuel de Rosas a promover la 
ayuda pecuniaria. Nos dice el mismo historiador: 

“Lavalleja habló de la necesidad de que un hom- 

bre de ciertas condiciones se trasladase al Uruguay 

teatro donde los sucesos iban a desenvolverse, y 
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pusiese en acción a los patriotas influyentes de la 
Campaña Oriental /.../ Todos los amigos se fi- 
jaron en Rosas y éste partió a: desempeñar su co- 
misión después de aumentar con una fuerte can- 
tidad la suscripción que iniciaron los Anchorena. 
A fin de alejar toda sospecha, Rosas habló de 
su deseo de comprar campos en el Litoral para 
poblarlos con sus primos los Anchorena; y como 
era notorio su genio emprendedor para dilatar la 
industria saladeril y agrícola en las que tenía em- 
pleada su ya cuantiosa fortuna, nadie imaginó cuál 
era el verdadero motivo de su viaje. Al efecto se 
dirigió a Santa Fe y visitó con otras personas los 
campos conocidos por Rincón de Grandona. Aquí 
se puso al habla con el Coronel Fructuoso Rivera, 
entiguo conocido de la casa Ezcurra y para quien 
llevaba una carta del mismo Lavalleja.” (+) 


El mismo Rosas así lo confirma en documento trans- 
cripto por dicho autor y que pertenece a su Archivo Par- 


ticular. 


Afirma Rosas que el motivo de su viaje era cono- 


cer “personalmente la opinión de los patriotas, compro- 
meterlos a que apoyasen la empresa y ver el estado de 
ánimo de las tropas brasileras. Así procedí de acuerdo en 
un todo con el ilustre general don Juan Antonio Lavalle- 
ja y fui también quien facilitó una gran parte del dinero 
para la empresa.” 

Comentando estos hechos expresa Rodolfo Puiggros: 


(4) 


“Sus viajes a Santa Fe donde perduraba su amis- 
tad con Estanislao López, y su intervención en 
apoyo de los «Treinta y Tres Orientales» que, al 
mando de Lavalleja, independizaron el Uruguay, 
del imperio del Brasil, son sumamente significa- 
tivos a este respecto. Rosas contribuyó con 300 pe- 
sos a la suscripción secreta que se hizo para ayudar 


Adolfo Saldias, Obra cit., pág. 195 y sig. 
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a Levalleja. Uno de los encargados de ella era el 
señor Trapani, dueño con don Juan Manuel de un 
saladero. Además el señor de «Los Cerrillos» viajó 
a la Banda Oriental, después de haber recorrido 
Santa Fe y Entre Ríos, revisando campos para 
extender sus explotaciones ganaderas. En ese viaje 
a la otra orilla del Plata preparó la expedición de 
Lavalleja”, 5 


Había en ese entonces sin duda una actitud mucho 
más definida a favor del movimiento oriental entre las 
clases privilegiadas bonaerenses que la que se manifestó 
en 1823. Seguramente incidian razones de indole política. 
Lavalleja, vinculado a los federales, contaba con el apoyo 
de que habían carecido los representantes del Cabildo 
montevideano de 1823, de los grandes capitalistas y estan- 
cieros que serían la base del partido rosista en Buenos 
Aires. Pero existía también una nueva situación que gene- 
raba una mayor apetencia por los campos de la Provincia 
Oriental y que influyó en los sectores de capitalistas rela- 
cionados con la producción saladeril y con la tierra. 

Entre 1822 y 1825 se habían fundado nuevos estable- 
cimientos y aumentado en forma ostensible las matanzas 
de animales y el comercio de carnes saladas. En los alre- 
dedores de Buenos Aires llegaron a funcionar más de 
veinte saladeros, entre los que se destacan por su impor- 
tancia los de Daniel Mackinley, Johnnatan Downes, Pedro 
Trápani, Félix Castro, Braulio Costa, Domingo Lastra, 
Pedro Capdevila, Felipe Piñeiro, Marcos Balcarce, Gabino 
Lima y José A. Capdevila (6, 

Para tener una pauta de la intensificación de las 
faenas, véase la cantidad de animales vacunos sacrificados 
por los saladeros: 


(5) Rodolfo Puiggrós, “Rosas el pequeño”, Ed. 1944, pág. 69. 
(6) Adolfo Montoya, “Historia de los saladeros argenti- 
nos”, pág. 64. B. A. 1956. 
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Año 1823 


Novillos Vacas Total 
Primer semestre .... 47.290 5.235 52.525 
Segundo semestre ... 11.337 653 11.990 
Total 58.627 5.888 64.515 
Año 1824 
Primer semestre .... 48.829 1.926 50.755 
Segundo semestre ... 37.741 1.471 39.212 


Total 86.570 3.397 89.967 


El incremento de las faenas saladeriles originó ataques 
contra dicha industria. En un artículo firmado por “El 
Amigo de la Campaña” publicado en “El Republicano” en 
febrero de 1824, se pretendía demostrar que los saladeros 
constituían una grave amenaza para la ganadería de la 
provincia, la que calculaba en 900.000 cabezas. 


“Paralelamente al incremento de las faenas fueron 
creciendo las exportaciones de carnes que de 87.663 
quintales en el año 1822 pasaron a 130.361 quintales 
en 1825. Tanto en este último año como en 1822, 
el precio medio de ese producto fue de $ 4 el 
quintal, por lo que el importe total de los embar- 
ques ascendió en 1822 a $ 350.652 y en 1825 a 
$ 521.444” (1, 


La expansión saladeril vino a reforzar el impulso que 
toda la producción ganadera había alcanzado después de 
la revolución. “Con la apertura del país al comercio ex- 
terior —dice M. Burgin— la ganadería se convirtió en el 
sostén principal de la vida económica de la Provincia 
(Buenos Aires), de tal modo que al ampliarse el mercado 
de ultramar de cueros y carnes se hizo más apremiante el 
problema de lograr una adecuada provisión de tierras”. En 
1821 la superficie de la Provincia de Buenos Aires era de 


(7) Ibídem, 
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1.518 leguas cuadradas, es decir, 41.000 kilómetros cuadra- 
dos, pero los establecimientos ganaderos se extendían mu- 
cho más y cubrían 102.688 '*'. Martín Rodríguez, durante 
su gobierno de la Provincia de Buenos Aires, realizó tres 
campañas militares contra los indios en 1822, 1823 y 1824, 
llegando la tercera vez a las proximidades de Bahía Blan- 
ca (%, El avance se hacia en dura lucha contra los indios, 
que resistían la reducción del espacio que ocupaban. Es la 
época en que Juan Manuel de Rosas crea sus propias tro- 
pas, acrecienta sus estancias, trata con los indios e, inclu- 
sive, utiliza los rumores sobre el ataque de los naturales 
para adquirir a bajo precio las tierras de los hacendados 
de las fronteras. 

El auge que alcanzaron las exportaciones de productos 
ganaderos tuvo consecuencias económicas y sociales de 
gran importancia. La preeminencia del litoral y Buenos 
Aires sobre el conjunto de los territorios del ex-virreinato, 
las luchas en torno al puerto único y los enfrentamientos 
entre la clase comercial y especuladora de Buenos Aires 
con las oligarquías provinciales y —durante el breve pe- 
ríodo artiguista— con el movimiento democrático y popu- 
lar, habían sido los fenómenos más notables en los años 
anteriores. Ahora las cosas se iban modificando. Junto al 
extraordinario auge de la clase comercial y especuladora 
porteña —entre la que se contaban poderosos comerciantes 
británicos— se va procesando la transformación de una 
parte de esa clase, merced a sus inversiones en saladeros 
y al apoderamiento de tierras. Si durante el gobierno de 
Martín Rodríguez primero y más tarde en el ejercicio de 
la Presidencia por Rivadavia, el programa de Don Ber- 
nardino pudo ser, abstractamente considerado, un plan de 
transformaciones burguesas, al aplicarse en las condiciones 
peculiares de las Provincias Unides se tradujo en los he- 


(8) Ramos Mejias, “Rosa: y su tiempo”, cit. por M. Burgin: 
“Aspectos económicos del federalismo argentino”. B. A. 1960. 
(9) M. Burgin, Obra cit., pag. 17. 
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chos en beneficio del capital especulador transformado en 
terrateniente y reforzó su poder de clase y consolidó la 
estructura precapitalista vigente. 

Los grandes capitzlistas se sirvieron de los fondos del 
Banco de Descuentos de la Provincia de Buenos Aires, y 
después del Banco Nacional, para prestarse a sí mismos y 
llevar a cabo fabulosos negociados. La enfiteusis ri- 
gió en la Provincia de Buenos Aires desde 1822 y en todo 
el territorio nacional desde 1826. Los rivadavianos la con- 
sideraban el medio más idóneo para fomenter la coloni- 
zación, pero en la práctica fue el medio de que se valieron 
especuladores, saladeristas y estancieros para apoderarse 
de inmensos latifundios. Rosas se encargaría después de 
convertir a los enfiteutas en propietarios. Los hermanos 
Anchorena adquirieron así 135 y % de legua; Félix de 
Alzaga, 43 y%; la casa Sáenz Valiente, 13 y %; los Lezica 
casi 31; los Baudrix, 29 y 6/10; la casa Capdevilla, casi 45; 
los Piñeiro 12; José M. Terrero —socio de Rosas—, 14, y 
Pedro Trápani, 12. Entre los principales contribuyentes a 
la expedición de Lavalleja figuran algunos de los más 
grandes enfiteutas y poderosos especuladores y estancieros. 

Procuraron apoderarse de la tierra no sólo quienes 
aspiraban a explotarla directamente. Entre los enfiteutas 
hubo muchos que más tarde se dedicaron a venderla en 
cifras astronómicas para la época, y ya en el momento se 
pleneó una especulación de gran vuelo. En 1824 se cons- 
tituyó una sociedad de grandes capitalistas y saladeristas 
que se propusieron apropiarse las tierras de la Provincia 
de Entre Ríos. La Sociedad Entrerriana se formó con 
Pascual Costa y Cía., Braulio Costa, Marcelino Carranza, 
Tomás y Juan J. Anchorena, Faustino Lezica y Juan P. 
Aguirre. Casi todos eran saladeristas, enfiteutas y, algunos, 
Directores del Banco de Descuentos de Buenos Aires. Pas- 
cual Costa fue el arrendador del saladero de Lavalleja y 
quien más tarde le consiguió el lanchón “Oriente”, con el 
que se inició la Cruzada. Salvo Carranza, todos los demás 
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aparecen contribuyendo al movimiento lavallejista en 
1825 (10), 

La sociedad realizó el contrato sobre tierras con León 
Solas, Gobernador de Entre Ríos. El negocio consistía en 
la venta de toda la tierra pública a la sociedad. Para la 
venta los campos se dividían en suertes de nueve leguas 
cuadradas, que se vendían a un máximo de 150 pesos. La 
sociedad podría explotarlas directamente o venderlas en la 
forma que creyera más conveniente. Finalmente el nego- 
cio no pudo ejecutarse por la conmoción que provocó entre 
los ocupantes, que amenazó convertirse en revuelta y echar 
abajo al gobierno. 

En este clima de apoderamiento y negociados con la 
tierra resulta obvio el interés de los capitalistas porteños 
por la feraz campaña oriental. 


Los confiscados bonaerenses y la devolución de los campos 


La mayoría de los propietarios residentes en Buenos 
Aires y en las provincias debieron iniciar complejas tra- 
mitaciones para hacer reconocer sus títulos, que basamen- 
tarían luego el reclamo de la posesión efectiva que la 
política propietarista parecía prometer. Estos propietarios 
no residentes en la Cisplatina fueron los que más tardía- 
mente comenzaron sus gestiones. Pero el éxito y la rapidez 
del trámite dependía más que nada de la vinculación del 
procurador designado con el régimen. Vemos a destacados 
integrantes del gobierno representar a propietarios, y na- 
turalmente esto se pagaba muy caro. Quienes no pudieron 
afrontar los gastos cedieron, seguramente por poco dinero, 
sus presuntos derechos, a hombres de la situación, que 
luego de la Cisplatina surgirán como grandes latifundis- 
tas. Otros hicieron desembolsos con amplitud y largueza 
en favor de sus representados. La “iguala” —norma que 


(10) Jacinto Oddone, “La burguesía terrateniente argenti- 
na”, pág. 222. B. A. 1956. 
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rigid a lo largo del siglo XIX en las reivindicaciones de 
campos, es decir, la partición de lo obtenido a porciones 
iguales entre reclamante y procurador— no debe haber 
andado ajena en estas transacciones. 

Los propietarios bonaerenses que veían muy lejana la 
posibilidad de poseer sus campos o que debían sufrir los 
onerosos estipendios de sus procuradores “designados y 
expensados” vieron con satisfacción la alternativa de cam- 
biar el gobierno brasileño por uno que integraría las Pro- 
vincias Unidas. 

Un ejemplo de conjunción de sus intereses como pro- 
pietario y su postura política en favor de los orientales es 
el de Félix de Alzaga. El poderoso comerciante, abastece- 
dor y enfiteuta —hijo de Martín de Alzaga— se había 
presentado en nombre de los herederos de Villanueva 
Pico, a reclamar la posesión de los campos entre el Solís 
Grande, el Solís Chico y el Potrero de Pan de Azúcar, 
repartidos de acuerdo con el Reglamento de 10 de setiem- 
bre de 1815. El 16 de enero de 1825 lo vemos actuando 
como propietario y dando poder al Dr. José Ellauri, Fiscal 
de Crimen del gobierno brasileño, para que gestione en su 
nombre el desalojo de los poseedores. Con toda habilidad 
no apostó todo a una carta. Como si no fiara del todo en 
la destreza curialesca del letrado Ellauri y en su buena 
ubicación cisplatina, Alzaga fue también uno de los con- 
tribuyentes a la expedición de Lavalleja. Y culminada la 
Cruzada, Alzaga obtendrá de la justicia oriental las pro- 
videncias que no logró del gobierno cisplatino. El 11 de 
setiembre de 1826 consiguió un auto de desalojo contra los 
intrusos con que litigaba. Antonio López, que pleiteaba 
con Alzaga, apeló el fallo y logró la suspensión del des- 
alojo. No pudo evitar que el expediente se elevara a 
Buenos Aires —la Oriental era entonces una más de las 
Provincias Unidas—, cuyas autoridades confirmaron la 
legitimidad de los títulos de Alzaga (1, Es de imaginarse 


(11) Ibidem. 
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la importancia que para los propietarios porteños tendria 
la incorporación de la Provincia Oriental al conjunto de 
las argentinas. 

Los propietarios residentes en la Cisplatina que ha- 
bían comenzado a recuperar los campos durante la domi- , 
nación brasileña tuvieron una actitud diferente. En general 
fueron una reserva del poder brasileño, mientras los 
poseedores seguían al movimiento lavallejista. 

También en este campo se ubicaron algunos ingleses. 

Entre los más grandes terratenientes con poseedores 
figura Diego Noble, representante de la casa inglesa Ste- 
wart Mac Coll y Cía. Noble fue adquiriendo a fines de la 
dominación brasileña las propiedades de Bernabé Alcorta, 
José Fonteceli, Juan Antonio Bustillos y Francisco Gon- 
zález al norte del Río Negro. Todos esos campos habían 
sido confiscados por Artigas y estaban poblados por posee- 
dores. Noble hizo un buen negocio con aquellos viejos 
propietarios venidos a menos. La casa Stewart Mac Coll 
tenía: desde fines del coloniaje su agencia en Montevideo 
y negocios de importancia. En la Cisplatina sus integran- 
tes parecen haber tenido fuerte influencia a la que no 
fue ajeno Lucas J. Obes. Como Obes era Prior del Consu- 
lado, la cas Stewart obtuvo el contrato para traer la lente 
de la farola de la Isla de Flores y, aun cerrado Maldonado, 
el privilegio de exportar cueros por su puerto. 

Se contaba entre el grupo de comerciantes ingleses 
que como Stanley Black y Cía. estaban estrechamente 
vinculados con la situación. Ya producida la Cruzada, las 
autoridades brasileñas reconocieron la validez de los títu- 
los de propiedad de Noble. 

En 1825, Juan Jackson compró a Nicolás Herrera el 
Rincón del Rosario, que en pago de sus servicios le habían 
donado los conquistadores. Estos son los propietarios ingle- 
ses más encumbrados. 

Los ingleses con campos en la Banda Oriental fueron 
defensores del Imperio del Brasil. También lo fueron 
aquellos comerciantes con czsas en Brasil y la Cisplatina. 
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y que tuvieron especial influencia sobre las autoridades 
montevideanas. 

Para Raúl Scalabrini Ortiz, el dinero y los planes para 
la Cruzada “habian sido proveidos por los elementos mas 
adheridos al comercio inglés”. “Los recursos fueron pro- 
veídos por Juan José y Nicolás Anchorena y un grupo de 
ricos propietarios y comerciantes porteños, todos agentes 
de casas inglesas y endeudados hacia ellos”. 

Para este autor, el hecho de que casi inmediatamente, 
el 10 de junio, el Ministro Manuel José García, hombre de 
los ingleses, promoviera la intervención de ese país, da la 
semiplena prueba de que se gestaba por esta via la inde- 
pendencia oriental 1”), 

Pero según el enviado norteamericano John Murray 
Forbes, “Los ingleses están, como un solo hombre del lado 
brasileño” (13), Como se ve, son opiniones que se contra- 
dicen. Cabe pensar que no todos los ingleses tuvieron los 
mismos intereses y aprobzron la misma política. 

En verdad, entre los ingleses había diferenciaciones 
de importancia. Grandes comerciantes ingleses tenían 
fuerte peso en el tráfico de importación y exportación de 
Buenos Aires y algunos como banqueros y abastecedores 
hicieron grandes negociados con el Banco de Descuentos. 
Diego Brittain, Roberto Mongommery, Guillermo Cart- 
wright, Guillermo Robertson, etc., tenían, junto a un 
pequeño grupo de traficantes bonaerenses, el dominio 
comercial y financiero de Buenos Aires. Para aquéllos 
cuyas actividades eran exclusivemente comerciales, toda 
empresa que condujera a la guerra les significaría perjui- 
cios irreparables y seguramente actuaron para reclamar la 
paz. Este parece haber sido un objetivo primordial de la 
mediación inglesa. Gran Bretaña disfrutabz de enormes 
privilegios en Brasil y, como hemos dicho, los comercian- 


(12) Scalabrini Ortiz, “La política británica en el Río de 
la Plata”, pág. 104. B. A. 1957. 
_ (13) Sergio Bagú, “El plan económico del grupo rivada- 
viano”. 
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tes ingleses de Montevideo conectados con las casas insta- 
ladas en Rio deben haberse mostrado interesados en man- 
tener el dominio brasileño sobre la Cisplatina. Todos éstos 
coincidirían en que se mantuviera el statu quo. 

Inglaterra gozaba además, desde 1824, cuando se firmó 
el Tratado de Comercio con Buenos Aires, de importantes 
ventajas mercantiles en sus territorios. No estaba acucia- 
da, como durante el coloniaje, por la apetencia de dominar 
estas regiones. Sin embargo, como dice H. S. Ferns: “Se 
tiene en verdad la impresión, aunque no puede ilustrár- 
sela con ninguna declaración precisa, de que Canning y 
sus colegas alentaban la esperanza de ver un Estado-tapón, 
independiente tanto de la Argentina como del Brasil” G+, 
Tales debían ser las apetencias de los traficantes ingleses 
metropolitanos y de una parte de los residentes en Buenos 
Aires, quienes, entre otras cosas, contaban con asegurar 
así una mejor penetración hacia el interior de las provin- 
cias argentinas. Pero el interés fundamental de los comer- 
ciantes británicos de Buenos Aires estaba en el manteni- 
miento de la paz. 

Un sector de los comerciantes británicos había inver- 
tido capitales en los saladeros. Staples. Mc Neile y Cía., 
actuaban por medio de Pedro Trapani. David Mackinley y 
Jchnnatan Downes junto a Roberto Staples y Juan Mac 
Neile, se contaban entre los principales saladeristas bo- 
naerenses. Por otra parte, los ingleses también habían 
empezado a comprar tierras en Buenos Aires, Es de pre- 
sumir, entonces, que en estos casos tuvieran los mismos 
intereses que los demás saladeristas de Buenos Aires. 

La política de los ingleses en el Río de la Plata no 
tuvo ahora, como no lo tendría durante la Guerra Grande, 
una orientación uniforme. Mal puede basarse exclusiva- 
mente en ella toda la problemática de la independencia 
oriental. 


(14) H. S. Ferns. “Gran Bretaña y Argentina en el siglo 
XIX”. Hachette B.A. 1963, pág. 167. 
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La contradicción de los intereses de las clases orien- 
tales privilegiadas —excepto la burguesía comercial mon- 
tevideana vinculada el Banco Nacional y cuya única 
posibilidad de desempeñar un papel significativo en la 
Provincia Oriental dependía de su dependencia de Buenos 
Aires— con la política unitaria y su dificultad para articu- 
larse con Buenos Aires, influirán decisivamente en el 
triunfo de la concepción independientista. Pero la consi- 
deración de este tema escapa a los límites de este trabajo. 

De todas maneras, la independencia oriental no fue 
un regalo de nadie. 


Los antecedentes de la Cruzada y la insurrección oriental 


El levantamiento oriental que se inicia con la Cruzada, 
es el fruto de la conjunción de oposiciones que engendró 
el dominio luso-brasileño y que unió a la mayoría abso- 
luta de la población oriental contra este nuevo colonialis- 
mo. Fue estimulado por la actividad de los “individuos 
arruinados y desesperados” al decir de Parish, que desde 
Buenos Aires y las demás provincias, promovieron la 
adhesión de los hombres más importantes e influyentes y 
de las masas del pueblo. Triunfó muy rápidamente y muy 
pronto los brasileños tuvieron que refugiarse en Montevi- 
deo y Colonia, las únicas plazas que mantuvieron en su 
poder, porque el descontento antibrasileño había alcanzedo 
un nivel muy superior al que existía en 1823 y porque la 
experiencia permitió prepararlo más eficientemente. Lo- 
graron ahora descomponer las fuerzas que defendían al 
poder imperial. El hecho más importante fue la incorpo- 
ración de Rivera luego de la prisión de Monzón, pero en 
verdad ya el “brigadieiro” a la sazón, tenía sus propios 
planes de emancipación. Fueron las victorias orientales, 
fruto en verdad de la insurrección de la provincia al estilo 
de la de 1811, las que decidieron la intervención de las 
fuerzas argentinas, luego de la unión de los diputados 
orientales al Congreso reunido en Buenos Aires. La ayuda 
que recibieron de las demás provincias y en particular en 
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Buenos Aires, no hizo sino auxiliar a quienes tenían la 
decision y estaban apoyados por el pueblo en la sentida 
tarea de separarse de los nuevos amos. 

Toda la politica imperial se habia ido haciendo cada 
vez mas odiosa no sólo para el pueblo, que nunca admitió 
de buen grado a los invasores, sino para los privilegiados. 
Luego de 1823 la clase comercial y terrateniente montevi- 
deana vio desconocida la deuda de 1823, fue sometida a 
nuevas contribuciones y a un sistema aduanero que la 
colocaba en inferioridad en relación con Buenos Aires, no 
sólo en el comercio de intermediación con el litoral, sino 
incluso para algunas zonas del territorio provincial. Los 
hacendados veían pasar la tierra a los bresileños que la 
adquirían a bajo precio, o la disfrutaban poseyéndola vor 
largos ¿ños y por medio de ventas que eran verdaderas 
donaciones. Incluso los más grandes terratenientes sufrían 
por las denuncias de sobras dentro de los límites de sus 
dominios. La campaña no lograba repoblarse de ganados y 
la seguridad no aparecía pese a las reiteradas promesas 
de los brasileños. Se les obligó a pagar nuevamente el 
gravoso “diezmo de cuatropea”!!*, pese a que los h:cenda- 
dos alegaban que la miseria de la campaña que en los años 
anteriores los había excusado de tal obligación, no había 
cesado. La política de Lucas J. Obes desde la Fiscalía, 
orientada a elevar el precio de la tierra del Estado que 
se vendía y a impedir el fraude en las mensuras, si difi- 
cultaba el pasaje casi gratuito de los campos a los brasi- 
leños, gravaba igualmente a los adquirentes orientales. Las 
necesidedes de una administración dispendiosa que sólo 
contemplaba a los privilegiados brasileños y orientales de 
la cúspide cisplatina, entró en contradicción con el con- 
junto de la sociedad, e hizo más violenta la oposición a 
todo el régimen colonial. 

En la campaña sin duda precipitó el pronunciamiento 
de las capas de pequeños hacendados la política definida- 


(15) EGH, ESE, Legajo 1824, Exp 188. 
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mente propietarista que desnudamente esgrimió el poder 
rasileño luego de 1823. Seguramente promovida por los 
validos del régimen, adquirentes o procuradores de pro- 
pietarios confiscados, arrastró a la administración a fallar 
en cada caso en que se enfrentaron quienes alegaban títu- 
los coloniales con poseedores, en favor de los primeros. 

La brusquedad del cambio, la coexistencia de la 
mayor parte de los numerosísimos pleitos de desalojo con 
la crisis de otros fenómenos sociales y económicos, provo- 
caron sin duda la no menos rápida conflagración liberta- 
dora dirigida por Lavalleja. Y esta casi simultaneidad 
entre la política propietarista y la insurrección patriota, 
explica al mismo tiempo que gran parte de los pleitos 
apenas si conocieran las primeras instancias, siempre 
favorables a los propietarios de todos modos. Pero lo re- 
ciente de ciertos pleitos, no impidió, sino que aceleró la 
participación de las mesas campesinas en la revolución, 
dado que el violento final de los pleitos totalmente reco- 
rridos, había descubierto el velo de la política cisplatina 
y se convertía para cada poseedor “en campos de agena 
propiedad” en el trágico espejo de su inmediato futuro. 

La generalidad de esta situación sobre centenares y 
centenares de leguas cuadradas discutidas, y la numerosi- 
sima poblzci¢n que en ella está comprometida arroja una 
clarividente luz sobre ese reguero de pólvora que fue la 
cruzada libertadora desde el desembarco en la Agraciada 
hasta las batallas de Rincón y Sarandí. 

Fue desde mediados de 1824 y en los meses de 1825 
que los jueces fulminaron a los ocupantes con órdenes de 
desalojo o los compelieron a pagar arrendamiento, El 24 
de julio de 1824 los ocupantes de Lorenza Moro de Alcorta 
(campos que adquirió Diego Noble) fueron intimados a 
desalojar (1%, El 27 de octubre, Lucas J. Obes recomienda 
ordenar a los de Juan Francisco Blanco la exhibición de 
sus títulos y poco después el juez los conmina a que 


(16) EGH, ESE, Legajo 1822 Exp 110. 
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abandonen los campos o paguen arrendamiento (17, Tam- 
bién los ocupantes del Rincón de Vera son compelidos el 
26 de octubre a cumplir una resolución similar 19. El 12 
de diciembre les llega el turno a los ocupantes del Rincón 
del Hervidero donde con Artigas se había levantado el 
pueblo de Purificación y que ahora reclamaba Juanicó 
—que finalmente quedó con esas tierras— a nombre de 
Juan B. Dargain (1%. El 9 de febrero de 1825 eran los 
pobladores de los campos de Juan de Almagro en tierras 
de Paysandú, los conminados a abandonar sus posesiones 
en 15 días (20, Y hasta pocos días antes de la Batalla de 
Sarandí, cuando ya la campaña escapaba de manos del 
conquistador y sus servidores, se intimaba el desalojo de 
las tierras de Francisco González, en nombre del cual 
también litigaba Juanicó 21, 

Los alegatos de los poseedores en vísperas de ser 
desalojados dan la pauta de su situación desesperada y de 
la rebeldía que los animaba. 

En nombre de los vecinos de Vera decía Lorenzo 
Centurión: 


“Todos los veintiocho vecinos que se hayan pobla- 
dos en los pretendidos campos de García, son 
cabezas de otras tantas familias numerosas que 
perdiendo sus chozas, sus ganados, sus semente- 
ras, no solo pierden quel afecto que vincula á 
los hombres á a la tierra que una vez regaron con 
el sudor de su frente, que lo detiene por conse- 
cuencia, que destruye su inconstancia; y de vago, 
de ambulante é inquieto lo transforma en sose- 
gado, tenaz é infatigable cultivador, muchas veces 


(17) EGH, EE, Legajo 1821, N* 17. 
(18) EGH, EE, Legajo 1825, N? 3. 
(19) EGH, ESE, N? 76. 

(20) EGH, ESE, 1820, N° 37. 

(21) EGH, PG, CP, 1828-29-30. 
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de un terreno incapaz de corresponder a sus 
extremos. 

Estos hombres y sus familias ¿adónde llevarán lo 
que poseen ó a quien podrán venderlo en el con- 
flicto de un desalojo y la incertidumbre de un 
futuro que no conocen?” (22), 


Pero el tono dolorido de Centurión se transformará 
en requisitoria en boca de Pedro Pablo Gamarra, apode- 
rado de los poseedores de Juan Francisco Blanco, quien 
tiene la audacia de recordar que los vecinos poseen las 
tierras 


“por la donación ó gracia q.e se nos hizo por Dn. 
José Artigas, legítimo magistrado, q.e al reparo 
de los Campos valdíos, proporcionaba los vienes á 
la Causa Pública”. 


Claro que semejante mención de las virtudes de la 
política agraria artiguista, sólo podía transformarse en un 
motivo más de rigor de parte de las autoridades, por lo 
mismo es sumamente sugestivo que a escasos días del des- 
embarco de los Treinta y Tres, se desafiase así las iras 
del gobierno cisplatino. Pero los poseedores tuvieron ya 
en los meses inmediatos, la posibilidad de manifestarse de 
otro modo: muchos entre ellos integraron las tropas que 
Perish describirá como “...de condicion miserabilisima 
[pero]... acostumbrados a usar armas de fuego” (23), 

Es altamente significativo señalar que Lavalleja des- 
embarcó en una zona donde poseían sus campos varios 
donatarios artiguistas: Leonardo Fernández y Anastasio 
Hereñú, entre otros. Lo esperaba Tomás Gómez, estanciero 
del lugar poblado según el censo de 1821 como intruso 
desde 1816. Atravesará los campos de Frencisco Albín y 


(22) EGH, EE, 1825, N? 3. 
(23) H. S. Ferns, Obra cit., pág. 157. 
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Miguel de Azcuénaga repartidos de acuerdo al Reglamen- 
to del 10 de setiembre. Sera precisamente en la estancia 
de Cayetano Olivera, poseedor artiguista de los campos de 
Azcuénaga, donde Lavalleja se entrevistará con Rivera. 
Fueron oficiales de Lavalleja varios poseedores artiguis- 
tes, entre ellos precisamente Lorenzo Centurión, a quien 
lo vemos abogando por los poseedores de los campos de 
Pedro Manuel García. 

Y junto a los poseedores perseguidos y desalojados y 
tras los oficiales que como en 1811 fueron estancieros, 
marcharon las clases más modestas de la población. Según 
Hood “los patriotas comprenden todas las clases bajas de 
la población”, “...ellos odian todo lo que tenga que ver 
con portugueses y brasileños” (+, Según el representante 
inglés “...la mayoría de ellos son partidarios de Artigas 
y sus oficiales cuyo sistema es la total independencia de 
todos los otros países, una destrucción o división de pro- 
piedades y la igualdad sobre la base de hacer a todos 
igualmente pobres”. 

Como en 1811, la insurrección abarcaba mayoritaria- 
mente a la población oriental. Era una oposición nacional 
hacia una potencia extranjera y sus personeros locales. Se 
nutría de la tredición colonial y revolucionaria. A los 
criollos se unieron ahora los españoles que perdida toda 
esperanza en la restauración de la metrópoli, se incorpo- 
raron al movimiento, si por otras razones no estaban 
vinculados al poder brasileño. Todo lo que separaba de lo 
brasileño tomó relevancia: idioma, costumbres y tradicio- 
nes. La forma de ser “criolla” se opuso violentamente a 
la “brasileña”, la una como modelo de virtudes, la otra 
como objeto de repulsa y de burla. 

Entre los orientales estaba muy presente la conciencia 
del pasado común con las provincias argentinas; tenían no 
obstante clara noción de sus particularidades. Los años de 
deminio lusobrasileño, si no lograron incorporarlos al 


(24) Hood, Obra cit., pág. 62. 
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nuevo dominador y por el contrario provocaron la reac- 
ción más violenta contra él, separaron a los orientales de 
las demás provincias y contribuyeron a individualizarlos 
como pueblo. De todas maneras el pasado, las tradiciones 
y la lengua comunes eran elementos de unidad que se 
reforzaban por la necesidad ineludible del apoyo que el 
momento requería. Los dirigentes urbanos y rurales se 
hallaban vinculados en muchos casos a los partidos que 
se disputaban el poder más allá del Plata. 

En la gestación del movimiento, cuyos jefes llegarían 
el 19 de abril, tuvo gran importancia, como en 1811, la 
labor preparatoria desarrollada entre los viejos caudillos 
artiguistas, los hombres de influencia en la campaña y la 
ciudad, y entre el pueblo. Los dirigentes emigrados y sus 
aliados de Buenos Aires y demás provincias, procuraron 
asegurarse el éxito tratando de ganar en particular a 
Rivera, el Comandante de la Campaña; no desdeñaron 
atraerse a otras tropas como lo intentó Josefa Oribe de 
Contucci con los pernambucanos. En los primeros meses 
del año 25 Rivera fue tentado incluso por los gobernadores 
de Entre Ríos y Santa Fe, León Solas y Estanislao López, 
con la propuesta de que se pusiera al frente del movi- 
miento, pronunciándose contra el dominio brasileño, para 
lo cual contaría con fuerzas militares de Entre Ríos y 
Santa Fe y el apoyo de Buenos Aires. Fueron días de 
esfuerzos titánicos por decidir al jefe oriental. Este se 
mantuvo aparentemente fiel a Brasil y denunció las ofer- 
tas que se le formulaban. El Imperio lo colmó de honores 
y prebendas. Como hemos dicho, tenía otros planes para 
emanciparse de los brasileños. Finalmente, luego de la 
Cruzada y del episodio de Monzón, la incorporación de 
sus fuerzas y de los demás oficiales al servicio del Impe- 
rio, fue un aporte decisivo al éxito del movimiento. 


Las contradicciones dentro de la Revolución 


En 1825 se inició una nueva etapa en la lucha por la 
emancipación de los orientales. En su desarrollo se pon- 
dría de manifiesto la heterogeneidad de las fuerzas que 
aparecían unidas al iniciarse el levantamiento oriental. 
Existían entre ellas agudas contradicciones. Era dirigido 
el movimiento por una alianza de caudillos rurales, todos 
ellos estancieros, y de representantes de la clase comercial y 
terrateniente montevideana. Entre los jefes de la Cruzada 
encontramos representantes de ambos sectores. Lavalleja, 
oficial artiguista de una familia de pequeños hacendados 
y donatario artiguista, es secundado por Oribe, militar de 
carrera de una familia de grandes latifundistas y comer- 
ciantes —que abandonó las fuerzas artiguistas a las que se 
integró mal, en 1817— y hombre de confianza de los diri- 
gentes del movimiento del 23. 

En su desarrollo, la Revolución de 1825 mantendrá 
por algún tiempo ambos sectores unidos, en medio de 
profundas contradicciones, que finalmente estallarán en 
1826-27. La incorporación de Rivera y los caudillos rurales 
reforzará al sector caudillista. Será apoyado por el grueso 
de la clase comercial montevideana no vinculada al Bra- 
sil, que desempeñará un papel relevante en la Sala de 
Representantes y el Gobierno de la Provincia. 

La correlación de fuerzas había variado sustancial- 
mente con respecto a la existente en 1823. Mientras enton- 
ces la clase comercial terrateniente montevideana tuvo la 
dirección del movimiento, que procuró asegurar tratando 
de obtener el apoyo de Buenos Aires; ahora ésta estaba 
en manos del ejército provincial y sus jefes eran los más 
destacados caudillos. Estos disponían de la fuerza armada 
y detentaban el poder efectivo. 

Este enfrentamiento se libró no sólo a nivel provin- 
cial, sino que comprometió la unión de la Provincia con 
las demás del Río de la Plata. En 1826, era electo presi- 
dente de la República, Bernardino Rivadavia, y con él 
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triunfaba momentáneamente el partido unitario, Centra- 
lización del poder y unificación de los ejércitos, centrali- 
zación financiera con la supresión de las aduanas interio- 
res y nacionalización de las exteriores, y disposición cen- 
tral de la tierra pública, son algunos de los puntos básicos 
del plan rivadaviano. La clase comercial montevideana, 
aunque con profundas contradicciones con Buenos Aires, 
aceptaría la política unitaria como única posibilidad de 
gravitar en la vida política provincial, ante el poder ava- 
s¢llante de los caudillos. Estaban vinculados al gobierno 
de Buenos Aires, por el cordón de la Deuda Pública. 
Aprovecharían la ley de Enfiteusis, que disponía de la 
tierra nacional por este título, para intentar también ha- 
cerse dueños de la tierra pública, mientras procuraban 
impedir que los caudillos dispusieran de la misma. De- 
fendían una estructura política liberal, reservando el go- 
bierno a minorías. 

Los caudillos se opondrían tenazmente al centralismo. 
Ya desde antes de la Cruzada, Lavalleja estaba vinculado 
a los federales de las provincias. Pero no sólo la tradición 
y el compromiso político eran las causas de la oposición. La 
centralización política y militar significaba en verdad su 
subordinación y ésta se les hacía tanto menos soportable, 
por cuanto ellos habían encabezado el movimiento anti- 
brasileño y obtenido éxitos como los de Rincón y Sarandí. 
El problema de la autonomía provincial está ligado tam- 
bién al de qué clases habrían de dirigir el proceso de la 
Provincia y del radio de acción en que podrían operar. La 
supresión de las aduanas propias implicaba la liquidación 
de los medios para mantener una fuerza militar autóno- 
ma. La aplicación a escala nacional de la Ley de Enfiteusis 
significaba que la determinación de quienes habrían de 
poseer la tierra correría a cargo del gobierno de Buenos 
Aires. En último término la disyuntiva era: apoderamien- 
to de los campos por los comerciantes, especuladores y 
terratenientes bonaerenses y montevideanos o disposición 
de la misma por los caudillos-estancieros orientales. La- 
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valleja disolvió en 1827 el gobierno provincial unitario. A 
la sazón la clase comercial era más débil. 

Si los caudillos estancieros y la burguesía comercial 
y terrateniente montevideana disputaron por el poder, en 
una cosa estaban de acuerdo: impedir la “anarquía”, la 
vuelta a 1815, a la revolución radical artiguista. 

También en la Revolución Artiguista la dirección 
había sido de las fuerzas de la campaña. En aquel mo- 
mento la clase de pequeños y medianos hacendados, res- 
paldada por las masas de la campaña, objetivamente había 
visto realizada su política. El Reglamento del 10 de setiem- 
bre había sido el intento de desarrollar esta clase y sentar, 
sobre el derecho objetivo burgués, las bases para el des- 
arrollo por esta vía, en las condiciones de la época. Pero 
la Revolución radical artiguista, había sido derrotada y 
con ella la clase de pequeños y medianos hacendados y 
las masas rurales. < 

Los terratenientes y grandes hacendados patriotas 
recordaban con horror “la anarquia”. Los caudillos ya 
provinieran de estas clases, —caso Rivera por ejemplo— o 
de los pequenos hacendados —caso Lavalleja—, habian 
conocido la importancia que su jerarquia militar revestia 
para disponer de la tierra y del ganado y a la vez la im- 
portancia que esta capacidad de conceder beneficios, 
revestía para mantener su ubicación jerárquica. 

Vencido el artiguismo, los pequeños y medianos ha- 
cendados, cuya masa la constituían los poseedores arti- 
guistas, habían podido comprobar su incapacidad para 
sostener como clase sus derechos. Bajo la contrarrevolución 
cisplatina comprendieron que sólo su inclusión en el apa- 
rato militar caudillesco les garentizaba el goce de su 
posesión, como al hombre sin tierra la inclusión en la 
hueste, su libertad. Los hombres se habían integrado en 
una cadena de subordinaciones que afirmó la existencia 
de lazos de dependencia personal. 

Derrotado el camino burgués, en el campo por largos 
años se afirmarían relaciones precapitalistas, —que en las 
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condiciones peculiares de América Latina y dentro de ella 
del Uruguay— revivirian elementos de fuerte coloración 
feudal. En las condiciones de la ocupación luso brasileña 
la jerarquía caudillesca se escindió en dos facciones que 
se consolidan en este período en torno a Rivera y Lava- 
lleja. La oleada propietarista que anegó el período final 
de la Cisplatina y provocó el levantamiento de los posee- 
dores, pudo hacer prever una reedición de la Revolución 
Radical. Pero, como hemos dicho, las condiciones eran ya 
otras. Además de lo antedicho, un hecho cambiaba sustan- 
cialmente la situación: si las masas del ejército libertador 
fueron de poseedores y gentes sin tierra, el movimiento 
lavallejista se sostuvo además en terratenientes orientales 
e incluso en propietarios porteños y miembros del partido 
español. Casi enseguida de la Cruzada y establecido el 
poder civil, la Justicia de terratenientes godos y orien- 
tales, comenzaría a fallar en favor de los propieterios. 
En esta nueva situación el caudillo reforzó hasta extre- 
mos desconocidos bajo la autoridad luso-bresileña, su pa- 
pel de dispensador de tierras y ganados. Ahora ya no ha- 
bía ninguna autoridad con mayor poder, 

En la nueva instancia que se abre ahora, las condi- 
ciones de dependencia personal se reforzaron y domina- 
ron por muchos años la estructura del Uruguay indepen- 
diente. 
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ALGUNOS DATOS BIOGRAFICOS 


Tomás Garcia de Zúñiga 


Si los testimonios de extranjeros —ya simples visi- 
tantes ocasionales, ya agentes diplomaticos acreditados— 
aparecen rodeados de un halito de pregonada objetivi- 
dad e imparcialidad para juzgar a los hijos del pais, qui- 
zá convenga citar en este caso la opinión que don Tomas 
merecia a un norteamericano de su época. 

Lo mencionaba como “uno de los mayores terrate- 
nientes y propietarios del pais, el cual posee treinta le- 
guas completas de territorio en linea recta y ciento cin- 
cuenta esclavos, es amigo de todos los partidos que han 
estado en el poder. Tiene amigos de Ja mayor influencia, 
poderosos y ricos del pais”. 

La actuación de este terrateniente criollo durante el 
período revolucionario fue la de muchos de los miembros 
de su clase. Hijo de don Juan Francisco García de Zúñi- 
ga, poderosísimo comerciante, estanciero y militar de la 
época colonial, acompañó la Revolución desde los prime- 
ros momentos, aunque no formó parte de la columna de 
pueblo que acompañó a Artigas en el Exodo. Represen- 
tó a Sarratea frente a Artigas, y también Artigas le en- 
comendó misiones ante el gobierno de Buenos Aires. 
Junto con el doctor Bruno Méndez, Larrañaga y otros, 
sus actos parecen haber tendido a lograr una actitud 
conciliatoria de parte del Jefe de los Orientales, 

Asistió al Congreso de Capilla Maciel y fue designa- 


215 


do integrante del gobierno de la Provincia, con Juan José 
Duran y Remigio Castellanos. 

Formó parte del Cabildo montevideano de 1815 y su 
conducta en esta oportunidad estuvo encaminada a limar 
las duras medidas de prevención tomadas contra los es- 
pañoles. Gracias a pasaportes expedidos por él como 
Gobernador Provisorio permitieron escapar de la plaza 
y refugiarse en el Janeiro, donde se concentraban las 
fuerzas de la reconquista, connotados personajes del ban- 
do españolista. En ese Cabildo de 1815 se fueron deli- 
neando dos alas claramente definidas: una conservadora 
y otra radical. García de Zúñiga, junto a Felipe Santiago 
Cardoso, encabezó el ala conservadora. Cuando la lucha 
entre ambas fracciones llegó a su punto más crudo, fue 
sometido al juicio de Artigas. Este no lo sancionó sino 
que difirió la dilucidación del pleito al pueblo montevi- 
deano, quien eligió nuevo órgano capitular, del que que- 
dó excluido. 

Producida la invasión portuguesa de 1816, cumplió 
una gestión diplomática ante el gobierno de Buenos 
Aires, desempeñado en ese momento por el Director 
Pueyrredón. 

En 1817 fue proclamado jefe vor los oficiales que 
encabezados por Rufino Bauzá y Bonifacio Ramos des- 
conocieron en el Santa Lucía la autoridad de Rivera. Si 
bien en ese momento, ante la oposición de Artigas, no 
aceptó tal jefatura, en 1818 pasó a servir a los portu- 
gueses. 

Las aguas seguían fluyendo, pero don Tomás siem- 
pre quedaba a flote. Sumiso a la autoridad de Su Maies- 
tad Fidelísima, ocupó cargos de la mayor significación. 
En 1818 fue nombrado miembro de la Cámara de Apela- 
ciones que presidía Lecor, integró el Conseio General de 
la Provincia y fue miembro conspicuo del Congreso Cis- 
platino. Resultó electo diputado por el Cuerpo de Hecen- 
dados de Montevideo a la Junta Consultiva convocada a 
fines de 1820 por el Barón de la Laguna. El Congreso 
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Cisplatino lo designó Síndico Procurador del Estado con 
un sueldo de $ 2.800 mensuales. También formó parte de 
la Junta Superior de Hacienda y alcanzó el grado de 
Brigadier. 

Tamaño volumen de cargos, honores y dignidades no 
llegaron a abrumarlo como para descuidar sus intereses 
privados. Ya al iniciarse la “admirable alarma” su adhe- 
sión a la Revolución le permitió mantener en buen pie 
su gran estancia de la Florida, mientras el resto del pa- 
trimonio familiar quedabz a buen resguardo en Monte- 
video en manos de su padre don Juan Francisco, fervo- 
roso españolista. Este hecho no debe extrañar y se dió 
con bastante frecuencia, a tal punto que José Ramírez 
Pérez lanzó en su oportunidad acres imprecaciones con- 
tra su socio y pariente Carrasco por no haber hecho lo 
propio. 

En la Cisplatina fue abastecedor de las tropas por- 
tuguesas. Ya que habían venido a proteger a los orien- 
tales, era lógico que protegieran a unos más que a otros, 
especialmente cuando eran eficaces colaboradores. En su 
vieja estancia de la Florida —la que había sido de los 
Jesuitas— siempre había tenido esclavos, pero como las 
cosas pintaban tan buenas don Tomás tuvo una idea bri- 
llante en materia de esclavitud: pasar de la comerciali- 
zación a la producción. Fue entonces cuando instaló un 
criadero de esclavos destinados a ser lanzados al merca- 
do. Si un negro se vendía a mayor precio que una res, 
¿por qué no operar en el giro más lucrativo? 

Si antes citamos la opinión de un extranjero, cite- 
mos también la de un esclarecido compatriota contem- 
poraneo. Nada menos que el brillante y muy letrado Lu- 
cas José Obes —que sus buenas razones tendría para 
decir lo que afirmaba—, criticando a algunos de los más 
incondicionales adictos al suntuoso y astuto Barón, ex- 
presaba, no sin cierta ironía —refiriéndose a don To- 
más— que “la representación del Síndico Procurador 
mezclada con la de Brigadier y la de Brigadier con la de 
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asentista de las tropas es una entidad que solo sirve para 
estorbar en el ejército”, y afiadia que habia tres cosas 
muy importantes para Garcia de Zufiga: “el sueldo, los 
galones y un comercio lucrativo en letras, en ponchos, en 
yerba, en tabaco y en cien articulos diferentes.” 

Todo lo dicho no tiende a oscurecer su primitiva 
achesión a la Revolución por la independencia, sino a 
ubicar su conducta dentro del intrincado proceso que 
arrancó en 1811. Seguramente sus miras no iban más 
allá de la separación nacional y de la autonomía provin- 
cial. La progresiva radicalización de la Revolución —que 
alcanzó su punto culminante con Artigas en 1815— le 
llevó a apartarse de ella —como en tantos procesos análo- 
gos— y ell temor a la “anarquía” le impulsó a anteponer 
sus intereses de clase a los de la nacionalidad. Cargos, 
honores y el formidable interés que significaba la deuda 
pública ligaron su suerte indisolublemente a la domina- 
ción luso-brasileña. Su pensamiento fue claramente ex- 
puesto en el Manifiesto dirigido a los Orientales el 1° de 
abril de 1823. 

Tanto se unió a los conquistadores —los brasileños lo 
designaron Presidente de la Provincia— que el éxodo 
que no había emprendido con el Jefe de los Orientales 
lo emprendió con las tropas del Emperador cuando éstas 
tuvieron que abandonar la Provincia. 


Nicolás Herrera 


Otro personaje que respaldó fielmente a Lecor fue 
Nicolás Herrera. Descendía de uno de los primeros po- 
bladores de Montevideo. Se doctoró en derecho en Espa- 
ña. Vuelto a Montevideo a principios del siglo XIX, ejer- 
ció aquí su profesión. Después de la primera invasión 
inglesa fue comisionado, junto con Manuel Pérez Balbás, 
a gestionar en la península, en representación del cabil- 
do y del comercio montevideanos, viejas aspiraciones in- 
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satisfechas. El Motín de Aranjuez lo sorprendió en Ma- 
drid, y fue uno de los pocos americanos que integró las 
Cortes de Bayona. Más de una vez le enrostraron acre- 
mente tal participación a lo largo de su agitada vida po- 
lítica. Vinculado después a la Junta de Sevilla, desem- 
peña allí un importante papel en defensa de los derechos 
americanos. Allí se le designa administrador de unas mi- 
nas en México, cargo que no llega a ejercer, quizá para 
suerte de la Real Hacienda. 

De regreso en Montevideo, se le confiere el cargo de 
Ministro de Real Hacienda. Interviene en los episodios 
aquí promovidos a raíz de la Revolución de Mayo y-par- 
ticipa en el grupo de quienes postulan la creación de 
una junta local. Fue redactor de la Gaceta de Montevi- 
deo. Expulsado de la ciudad durante el primer sitio, se 
dirige a Buenos Aires, donde inicia una brillante carre- 
ra política. Junto con Rivadavia fue Secretario del Pri- 
mer Triunvirato. Más tarde fue Ministro de Gobierno del 
Director Supremo Gervasio Antonio de Posadas y estuvo 
plenamente consustanciado con el alvearismo, Durante 
la ocupación porteña de Montevideo se hace pagar nue- 
vamente los gastos de su vieja misión a España de 1806. 
Llega a Montevideo cuando expira aquí la dominación 
de Buenos Aires. Después del Motín de Fontezuelas co- 
rre la misma suerte de otros ministros alvearistzs, sien- 
do desterrado a Río de Janeiro. Es uno de aquellos re- 
presentantes de la naciente burguesía criolla que, como 
se solía decir en la época “hacía la carrera de la Revolu- 
ción”... ¡y vaya si la hacía! 

Desde su exilio fluminense propició la invasión por- 
tuguesa, oficiando como un buen consejero y asesor. In- 
dicó los caminos para llevarla a cabo y proporcionó di- 
rectivas eficaces para ganarse a las personas más impor- 
tantes de Montevideo. Entró en la ciudad con Lecor, de 
quien era Secretario el 20 de enero de 1817, y su más 
cercano consejero. El Barón —a quien podría ecusarse- 
le de cualquier cosa menos de ingratitud— fue pródigo 
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con él. Herrera también fue miembro del Tribunal de 
Apelaciones y de la Junta Superior de Real Hacienda. 
Fue agraciado con el titulo de Conde del Rosario y con 
la correspondiente propiedad del Rincón realengo que 
había sido repartido por Artigas. Jurada la Constitución 
del Imperio, fue electo Senador en sustitución de Dáma- 
so Antonio Larrañaga, que estaba ciego. 

De la correspondencia con Lucas Obes y con Rivera 
se desprende que participó en negocios con ganados del 
Estado y que utilizó su influencia y la de su cuñado 
Obes para gestionar honores y mercedes de las autorida- 
des lusitanas. Su caso es el del típico abogado que, como 
se decía de García de Zúñiga, trataba siempre de estar 
con quienes gobernaban. 


Lucas José Obes 


Fue uno de los personajes más capzces y brillantes 
que transitó por la escena política en el período revolu- 
cionario y en los primeros gobiernos del Uruguay inde- 
pendiente. Era hijo de un jerarca de la administración 
española, don Miguel Obes, Administrddor de’ Aduanas 
y organizador de la de Montevideo. 

En 1808, ya doctorado en España, actúa como asesor 
del Cabildo y redacta valiosísimos documentos en los 
que sienta la tesis de la igualdad de los súbditos ameri- 
canos con los de la península. Atraído por el movimien- 
to de ideas y por la gesta de la Revolución Francesa, lla- 
mó Maximiliano a su único hijo así como al barco ne- 
grero con el que traficsba con el Brasil, la isla de Cuba 
y Africa. Dueño de un almacén naval, fue consignatario 
de buques brasileños, norteamericanos e ingleses. 

Justo Maeso lo cita como participante del grupo 
conspirador que operaba en Montevideo en 1809. Al 
igual que Nicolás Herrera, es fustigado por el Coman- 
dante Salazar como del grupo de los letrados proclives 
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al movimiento revolucionario. Tomó parte en las jorna- 
das de mayo y junio en que Montevideo definió su po- 
sición. Mariano Moreno le escribió personalmente procu- 
rando atraerlo a la causa de la Junta de Mayo. A fines 
de 1810 Elío lo destierra a La Habana, desde donde pasa 
a Inglaterra y de allí a Buenos Aires. Durante la domi- 
nación porteña vuelve a Montevideo como secretario de 
Nicolás Herrera. Obtuvo del gobierno de Buenos Aires 
recomendación para que se dispensara una especial pro- 
tección a su almacén naval, pero permaneció en Monte- 
video después de Guayabos. 

En 1815 desempeña un papel destacadísimo como ase- 
sor de la Junta de Vigilancia instituida en Montevideo 
durante el gobierno de Otorgués, ante la inminencia de 
la temida expedición reconquistadora española que lue- 
go marchó a Venezuela. El lenguaje empleado en este 
período recuerda el de las proclamas jacobinas. Por un 
problema relacionado con el manejo de fondos —asunto 
sobre el cual Artigas exigía la más absoluta escrupulo- 
sidad— es conducido detenido a Purificación. Se cuenta 
que a su llegada al cuartel general los españoles confi- 
nados le escarnecían con las primeras estrofas del himno 
que ya se cantaba en Buenos Aires. En esta circunstan- 
cia le fueron secuestrados sus bienes, en especial su al- 
macén naval, cuyo inventario ha llegado hasta nosotros. 
Vuelto a Montevideo, mereció consideración especial del 
Cuerpo de Comercio. 

Desempeñó un papel muy importante durante la do- 
minación portuguesa primero, y brasileña más tarde. Fue 
Prior del primer Consulado de Comercio instalado en 
Montevideo, y desde allí gestionó mejoras para el Cuer- 
po de Comercio, en especial la famosa Vigía Lecor o Fa- 
rola de la Isla de Flores. 

En 1822 fue enviado con carácter de Procurador Ge- 
neral del Estado Cisplatino en la famosa misión que, 
aparentemente dirigida a Lisboa, luego del Congreso Cis- 
platino, en realidad estaba destinada a Río de Janeiro. 
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En esta oportunidad Lucas J. Obes se vincula a impor- 
tantes personajes de la Corte, formulando planes para 
el mejoramiento de la Provincia. 

A través de sus Providencias Urgentes y Provider- 
cias Económicas para el arreglo del Estado Cisplatino se 
advierte la inquietud por las cuestiones de Hacienda. In- 
dudablemente éste tenía que ser una preocupación del 
gobierno de Río de Janeiro, puesto que la conquista de 
la Provincia Oriental y el mantenimiento de la domina- 
ción eran de una onerosidad espeluznante. 

En Río, Obes participó de los conflictos políticos de 
la hora, relacionándose con los constitucionalistas, cuya 
caída ciertamente no lo favoreció. Seguramente ya en- 
tonces Obes tenía serias reservas sobre la gestión del 
Barón de la Laguna, que criticará severamente en 1823. 

Un observador tan agudo como Alvear, al referirse 

a los hombres que apoyan al Barón, afirma que su plan 
es “apoderarse del influjo en el país a la sombra de Le- 
cor y permanecer en el mando aún en el caso de que se 
fueran los portugueses”. Sin duda Obes erna de los que 
más estaban en ese plan. Expresó, tal vez mejor que 
nadie, una oposición de tipo liberal frente al omnimodo 
‘poder del Barón de la Laguna. 
De cualquier manera, producido el movimiento de 
1822, se alínea férreamiente con los imperiales. Quizá es 
éste el momento en que refuerza su amistad con Rivera. 
Si en 1815 fue el alterego de Otorgués, modelo de cau- 
dillos y preanuncio de lo que luego seriz: Fructuoso Ri- 
vera, a partir de la incorporación de Don Frutos al mo- 
vimiento revolucionario de 1825, Lucas Obes se conver- 
tirá en su representante en ocasión de la Campaña de 
las Misiones; en el futuro sería su Fiscal casi vitalicio y 
Ministro de Hacienda de imaginación singularmente fér- 
til durante su Presidencia, 

Durante la dominación luso-brasileña encabezó una 
oposición liberal y autonomista que lo enfrentó a Lecor. 
Desde la Fiscalía desarrolló una política tendiente a ob- 
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tener recursos para el erario y a impedir las concesiones 
cuasi gratuitas de tierras a los brasileños. Fue designado 
diputado a las Cortes de Río, vuelto ya iniciada la Cru- 
zada Libertadora fue remitido preso a Buenos Aires y 
juzgado. 

En el Uruguay independiente tendrá una actuación 
destacadísima, desempeñando un papel fundamental en 
la relación entre caudillos y prestamistas. Su actividad 
en la historia de la deuda pública merece un capítulo 
especial. 


Gerónimo Pio Bianqui 


Como casi todos los de este grupo no vivia de un 
solo sueldo. El “Argos”, de Buenos Aires, informaba que 
era al mismo tiempo “administrador de Aduana, Sindico 
Procurador, Comandante del Resguardo, Caballero de 
Cristo, diputado, representante y agente secreto del Go- 
bierno”. No habia entonces, como puede apreciarse, nin- 
guna Oficina de Servicio Civil que velara por la no acu- 
mulación de cargos. 

Aporteñado en su momento, aportuguesado en la 
Cisplatina, recibió bajo palio a Lecor y formó con Dáma- 
so A. Larrañaga la misión encargada: de pedir la incor- 
poración de la Provincia en 1817. Casó con la viuda de 
Juan Ignacio Martínez, otrora importante saladerista, co- 
merciante y hacendado. 


Juan José Durán 


Fue un poderoso latifundista, comerciante y salade- 
rista. Como se sabe, integró el Congreso de las Tres Cru- 
ces y el de Capilla Maciel. Su conducta fue similar a 
la de otros miembros de su misma clase como García 
de Zúñiga. 
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Con este último y Castellanos formó el gobierno ins- 
talado en Canelones. Ocupó el cargo de Gobernador In- 
tendente bajo el gobierno porteño de Montevideo y fue 
csbildante en 1816, desempeñando con Juan Francisco 
Giró la misión ante Pueyrredón, cuyos resultados mere- 
cieron las conocidas imprecaciones de Artigas. 

Se plegó entusiastamente a la dominación lusitana, y 
si había sido Gobernador Intendente con los porteños — 
hombre servicial, al fin— también podía serlo con los 
portugueses, y desde ese alto cargo le cupo la misión de 
convocar al Congreso Cisplatino. Como no podía ser de 
otro modo, los portugueses también le confirieron el gre- 
do de Brigadier. Prácticamente inamovible como Gober- 
nador y Alcalde de ler. Voto participó en el Cabildo de 
1822, en donde se reflejaron las conmociones del momen- 
to. Ello no impidió que en 1824 siguiera siendo Gober- 
nador Intendente y Presidente del Cabildo. 

Fue agraciado con el título de Conde del Cordobés, 
región donde poseía una inmensa estancia desde tiempo 
inmemorial, Cabe aclarar que el otorgamiento de ese ti- 
tulo no implicaba una mera distinción honorífica para 
halagar vanidades —a la que tan afecto era el Barón— 
sino que conllevaba el derecho a percibir las correspon- 
dientes rentas de sus feudatarios. 


Francisco Juanicó 


Individuos del Club del Barón fueron también Fran- 
cisco Juanicó, Dámaso A. Larrañaga y Fructuoso Rive- 
ra, sólo por citar a los más destacados. 

En la época colonial era un poderoso comerciante, 
con conexiones con el tráfico portugués y norteamerica- 
no. Aunque al parecer inicialmente miró con simpatía la 
constitución de una Junta, después se mantuvo en Mon- 
tevideo, emigrando más tarde a Río de Janeiro donde te- 
nía buenos vínculos e importantes negociaciones. 
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También tenia relaciones económicas con Buenos 
Aires y era accionista del Banco de Descuentos de esa 
Provincia. Era consignatario de barcos europeos, con un 
importante giro comercial. En la Cisplatina sus preocu- 
puciones se dirigieron a la tierra, especialmente a la de 
los emigrados cuyos campos habian sido confiscados por 
Artigas. Como procurador unas veces —¿qué otro reme- 
dio quedaba a los no residentes?—, como adquirente di- 
recto en otras, se lanzó sobre los campos del Hervidero 
—la sede del cuartel general artiguista—, los de Fran- 
cisco González en Salto, etc. Hizo .pesar su influencia en 
los pleitos contra los poseedores, muchos de ellos, por su- 
puesto, donatarios de 1815-1816. Su labor en el rubro le 
rindió buenos frutos, al punto de convertirse en unos de 
los más importantes terratenientes cuando el Uruguay al- 
canzó su independencia. 

Juanicó se integró perfectamente a la dominación 
portuguesa. Desempeñó importantes cargos en la admi- 
nistración. Fue miembro de la Junta de Aforos de Adua- 
na, juez Hombre Bueno de la Cámara de Apelaciones, 
vocal de la Junta Superior de Real Hacienda de la Pro- 
vincia, socio de la Hermandad de la Caridad, etc. Como 
un hombre al uso en la gente de su círculo su inserción 
en la burocracia portuguesa era una buena ayuda para 
sus intereses privados. 

Hombre de paz y de orden —como cuadra a unas se- 
guras y regulares relaciones mercantiles—, las tormen- 
tas políticas lo alejaban de la escena. Sin duda no le plu- 
gó la incertidumbre que se generó hacia fines de 1822, y 
se radicó en Buenos Aires desde enero de 1823 hasta fe- 
brero de 1824, a la espera de tiempos de bonanza que se 
concretaran en una definición entre las fuerzas en pug- 
na. Lucas J. Obes atribuyó a la política de contribucio- 
nes compulsivas al comercio, la emigzción a Buenos 
Aires de muchos traficantes montevideanos, y entre ellos 
bien podría hallarse Juanicó. 
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Fructuoso Rivera 


Hijo del poderoso hacendado Pablo Perafan de la Ri- 
bera, y hacendado él mismo, Rivera se incorporó tem- 
pranamente a las filas artiguistas, en las que hizo una 
brillante carrera que lo llevaría convertirse en uno de 
los caudillos fundamentales. 

Real de Azúa describe muy bien el proceso que se 
produce con el levantamiento artiguista y la estructura- 
ción jerárquica de los caudillos: “La corriente humana 
que desde todos los pagos de la Banda concurrió hacia 
un solo centro y encontró en Artigas su jefe duradero, 
fue conscripta por el prestigio personal, movilizado por 
el rural más conspicuo de cada ‘pago’ del país. Estos di- 
rigentes, encumbrados de acuerdo a pautas tan clara- 
mente ‘adscriptivas’ —piénsese en la carrera de un To- 
más García de Zúñiga— irían siendo después sustituidos, 
a un ritmo bastante rápido, por las capacidades innatas 
(un Rivera, un Lavalleja), que el mismo proceso militar 
fue alumbrando”. 

Como ya hemos dicho, esta estructura caudillesca en 
el levantamiento militar está impregnada de las relacio- 
nes elaboradas bajo el régimen colonial, lo que inclusive 
llevaba a una distinta composición en las diferentes re- 
giones de la Banda Oriental. 

Rivera fue cobrando prestigio por su audacia y su 
aptitud para la guerra de las montoneras y se cubrió de 
gloria en los campos de Guayabos. Participó también de 
las características que iban asumiendo los caudillos en 
curso de la lucha. Cuando Otorgués, caudillo rápidamen- 
te promovido por la Revolución, empezó a disponer del 
poder para la redistribución de los bienes después de la 
derrota española —de una manera que sería general en 
Hispanoamérica—, todavía Rivera, en comparación, apa- 
rece como un hombre de orden. 

Otorgués, por el empleo abusivo del poder y con vin- 
culaciones con los grandes especuladores criollos, apare- 
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ce.como un proto-caudillo, como una anunciación de lo 
que serán los caudillos del Uruguay independiente, con- 
siderando al caudillo como “el hombre y su situación”. 
En ese caso “su situación” serán sus relaciones financie- 
Yas y comerciales, concretadas en los grupos de presta- 
mistas al Estado. El hecho es que ante los desbordes de 
Otorgués su sustitución por Rivera en la Jefatura militar 
de Montevideo fue recibida: con general satisfacción. 

Rivera participó en la Junta de Hacendados celebra- 
da en Montevideo en agosto de 1815 convocada para ela- 
borar un proyecto sobre el arreglo de los campos, que 
fue llevado al cuartel general artiguista por Juan de León 
y León Pérez. Desgraciadamente, desconocemos ese texto. 

A diferencia de otros oficiales de origen más modes- 
to, Rivera no recibió tierras en el período artiguista. 
Las opiniones que vertió en el citado Congreso de agosto 
de 1815 tendían fundamentalmente a asegurar la policía 
de la campaña. En eso coincidía con las clases superiores 
de la campaña. Su apartamiento final de Artigas respon- 
de a la manera jacobina que éste había adoptado y las 
exigencias de estricta probidad en el manejo de los inte- 
reses del Estado. 

El mismo ha confesado su repugnancia a que Artigas 
hiciera “la guerra a las propiedades”. La Cisplatina le 
sirvió para reforzar los lazos de dependencia personal con 
la gente que lo seguía. Eso se trasunta desde el acuerdo 
de Tres Arboles y sus numerosos actos de dispensa de 
tierras y ganados. Esa política, que sería la base de su 
poder, la continuó en la Campaña de las Misiones y todas 
las veces que ocupó después la Presidencia de la Repú- 
blica o la Comandancia General de la Campaña. 

Si bien Rivera recién se rinde a los portugueses en 
1820, ya: aparece plenamente integrado al régimen en 1822, 
año en que su adhesión a Lecor será decisiva. Precisa- 
mente fue él el encargado de perseguir a Lavalleja, que 
conspiraba en el Rincón de Clara. Con la fuga de su com- 
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padre quedara destruido el foco principal de resistencia 
en la campaña. 

En 1823 permaneció fiel a los brasileños, decidiendo 
en buena parte la suerte del movimiento de ese año en 
el interior. Los brasileños le colmaron de títulos y mer- 
cedes: Brigadier, Caballero de la Orden de Cristo, Barón 
de Tacuarembó. 

A la muerte de Márquez de Souza fue Comandante 
de la Campaña y se incorporó a la Cruzada Libertadora 
de 1825 luego del episodio de Monzón. 


Santiago y Ventura Vázquez 


Los hermanos Santiago y Ventura Vázquez eran hijos 
de un comerciante en granos e importante agricultor de 
los alrededores de Montevideo (Juan Vázquez). 

Santiago fue uno de los hombres públicos más im- 
portantes de los primeros años del Uruguay independien- 
te. Durante el período de la Revolución desplegó sus 
actividades en un marco más amplio que el de la Pro- 
vincia Oriental, al servicio del gobierno de Buenos Aires. 
Luego del primer sitio de Montevideo se retiró a la ex- 
capital virreinal junto con Rondeau. Desempeñaba la 
Comisaría General del Ejército, y en tal carácter marchó 
con Sarratea al Ayuí. 

Ventura Vázquez había iniciado la carrera militar 
bajo la dominación española. Participó en la frustrada 
conspiración de Murguiondo y Vallejo en Montevideo en 
1810 y se dirigió después ʻa Buenos Aires. Participó en la 
campaña del Paraguay a las órdenes de Belgrano. Luchó 
en la Batalla de Las Piedras y fue enviado por Artigas 
a solicitar ayuda al gobierno de Buenos Aires. El histo- 
riador Flavio García atribuye el distanciamiento entre 
Artigas y Vázquez a la negativa del Jefe Oriental a con- 
cederle una comisión sobre los fondos a transportar desde 
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Buenos Aires, Fue Teniente Coronel del Regimiento de 
Blandengues, y con él deserté en el Ayui para incorporar- 
se a Sarratea. Bajo las órdenes de éste se unió al segundo 
sitio de Montevideo hasta la deposición de Sarratea, 
abandonando entonces el asedio junto con Francisco Xa- 
vier de Viana, el padre Figueredo, etc. Santiago Vázquez 
siguió la suerte de su hermano Ventura en esta opor- 
tunidad. 

En 1814, Ventura Vazquez se reintegró al sitio y entró 
con Alvear a Montevideo. Recibió entonces sus despachos 
de Coronel y volvió con sus tropas a Buenos Aires. Cayó 
con Alvear, de quien era fervoroso adicto. Fue uno de 
los seis jefes enviados por Ignacio Alvarez Thomas a 
Purificación. Marchó luego al Janeiro y de allí a Fran- 
cia. Volvió a Montevideo en 1818, junto al general Alvear 
y otros opositores al Director Pueyrredón, desterrados por 
el gobierno bonaerense. 

Santiago Vázquez también estuvo en Montevideo al 
servicio del gobierno de Buenos Aires en 1814. En 1817 
retornó a Montevideo, dedicándose a rehacer su fortuna 
con negocios de saladero y basto de carne. Al igual que 
su hermano, estrechamente ligado al ex-Director Carlos 
María de Alvear, desempeñó un destacado papel en la 
Sociedad de los Caballeros Orientales. En 1820, vuelto a 
Buenos Aires después de la caída: de Pueyrredón, Alvear 
pedirá reiteradamente a Santiago Vázquez que le acom- 
pañe en la nueva aventura política. Este desempeñará un 
irnportante papel en la oposición a Lécor que culminó 
en 1822, 

Los hermanos Vázquez fueron una neta expresión de 
la oligarquía criolla de Montevideo dispuesta a hacer “la 
carrera de la Revolución”. Santiago Vázquez, que con el 
grueso de la clase comercial criolla se había opuesto te- 
nazmente al artiguismo, procuraría en 1823, con el apoyo 
de Buenos Aires, impedir la hegemonía caudillesca. Años 
más tarde, sin embargo, lo veremos, como representante 
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por La Rioja al Congreso General Constituyente de las 
Provincias Unidas, oponiéndose a Rivadavia. Su hermano 
Ventura fue socio del poderoso caudillo Facundo Quiroga 
en el negocio minero de aquella Provincia. 
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DOCUMENTOS 


BANDO DEL 27 DE MARZO DE 1820. 


Prohibe extraer ganados 


Carlos Federico Lecor, Barón de la Laguna, del Con- 
isejo de su Magestad, Hidalgo de la Real Casa, Comenda- 
dor de las Ordenes de San Benito de Aviz, y de la Torre 
y Espada, Teniente General de los Reales Ejércitos de 
S.M.F., General en Jefe de las fuerzas de mar y tierra 
empleadas en la parte oriental del Río de la Plata, Capitán 
General de esta Provincia, Superintendente General suv- 
delegado de la Real Hacienda y Renta de Correos, etc. 
etc, etc, 


Considerando el lamentable estado de ruina y deso- 
lación en que se hallan los campos de esta hermosa pro- 
vincia por los desastres de la guerra civil, y deseando que 
el hacendado encuentre arbitrios para restablecer sus 
estancias, y el cultivador sus labores; que todas las fami- 
las puedan repararse de los pasados quebrantos para 
gozar en sosiego las dulzuras de la paz; que vuelva en fin 
la Campaña a su antiguo esplendor y riqueza por los 
esfuerzos de la industria protegida del orden y la autori- 
dad de las Leyes, he creido del interés común de la 
Provincia mandar, como mando y ordeno que se guarden 
y cumplan por todos sus habitantes las disposiciones de 
buen gobierno y policía que se contienen en los artículos 
siguientes: 
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PRIMERO: Desde hoy en adelante queda rigurosa- 
mente prohibida la extracción, para fuera de los límites 
de la Provincia, de caballos, vacas y de toda especie de 
ganados indistintamente. 


SEGUNDO: Todas las licencias concedidas anterior- 
mente para extraer ganados quedan nulas y sin efecto, 
hasta que otra cosa permita el estado actual de la cam- 
paña. 

TERCERO: Todos los ganados que se lleven a las 
fronteras en contravención de este decreto, serán apre- 
hendidos por los Comandantes del tránsito y partidas 
celeadoras, y presos sus conductores. Si los ganados fueses 
robados de las estancias se entregarán a sus respectivos 
dueños, justificada que sea su propiedad; a los que se 
sorprendan a los mismos interesados se venderán en su- 
basta pública al mejor postor, conforme a las instrucciones 
que se circularán a las Autoridades competentes, y de su 
producto se formarán un dipósito en la tesorería de la 
Provincia para socorrer a las familias indigentes de la 
campaña y auxiliar a los hacendados pobres para la 
repoblación de sus estancias. 


CUARTO: Los ladrones de ganados serán juzgados y 
sentenciados con todo el rigor de las Leyes por los Jueces 
civiles y tribunales de justicia, debiendo proceder en las 
causas de esta naturaleza con la brevedad posible. 


QUINTO: Nadie podrá matar vacas bajo ningún 
pretexto; y cuando los hacendados quieran hacer faenas 
o matanzas generales de toros y novillos, lo avisarán al 
Juez y Comandnte del partido, que velarán sobre la con- 
servación de las vacas y dará cuenta sin dilación al Supe- 
rior Gobierno de las infracciones que en ese punto se 
cometan. 


SEXTO: Quedan igualmente prohibidos los saladeros 
en todos los puntos de la Provincia, y sin efecto ni valor 
las licencias que se hubieren obtenido para establecerlos, 
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hasta que sea oportuno concederlas de nuevo a los ha- 
cendados. 

_ El presente decreto se circulará impreso a las Auto- 
ridades competentes, se publicará por Bando en la Capital 
de la Provincia y se fijará en todos los pueblos de ella 
para que llegue a noticia de todos. Dado en la villa de 
Guadalupe, a 27 de marzo de 1820. 


Barao da Laguna. 


BANDO DE 23 DE JUNIO DE 1821. 


Se declara abolido el impuesto extraordinario a 
los cueros orejanos 


“Teniendo en consideración las fundadas representa- 
ciones que han elevado á este superior Gobierno el Excmo 
Cabildo y Real Consulado de esta capital y el MI. Cabildo 
de la Colonia, solicitando la abolición del derecho extra- 
ordinario impuesto sobre los cueros orejanos, la libertad á 
los hacendados para disponer de sus haciendas como con- 
venga a sus intereses, y la absoluta prohibicion de la saca 
de ganados al territorio de las provincias limítrofes, á fin 
de cortar los gravísimos perjuicios que siente la pastura 
y el comercio en general; y deseando dar nuevos testimo- 
nios anhelo por la prosperidad del pais y bien de sus 
hebitantes, despues de examinado este asunto detenida- 
mente en Junta Superior de Real Hacienda, he acordado 
ordenar y mandar lapúntual observancia de las disposi- 
ciones contenidas en los siguientes artículos 

1? Queda absolutamente prohibida hasta que mejoren 
las circunstencias de la campaña toda extracción terrestre 
al teritorio de las provincias limítrofes, del ganado vacuno, 
cuero, sebo y carnes, sin excepcion alguna, bajo la pena 
de comiso, conforme a lo mandado en los bandos de 27 de 
Merzo y 27 de Octubre de 1820, 
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2? Queda abolido el impuesto extraordinario de cua- 
tro reales sobre los cueros orejanos; y en adelante solo 
pagarian 4 su introduccion en esta plaza un real sobre los 
derechos ordinarios, que se recaudara sobre la real Adua- 
na como ramo separado, y su producto se aplicara 4 las 
atenciones generales del gremio de hacendados. 

3° Desde hoy en adelante podrán los hacendados dis- 
poner libremente de sus haciendas, matar o vender sus 
vacas y demás ganados, como mejor convenga á sus inte- 
reses. De consiguiente queda habilitada y absolutamente 
permitida la introduccion de cueros y carne de vaca en 
esta plaza, y demas pueblos y mercados de la Provincia; 
y derogadas y sin efecto alguno las anteriores prohibicio- 
nes contenidas en los bandos de 27 de Marzo y 27 de 
Octubre de 1820. 

4° Para poner un término 4 los continuos robos que 
sufren los hacendados en perjuicio de la causa pública, 
ordeno que desde el primero de Agosto del año corriente, 
todos los compradores de ganados y cueros sean obliga- 
dos a justificar el dominio ó derecho que tienen sobre los 
cueros y ganados que quieren introducir. El documento 
justificativo será precisamente un certificado de los ha- 
cendados vendedores, firmado por su mano si supiesen 
hacerlo, ó si no supiesen, por quien sepa, a su ruego, con 
su marca señalada al márgen, con el visto bueno de los 
jueces de sus partidos, y con expresion del número de 
animales ó cueros orejanos y marcados que hayan ven- 
dido, y el nombre de los compradores. Estos certificados, 
siendo relativos á los cueros, se presentarán en esta plaza 
á la Real Aduana para sacar el permiso de la introduc- 
ción, se pasará por la oficina á los reconocedores, y volvera 
á ella en fin de cada mez pera que se haga la debida con- 
frontación. Los certificados de ganado que se traigan para 
el consumo de esta capital y saladeros de la inmediacion, 
6 que se lleven con el mismo destino 4 los demás pueblos, 
se presentarán á los jueces respectivos. 

5° De cueros de ganados alzados tomados en campos 
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realengos conforme á las instrucciones de la materia 6 en 
virtud de licencias de esta superioridad se justificará la 
propiedad con el certificado de los jueces ó comandantes 
que hayan intervenido en dichas faenas. 

6° Los cueros que sin los expresados requisitos se 
introduzcan en esta plaza serán detenidos por los recono- 
cedores y depositados por el Diputado de los Hacendados 
encargado en este ramo, a quien daran aquellos el corres- 
pondiente parte en el día de la aprehensión. Del mismo 
modo serán detenidos y depositados por los jueces de 
extramuros y alcaldes de los demas pueblos los ganados 
que sin dichos requisitos se conduzcan para consumo y 
feenas de los saladeros. 

7° Tanto los reconocedores de esta plaza como los 
jueces de extramuros, daran parte sin demora alguna de 
los cueros y ganados que detengan, al señor Intendente. 
de la Provincia, a quien se autoriza en toda forma para 
que expida sus providencias á fin de que se vendan al 
mejor precio, precediendo inventario, de los cueros oreja- 
nos y marcados, y se deposite en la Caja Real — para que 
haga entrega á los hacendados dueños de las marcas reco- 
nccidas el importe de los cueros ó ganados vendidos que 
le pertenezcan. Y para que se proceda judicialmente con- 
tra los introductores, los jueces ordinarios ó territoriales 
en los demas pueblos quedan autorizados á los mismos 
fines con expresa obligación de depositer el importe de 
las ventas en la Receptoría más inmediata de su residen- 
cia, recogiendo el competente resguardo que remitirán 
con el parte al Señor Intendente de la Provincia; quien 
pzsará los avisos oportunos á esta Superioridad. 

8? El importe de los cueros y animales orejanos que 
se aprehendan, se incorporará al fondo destinado á las 
atenciones del Gremio de Hacendados en la forma pre- 
venida por los decretos anteriores. 

% Los reconocedores examinarán cuidadosamente los 
cueros que se introduzcan, para saber el número de ore- 
janos y marcados y sin las marcas y números correspon- 
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dientes 4 los certificados de los vendedores. Toda comisión 
ó condescendencia en este punto bastará para despojarlos 
inmediatamente de la comision; y en caso de fraude, 
soborno, ó colusión serán presos, juzgados y castigados 
conforme á derecho. La primera pena sufrirán los jueces 
de extramuros y demás partidos en igualdad de casos y 
circunstancias. 

10° Los intrusos ó agregados en los campos de los 
vecinos hacendados á quienes se justifique algun robo en 
las haciendas en que se les premite vivir, serán desaloja- 
dos inmediatamente á mas de sufrir las penas establecid:s 
por las leyes del pais contra estos delitos. Los hacendados 
que tengan fundadas sospechas contra los intrusos ocurri- 
rán á los jueces de los partidos para que hagan los reco- 
nocimientos que convenga y los jueces son obligados á 
practicarlo actuando dos testigos. 

11? Se recomienda al celo de la Intendencia de los 
pueblos expedir las providencias conducentes contra las 
pulperías volantes y mercachifles en conformidad al 
artículo 9 del Bando de 27 de Octubre del año 20. 


23 de junio de 1821. 
Barón de la Laguna 


N° 1. Providencias urgentes para el Estado Cisplatino 


1° Que el Decano de la Exma. Camara D. Nicolas 
Herrera sea comisionado para hacer en la administracción 
de justicia las reformas que crea mas conducentes al triple 
objeto. 3 

le De corregir abusos introducidos por la Revolución. 

2° De abreviar la substanciacion de los procesos y 
disminuir las litis-expensas, reformando el viejo arancel 
de la Audiencia de Buenos Ayres. 

3? Procurar a los habitantes de la campaña el mejor, 
y mas comodo arbitrio de tratar sus diferenciss sobre 
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asuntos, que en el pais se llaman de terrenos y ganados 
sin necesidad de ocurrir a Montevideo, para lo cual ser- 
virá de luz e dictamen el proyecto presentado por la 
Diputación Cisplatina, &a en principios de Maio. 

2° Será separada de Buenos Ayres en lo espiritual 
la jurisdicción de Montevideo, y para efectuar esta medi- 
da, se tendrá én vista lo Practicado por las Provincias 
restantes. 

4° Siendo scandaloso / y no conveniente á la Politica 
del Gobierno/ que para cuatro Religiosos de S. Francisco 
soporte el Estado un Convento, a que estan adscriptas 
1600 varas Castellanas de terreno en el mejor pasage de 
la Ciudad y dos excelentes posesiones de campo llamadas 
Santos Lugares de Jerusalem y Chacarita de los Padres, 
el Gobierno dispondrá 

5° Que los Padres regresen a su Convento de Buenos 
Ayres como lo exige la Politica y es consiguiente a la 
separacion de jurisdicciones. 

6° Que la Iglesia se convierta en Ayuda de Parroquia. 

72 Que se vendan los terrenos de ultramarinos en la 
forma que ya lo dispuso el General Elio. 

8” Que del Convento se formara Aduana, que no 
tiene Montevideo ni tendrá jamás un lugar mas aparente 
que el de S. Francisco. Esto valdrá un ahorro, puede ser 
de 12000 cruzados a la Real Hacienda. 

9 Sino hubieran compradores para la chacarita y 
Santos Lugares podrá arendar-se mientras otra cosa no se 
dispone. 

10? Que se de a D. Nicolás Herrera el terreno del 
Rosario, que ya no podrá servir al Rey para nada, u otra 
sismaria semejante, pues conviene premiarlo por muchas 
razones. 

11° Que de los rincones y demas campos realengos 
el Gobierno haga una pronta distribución agraciando con 
ellos y estableciendo aquellas personas, que hallare por 
mas conveniente. 
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12° Que S.A.R. declare haber tomado y quedar baxo 
de su alta protección todos y cualesquiera personas que 
se hubiesen comprometido o comprometiesen en servicio 
del actual Gobierno asegurando a los empleados el goze 
de 2/ 3 de los sueldos que gozaren, sea cual fuere la suerte 
de la Provincia. 

13° Habiendo la experiencia manifestado ya cuales 
son las consecuencias de una imprenta liberticida, con- 
viene establecer cierta censura provisional y supletoria, 
cuyo reglamento formará el Gobierno de acuerdo con el 
Síndico hasta que la Constitucion determine lo mejor que 
se espere. 

Rio Janeiro. Maio 26 de 1822. Lucas J. Obes. 


N.B. No pudiendo realizarse lo proyectado con el 
Convento de S. Francisco, se pondrá la mira en el Arsenal 
de Marina para el establecimiento de la Real Aduana. Este 
es un edificio costeado a tiro de piedra del Muelle, que 
la Marina tiene ocupado con algunos cabos y otros útiles, 
que no valen el almacenage por su gran deterioro: todo 
ello puede reducirse a menos espacio vendiendo lo que 
se pueda, pasando al Corralon de S. Francisco lo que 
resista á la intemperie, y las fraguas con los bancos de 
carpintero al Parque de Artillería, que también está 
desocupado. La prueba de que el Arcenal es un capital 
perdido para la Real Hacienda se tendrá haciendo esta 
pregunta al Gobierno y Almirantazgo ¿Que repuestos 
tiene la Esquadra de Montevideo? 


Providencias económicas para el Estado Cisplatino 


lo Se recomendará la economia de los gastos del 
Ejercito y Lista Civil, que se hallan notablemente recar- 
gados de gente inutil. 

2% Se mandará retirar la Fragata Tetis, y el Almi- 
rante puede quedar desembarcado con una moderada 
gratificacion. 
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_3° Todas las obras de Marina pueden rematarse, y 
costarán menos; haciendo responsables de su bondad á los 
Comandantes é interventores que las reconocieren. En 
este caso cesarán todos los enormes pero inutiles gastos 
del Arsenal, 

4° Se venderán todas las Escrivanias que no hubie- 
ren pagado á sus poseedores por titulo oneroso. 

5° Se concederá la cobranza de los 50.000 y mas pesos 
que adeudan al Cabildo sus Colonos. 

6° Se enegenarán todas las tierras llamdas de Pro- 
Boe por moderadas composiciones con los entiténtes de 
ellas. : 

7° Se suprimirá la Tesorería del Cabildo y dente 
oficinas 6 empleos cuya tolerancia autorizaba el pretexto 
de la renta de los dichos Propios. 

8% Las demás rentas capitulares se arrendarán, «y el 
pago será hecho á un miembro del Cabildo ó de su junta, 
que puede ejercer las funciones (muy llanas en este caso) 
de Tesorero con el 2 p% de la recaudacion. 

9° Qualquiera que conoce la situación de Montevideo 
sabe que sus murallas despreciables deben ser muy pron- 
to arruinadas por el tiempo, sinó las quisiere demoler el 
Gobierno, y que en cualquiera de los dos casos la pobla- 
cion debe extenderse á tiro de metralla de la ciudad, en 
esta suposición se ordene 

que toda la area comprehendida en la ciudad y el tiro 
de metralla por el Leste; por el Norte la aguada, y la 
mar por el Sud se divida en solares de 25 varas de frente 
y 50 de fondo. 

Que se tomen dos de estas suertes para fundar el 
Colegio proyectado por esta diputación, y el resto del 
terreno se venda para hacer los primeros gastos del 
establecimiento. 

En este caso las entradas de la Ciudad quedarán de 
suyo compuestas, pero mientras el plan se adopte podrá 
ordenarse que todos los carros entrantes y salientes seran 
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obligados a dar un viage de escombro 6 piedra para llenar 
las canteras y otros pasos del dicho camino en cuyo apla- 
namiento se emplearan los recursos que abrevia el em- 
pedrado. 


Oe 


Que los Carniceros carreros aguadores y Panaderos 
del Extramuro, reconociendo lo que aventaja en el reparo 
de las dos entradas correpondientes 4 los portones del 
Note, y al Sud elijan de su mismo gremio una persona, 
que se encargue de allanar por lo menos los barrancos 
mas incomodos y pantanos mas peligrosos de ambos cami- 
nos, contribuyendo cada uno con aquello que pudiere, y 
auxiliando el cabildo con la herramienta, presos y soldados 
del empedrado que demandare la obra. 

Rio Janeiro, Mayo 27 de 1822. Lucas J. Obes. 


Varios hacendados pretendiendo no pagar diezmos 


Exmo. Sr. Cap.n Gral. Super.te Gral de Rl. Hacda. 

“Los hacendados que suscribimos acabamos de ser 
sorprendidos con la noticia de q.e la Junta de Diezmos de 
la Provincia ha puesto en remate el de ganados de cría, 
que, por las vicisitudes de los tiempos, estaba suspenso, y 
sin exigirse, sin duda por haberse considerado, errada y 
equivocadamente que por haber cesado, gracias al cielo, 
la plaga de males que han consumido este Estado, se ha- 
llaba en posibilidad de volver inmediatamte con justa, si 
pero sobradamente pesada carga, sin paralizar de modo al- 
guno el curso de su iniciante prosperidad. 

V.E., y nadie mejor q.e V.E. puede conocer el tamaño 
de este error, pues q.e se le hace sensible el mismo deficit 
anual, que se encuentra en las rentas del gobierno q.e le 
proporciona esta Provincia, comparada con las cargas q.e 
le son propias e indispensables. El semblante palido y 
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macilento, con que este mismo Estado se presenta, al paso 
que se senala el cumulo de males, y su naturaleza, q.e 
lenta, paulatina y perezoxamente va dexande tras de si en 
la marcha de su prosperidad, acredita q.e solo ha dado 
principio 4 su convalecencia. Y si a este cuerpo q.e apenas 
aun alienta, y q.e carga con tanto peso sobre todo el Im- 
perio, en lugar de fortalecerle, se le desangra se le pondría 
en una verdadera y lamentable agonía? ¿No se destruirá 
su poder de disminuir su deficit? ¿Que decimos? ¿no se 
aumentará? ¿No se agravará el peso del Imperio? ¿No 
eran las angustias y penurias, que en el ánimo de V.S. 
labran diariamente? ciertamente que si. 

¿Y que remedio contra estos males, q.e destruyen y 
aniquilan, se encontrará q.e no sea el del justo y nece- 
sario deshogo de los q.e se ocupan en el fomento del unico 
ramo industrial, y agrícola, que puede formar la riqueza 
de este pays? ¿Y en que otra cosa puede consistir este 
alivio y desahogo, q.e en no imponerle cargas, q.e no 
pueden sobrellevar? Que Exmo Sr., ¿tanta confianza se 
ha de tener en la fuerza medica de la naturaleza, q.e sin 
reparo ni consideracion á circunstancias, se ataque su 
propia constitución? No Sr. Al cuerpo mas robusto, si se 
le carga mas de lo que puede realm.te vencer se inclina 
acia el suelo: y si este cuerpo está en crecencia y se le 
carga todo lo que puede en aquel momento sostener, no 
solo se le impide alcanzar el poder, de que es susceptible, 
sino que se le hace retrogradar en el que ya tiene 
adquirido. 

Esto es, Exmo. Sr, lo que va a acontecer á su gobier- 
no, y lo q.e tiene q.e recaer sobre todo el Imperio, si se 
da lugar á renovar intempestivamente tan gravosa, y 
aniquilante imposición.............. circunstancias. 

Esto es también lo q.e sentimos ya con dolor agudo á 
solo su amago los hacendados, q.e suscribimos. Y este sen- 
timiento nuestro va á comunicarse, cual golpe eléctrico, á 
todos los demás hacendados dela Provincia, y del mismo 
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se sentiran tocados todas las demas clases del Estado, que 
reparen un poco en sus consecuencias económicas. 

Por todo esto es que dando salida 4 nuestro dolor, y 
mezclandole con el de los restantes hacendados, acudimos 
de pronto 4 la proteccion de V.E., con quien hablan todas 
las Leyes del tit 16 lib 1° de Indias, y el Cap. 157 y si- 
guientes de la ordenanca de Intendentes a fin de q.e se 
digne ordenar á la junta de diezmos, con Superintendte 
Gral de Rl Hacienda, suspenda dho remate q.e por noso- 
tros, y los demas hacendados protextamos fundar inme- 
diatamte con copiosas, y solidas razones nuestra justa y 
sena intencion, elevandolas, si fuese necesario hasta el 
augusto trono de S.M.F, 

Esto es lo que — 

V.E. rendida, y angustiadamente suplicamos alenta- 
dos de su notoria justicia y acreditada prudencia 

Bernardo Susbiela, Juan Maria Pérez, Luis Gonzz 
Vallejo, Manuel Gutierrez, Zenon Garcia de Zuniga, Ga- 
briel A. Pereira, Jose Falcom, Matias Gomez, Lorenzo J. 
Perez, Manuel Grellor, Rafael Gutierrez, Xavier Garcia 
de Zuñiga, José Maria da Cunha, Miguel Conde, Jose 
Zubillaga, Pablo Gonzale y Paz, Luis Godefroy, etc. 

Juan María Pérez fue encargado de este negocio por 
los demás que lo suscribieron. 

La Junta Superior de Hacienda resolvió: 

“... y atendiendo que los Hacendados de los 
Departamentos de Paysandú, CerroLargo y Maldonado no 
han sufrido la desbastación q.e las demas comarcas de las 
Provincias dignas p.r este respeto de las consideraciones 
q.e dispensan las leyes en casos de calamidad publica se 
declara, que no ha lugar á suspender el remate de los 
diezmos de cuatropea en los referidos departamentos..... 
(EGH, Legajo 1824, Exp 188). 
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ACTA DE TRES ARBOLES 


“Convocados todos los jefes y oficiales de las respecti- 
vas divisiones por orden del S.or Comandante en Gefe D. 
Fructuoso Rivera para discutir acerca de los intereses de la 
Patria y determinar lo mas conveniente con presencia de 
la comunicación dirigida por los S.Sres Comisionados del 
Ermo. Gobierno de la Capital de Montevideo fha a 11 del 
corr.te en el pueblo de Sn. José, se reunieron en la tienda 
del referido S.or Com.te en Gefe...” Luego de la designa- 
ción de una comisión especial de seis miembros, los cin- 
cuenta y tres oficiales que la suscriben “bien instruidos de 
los doc.tos concernientes al particular deliberasen de la 
suerte de la Provincia del modo más conforme, para salvar 
sus derechos y libertad; y empeñada su palabra de honor 
bajo las formalidades de estilo, procedieron acto continuo 
a la discusión y suficientemente debatida la materia en 
cuestión fueron de unánime parecer que se reconociese y 
prestase obediencia, por todos los Gefes, oficiales, solda- 
dos y vecinos (qe. hoy existen al mando del Sor. coman.te 
en gefe D. Fructuoso Rivera), al Exmo. Gobierno de Mon- 
tevideo, como instalado por los buenos patriotas que desean 
los adelan-tos del País, la conclusión de la guerra, destruc- 
ción de la Anarquía y felicidad de todos los habitantes, del 
territorio bajo las condiciones siguientes...... 

Estas formalidedes fueron: 

12 Que el comandante en Gefe Fructuoso Rivera que- 
dará a la cabeza de toda división en el pie que se halla 
en la actualidad, con el título y preeminencia que hoy goza, 
lo mismo que los demás jefes y oficiales. 
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22 Que toda la División estará a la orden y disposi- 
ción del gobierno de Montevideo, para hacer respetar su 
autoridad y defender en ellas los derechos del país de cual- 
quier enemigo que quiera atacarla. 


3° Que la División velará sobre la Campaña, estable- 
ciendo el orden, haciendo respetar las autoridades, la jus- 
ticia, la propiedad y seguridad individual. 

4° Que una vez lograda la tranquilidad la División 
será mandada por Rivera con el título de Regimiento Pro- 
vincial. 

5° Que por ningún motivo ni pretexto se obligará a 
ninguno de los oficiales y soldados a servir fuera o dentro 
del territorio bajo otras órdenes que las de Rivera. 


6° Que se mantendrian las relaciones comerciales con 
Buenos Aires y las Provincias, 


7? Que a todo individuo residente en el territorio le 
será libre mudarse de él cuando le parezca conveniente 
disponiendo de todos los bienes que posea como legítimo 
dueño. 


8° Se dará libertad a todo individuo que haya aban- 
donado el país por disenciones políticas, regresar o esta- 
blecerse nuevamente. 


9° Que el Comandante Rivera dispondrá de todos los 
terrenos baldíos y ganado que crea necesario a favor de 
todos los vecinos que hayan padecido quebrantos por la 
guerra, militares, viudas, huérfanos, documentando al Go- 
bierno al efecto. 
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CLAVE DE ABREVIATURAS 


AGN Archivo General de la Nación. 

AGN-FEAGA Archivo General de la Nación. Fondo ex-Archivo Ge- 
neral Administrativo. 

AGN-FEMH Arenivo, General de la Nación. Fondo ex-Museo His- 

co. 

AGN-CFE Archivo, General de la Nación. Colección Falcao Es- 
palter. 

AGN-FCT Archivo General de la Nación. Fondo Comisión To- 
pográfica. 


AGN-FCT-DGOP-RPP Archivo General de la Nación. Fondo Comisión To- 
pográfica, Dirección General de Obras Públicas. 
Registro de Propiedades Particulares. 


AGN-JC19 Archivo General de la Nación. Juzgado Civil 19. 

AGN-JC39 Archivo General de la Nación. Juzgado Civil 30. 

AGNA Archivo General de la Nación Argentina. 

EGR Archivo de la Escribanía de Gobierno y Hacienda. 

EGH-EE Archivo de la Escribanía de Gobierno y Hacienda. 
Expedientes Encuadernados. 

EGH-EE-BA Archivo de la Escribanía de Gobierno y Hacienda. 
Expedientes Encuadernados. Expedientes traídos de 
Buenos Aires. 

EGH-ESE Archivo de la Escribanía de Gobierno y Hacienda. 
Expedientes sin encuadernar. 

EGH-PP Archivo de la Escribanía de Gobierno y Hacienda. 
Protocolos de Particulares. 

EGH-PG Archivo de la Escribanía de Gobierno y Hacienda. 
Protocolos de Gobierno. 

EGH-RTR Archivo de la Escribanía de Gobierno y Hacienda. 
Registro de Tomas de Razón. 

MHN Museo Histórico Nacional. 


MHN-CD Museo Histórico Nacional. Colección de Documentos. 
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